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LEY ORGÁNICA 2199 DE 2022
(febrero 8)

por medio de la cual se desarrolla el artículo 325 de la Constitución Política y se expide el régimen especial 
de la Región Metropolitana Bogotá - Cundinamarca

El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Objeto, finalidad, naturaleza y entrada en funcionamiento
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto adoptar el 

régimen especial para la Región Metropolitana Bogotá - Cundinamarca, 
definir y reglamentar su funcionamiento, en el marco de la autonomía 
reconocida a sus integrantes por la Constitución Política.

Artículo 2°. Finalidad. La Región Metropolitana tendrá como 
finalidad garantizar la formulación y ejecución de políticas públicas, 
planes, programas y proyectos de desarrollo sostenible, así como la 
prestación oportuna y eficiente de los servicios a su cargo, promoviendo 
el desarrollo armónico, la equidad, el cierre de brechas entre los 
territorios y la ejecución de obras de interés regional. En el marco de 
la igualdad entre los integrantes, sin que haya posiciones dominantes.

Artículo 3°. Naturaleza. La Región Metropolitana Bogotá - 
Cundinamarca es una entidad administrativa de asociatividad regional 
con régimen especial establecido en esta y otras leyes, y dotada de 
personería jurídica de derecho público, autonomía administrativa 
y patrimonio propio, a través de la cual las entidades territoriales 
que la integran concurren en el ejercicio de las competencias que les 
corresponden, con el fin de hacer eficaces los principios constitucionales 
de coordinación, concurrencia, complementariedad y subsidiariedad 
en la función administrativa y en la planeación del desarrollo dada su 
interdependencia geográfica, ambiental, social o económica.

Artículo 4°. Jurisdicción y domicilio. En lo relacionado con los temas 
objeto de su competencia, la jurisdicción de la Región Metropolitana 
Bogotá - Cundinamarca corresponde únicamente al Distrito Capital y 

los municipios de Cundinamarca que se asocien. El domicilio y la sede 
de la entidad serán definidos por el Consejo Regional.

Artículo 5°. Principios. Son principios que rigen el funcionamiento 
de la Región Metropolitana Bogotá - Cundinamarca los siguientes:

1. Autonomía territorial. Las entidades territoriales que conformen 
la Región Metropolitana Bogotá - Cundinamarca mantendrán su 
autonomía territorial y no quedarán incorporadas al Distrito Capital. La 
Región Metropolitana respetará la autonomía de los municipios que sean 
parte, de Bogotá y de Cundinamarca. Las competencias municipales, 
departamentales y distritales se respetarán bajo las autoridades político 
administrativas de cada entidad territorial.

2. Sostenibilidad. La Región Metropolitana velará por la integridad 
de los elementos que la Estructura Ecológica Principal Regional, como 
soporte de la vida y el desarrollo sostenible regional, los recursos 
naturales, las áreas protegidas y los servicios ecosistémicos, permitiendo 
su preservación para las necesidades futuras y buscando equilibrio entre 
el desarrollo económico, el cuidado del medio ambiente y el bienestar 
social.

3. Convergencia socioeconómica. La Región Metropolitana 
contribuirá al equilibrio entre las entidades territoriales y al 
reconocimiento de las oportunidades de desarrollo que tienen todos 
los municipios que la conforman independientemente de su tamaño 
y categoría. El enfoque de desarrollo equilibrado del territorio tendrá 
en consideración las necesidades, características y particularidades 
económicas, culturales, sociales y ambientales, fomentando el 
fortalecimiento de los entes territoriales que la conforman.

4. Pluralidad. Se reconocerán las diferencias geográficas, 
institucionales, económicas, sociales, étnicas y culturales de las 
entidades territoriales que conformen la Región Metropolitana Bogotá 
- Cundinamarca, como fundamento de la convivencia pacífica y la 
dignidad humana.

5.  Identidad regional. La Región Metropolitana promoverá la 
identificación, promoción y desarrollo articulado de las manifestaciones 
artísticas, culturales, sociales, materiales e inmateriales de los entes 
territoriales que conforman la región para fortalecer y consolidar la 
identidad y sentido de pertenencia regional.

6. Gradualidad. La Región Metropolitana asumirá sus funciones 
y competencias de manera gradual, teniendo en cuenta su capacidad 
técnica y financiera.
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7. Economía y buen Gobierno. La Región Metropolitana promoverá 
la autosostenibilidad económica, el saneamiento fiscal, racionalización, 
la optimización del gasto público y el buen gobierno en su conformación 
y funcionamiento.

8. Especialidad. La Región Metropolitana solo puede intervenir 
en los temas objeto de su competencia, que le han sido transferidos, 
delegados u otorgados por la ley, de tal manera que no puede intervenir 
en las competencias exclusivas de los municipios, del distrito capital o 
del departamento.

9. Participación. La Región Metropolitana garantizará la 
participación, concertación y cooperación de los ciudadanos en la 
construcción colectiva de políticas públicas, planes, programas, 
proyectos y la prestación de servicios a su cargo, para lo cual 
establecerá los mecanismos para hacerlo. Promoverá el control social y 
la transparencia en la gestión pública.

10. Coordinación. La ciudad de Bogotá y los municipios asociados 
a la región metropolitana, deben garantizar el ejercicio armónico de 
sus respectivas funciones con el fin de lograr sus fines y cometidos, en 
concordancia con el artículo 113 de la Constitución. 

En consecuencia, prestarán su colaboración a las demás entidades 
para facilitar el ejercicio de sus funciones y se abstendrán de impedir u 
obstaculizar su cumplimiento.

11. Concurrencia. Obligatoriedad de concurrir a la financiación, 
prestación efectiva de los propósitos territoriales, ambientales, 
sociales o económicos por los que los municipios se han asociado 
a la región metropolitana. Lo anterior, sin vulnerar la autonomía 
política, administrativa, fiscal y normativa de cada una de las entidades 
territoriales.

12. Complementariedad. La región metropolitana deberá acudir 
complementariamente a la prestación de bienes y servicios a cargo de 
las entidades territoriales asociadas.

Artículo 6°. Procedimiento para la conformación inicial de la región 
metropolitana. Por iniciativa del Alcalde Mayor y del Gobernador 
respectivamente, el Concejo Distrital de Bogotá, por medio de Acuerdo 
Distrital, y la Asamblea Departamental de Cundinamarca, por medio de 
ordenanza departamental, decidirán respectivamente sobre su ingreso 
a la Región Metropolitana Bogotá - Cundinamarca, con lo cual la 
Región Metropolitana entrará en funcionamiento, de conformidad con 
el Parágrafo Transitorio 1 del artículo 325 de la Constitución Política.

Los mecanismos y procedimientos de esta decisión serán los dis-
puestos en el reglamento de cada una de las corporaciones. Una vez 
radicado el Proyecto de Acuerdo o el Proyecto de Ordenanza corres-
pondiente, las corporaciones deberán adelantar al menos una audiencia 
pública, donde se propenda por la representatividad y pluralidad terri-
torial.

Parágrafo 1°. La totalidad de los Concejos Municipales y las Alcaldías 
Municipales del Departamento de Cundinamarca podrán participar en 
las audiencias públicas que adelante la Asamblea Departamental.
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Parágrafo 2°. La totalidad de las Juntas Administradoras Locales de 
Bogotá Distrito Capital podrán participar en las audiencias públicas que 
adelante el Concejo de Bogotá.

Artículo 7°. Procedimiento y condiciones para la asociación de los 
municipios a la región metropolitana. Una vez entre en funcionamiento 
la Región Metropolitana los municipios de Cundinamarca que deseen 
asociarse deberán cumplir con las siguientes condiciones:

Para la optimización de los recursos a su cargo el ingreso de los 
municipios deberá ser progresivo, garantizando la correcta ejecución 
de las competencias que le otorga esta ley a la Región Metropolitana 
procurando consolidar una región sin vacíos geográficos.

El municipio deberá compartir uno o más hechos metropolitanos 
reconocidos por el Consejo Regional con los municipios asociados a la 
Región Metropolitana y al Distrito Capital.

Los municipios de Cundinamarca que deseen asociarse lo podrán 
hacer previa autorización del respectivo concejo municipal. La 
iniciativa corresponderá al alcalde municipal o a la tercera parte de los 
concejales del municipio. Una vez sea radicado el proyecto de Acuerdo, 
el respectivo concejo municipal realizará al menos un cabildo abierto. 
El proyecto deberá ser aprobado conforme al reglamento del respectivo 
concejo.

Parágrafo 1°. Los municipios que conformen la Región Metropolitana 
mantendrán su autonomía territorial, no quedarán incorporados al 
Distrito Capital, y ejercerán sus competencias a través de la región 
en aquellas materias definidas como hechos metropolitanos y deberán 
armonizar sus planes y programas a aquellos que en el marco de sus 
competencias adopte la región.

Artículo 8°. Ámbito geográfico. Facúltese al Consejo Regional 
para definir y actualizar de manera periódica el listado o listados de 
municipios elegibles a la región metropolitana, con el fin de garantizar 
el cumplimiento de las competencias definidas en el artículo 9° 
de la presente ley y teniendo en cuenta las dinámicas territoriales, 
ambientales, sociales económicas previstas en el artículo 325 de la 
Constitución Política de Colombia, así como los hechos metropolitanos 
que se declaren. La actualización de cada listado de municipios elegibles 
deberá soportarse en informes técnicos del observatorio de dinámicas 
regionales.

Parágrafo 1°. Los municipios que no hayan sido incluidos en los 
listados de municipios elegibles, o que consideren que un nuevo tema 
o hecho metropolitano puede ser gestionado desde la región, podrán 
presentar una moción de insistencia sustentando su interés y pertinencia 
ante el Consejo Regional, el cual deberá estudiar la solicitud y dar 
respuesta en un plazo no mayor a 3 meses, siempre y cuando se cumpla 
con los criterios definidos en la presente ley.

CAPÍTULO II
Competencias

Artículo 9°. Competencias de la Región Metropolitana 
Bogotá - Cundinamarca. Corresponde a la Región Metropolitana 
Bogotá  Cundinamarca dentro de los principios de concurrencia, 
complementariedad, coordinación y subsidiariedad, ejercer las 
siguientes competencias:

1. Las competencias asignadas por la Constitución y la ley.
2. Las que le sean transferidas o delegadas por las entidades del 

orden nacional para ejercicio exclusivo de la Región Metropolitana.
3. Las que sean delegadas por las entidades que las conforman.
4. Las que las entidades que la conformen decidan ejercer en forma 

conjunta previa calificación de la materia como un hecho metropolitano.
5. Las que sean definidas en el acto de constitución de la Región 

Metropolitana Bogotá - Cundinamarca.
6. La definición de hechos Metropolitanos.
En el ámbito de su jurisdicción, la Región Metropolitana ejercerá, de 

manera prioritaria, competencias en las áreas temáticas de: movilidad; 
seguridad ciudadana, convivencia y justicia; seguridad alimentaria y 
comercialización; servicios públicos; desarrollo económico; medio 
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ambiente y ordenamiento territorial, así como en las demás en que sus 
asociados compartan dinámicas territoriales, ambientales, sociales o 
económicas, según lo defina el Consejo Regional.

Parágrafo 1°. Estas competencias se asumirán de manera gradual y 
progresiva en función de la capacidad técnica y financiera que adquiera 
la región metropolitana conforme a su entrada en funcionamiento y de 
acuerdo con la asignación de recursos prevista para cada una de ellas, 
así como las demás reglas que se establezcan dentro de los estatutos.

Parágrafo 2°. La transferencia o delegación de competencias a la 
Región Metropolitana, se efectuará con los recursos y el capital humano 
necesario para la correcta ejecución de la misma, lo anterior en atención 
a la capacidad fiscal y del talento humano de la respectiva entidad.

Artículo 10. Competencias por áreas temáticas. De acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo anterior, la Región Metropolitana ejercerá sus 
competencias en las siguientes áreas temáticas:

• En materia de movilidad:
1. Ejercer como autoridad regional de transporte en el ámbito 

geográfico de su jurisdicción, en las modalidades que le hayan sido 
asignadas en la presente ley.

2. Coordinar e integrar el servicio de transporte público regional.
3. Planear en su ámbito geográfico la infraestructura para la 

movilidad entre los municipios de su jurisdicción, teniendo en cuenta 
las determinantes ambientales, en articulación interinstitucional 
con la nación y el resto de los territorios colindantes con la Región 
Metropolitana.

4. Coordinar en su ámbito geográfico el servicio de transporte de 
carga y la logística regional.

5.  Desarrollar en su ámbito geográfico proyectos de infraestructura 
de movilidad regional con todas las garantías ambientales, de acuerdo 
con la normatividad vigente y sus competencias.

6. Formular y adoptar el Plan de Movilidad Sostenible y Segura de la 
Región Metropolitana, para dar prelación a los medios de transporte no 
motorizados (peatón y bicicleta) y al transporte público con energéticos 
y tecnologías de bajas o cero emisiones.

7. Formular e implementar fuentes de financiación y fondeo para la 
movilidad, incluyendo las establecidas en el artículo 97 de la Ley 1955 
de 2019 o la norma que lo modifique, adicione o sustituya.

8. Procurar el uso del río Bogotá como alternativa de movilidad y 
transporte público, con el fin de aumentar las alternativas sostenibles de 
transporte de la Región Metropolitana.

• En materia de seguridad ciudadana, convivencia y justicia:
1. Diseñar y liderar el sistema regional de seguridad, convivencia y 

justicia para los municipios que conformen la Región Metropolitana.
2. Liderar la elaboración y puesta en marcha del Plan Integral de 

Seguridad, Convivencia y Justicia regional (PISCJ), en coordinación 
con los PISCJ departamental, distrital y municipales, de acuerdo con 
población, capacidades y necesidades en orden de complementariedad 
al sistema regional.

3. Diseñar acciones de implementación conjunta y complementaria 
desde el ámbito regional en materia de control de delitos y 
comportamientos contrarios a la convivencia, establecidos en la ley 
1801 de 2016, y demás normas que la modifiquen o adicionen con 
las diferentes entidades estatales, vinculando la utilización de medios 
técnicos y tecnológicos.

4. Formular un Plan Maestro de Equipamientos regionales de 
seguridad, convivencia y justicia de la región para optimizar las 
inversiones en materia de seguridad de cada uno de los entes territoriales 
que conformen la Región Metropolitana.

5. Diseñar, implementar y coordinar una estrategia para el 
fortalecimiento y posicionamiento de la justicia comunitaria, justicia 
restaurativa, atención a víctimas de delitos y modelos de autocomposición 
en los entes territoriales que conformen la Región Metropolitana.

6. Fortalecer las instancias de convivencia, seguridad y acceso a la 
justicia en la Región Metropolitana con la unificación de protocolos, 
sistemas de información y registro, rutas de acceso a la justicia, 
seguridad y convivencia, con entidades como la Policía, Fiscalía, 
Medicina Legal, ICBF, Migración Colombia, Comisarías de Familia, 
Inspecciones y corregidurías de Policía, Personerías, Jueces, Consejo 
Superior de la Judicatura y demás entidades que permitan consolidar 
estrategias conjuntas para el tratamiento de la convivencia como pacto 
social.

7. Coordinar con la nación las inversiones de equipamiento para el 
fortalecimiento de la seguridad ciudadana y establecer pie de fuerza 
policial regional a fin de integrar las estrategias de forma eficaz.

• En materia de seguridad alimentaria y comercialización:
1. Diseñar, ejecutar y evaluar las políticas, planes, programas y 

proyectos de carácter regional de desarrollo agropecuario relacionados 
con la investigación, el desarrollo tecnológico, la innovación y la 
extensión agropecuaria regional para el favorecimiento de producción 
con perspectiva de seguridad alimentaria y sostenibilidad ambiental, 
en armonía con las políticas y planes nacionales, departamentales y 
municipales en esta materia.

2. Diseñar, ejecutar y evaluar las políticas, planes, programas y 
proyectos de carácter regional para el fortalecimiento de las cadenas 
agropecuarias y forestales, en los temas relacionados con la producción, 
la asistencia técnica, la comercialización, la asociatividad, las alianzas 
productivas, la formalización empresarial, laboral y la infraestructura 
productiva, la trazabilidad, gestión logística el enfoque colaborativo 
de la cadena productiva, la inserción en los mercados regionales y 
la generación de valor agregado en los productos agropecuarios, en 
armonía con las políticas y planes nacionales, departamentales y 
municipales en esta materia.

3. Coordinar con las entidades públicas competentes y actores 
de las cadenas productivas regionales aspectos relacionados con 
el financiamiento, la gestión de riesgos, desarrollo tecnológico, 
comercialización y agroindustria y los demás que sean necesarios para 
el mejoramiento competitivo de las cadenas agropecuarias y forestales.

4. Contribuir, en el marco de sus competencias, al diseño, 
planificación e implementación de políticas, planes y programas con 
enfoque de sistemas alimentarios territoriales que vinculen la oferta 
regional y la demanda de alimentos, tanto a nivel público como 
privado, desarrollando mecanismos efectivos de articulación comercial 
convencionales y no convencionales.

5.  Realizar la gestión técnica y administrativa, y la validación y 
aprobación para la construcción y adecuación de equipamientos y 
centrales de abastos para el acopio, almacenamiento, comercialización 
mayorista y procesamiento de alimentos, así como de las plantas de 
beneficio animal en los municipios del departamento de Cundinamarca, 
asociados a la Región Metropolitana, y en el Distrito Capital.

6. Coordinar con las diversas instancias de participación del sector 
agropecuario de los niveles nacional, departamental y municipal para 
la construcción de instrumentos de planeación y gestión en materia de 
seguridad y abastecimiento alimentario en el territorio de la Región 
Metropolitana.

7. Comercializar, comprar y/o vender productos agropecuarios con 
el fin de mejorar los ingresos de los productores, para el favorecimiento 
y estabilización de los precios del mercado, así como, la adquisición 
e intermediación de los insumos agropecuarios que se utilizan en 
la producción, el desarrollo de actividades de promoción, venta y 
mercadeo, la participación de eventos de promoción y desarrollo y, 
todas a aquellas actividades propias del objeto misional, para generar 
bienestar social y económico en los productores.

• En materia de servicios públicos domiciliarios y TIC:
1. Coordinar, promover y/o ejecutar acciones orientadas a lograr una 

adecuada planeación y gestión del recurso hídrico con enfoque regional.



4		 DIARIO OFICIAL
Edición 51.942

Martes, 8 de febrero de 2022

2. Coordinar y gestionar con otras autoridades nacionales y/o 
territoriales la asesoría y asistencia técnica, administrativa y financiera 
y la adopción de prácticas de buen gobierno o gobierno corporativo en 
las empresas públicas prestadoras de servicios públicos domiciliarios y 
TIC en los municipios que integran la Región Metropolitana.

3. Promover, diseñar y apoyar la implementación de esquemas 
asociativos para la prestación de los servicios públicos domiciliarios 
y TIC con enfoque regional y territorial que garanticen cobertura, 
calidad, eficiencia y sostenibilidad en los municipios que hacen parte 
de la Región Metropolitana, para lo cual podrá disponer entre otros 
instrumentos de financiación, de los aportes bajo condición.

4. Hacer seguimiento a la gestión y prestación de los servicios públicos 
domiciliarios en su jurisdicción, y reportar en lo que corresponda a la 
autoridad competente para el ejercicio del control y vigilancia.

5. Formular una política regional de gestión, manejo y aprovechamiento 
de residuos sólidos y líquidos y coordinar la implementación de 
esquemas asociativos y demás acciones bajo el modelo de economía 
circular, en particular a través del reúso de las aguas residuales y el 
aprovechamiento de los residuos sólidos.

• En materia de desarrollo económico:
1. Definir, en el Plan Director, una visión de desarrollo económico 

regional que responda a las vocaciones productivas de los territorios 
que conforman la Región Metropolitana.

2. Impulsar las vocaciones productivas de la Región Metropolitana 
Bogotá - Cundinamarca definidas con la Comisión Regional de 
Competitividad y demás espacios de concertación regional e instancias 
público - privadas.

3. Potenciar la innovación empresarial y la competitividad de las 
cadenas de producción existentes y futuras.

4. Diseñar y promover un plan de logística regional que incluya, 
como mínimo, una red de equipamientos, infraestructura logística, 
puntos de acceso, información, entre otros.

5.  Promover la región como centro de comercio internacional, 
mediante la coordinación de acciones y actores públicos y privados.

6. Facilitar la articulación y coordinación entre las Agencias Públicas 
de Empleo de Bogotá - Cundinamarca y los municipios asociados como 
operadores autorizados y especializados para oferentes y demandantes, 
garantizando un servicio gratuito, permanente, discriminado y sin 
intermediarios.

7. Formular y articular con el Ministerio de Trabajo, las Agencias 
Públicas de Empleo de Bogotá - Cundinamarca, el SENA y los municipios 
asociados un plan de orientación ocupacional y competencias laborales, 
teniendo como base el mercado laboral de la Región Metropolitana.

8. Coordinar a los entes territoriales que integran la Región en el 
desarrollo de programas orientados al cierre de brechas y la inclusión 
laboral, con énfasis en poblaciones vulnerables, mujeres y jóvenes.

9. Diseñar e implementar el Plan de Desarrollo Turístico para 
la Región Metropolitana e identificar y coordinar la ejecución de 
infraestructura turística estratégica y proyectos turísticos especiales.

10. Diseñar e implementar estrategias y acciones para la promoción 
conjunta, multidestino y de producto complementario.

11. Desarrollar acciones para el mejoramiento y fortalecimiento de 
las competencias y habilidades de los actores de la cadena de valor del 
sector turismo, que incluya programas de formalización, formación y 
capacitación del talento humano, multilingüismo, financiación, fomento 
e incentivos, apoyo al emprendimiento, calidad turística, servicio al 
cliente, conectividad, tecnología e innovación y facilitación turística.

• En materia ambiental:
1. Articular, en asocio con las autoridades ambientales y demás 

actores públicos y privados responsables, el Plan de Seguridad Hídrica 
y el Plan de Acción Climática para la Región Metropolitana, y coordinar 
la ejecución de programas y proyectos para su implementación por parte 
de los entes territoriales, en desarrollo de la Ley 1844 de 2017.

2. Coordinar con el Distrito Capital, el Departamento de 
Cundinamarca y los municipios asociados a la Región Metropolitana 
la ejecución de estudios de amenaza, vulnerabilidad y riesgo natural 
y antrópico e identificar y gestionar los proyectos prioritarios para su 
implementación.

3. Articular la estructuración y ejecución de proyectos ambientales 
con el Departamento, el Distrito Capital y municipios que integren la 
Región, cuando así lo determine el Consejo Regional, cumpliendo los 
lineamientos definidos por las autoridades ambientales.

4. Aprobar, en coordinación con la corporación autónoma regional, 
la inclusión de la Estructura Ecológica Principal Regional en el plan 
estratégico y de ordenamiento metropolitano.

• En materia de ordenamiento territorial y hábitat:
1. Definir en el Plan Director un modelo regional territorial con 

políticas y estrategias para la articulación de los instrumentos de 
ordenamiento territorial, y los programas y proyectos regionales 
estratégicos para la consolidación de los hechos metropolitanos.

2. Formular y coordinar conjuntamente, con los municipios y el 
Distrito, planes, programas, proyectos o políticas para la financiación 
y producción de vivienda y entornos adecuados, incluyendo VIS y 
VIP, con las entidades de su jurisdicción que hacen parte del Sistema 
Nacional de Vivienda de Interés Social, creado por la Ley 3ª de 1991 y 
las normas que la sustituyan o modifiquen.

3. Formular conjuntamente, con los municipios y el Distrito, 
instrumentos de planeación, gestión y de financiación, y constituir 
un banco regional de tierras, en coordinación con las autoridades 
municipales y distrital, que permitan el desarrollo de proyectos 
de importancia estratégica para la implementación de los hechos 
metropolitanos.

4. Estructurar y desarrollar conjuntamente, con los municipios y el 
Distrito, programas y proyectos de mejoramiento de asentamientos, 
reasentamiento, infraestructura y equipamientos sociales y espacios 
públicos, en desarrollo del Plan Director de la Región Metropolitana.

5.  Formular y desarrollar conjuntamente, con los municipios y el 
Distrito, programas de hábitat y vivienda rural productiva y sostenible.

Parágrafo. Se ejercerán las competencias previstas en la presente ley 
de acuerdo con la capacidad técnica, financiera y administrativa para 
ejercerlas, así mismo las que se deriven de la declaratoria de los hechos 
metropolitanos.

CAPÍTULO III
Hechos metropolitanos

Artículo 11. Hechos metropolitanos. El Consejo Regional declarará 
los hechos metropolitanos que desarrollan las áreas temáticas previstas 
en el artículo 8° y en otras materias que por razón de la interdependencia 
de las dinámicas sociales, económicas y geográficas deban atenderse en 
forma conjunta.

Para los efectos de la presente ley, los hechos metropolitanos son 
aquellos fenómenos o situaciones relacionadas con las dinámicas 
económicas, sociales, ambientales o territoriales que afecten, impacten 
o beneficien a un número plural de entidades territoriales asociadas a 
la Región Metropolitana y cuya acción coordinada garantiza mayor 
efectividad.

Artículo 12. Parámetros para la identificación de hechos 
metropolitanos. Además de lo dispuesto en los artículos anteriores, son 
parámetros para determinar los hechos metropolitanos de la Región 
Metropolitana, los siguientes:

1. Alcance territorial. El fenómeno identificado debe tener 
repercusión sobre dos o más municipios que integran la Región 
Metropolitana, establecer su ámbito geográfico a partir de las dinámicas 
existentes y presentar una relación funcional directa con Bogotá.

2. Sostenibilidad. Los hechos metropolitanos deben aportar 
al desarrollo de un modelo sostenible de la región mediante el 
cumplimiento estricto de las determinantes ambientales que establecen 
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los límites de acción e intervención que impone la naturaleza de la 
estructura ecológica regional para su preservación, y recuperación y se 
deben considerar los impactos ambientales derivados de su declaratoria 
e implementación.

Para ello se requiere de un diagnóstico previo del estado actual y de 
las transformaciones de las estructuras y dimensiones del territorio.

3. Beneficio multiactor. Los hechos metropolitanos deben generar 
efectos positivos o solucionar problemas identificados sobre más de 
una de las entidades territoriales asociadas a la Región Metropolitana y 
sus comunidades.

4. Eficiencia económica. Los hechos metropolitanos deben generar 
beneficios en la atención conjunta, generación de economías de escala 
o de aglomeración y/o reducción de costos de implementación, al ser 
declarados por la Región Metropolitana.

5.  Organización institucional. Permite evaluar si el soporte 
institucional y administrativo que exige la atención del hecho debe 
corresponder a la Región Metropolitana, como la instancia más idónea 
para entender el problema o situación identificada.

Artículo 13. Procedimiento para la declaratoria de hechos 
metropolitanos. La declaratoria del hecho metropolitano se efectuará 
mediante Acuerdo Regional expedido por el Consejo Regional, a 
iniciativa del director de la Región Metropolitana o de los miembros 
del Consejo Regional, para lo cual debe contar con un documento 
técnico de soporte que caracterice los fenómenos metropolitanos de 
la región, establezca las interdependencias y defina las relaciones 
supramunicipales a que haya lugar, las enmarque en las estructuras 
territoriales pertinentes –físico especial, económica, funcional e 
institucional– y defina los objetivos a alcanzar con el tratamiento 
del hecho metropolitano. El documento técnico de soporte incluirá 
la ruta para la implementación de los planes y programas que se 
proponen para la gestión del hecho metropolitano, con sus plazos 
correspondientes.

CAPÍTULO IV
Plan director de desarrollo y ordenamiento regional

Artículo 14. Plan estratégico y de ordenamiento de la región 
metropolitana. El Plan Estratégico y de ordenamiento de la Región 
Metropolitana es un instrumento de planeación de mediano y largo 
plazo que permite definir el modelo territorial regional, criterios y 
objetivos e implementar un sistema de coordinación, direccionamiento 
y programación del desarrollo regional sostenible. Este plan contendrá 
dos componentes principales: uno de planeación socioeconómica y otro 
de ordenamiento físico-espacial.

El Plan Estratégico y de ordenamiento de la Región Metropolitana 
estará acompañado de un Plan de Inversiones e incluirá los programas 
de ejecución.

El Plan Estratégico y de ordenamiento de la Región Metropolitana, 
y los lineamientos para la ocupación del territorio constituyen norma 
de superior jerarquía en la jurisdicción regional, en lo que se refiere 
al desarrollo de los hechos metropolitanos. En este sentido, y sin 
perjuicio de su autonomía territorial, los municipios deberán adecuar 
y ajustar sus planes de ordenamiento territorial, y demás instrumentos 
de planificación; también, se deberán tener en cuenta en los planes de 
desarrollo.

La Secretaría Técnica de la Región Metropolitana Bogotá - 
Cundinamarca prestará de forma gratuita asesoría y apoyo técnico, 
jurídico y financiero, a los municipios que lo soliciten, para la 
actualización y/o armonización de los planes de desarrollo municipales 
o planes de ordenamiento territoriales.

Parágrafo 1°. El plan estratégico y de ordenamiento de la Región 
Metropolitana podrá formular su componente de ordenamiento físico-
espacial por subregiones, teniendo en cuenta las entidades territoriales 
asociadas a la Región Metropolitana y los criterios técnicos definidos 
por el observatorio metropolitano.

Parágrafo 2°. El consejo regional expedirá el acuerdo regional 
que defina la vigencia, adopción, parámetros y condiciones del plan 
Estratégico y Ordenamiento de la Región Metropolitana, el cual podrá 
ser revisado cada 6 años.

Artículo 15. Componente de planeación socioeconómica del plan 
estratégico y de ordenamiento de la Región Metropolitana. En su 
componente de Planeación Socioeconómica, el Plan Estratégico y 
de ordenamiento de la Región Metropolitana deberá contener como 
mínimo los siguientes elementos:

1.  La definición de la visión, la misión y los objetivos de la Región 
Metropolitana, así como las políticas, estrategias, programas y proyectos 
mediante los cuales se lograrán dichos objetivos.

2. La definición de las metas encaminadas a alcanzar los objetivos y 
los indicadores que evalúen la gestión del Plan Estratégico Regional y 
Metropolitano, con una periodicidad mínima cuatrienal.

3. La definición de las directrices físico-territoriales, sociales, 
económicas y ambientales, relacionadas con los hechos metropolitanos, 
en sus escalas metropolitana y regional.

4. Las demás directrices necesarias para el cumplimiento de los 
planes.

Parágrafo. Con el fin de garantizar el seguimiento y evaluación del 
cumplimiento de lo establecido en el Plan Estratégico de la Región 
Metropolitana, la Región Metropolitana deberá constituir un sistema 
de información, seguimiento y evaluación a través del Observatorio de 
Dinámicas Metropolitanas y Regionales.

Artículo 16. Componente de ordenamiento físico-espacial del plan 
estratégico y de ordenamiento de la Región Metropolitana. En su 
componente de ordenamiento físico-espacial, el Plan Estratégico de 
la Región Metropolitana deberá regular principalmente los siguientes 
aspectos:

1. La Gestión Integral del Agua.
2. El Sistema Metropolitano de Vías y Transporte Público Urbano.
3. El Sistema de Equipamientos Metropolitanos y su dimensionamiento 

conforme a los planes o estrategias para la seguridad ciudadana.
4. El modelo de ocupación metropolitano sujeto a la estructura 

ecológica principal regional.
5. Vivienda social y prioritaria en el ámbito metropolitano y los 

instrumentos para la gestión de suelo dirigida a este propósito.
6. Los mecanismos que garanticen el reparto equitativo de cargas y 

beneficios, generados por el ordenamiento territorial y ambiental.
7. Objetivos y criterios a los que deben sujetarse los municipios 

que hacen parte de la Región Metropolitana, al adoptar sus planes de 
ordenamiento territorial en relación con las materias referidas a los 
hechos metropolitanos, de acuerdo con lo previsto en la presente ley.

8. Las políticas para la protección de los suelos de valor agropecuario 
y forestal.

9. El programa de ejecución, armonizando sus vigencias a las 
establecidas en la ley para los planes de ordenamiento territorial de los 
municipios que conforman la Región Metropolitana.

10. Las demás directrices necesarias para el cumplimiento de los 
planes.

Artículo 17. Lineamientos para la ocupación armónica, sostenible 
y equilibrada del territorio. El Consejo Regional, fijará lineamientos 
a las entidades territoriales que componen la Región Metropolitana en 
relación con los siguientes aspectos:

1. Armonización de políticas de ocupación y protección de la 
Estructura Ecológica Principal Regional a partir de una visión regional.

2. Definición de las infraestructuras vial y de transporte, servicios 
públicos (agua, energía, saneamiento básico, manejo de residuos) y 
equipamientos de escala regional.
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3. Articulación de políticas de gestión del riesgo y adaptación al 
cambio climático.

4. Articulación de políticas y programas de vivienda.
CAPÍTULO V

Estructura administrativa y sistema de toma de decisiones
Artículo 18. Consejo Regional. El Consejo Regional será el máximo 

órgano de gobierno de la Región Metropolitana Bogotá - Cundinamarca 
y estará conformado por el Alcalde Mayor de Bogotá, los Alcaldes de 
los municipios de Cundinamarca que se asocien y el Gobernador de 
Cundinamarca.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional delegará un funcionario del 
nivel directivo quien participará de manera permanente en el Consejo 
Regional con voz, pero sin voto.

Parágrafo 2º. El Gobierno nacional delegará un funcionario del 
nivel directivo quien participará de manera permanente con voz y voto 
en la Agencia Regional de Movilidad y en la Agencia Regional de 
Abastecimiento.

Parágrafo 3°. El Comité Intergremial de Bogotá y Cundinamarca 
delegará un representante quien participará de manera permanente en el 
Consejo Regional con voz, pero sin voto.

Artículo 19. Sesiones del Consejo Regional. El Consejo Regional 
se reunirá en sesiones ordinarias al menos una vez cada dos meses o 
de manera extraordinaria cuando lo soliciten el Presidente del Consejo 
Regional o en su ausencia el Vicepresidente, el Director de la Región 
Metropolitana, o la tercera parte de sus miembros.

Artículo 20. Decisiones del Consejo Regional. Las Decisiones 
Metropolitanas pueden tener origen en los miembros del Consejo 
Regional, el Director de la Región Metropolitana o la tercera parte 
de los miembros de las corporaciones de los entes territoriales que la 
integran, y en la iniciativa popular, de conformidad con el artículo 155 
de la Constitución Política, en lo relacionado con el censo electoral.

El Director de la Región Metropolitana deberá presentar los proyectos 
de decisiones Metropolitanas que correspondan al Plan estratégico y de 
ordenamiento metropolitano, los planes de inversión, presupuesto anual 
de rentas y gastos, estructura administrativa y planta de cargos.

Artículo 21. Funciones del Consejo Regional. El Consejo Regional 
ejercerá funciones en materia de planificación; de racionalización de la 
prestación de los servicios públicos; de obras de interés metropolitano; 
de recursos naturales, manejo y conservación del ambiente; de 
transporte; fiscal y administrativa, en los siguientes términos:

1. En materia de planificación del desarrollo armónico, integral y 
sustentable del territorio:

a) Declarar los Hechos Metropolitanos
b) Adoptar el Plan Estratégico y de ordenamiento de la Región 

Metropolitana
c) Establecer las políticas y planes para el desarrollo de programas 

metropolitanos de vivienda y hábitat.
d) Autorizar la creación y/o participación en la conformación de 

bancos inmobiliarios para la gestión del suelo en los municipios de su 
jurisdicción.

e) Autorizar la suscripción de convenios o contratos plan.
g)  Asesorar la implementación del catastro multipropósito en los 

municipios que ingresen a la Región Metropolitana en un plazo no 
mayor a tres años, contados a partir de su fecha de ingreso. Si en el 
momento de su ingreso a la Región Metropolitana el municipio o 
Distrito no tuviera su catastro actualizado, deberá comprometerse a su 
actualización. En un plazo no mayor a tres (3) años Una vez cumplido 
este plazo, aquellos municipios cuyo catastro esté desactualizado no 
podrán ser objeto de inversión directa de la Región Metropolitana, 
salvo que de forma unánime el Consejo Regional considere que se trate 
de un proyecto de inversión estratégica indispensable para el desarrollo 
de la Región.

2. En materia de racionalización de la prestación de los servicios 
públicos:

a) Crear mecanismos asociativos para la prestación de servicios 
públicos de carácter metropolitano.

b) Autorizar la participación en la prestación de servicios públicos 
de manera subsidiaria de conformidad con la ley.

c) Autorizar la participación en la constitución de entidades públicas, 
mixtas o privadas destinadas a la prestación de servicios públicos, 
cuando las necesidades de la Región Metropolitana así lo ameriten.

3. En materia de obras de interés metropolitano:
a) Declarar de utilidad pública o de interés social aquellos inmuebles 

necesarios para atender las necesidades previstas en el Plan Estratégico 
de la Región Metropolitana

b) Planificar, coordinar y gestionar la construcción de obras de 
carácter metropolitano.

c) Decretar el cobro de la participación en plusvalía por obra pública 
o la contribución de valorización de acuerdo con la ley.

4. En materia de recursos naturales, manejo y conservación del 
ambiente:

a) Ejecutar las obras de carácter metropolitano de conformidad con 
lo establecido en el Plan Estratégico de la Región Metropolitana y los 
planes y programas que lo desarrollen o complementen.

b) Adoptar un plan metropolitano para la protección de los recursos 
naturales y defensa del ambiente, de conformidad con las disposiciones 
legales y reglamentarias sobre la materia.

5. En materia de transporte:
a) Adoptar las políticas de movilidad metropolitana y los instrumentos 

de planificación en materia de transporte metropolitano a las que deben 
sujetarse las entidades territoriales de la Región Metropolitana.

b) Ejercer la función de autoridad metropolitana de transporte 
público.

c) Fijar las tarifas del servicio de transporte público de acuerdo con 
su competencia.

d) Formular y adoptar instrumentos para la planificación y desarrollo 
del transporte metropolitano, en el marco del Plan Estratégico de la 
Región Metropolitana.

e) Planificar la prestación del servicio de transporte público urbano 
de pasajeros.

f) Ejercer las competencias en materia de transporte en coordinación 
con los diferentes Sistemas de Transporte Masivo donde existan.

6. En materia fiscal:
a) Aprobar el Plan de Inversiones y el Presupuesto Anual de Rentas 

y Gastos de la Región Metropolitana y sus entidades.
b) Formular recomendaciones en materia de política fiscal y 

financiera a los municipios que hacen parte de la Región Metropolitana, 
procurando la unificación integral o la armonización de los sistemas 
tributarios locales.

c) Aprobar las vigencias futuras ordinarias y excepcionales de los 
proyectos de inversión de la Región Metropolitana y sus entidades.

7. En materia administrativa:
a) Admitir el ingreso de municipios del departamento de 

Cundinamarca a la Región Metropolitana.
b) Nombrar al Director Metropolitano de Bogotá - Cundinamarca de 

conformidad con las calidades, el procedimiento y demás requisitos que 
determinen los estatutos.

c) En concordancia con la ley, fijar los límites, naturaleza y cuantía 
de los contratos que puede celebrar el Director Metropolitano, así como 
señalar los casos en que requiere autorización previa del Consejo.
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d) Autorizar al Director Metropolitano para negociar empréstitos, 
contratos de fiducia pública o mercantil, y la ejecución de obras por el 
sistema de concesión, y alianza público- privada.

e) Determinar la estructura orgánica de la administración 
metropolitana y las funciones de sus dependencias.

f) Crear y organizar las Unidades Técnicas indispensables para el 
cumplimiento de los objetivos y funciones de la Región Metropolitana.

g) Adoptar y modificar los Estatutos de la Región Metropolitana.
h) Aprobar la planta de personal al servicio de la Región Metropolitana, 

así como las escalas de remuneración correspondientes.
i) Disponer la participación de la Región Metropolitana en la 

constitución y organización de sociedades, asociaciones, corporaciones 
y/o fundaciones o el ingreso a las ya existentes.

k)  Crear entidades u organismos encargados de ejecutar las políticas, 
programas y proyectos en la Región Metropolitana.

l)  Delegar mediante decisión metropolitana cualquiera de sus 
funciones y competencias.

m) Expedir mediante decisiones metropolitanas las normas necesarias 
para la debida ejecución de la presente ley.

n) Reglamentar lo concerniente al procedimiento y las reglas de 
votación de los proyectos en el Consejo Regional.

ñ) Delegar funciones en el Director Metropolitano.
o) Autorizar al Director Metropolitano la delegación de sus 

competencias.
p) Definir los aportes de los entes territoriales asociados a la Región 

Metropolitana.
q) Darse su propio reglamento.
8. Las demás que le asigne la ley o se le deleguen conforme a esta.
Parágrafo 1°. Las decisiones referentes a los aportes, gastos y las 

inversiones de la Región Metropolitana requieren la aceptación del 
Alcalde Mayor de Bogotá y el Gobernador de Cundinamarca.

Parágrafo 2°. Los Estatutos de la Región Metropolitana Bogotá - 
Cundinamarca podrán definir otras atribuciones que se considere deba 
asumir, dentro de los límites de la Constitución y la ley.

Artículo 22. Sistema de toma de decisiones dentro del Consejo 
Regional. El Consejo Regional tomará sus decisiones de acuerdo con 
los siguientes criterios:

1. En las decisiones del Consejo Regional se promoverá el consenso, 
tal como lo establece el artículo 325 de la Constitución.

2. Según lo contemplado en el artículo 325 de la Constitución Política, 
para las decisiones referentes al nombramiento y retiro del Director, 
y los aportes, gastos y las inversiones de la Región Metropolitana se 
requerirá la aceptación de la Alcaldía Mayor de Bogotá y la Gobernación 
de Cundinamarca.

3. El cuórum deliberatorio se constituye con una cuarta parte de 
los miembros del Consejo Regional y el cuórum decisorio con las tres 
cuartas partes de los miembros del Consejo Regional. El delegado 
del Gobierno nacional no se contabilizará para la determinación del 
cuórum.

4. Las decisiones referentes a cada área temática se tomarán por los 
municipios que integren su respectivo ámbito geográfico.

Parágrafo 1°. De no existir consenso en la primera votación, se 
procederá de la siguiente manera:

1. Se utilizará la moción de insistencia hasta por tres veces.
2. Se conformará una subcomisión que presentará un informe al 

Consejo Regional para la insistencia.
3. Se tomará la decisión por mayoría absoluta, y en todo caso, la 

decisión deberá contar con el voto favorable de la Alcaldía Mayor de 
Bogotá y la Gobernación de Cundinamarca.

Parágrafo 2°. Cuando una decisión afecte directamente a uno o varios 
municipios o al Distrito Capital, el Consejo Regional establecerá, en el 
acuerdo que adopta la decisión, las medidas que compensen y mitiguen 
los impactos generados, las cuales serán concertadas con el respectivo 
municipio previo a la aprobación de la decisión.

Parágrafo 3°. El Consejo Regional definirá en su estatuto el 
procedimiento para la aplicación de lo establecido en el presente 
artículo.

Artículo 23. Director de la Región Metropolitana. El Director 
es empleado público de libre nombramiento y remoción, será su 
representante legal y su elección corresponderá al Consejo Regional, 
previo proceso de convocatoria pública, el cual será reglamentado por 
el Consejo Regional.

El Director será el representante legal de la Región Metropolitana 
y asistirá a las sesiones del Consejo Regional, con voz pero sin voto, 
y presidirá los consejos o juntas directivas de las agencias y entidades 
adscritas o vinculadas, según lo defina el Consejo Regional.

Parágrafo. En caso de falta temporal o renuncia del director, el 
Consejo Regional designará un director provisional por el término de 
la vacancia.

Artículo 24. Requisitos para ser elegido Director de la Región 
Metropolitana. Para ser elegido Director de la Región Metropolitana 
Bogotá - Cundinamarca se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener título profesional y título de posgrado 
en las áreas afines con las temáticas que trata la Región y experiencia 
no inferior a diez (10) años en dichos campos.

El aspirante a Director de la Región Metropolitana deberá acreditar 
todas las calidades adicionales, logros académicos y laborales que 
acrediten el mayor mérito para el desempeño del cargo.

Artículo 25. De las inhabilidades del Director de la Región 
Metropolitana.

1. No podrá ser elegido Director de la Región Metropolitana 
quien sea o haya sido miembro del Concejo Distrital, la Asamblea 
de Cundinamarca o los concejos municipales asociados u ocupado 
cargo público del nivel directivo en el orden departamental, distrital 
o municipal, salvo la docencia, en el año inmediatamente anterior a la 
elección.

2. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido condenado a pena de 
prisión por delitos comunes.

3. Quien dentro del año inmediatamente anterior a la elección haya 
intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas a nivel del 
Distrito Capital, del departamento, o los municipios asociados o en la 
celebración de contratos con entidades públicas de cualquier nivel en 
interés propio o de terceros, siempre que los contratos deban ejecutarse 
o cumplirse en el área de jurisdicción de la Región Metropolitana. Así 
mismo, quien dentro del año anterior haya sido representante legal de 
entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las 
entidades que presten servicios públicos domiciliarios en la respectiva 
área de jurisdicción de la Región Metropolitana.

4. Quien tenga vínculo por matrimonio, o unión permanente, o de 
parentesco en segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o 
único civil, con funcionarios que dentro del año inmediatamente anterior 
a la elección hayan ejercido autoridad civil, política, administrativa o 
militar en la respectiva área de jurisdicción de la Región Metropolitana 
o con quienes dentro del mismo lapso hayan sido representantes legales 
de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de 
las entidades que presten servicios públicos en la respectiva Región 
Metropolitana.

Artículo 26. De las incompatibilidades del Director de la Región 
Metropolitana. El Director de la Región Metropolitana, así como 
quienes sean designados en su reemplazo no podrán:

1. Celebrar en su interés particular por sí o por interpuesta persona 
o en representación de otro, contrato alguno con el Distrito Capital, 
el departamento de Cundinamarca, o los municipios asociados, con 
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sus entidades públicas o privadas que manejen o administren recursos 
públicos provenientes del mismo.

2. Tomar parte en las actividades de los partidos o movimientos 
políticos, sin perjuicio de ejercer libremente el derecho al sufragio.

3. Intervenir en cualquier forma, fuera del ejercicio de sus funciones, 
en la celebración de contratos con la administración pública.

4. Intervenir, en nombre propio o ajeno, en procesos o asuntos, fuera 
del ejercicio de sus funciones, en los cuales tenga interés el Distrito 
Capital, el departamento de Cundinamarca, o los municipios asociados, 
o sus entidades descentralizadas.

5.  Ser apoderado o gestor ante entidades o autoridades administrativas 
o jurisdiccionales del respectivo Distrito Capital, el departamento de 
Cundinamarca, o los municipios asociados, o que administren tributos, 
tasas o contribuciones de los mismos.

6. Desempeñar simultáneamente otro cargo o empleo público o 
privado.

7. Inscribirse como candidato a cualquier cargo o corporación de 
elección popular durante el período para el cual fue elegido.

Artículo 27. Funciones del Director Metropolitano. El Director de la 
Región Metropolitana cumplirá las siguientes funciones:

1. Reglamentar los acuerdos metropolitanos.
2. Presentar al Consejo Regional los proyectos de Acuerdo en el 

marco de su competencia.
3. Velar por la ejecución, seguimiento y evaluación del Plan 

Estratégico de la Región Metropolitana.
4. Proponer al Consejo Regional la modificación de la planta de 

personal de la Región Metropolitana e implementarla.
5. Vincular y remover el personal de la Región Metropolitana.
6. Dirigir la acción administrativa de la Región Metropolitana, con 

sujeción a la Constitución Política, la ley y los Acuerdos Regionales, y 
expedir los correspondientes actos administrativos.

7. Celebrar los contratos necesarios para la administración de los 
servicios, la ejecución de las obras y el cumplimiento de las funciones 
propias de la Región Metropolitana, de acuerdo con las autorizaciones, 
límites y cuantías que al respecto le fije el Consejo Regional.

8. Adoptar los manuales administrativos de procedimiento interno 
y los controles necesarios para el buen funcionamiento de la entidad.

9. Adoptar los planes, programas y proyectos de gestión de talento 
humano en la entidad, de conformidad a los lineamientos y directrices 
establecidos.

10. Presentar los proyectos de Acuerdo relativos al Plan Estratégico 
de la Región Metropolitana, al Plan de Inversiones y al Presupuesto 
Anual de Rentas y Gastos. El proyecto de presupuesto deberá someterse 
al estudio del Consejo Regional antes del 1° de noviembre de cada año.

11. Asistir a las sesiones del Consejo Regional, en las que actuará 
con voz, pero sin voto, y asumir la relatoría y elaboración de actas de 
las sesiones.

12. Administrar los bienes y fondos que constituyen el patrimonio de 
la Región Metropolitana y responder por su adecuada ejecución.

13. Ejercer la prerrogativa de cobro coactivo para hacer efectivo el 
recaudo de las obligaciones creadas a favor de la Región Metropolitana.

14. Presentar al Consejo Regional, a la Asamblea Departamental 
de Cundinamarca, al Concejo Distrital de Bogotá y a los Concejos 
Municipales los informes que le sean solicitados sobre la ejecución de 
los planes y programas de la Región Metropolitana, y sobre la situación 
financiera de la entidad.

15. Presentar al Consejo Regional, al final de cada año de labores, 
un informe de gestión y resultados, acompañado de un planteamiento 
razonado de propuestas.

16. Constituir mandatarios o apoderados que representen a la Región 
Metropolitana en asuntos judiciales o litigiosos.

17. Delegar en funcionarios de la entidad las funciones que autoricen 
los estatutos o el Consejo Regional.

18. Las demás que le asignen la ley, los estatutos y el Consejo 
Regional.

Artículo 28. Secretaría Técnica. La Secretaría Técnica de la Región 
Metropolitana de Bogotá – Cundinamarca será ejercida por el Director 
de la Región Metropolitana, quien se encargará de planear, organizar 
y dirigir los trámites necesarios para el cabal cumplimiento de las 
funciones del Consejo Regional; preparar los proyectos de Acuerdo, 
incluyendo los estudios técnicos que se le soliciten y aquellos necesarios 
para soportar la toma de decisiones, y proporcionar la infraestructura 
logística, técnica y humana requerida para el funcionamiento del 
Consejo Regional, así como convocar a sus miembros. Asimismo, 
tendrá a su cargo la relatoría y elaboración de actas de las sesiones del 
Consejo Regional.

Las demás funciones de la Secretaría Técnica serán definidas en el 
estatuto aprobado por el Consejo Regional.

Artículo 29. Comités sectoriales y/o temáticos. El Consejo Regional 
podrá conformar comités sectoriales o temáticos, de carácter consultivo 
o de coordinación de acciones, en los temas que se consideren necesarios 
de acuerdo con los hechos metropolitanos definidos y las competencias 
atribuidas por la ley o delegadas conforme a ella. Los comités sectoriales 
o temáticos estarán integrados así:

1. El Director de la Región Metropolitana o el directivo de la 
respectiva dependencia, agencia o autoridad temática, quien lo presidirá.

2. El Secretario, Director o funcionario encargado de la dependencia 
en la Gobernación de Cundinamarca y el Distrito Capital, o de las 
oficinas que cumplan la función vinculada al tema o sector relacionado.

3. Los Secretarios, Directores o jefes de la correspondiente 
dependencia de los municipios integrantes de la Región Metropolitana, 
o por los representantes de los respectivos alcaldes de los municipios en 
los que no exista dicha oficina o cargo.

Parágrafo 1°. Sin perjuicio de lo establecido en la presente ley, las 
funciones de los comités sectoriales o temáticos serán definidas por el 
acuerdo que para el efecto dicte el Consejo Regional.

Parágrafo 2°. En todos aquellos casos en los que se considere 
conveniente o necesario, los comités sectoriales o temáticos podrán 
invitar a sus reuniones a representantes del sector público o privado, que 
estén en capacidad de aportar a los asuntos que son objeto de estudio de 
dicha instancia.

Artículo 30. Observatorio de dinámicas metropolitanas y regionales. 
La Región Metropolitana contará con un observatorio de dinámicas 
metropolitanas y regionales como herramienta técnica que contribuya 
al proceso de toma de decisiones de la Región, así como para compilar, 
generar, localizar / georreferenciar, analizar y difundir información y 
hacer seguimiento y evaluación a la dinámica urbano-regional y al Plan 
Director de Desarrollo y Ordenamiento Regional. La conformación, 
organización y funciones del Observatorio serán definidas en el Estatuto 
que apruebe el Consejo Regional.

Parágrafo. La estructura administrativa de la Región Metropolitana 
será determinada en su estatuto, aprobado por el Consejo Regional.

Artículo 31. Agencias especializadas y otras entidades. Para el 
cumplimiento de sus competencias y funciones, el Consejo Regional 
podrá crear agencias estatales de naturaleza especial, establecimientos 
públicos, empresas industriales y comerciales del Estado y sociedades 
de economía mixta, que para efectos legales serán consideradas del 
sector descentralizado, de la rama ejecutiva, con personería jurídica, 
patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y técnica, de 
carácter regional sometidas al régimen jurídico de este tipo de entidades 
del orden nacional, previa autorización de las corporaciones públicas de 
las entidades territoriales que componen la Región Metropolitana.
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La Región podrá decidir cumplir sus funciones a través de entidades 
públicas o mixtas pertenecientes al nivel departamental, distrital 
o municipal de alguna o algunas de las entidades territoriales que la 
integran.

Parágrafo 1°. Las condiciones de funcionamiento de las Agencias 
serán definidas por el Consejo Regional.

Parágrafo 2°. En ningún caso la región metropolitana creará 
autoridades ambientales en el ámbito de su jurisdicción.

Artículo 32. Agencia Regional de Movilidad. Créase la Agencia 
Regional de Movilidad, a través de la cual la Región Metropolitana 
ejercerá la autoridad Regional de Transporte, como entidad pública 
adscrita a la Región Metropolitana, encargada de la planeación, gestión 
y cofinanciación de la movilidad y el transporte a nivel regional. Esta 
entidad estará a cargo del Sistema de Movilidad Regional, el cual está 
integrado por el conjunto de infraestructuras y servicios de transporte 
público y privado de carácter regional que conectan las personas y 
mercancías entre los municipios del ámbito geográfico de la movilidad, 
así como los demás elementos requeridos para su organización, 
planeación, gestión, regulación, financiación y operación.

En materia de transporte público de pasajeros terrestre y férreo, la 
Agencia Regional de Movilidad, sin que medie requisito adicional, 
estará a cargo y ejercerá como autoridad de transporte de todas las 
modalidades de transporte público de pasajeros que conecten a los 
municipios del ámbito geográfico de la movilidad previsto en la 
presente ley, en las rutas intermunicipales que tengan origen-destino en 
los municipios que conforman dicho ámbito geográfico, exceptuando la 
modalidad de transporte público especial de pasajeros.

Los servicios de transporte público de pasajeros en cualquier 
modalidad con origen y destino en una sola jurisdicción distrital o 
municipal, dentro del ámbito geográfico de la movilidad previsto en 
la presente Ley, incluyendo el transporte por cable, serán considerados 
radio de acción distrital o municipal y su autoridad de transporte será 
ejercida por el respectivo alcalde distrital o municipal, quienes podrán 
ceder su autoridad a la Agencia Regional de Movilidad.

Todos los actos administrativos sobre transporte público de pasajeros 
con radio de acción nacional que tengan relación con la región 
requerirán un proceso previo de coordinación interinstitucional con la 
Agencia Regional de Movilidad, en el que se verifique el impacto de 
esta decisión en las competencias de la región.

En su ámbito geográfico, para establecer nuevas concesiones viales 
o modificar las existentes en cuanto a su alcance físico o cambios de 
trazado, en cualquier corredor de la red nacional, concesionado o no 
concesionado, que supere la jurisdicción de un municipio o distrito, 
se deberá surtir un proceso de socialización interinstitucional entre la 
Agencia Regional de Movilidad y el concedente.

En ningún caso se entenderá que la aplicación de este artículo 
implica una modificación de los contratos vigentes ni de los proyectos 
en estructuración antes de la entrada en vigencia de la presente ley.

Parágrafo 1°. Los Alcaldes de los municipios que se vinculen a la 
Región Metropolitana en el hecho metropolitano o área temática de 
movilidad, actuarán como Junta Directiva de la Agencia, y reglamentarán 
el ejercicio de sus competencias, funciones y operación, en el marco 
de lo establecido en la presente ley. Los alcaldes podrán delegar esta 
función en los Secretarios de tránsito o de Movilidad en los Municipios 
que lo tengan.

Parágrafo 2°. La Región Metropolitana podrá realizar el traslado de 
sus funciones al sector de Movilidad de la Alcaldía Mayor de Bogotá en 
cabeza de la Secretaría Distrital de Movilidad de Bogotá para que actúe 
transitoriamente como Agencia Regional de Movilidad y autoridad 
regional de transporte, hasta el 31 de diciembre de 2023 o hasta que su 
Junta Directiva decida extender ese plazo.

Cuando la Secretaría Distrital de Movilidad asuma las funciones de 
Agencia Regional de Movilidad, el Consejo Regional, conformado por 

los municipios del área temática, actuará como su junta directiva para 
lo cual se dará su propio reglamento.

Parágrafo 3°. Teniendo en cuenta que el Regiotram de Occidente es 
un sistema concesionado regional previo que aún no ha entrado en fase 
de operación, la definición tarifaria, frecuencia, gestión, operación y 
control del mismo será establecida por la Gobernación de Cundinamarca, 
de la misma manera que la definición tarifaria y operacional de la 
concesión de la primera fase de la primera línea del metro de Bogotá 
sigue a cargo de la Alcaldía Mayor de Bogotá.

En todo caso La Gobernación de Cundinamarca acordará con el 
Consejo Regional las condiciones de integración del Regiotram de 
Occidente a la Agencia Regional de Movilidad dentro del año siguiente 
al inicio de la fase de operación del sistema.

Artículo 33. Funciones de la Agencia Regional de Movilidad. Son 
funciones de la Agencia Regional de Movilidad:

a) Formular y adoptar la política de movilidad regional, y diseñar, 
orientar, regular sus estrategias, programas y proyectos con el objetivo 
de lograr una movilidad asequible, accesible, segura, equitativa 
y sostenible, que impulse el desarrollo económico de la Región 
Metropolitana.

b) Planear, formular, estructurar, regular, financiar, construir, operar 
o mantener directa o indirectamente servicios e infraestructura de 
transporte y de logística en la Región Metropolitana, para lo cual tendrá 
a cargo las facultades para expedir permisos, habilitaciones, recaudo y 
distribución de recursos para la ejecución, operación y mantenimiento 
de los servicios e infraestructura de transporte en los municipios de la 
Región en articulación interinstitucional con la Nación y el resto de 
territorios colindantes con la región metropolitana cuando a ello haya 
lugar.

c) Ejercer la autoridad de transporte de las modalidades y radios de 
acción a su cargo, para lo cual podrá otorgar permisos y habilitaciones, 
definir y adoptar la política tarifaria, conforme a los parámetros 
establecidos por el Ministerio de Transporte, vigilar y controlar 
la prestación del servicio, investigar e imponer las sanciones por 
infracciones a las normas de transporte, y las demás acciones requeridas 
para su desarrollo.

d) Regular integralmente la prestación del servicio de transporte 
público regional, en su jurisdicción, conforme a las leyes, la 
reglamentación expedida por el Ministerio de Transporte y las 
competencias y funciones de la Agencia Regional de Movilidad.

e) Identificar, formular, adoptar, autorizar, implementar, recaudar y 
definir la destinación de fuentes de financiación y fondeo, incluyendo 
peajes y valorización, en la infraestructura o los servicios de transporte 
a su cargo, sin que medie autorización previa por parte de la Nación 
o el desarrollo de las fuentes alternativas de financiación previstas en 
el artículo 97 de la Ley 1955 de 2019, o la norma que la modifique, 
adicione o sustituya. Los peajes podrán instalarse sobre infraestructura 
existente o nueva dentro del ámbito geográfico de la movilidad Región 
Metropolitana y corresponderá a la Agencia Regional de Movilidad, 
de conformidad con los estudios técnicos que haga para tal fin, definir 
su ubicación, distribución de carriles, condiciones, restricciones y 
excepciones, salvo las ya contempladas en el literal b) del artículo 21 de 
la Ley 105 de 1993 la norma que la modifique, adicione o sustituya. Estas 
mismas funciones podrán ser ejercidas por las entidades territoriales 
en la infraestructura o servicios de transporte de su jurisdicción que 
no hayan sido trasladados a la Región Metropolitana. En cualquiera 
de los casos listados anteriormente, ·no se podrá modificar o alterar la 
estructura de los contratos de concesión o proyectos de infraestructura 
de transporte existente a cargo de la Nación.

f) Fijar la tarifa de los derechos de uso de los Centros de Intercambio 
Modal (CIM).

g) Coordinar y articular con las respectivas autoridades la 
organización del tránsito en la infraestructura de transporte en la 
Región Metropolitana, con énfasis en la armonización de las medidas 
de tránsito definidas por las autoridades locales.
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h) Estandarizar los sistemas de información de trámites de tránsito y 
las herramientas tecnológicas para la gestión del tránsito y el transporte 
en vía, los sistemas de detección semiautomáticas o automáticas de 
infracciones SAST y las plataformas tecnológicas para la gestión de 
información contravencional y apoyar el control al tránsito, directa 
o indirectamente, de manera subsidiaria en coordinación con las 
autoridades municipales, departamentales y nacionales.

i) Administrar los recursos provenientes del impuesto a vehículos 
motores que le hayan sido cedidos. En el ámbito geográfico de la 
movilidad del que trata el artículo 7°, la tarifa del impuesto a vehículos 
automotores establecida en el artículo 145 de la Ley 488 de 1998, o la ley 
que le adicione, sustituya o modifique, tendrá 0,2 puntos porcentuales 
adicionales. El recaudo que se genere por este factor adicional podrá 
cederse total o parcialmente por parte de las entidades territoriales a la 
Agencia Regional de Movilidad, o quien haga sus veces.

j) Las demás que por ley se asignen, modifiquen o adicionen y las 
que el Consejo Regional le delegue.

Parágrafo 1°. Las funciones serán ejercidas en el ámbito geográfico 
establecido en la declaratoria del hecho metropolitano de la movilidad, 
incluidas las funciones a ser cedidas o trasladas por parte del Gobierno 
nacional.

Artículo 34. Agencia Regional de seguridad alimentaria y 
comercialización. La Región Metropolitana podrá transferir sus 
funciones a la Agencia de Comercialización e Innovación del 
departamento de Cundinamarca para que actúen transitoriamente como 
Agencia Regional de Seguridad Alimentaria y Comercialización, hasta 
el 31 de diciembre de 2023, o hasta la fecha en que el Consejo Regional 
decida extender ese plazo.

Cuando la Agencia de Comercialización e Innovación del 
departamento de Cundinamarca actúe transitoriamente como Agencia 
Regional de Seguridad Alimentaria y Comercialización, el Consejo 
Regional actuará como su junta directiva para la consulta y aprobación 
de sus decisiones.

Para fortalecer los procesos de abastecimiento alimentario y en 
beneficio de los campesinos de los cinco departamentos que integran 
la Región Administrativa y de Planeación Especial (RAPE), la Agencia 
Regional de Seguridad Alimentaria y Comercialización coordinará con 
los departamentos que la integran esquemas de compra justa, producción 
y comercialización.

Parágrafo 1°. El Consejo Regional, una vez entre en vigencia la 
presente ley, reglamentará el ejercicio de las competencias, funciones 
y operación de la Agencia Regional de Seguridad Alimentaria y 
Comercialización.

CAPÍTULO VI
Patrimonio y mecanismos de financiación

Artículo 35. Patrimonio y rentas de la Región Metropolitana. El 
patrimonio y rentas de la Región Metropolitana podrá estar constituido 
por:

a) Los recursos del Presupuesto General de la Nación que de acuerdo 
con la disponibilidad pueden destinarse para la Región Metropolitana;

b) Los recursos provenientes de impuestos, tasas, contribuciones, 
tarifas, derechos, multas, permisos o cualquier otro ingreso que perciba 
en ejercicio de sus competencias;

c) Los aportes que, con destino a la· financiación para el ejercicio 
de las competencias de la Región Metropolitana, realicen las entidades 
territoriales que la conforman;

d) Los ingresos que reciba en desarrollo de sus competencias, 
convenios y contratos, incluidos los de cofinanciación de infraestructura;

e) Las sumas que reciba por la prestación de servicios;
f) Los recursos del Sistema General de Regalías cuando la Región 

Metropolitana sea designada como entidad ejecutora de recursos del 
SGR, debiendo realizar la ejecución presupuestal y financiera como 
lo dispone el artículo 27 de la Ley 2056 de 2020, o la norma que la 

modifique, adicione o sustituya, previo cumplimiento del ciclo de 
proyectos de inversión de los que trata dicha Ley y sus reglamentaciones;

g) Los recursos que permitan la financiación de pactos territoriales, 
contratos plan o el mecanismo que haga sus veces;

h) La administración de fondos de inversión para el cumplimiento de 
sus competencias;

i) El producto del rendimiento de su patrimonio o de la enajenación 
de sus bienes;

j) Los recursos que establezcan las leyes, ordenanzas y acuerdos;
k) Las donaciones que reciba de entidades públicas o privadas;
1) Los demás recursos que las leyes pudieran asignar.
Artículo 36. Cofinanciación de la infraestructura de accesos urbanos. 

El Gobierno nacional podrá financiar o cofinanciar el mejoramiento y 
la optimización de la infraestructura de accesos urbanos del ámbito del 
área temática de la movilidad contenido en la presente ley.

Artículo 37. Participación en la contraprestación aeroportuaria. 
En el caso de que se desarrollen nuevos aeropuertos ubicados dentro 
del ámbito geográfico de la Región Metropolitana, la contraprestación 
aeroportuaria del 20% del que trata el artículo 151 de la Ley 2010 de 
2019, o la norma que lo modifique, adicione o sustituya, se distribuirá 
entre la Región Metropolitana, que percibirá el 30% de los recursos, 
y los municipios donde se instale la concesión aeroportuaria, quienes 
recibirán el 70% restante. Estos recursos se priorizarán a la construcción 
y/o mejoramiento de los accesos al aeropuerto correspondiente, cuyo 
objetivo es garantizar la adecuada operación de la infraestructura 
aeroportuaria y mejorar el acceso a la misma.

Artículo 38. Derechos por el uso de las terminales de transporte 
y los centros de intercambio modal (CIM). A partir de la entrada en 
funcionamiento de la Agencia Regional de Movilidad, la habilitación 
de los Centros de Intercambio Modal para el transporte público de 
pasajeros, la definición del precio público y la tarifa por su acceso 
y uso será potestad exclusiva de esta entidad dentro de su ámbito 
geográfico. En el caso de las Terminales de Transporte deberá seguir 
los lineamientos metodológicos que sobre la materia establezca el 
Ministerio de Transporte.

Los Centros de Intercambio Modal se podrán financiar con los 
recursos provenientes del cobro del precio público y/o las tarifas por 
el uso y acceso a la infraestructura de transporte y de los recursos 
provenientes de cobros por servicios conexos y complementarios que 
se ofrezcan.

La Agencia Regional de Movilidad fijará mediante acto administrativo 
el precio público y/o tarifas a pagar por el derecho por el uso de los 
Centros de Intercambio Modal (CIM), a partir de los costos de inversión, 
financiación, mantenimiento y operación de la infraestructura. Las 
tarifas de los servicios conexos y complementarios serán definidas por 
las entidades públicas o privadas responsables de la infraestructura y 
que estén a cargo de la prestación del servicio.

A su vez, para la fijación del precio público o las tarifas, la Agencia 
Regional de Movilidad evaluará, sin limitarse, factores como las 
tipologías vehiculares y su capacidad, el tipo de servicio ofrecido, las 
características de la infraestructura, el ahorro en costos de operación, 
la demanda de pasajeros, el uso de la infraestructura, entre otros. 
Esta entidad anualmente deberá realizar un estudio de revisión para 
identificar la necesidad de actualizar la tarifa.

El recaudo por el acceso y uso de esta infraestructura estará a cargo 
de las entidades públicas o privadas responsables de la infraestructura 
y de la prestación del servicio y el pago estará a cargo de sus usuarios.

Parágrafo. Los programas atinentes a seguridad vial y medicina 
preventiva que incluyen, entre otros, exámenes médicos generales de 
aptitud física y la práctica de la prueba de alcoholimetría, derivados de 
lo señalado en el marco de la Ley 105 de 1993, la Ley 336 de 1996 y 
demás normas reglamentarias, deberán ser operados por las terminales 
de transporte y/o los Centros de Intercambio Modal (CIM), existentes 
en la jurisdicción de la Región Metropolitana Bogotá Cundinamarca, 
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donde se preste el servicio de transporte público terrestre automotor 
de pasajeros intermunicipal y/o regional de pasajeros. Los recursos 
que se deban destinar legal o normativamente a la financiación de 
los programas atinentes a seguridad vial y medicina preventiva serán 
recaudados y administrados directamente por la terminal de transporte 
y/o el Centros de Intercambio Modal (CIM). La vigilancia del recaudo 
y de la destinación de los recursos estará a cargo de la Agencia Regional 
de Movilidad o quien haga sus veces.

Las terminales de transporte existentes en la jurisdicción de la Región 
Metropolitana Bogotá-Cundinamarca tendrán hasta el 30 de junio de 
2022 para adoptar todas las medidas para garantizar la operación de los 
programas atinentes a seguridad vial y medicina preventiva.

Artículo 39. Sobretasa al impuesto de delineación urbana. Los 
municipios y el Distrito Capital que conformen la Región Metropolitana 
Bogotá – Cundinamarca podrán adoptar a través de sus concejos 
municipales y distrital una sobretasa al impuesto de delineación urbana 
Su valor corresponderá a un 1% adicional a la tasa impositiva - para 
aquellos municipios cuya tarifa del impuesto sea un valor porcentual 
sobre el valor de la obra - o al 40% adicional al valor del impuesto -para 
aquellos municipios cuya tarifa del impuesto sea un valor referido en 
smmlv, o UVT. Los recursos total o parcialmente serán transferidos a la 
Región Metropolitana.

Los elementos tributarios asociados a la citada sobretasa 
corresponderán a los del impuesto de delineación urbana que para tal 
efecto haya reglamentado cada autoridad municipal o distrital.

Parágrafo 1°. Esta sobretasa podrá suplir los aportes de que trata el 
literal c) del artículo 28 de la presente ley.

Artículo 40. Plusvalía. La Región Metropolitana será titular del 
derecho a participar en la plusvalía que generen las acciones urbanísticas 
de carácter regional que esta desarrolle, así como la ejecución de obras 
públicas que adelante la Región Metropolitana.

Artículo 41. Contribución regional de valorización. Créase 
la contribución regional de valorización como un mecanismo de 
recuperación de los costos o participación en los beneficios generados 
por obras de interés público o por proyectos de infraestructura que la 
Región Metropolitana Bogotá – Cundinamarca, directamente, o a través 
de sus agencias, declare de impacto regional y que sean ejecutados directa 
o indirectamente por ellas, la cual recae sobre los bienes inmuebles que 
se beneficien con la ejecución de dichas obras o proyectos.

El sujeto activo de la contribución regional de valorización será la 
Región Metropolitana Bogotá-Cundinamarca, a través de la entidad 
pública a la que aquella le asigne las funciones para el cobro de la 
contribución. El sujeto pasivo, el hecho generador, la base gravable, 
la tarifa, el sistema para determinar costos y beneficios, y el método de 
distribución de la contribución, serán los definidos en la parte XII de la 
Ley 1819 de 2016, o la norma que la modifique, adicione o sustituye, 
ajustados al ámbito geográfico de la Región Metropolitana Bogotá-
Cundinamarca.

Corresponderá a la Agencia Regional de Movilidad reglamentar, 
aplicar directamente el cobro y realizar el recaudo de la contribución 
regional de valorización para cada proyecto de infraestructura a 
desarrollarse en el ámbito geográfico de la Región Metropolitana 
Bogotá Cundinamarca.

Artículo 42. Aporte Nacional. En consideración al Acto Legislativo 
02 de 2020 que modifica el artículo 325 de la Constitución Política con 
el fin de crear la Región Metropolitana, la Nación anualmente aportará, 
en calidad de transferencia no condicionada y de libre destinación, a la 
Región Metropolitana Bogotá – Cundinamarca, una suma no inferior 
a setenta y cinco mil millones de pesos (75.000.000.000), a partir de 
la vigencia del presupuesto del 2023. El monto anterior, aumentará 
anualmente en un porcentaje igual al índice de Precios al Consumidor 
(IPC), del año inmediatamente anterior.

Parágrafo. Los proyectos de inversión de la Región Metropolitana 
Bogotá – Cundinamarca, que se financian con los recursos consagrados 
en el presente artículo, deberán tener acompañamiento técnico del 
Departamento Nacional de Planeación (DNP).

Artículo 43. Autorización para imponer sobretasas a los impuestos 
administrados por las entidades asociadas a la Región Metropolitana 
Bogotá. El Distrito Capital, el Departamento de Cundinamarca y los 
municipios de Cundinamarca que se asocien a la Región Metropolitana 
Bogotá, podrán imponer, con destino a la financiación de proyectos de 
inversión de la Región Metropolitana Bogotá, sobretasas respecto a los 
impuestos de su propiedad o por ellos administrados, excepción hecha 
del Impuesto de Industria y Comercio y sus complementarios, de la 
Sobretasa a la Gasolina, y de los Impuestos al Consumo de qué trata la 
Ley 223 de 1995 y las normas que los modifican.

Cuando la sobretasa recaiga sobre un impuesto que tenga formulario 
para su declaración, las entidades territoriales que la adopten deberán 
adicionar una casilla en los formularios para su liquidación.

Las tarifas de cada una de las sobretasas con destino a la Región 
Metropolitana Bogotá no podrán exceder del 5% (cinco por ciento) del 
respectivo impuesto a cargo.

Las entidades territoriales asociadas deberán transferir a la Región 
Metropolitana Bogotá los recursos de la sobretasa de que trata este 
artículo dentro de los 15 días siguientes a cada trimestre.

Artículo 44. Régimen Salarial. Los empleados públicos de la Región 
Metropolitana Bogotá-Cundinamarca, tendrán un régimen salarial 
especial que determinará el Gobierno nacional dentro de los límites 
establecidos por la Ley 617 de 2000 y el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo; en todo caso, en virtud del principio de progresividad laboral 
este régimen no podrá ser inferior al actualmente vigente para el Distrito 
Capital de Bogotá.

El régimen salarial de los empleados y trabajadores de la Región 
Metropolitana Bogotá-Cundinamarca estará sujeto a la disponibilidad 
presupuestal de la Región Metropolitana Bogotá – Cundinamarca y 
deberá contar con previo concepto expedido por el Consejo Regional.

El Gobierno nacional reglamentará el régimen salarial especial 
para los empleados públicos de la Región Metropolitana Bogotá – 
Cundinamarca, dentro de un término no mayor a seis (6) meses contados 
a partir de la expedición de la presente ley. 

Artículo 45. Proyectos financiados con regalías. Sin perjuicio de 
la autonomía territorial, la Región Metropolitana podrá presentar 
los proyectos de inversión ante el respectivo Órgano Colegiado de 
Administración y Decisión Regional de que trata el literal b) del artículo 
33 de la Ley 2056 de 2020 o la norma que la modifique, adicione o 
sustituya que tengan relación con la jurisdicción y competencias de la 
Región Metropolitana. Los proyectos de inversión a los que se refiere 
el presente artículo deberán dar cumplimiento al marco normativo 
dispuesto por el Sistema General de Regalías.

CAPÍTULO VII
Control político, participación ciudadana y transparencia y acceso 

a la información
Artículo 46. El ejercicio del Control Político. Corresponde ejercerlo 

a la Asamblea Departamental de Cundinamarca, el Concejo de Bogotá 
y los concejos de los municipios asociados a la Región Metropolitana 
Bogotá – Cundinamarca. El control político se realizará únicamente 
para asuntos propios de su jurisdicción que tengan relevancia regional.

El control político estará sujeto a las disposiciones de los artículos 
300 y 313 de la Constitución Política.

Artículo 47. Informe de gestión. El director de la Región Metropolitana 
deberá presentar anualmente de manera separada, a cada una de las 
corporaciones públicas de los entes territoriales que hagan parte de la 
Región un informe de gestión de las actividades realizadas.

Parágrafo. La respectiva corporación pública también podrá solicitar 
informaciones por escrito al Director de la Región Metropolitana, 
directores o gerentes de sus agencias y autoridades, las cuales deberán 
ser resueltas dentro de los diez (10) días siguientes, convocándolos para 
que en sesión especial rindan declaraciones sobre hechos relacionados 
con los asuntos que sean objeto de estudio.

Ante la renuencia o negativa de las autoridades de atender las 
citaciones sin excusa justificada o rendir los informes solicitados, se 
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dará lugar a la imposición de las sanciones a que haya lugar, previstas 
en la ley.

Artículo 48. Integración de subcomisiones. Las corporaciones 
públicas podrán integrar una subcomisión de integración regional, 
conformada por los delegados que cada ente establezca, con el fin de 
hacer seguimiento a la gestión desarrollada por el Consejo Regional 
y Director de la Región Metropolitana, directores o gerentes de sus 
agencias y autoridades.

Artículo 49. Ágora Metropolitana. Créase el Ágora Metropolitana 
como un espacio virtual y presencial de encuentro, deliberación y 
concertación para plantear, co-crear y priorizar iniciativas y propuestas 
que incidan en la construcción, seguimiento y evaluación de las 
políticas, programas, planes y proyectos de la Región Metropolitana 
en torno a las áreas temáticas y los hechos metropolitanos declarados. 
Garantizará el acceso a la información y promoverá, la deliberación, la 
innovación social, la colaboración, la formación y facilitará el control 
social y ciudadano.

Artículo 50. Participantes. Podrán participar en el Ágora 
Metropolitana la ciudadanía organizada y no organizada, los miembros 
de las corporaciones públicas de los municipios de Cundinamarca, 
el departamento y el Distrito Capital, la academia, organizaciones 
internacionales y demás comunidad interesada en el desarrollo de la 
Región Metropolitana.

Artículo 51. Sesiones. El Ágora Metropolitana será convocado 
por el Consejo Regional, definiendo la metodología de las sesiones 
que garantice la participación de los asistentes y la priorización de 
las iniciativas propuestas tanto en el Plan Director de Desarrollo y 
Ordenamiento Regional, los demás planes y proyectos.

Parágrafo 1°. El Consejo Regional definirá el reglamento de 
funcionamiento del Ágora Metropolitana.

Parágrafo 2°. El Consejo Regional, dentro de los tres meses 
siguientes a la sesión del Ágora Metropolitana presentará el informe de 
las iniciativas propuestas que fueron incluidos en políticas, programas, 
planes y proyectos de la Región Metropolitana para su seguimiento y 
evaluación.

Artículo 52. Transparencia y acceso a la información. Los organismos 
de la Región Metropolitana facilitarán información suficiente, pertinente 
y de calidad en concordancia con la Ley 1712 de 2014, y las normas que 
la modifiquen, adicionen o sustituyan a través de instrumentos virtuales 
y análogos, que facilite el control social y ciudadano en torno a los 
asuntos relacionados con la Región Metropolitana.

Artículo 53. control fiscal y disciplinario. El control fiscal y 
disciplinario de la Región Metropolitana Bogotá – Cundinamarca y sus 
entidades estará a cargo de la Contraloría General de la República y la 
Procuraduría General de la Nación, respectivamente.

Artículo 54. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 26 de la 
Ley 99 de 1993:

Parágrafo 4°. El Consejo Directivo de la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca (CAR) estará conformado de la siguiente 
manera:

estimularán la creación de asociaciones profesionales, culturales, 
cívicas, populares, comunitarias y juveniles que sirvan de mecanismo 
de representación, control y seguimiento en las distintas instancias de 
participación, concertación y vigilancia de la gestión y acciones que 
adelante la Región Metropolitana sobre el territorio.

Los ciudadanos y organizaciones organizadas en veedurías ciudadanas 
podrán inscribir su veeduría ante la Dirección Administrativa de la 
Región Metropolitana, quienes deberán llevar registro público de las 
veedurías inscritas en su jurisdicción.

Artículo 56. Consejo regional de seguridad y convivencia ciudadana. 
Para la coordinación y complementariedad de las acciones en materia 
de Seguridad, Convivencia y Justicia, la Región Metropolitana 
conformará un Consejo de Seguridad y Convivencia Ciudadana y 
Justicia integrado por los miembros del Consejo Regional y demás 
autoridades relacionadas con la materia, de conformidad con la Ley 
1801 de 2016 y demás normas que la modifiquen o adicionen.

Artículo 57. El retiro de un municipio de la región metropolitana. 
Deberá ser iniciativa del alcalde municipal. La decisión deberá ser 
justificada y adoptarse mediante Acuerdo municipal aprobado por la 
mayoría absoluta de los miembros del respectivo Concejo. La salida 
será comunicada al Consejo Regional, pero se hará efectiva solo 
después de vencido el término que para el efecto se defina en el Estatuto 
de organización y funcionamiento de la Región Metropolitana, para lo 
cual se atenderá el principio de gradualidad. En todo caso, el plazo no 
será inferior a un (1) año. Para el retiro el municipio deberá estar al 
día con en sus obligaciones económicas con la Región Metropolitana y 
no podrá afectar el cumplimiento del Plan estratégico y Ordenamiento 
metropolitano, ni de los compromisos o de las decisiones regionales 
adoptadas.

Artículo 58. Audiencias públicas de rendición de cuentas. 
Anualmente, y en cada una de las entidades territoriales integrantes de 
la Región Metropolitana, el Director Metropolitano, realizará al menos 
una Audiencia Pública de Rendición de Cuentas, garantizando una 
amplia divulgación y participación de la ciudadanía, para analizar la 
evolución de sus planes, programas y proyectos, evaluarlos y, en caso 
de ser necesario, mejorarlos.

Artículo 59. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Juan Diego Gómez Jiménez.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Gregorio Eljach Pacheco,

La Presidenta de la honorable Cámara de Representantes,
Jénnifer Kristín Arias Falla.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro del Interior,

Daniel Andrés Palacios Martínez.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
El Ministro de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Jonathan Tybalt Malagón González.
La Ministra de Transporte,

Ángela María Orozco Gómez.
La Directora del Departamento Nacional de Planeación,

Alejandra Carolina Botero Barco.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Nerio José Alvis Barranco.

Artículo 55. Veeduría ciudadana. Cada una de las entidades 
territoriales integrantes de la Región Metropolitana promoverán la 
organización de los habitantes y comunidades de sus territorios, y 
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por la cual se dictan normas tendientes a modernizar  
la organización y el funcionamiento de los departamentos.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

TÍTULO I
DEL OBJETO, DEFINICIÓN, PRINCIPIOS RECTORES DE LA 

ADMINISTRACIÓN DEPARTAMENTAL Y COMPETENCIAS
CAPÍTULO I

Objeto, definición y principios
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer el 

régimen político y administrativo que rige a los departamentos como 
entidades territoriales, autónomas y descentralizadas que hacen parte 
de la República unitaria.

Artículo 2°. Definición. Los departamentos forman parte de la 
organización territorial del Estado y como entidad territorial tienen 
autonomía para la administración de los asuntos seccionales, la 
planificación, promoción, coordinación del desarrollo económico, 
ambiental y social en los asuntos seccionales. Son instrumento de 
complementariedad de la acción municipal y enlace de las actividades 
y servicios que prestan los municipios y la Nación.

Los departamentos son personas jurídicas de derecho público, 
actúan bajo el principio de autonomía dentro de los límites legales 
y constitucionales, administran recursos propios y las otras fuentes 
de recursos transferidas a los mismos, se gobiernan por autoridades 
propias, ejercen las competencias que les correspondan, establecen 
los tributos necesarios conforme a la ley para el cumplimiento de sus 
funciones y participan en las rentas nacionales.

Artículo 3°. Principios. Los departamentos se regirán, entre otros, 
por los siguientes principios:

Descentralización. Consiste en el otorgamiento de competencias o 
funciones administrativas a los departamentos, las cuales se ejecutan en 
su propio nombre y bajo su propia responsabilidad.

Coordinación. Exige a los departamentos que sus actuaciones se 
efectúen mediante una ordenación sistemática, coherente, eficiente, 
armónica, técnica, concertada y conducente, con las competencias 
concurrentes de otras autoridades del nivel nacional, entidades 
territoriales de igual o menor nivel y los esquemas asociativos 
territoriales.

Concurrencia. Exige a los departamentos que, en materias comunes 
sobre un mismo asunto o asuntos determinados por la Constitución o 
la ley, converjan y participen en conjunto con autoridades del nivel 
nacional o territorial, según corresponda.

Complementariedad. Es el mandato de mejorar el cumplimiento 
de las competencias exclusivas de las entidades territoriales de nivel 
inferior cuando estas carezcan de la capacidad suficiente para cumplirlas 
en términos administrativos, técnicos o presupuestales.

Autonomía. Es la capacidad de dirección y gestión de sus propios 
intereses, dentro de los límites de la Constitución y la ley. La autonomía 
constituye un derecho inherente al departamento, que se manifiesta a 
través de la independencia política para gobernarse por autoridades 
propias; autonomía administrativa para ejercer las competencias que 
le correspondan; autonomía fiscal para administrar los recursos y 
establecer .los tributos necesarios en el marco de la Constitución y la 
ley, para el cumplimiento de sus funciones y participar de las rentas 
nacionales; y autonomía normativa como capacidad para autorregularse 
en materias de interés exclusivamente local o regional.

Subsidiariedad. Exige a los departamentos asumir o apoyar 
de manera transitoria y parcial, según el caso, de manera idónea y 
eficaz, las competencias y funciones de distritos y municipios de su 
jurisdicción, cuando bajo criterios de indicadores objetivos carecen de 
capacidad administrativa, institucional o presupuestal para ejercerlas 
adecuadamente, respetando el principio de autonomía en materias cuya 
competencia sea exclusiva de dichos entes territoriales.

Sostenibilidad fiscal territorial. En desarrollo del artículo 334 de 
la Constitución Política, los departamentos, distritos y municipios que 
integran su jurisdicción se regirán por el marco de sostenibilidad fiscal 
que fije el Gobierno nacional, teniendo como objetivo el mejoramiento 
de la calidad de vida de sus habitantes, la distribución equitativa de 
oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un 
ambiente sano y sostenible.

En el marco de sostenibilidad fiscal territorial no se podrán establecer 
competencias o funciones en los departamentos sin que se asignen los 
correspondientes recursos en suficiencia para su cumplimiento.

Desarrollo sostenible. Exige a los departamentos formular políticas 
públicas de acuerdo con la definición de desarrollo sostenible contenida 
en el artículo 3° de la Ley 99 de 1993 o las normas que la modifiquen, 
adicionen o sustituyan.

Cohesión territorial. Exige a los departamentos que sus actuaciones 
públicas busquen dentro de su territorio:

(v) Articulación física y de infraestructura, a fin de que todos los entes 
territoriales tengan accesibilidad de manera armónica y equilibrada;

(vi) Equidad territorial, a fin de que todos los entes territoriales y sus 
habitantes tengan igualdad de oportunidades para alcanzar el desarrollo, 
el acceso a los servicios públicos y el equipamiento de infraestructuras 
que permitan acceder a capacidades productivas, económicas y de 
garantía de los derechos;

(vii) La implementación de forma progresiva, de respuestas a las 
necesidades básicas insatisfechas de la población;

(viii) La identidad territorial a fin de que el ejercicio de la actuación 
pública y la configuración de políticas públicas dentro del respeto al 
pluralismo y la diversidad, alcancen la identidad entre sus habitantes, 
con una proyección planificadora integral a mediano y largo plazo, 
que permita cumplir objetivos comunes en los diferentes esquemas de 
dignidad humana de forma incluyente y equitativa.

Planeación y prospectiva territorial. Exige a los departamentos que 
la gestión pública y la asignación de recursos de inversión respondan 
a un contexto planificado de resultados, que permita tener una visión 
de las metas a cumplir y las estrategias a realizar para su logro, una 
prospectiva territorial que implique la visión de sostenibilidad futura de 
los resultados, así como la inclusión de las generaciones futuras.

En los enfoques de planeación debe generarse la inclusión de los 
esquemas o comunidades vulnerables, el enfoque de construcciones 
colectivas y del interés general, así como el goce efectivo del bienestar 
social en la satisfacción de las necesidades de la población.

Reconocimiento de la diversidad. Exige a los departamentos 
que todas las actuaciones, planes, programas y políticas públicas se 
definan y ejecuten considerando la diversidad de configuraciones de 
los sujetos en razón de su contexto, pertenencia étnica, social, cultural, 
ambiental, sus condiciones, capacidades, particularidades, afectaciones 
o estados de vulnerabilidad; con el fin de avanzar hacia la garantía de 
los derechos, superar las desventajas, generar mecanismos de equidad, 
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el potenciamiento del desarrollo y sus capacidades, y el acceso a las 
mismas oportunidades.

Enfoque diferencial. Exige a los departamentos que de forma 
transversal a todas las actuaciones, planes, programas y políticas públicas 
se adopten acciones que permitan superar las inequidades respecto al 
género, víctimas del conflicto armado, minorías y grupos étnicos; el 
respeto a su identidad, su actuar colectivo, con el fin de superar las 
desventajas y generar mecanismos de inclusión, el potenciamiento de 
sus fortalezas y la generación de capacidades y de acceso a las mismas 
oportunidades.

Solidaridad y equidad territorial. Exige a los departamentos un 
enfoque planificador y de establecimiento de políticas públicas de forma 
solidaria, con el fin de garantizar el acceso equitativo a las oportunidades. 
Las entidades territoriales ubicadas dentro de su jurisdicción, con 
mayor capacidad política, económica y fiscal, podrán apoyar a aquellas 
entidades de menor desarrollo, promoviendo el progreso de sus 
capacidades institucionales. Para lo cual podrán propiciar esquemas 
asociativos entre las entidades municipales y provinciales que permitan 
el máximo aprovechamiento de capacidades para el desarrollo.

Regionalización. Permite que los departamentos, teniendo como 
marco la relación geográfica, económica, social, ambiental, cultural y 
funcional, entre otros, promuevan el desarrollo y el cumplimiento de 
objetivos comunes, bajo los esquemas asociativos que establecen las 
leyes.

Participación. Exige a los departamentos promover y garantizar 
la máxima participación de los ciudadanos como parte activa en las 
decisiones que los involucran y afectan, bajo el respeto de la diferencia 
y la equidad en condiciones de vida, desarrollos y oportunidades.

CAPÍTULO II
Regulación y competencias

Artículo 4°. Competencias. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Constitución Política y demás disposiciones legales vigentes, 
corresponde a los departamentos ejercer las siguientes competencias:

1. Bajo esquemas de autonomía y descentralización territorial en:
1.1 En Materia de infraestructura vial les corresponde la 

construcción, intervención, mantenimiento y recuperación de la red 
vial departamental, vías secundarias y terciarias asociadas a esquemas 
productivos, además el departamento deberá propender por la 
conectividad de la infraestructura vial, departamental y municipal, con 
el objetivo de fortalecer los vínculos urbanorurales, la consolidación de 
una red estratégica de transporte y la seguridad alimentaria del territorio 
que comporten afectación de derechos fundamentales especialmente a 
grupos vulnerables.

1.2 Propender por el fortalecimiento, creación de nuevos liderazgos 
y empoderamiento de las organizaciones comunales y sociales; la 
generación de espacios de participación ciudadana en la toma de 
decisiones, implementando sistemas articulados de participación; hacer 
efectivo el control social y el ejercicio de veedurías ciudadanas.

1.3 Impulsar, estimular y promover la competitividad, desarrollos 
productivos, la creación y fortalecimiento de empresas, fomentar 
el emprendimiento y crecimiento económico, así como políticas de 
generación y formalización de empleo en sus territorios.

1.4 Propender por la generación de valor agregado para apoyar el 
desarrollo agropecuario dentro de su territorio y el fortalecimiento de 
la economía sostenible en actividades agrícolas, pecuarios y pesqueras, 
así como su tecnificación con proyección exportadora.

Propiciar espacios de participación territorial de campesinas y 
campesinos desde enfoques de derechos humanos, diferenciales y 
territoriales, rescatar y enaltecer los valores tradicionales, culturales, 
económicos, sociales y ambientales, mediante una producción 
agropecuaria sostenible, resiliente e incluyente.

1.5 Promover, como renglón económico, el turismo ecológico y 
sostenible dentro de su territorio.

1.6 Efectuar el manejo eficiente bajo conceptos de distribución 
priorizada e incluyente, de los ingresos endógenos del departamento.

1.7 Concertar esquemas de asociatividad territorial, como las 
Regiones Administrativas y de Planificación (RAP), las regiones de 
planeación y gestión, RAPE, las asociaciones de departamentos o 
acudir a figuras como los esquemas asociativos territoriales o pactos 
territoriales, en los términos que determine la Constitución y la ley.

1.8 Liderar la formulación y ejecución de políticas en materia cultural 
que promuevan las identidades y valores colectivos del territorio y sus 
tradiciones, promoviendo la conservación y divulgación del patrimonio 
tangible e intangible y las expresiones culturales y artísticas de sus 
habitantes, bajo el respeto al pluralismo y la etno-identidad.

1.9 Adoptar políticas que propendan por la práctica del deporte, con 
especial énfasis en los niños, niñas y adolescentes y personas en situación 
de discapacidad, en sus manifestaciones recreativas, competitivas y 
autóctonas, así como generar programas que incentiven el deporte como 
forma de aprovechamiento del tiempo libre, la preservación de la salud 
y la construcción de potencialidades en deportistas de alto rendimiento.

1.10 Implementar y hacer seguimiento a las políticas para la 
promoción del desarrollo integral de la primera infancia, la infancia 
y la adolescencia con enfoque de gestión integral, promoviendo el 
reconocimiento, la protección y la garantía de los derechos, siendo 
impostergable la atención en salud y nutrición, el esquema completo 
de vacunación, la protección contra los peligros físicos y la educación 
inicial.

Realizar la Ruta Integral de Atenciones como herramienta de gestión 
intersectorial.

1.11 Liderar la formulación y ejecución de políticas en materia 
de ciencia, tecnología e innovación, que promuevan la generación 
de capacidades y el conocimiento científico y tecnológico, para que 
contribuyan al desarrollo y crecimiento del departamento.

1.12 Implementar y hacer seguimiento a las políticas para la 
promoción y garantía de derechos al adulto mayor con enfoque de género, 
diferencial y de gestión integral, promoviendo el reconocimiento, 
protección y garantía de los derechos, siendo prioritaria la atención en 
salud, nutrición, cuidado y la protección contra el maltrato.

1.13 formular e implementar políticas para la inclusión y el acceso 
efectivo de las personas con discapacidad, en las diferentes materias 
estipuladas en este numeral, en aras de garantizar sus derechos 
fundamentales y así mismo brindar una mayor protección para su 
desarrollo integral.

1.14 Las demás inherentes al ejercicio de su autonomía territorial en 
el marco del Estado social de derecho.

1.15 Formular, adoptar e implementar las políticas públicas que 
garanticen el ejercicio de la libertad de conciencia y libertad religiosa, 
el apoyo a los espacios de diálogo interreligioso; así como la medición y 
reconocimiento del impacto del aporte social de las entidades religiosas 
basadas en la fe.

2. Bajo esquemas de coordinación, concurrencia y complementariedad 
en:

2.1 Gestionar, en coordinación descentralizada o ayuda internacional 
con entidades públicas territoriales de otros Estados y/o con agencias 
internaciones de cooperación internacional.

2.2 Promover e impulsar el desarrollo rural, con políticas 
incluyentes, acceso a oportunidades y garantías, al goce de derechos, 
con perspectiva de desarrollo sostenible, equitativo e igualitario que 
permita la superación de esquemas de pobreza y exclusión.

2.3 En materia de orden público, los departamentos en cabeza de 
sus Gobernadores como agentes del Presidente de la República deben 
preservar la seguridad y la convivencia en el área de su jurisdicción 
y responder por las relaciones y mecanismos de coordinación entre 
las distintas instancias encargadas del manejo del orden público, 
procurando una labor unificada y eficaz.
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Los Consejos de Seguridad departamentales, elaborarán políticas 
y planes específicos de seguridad, para afrontar conforme a sus 
particularidades y especificidades, los conflictos y factores de 
perturbación del orden público y la convivencia, adoptando las medidas 
pertinentes con respeto a los derechos humanos, la convivencia 
ciudadana y la solución pacífica de controversias y conflictos. Además, 
cumplirán con las instrucciones que el Gobierno nacional imparta en 
materia del uso de la fuerza pública, ejecución de políticas de seguridad 
que se adopten y de medidas para la tranquilidad pública.

2.4 En materia de ordenamiento territorial, deben adoptar las 
directrices y orientaciones para el ordenamiento de la totalidad 
del territorio o de porciones del mismo, conforme con estructuras 
ambientales sostenibles y de las potencialidades y limitantes geofísicas, 
económicos y culturales, a fin de generar un orden adecuado.

2.5 En concertación con los municipios, determinarán en ejercicio 
del derecho al desarrollo sostenible, la ubicación de infraestructuras de 
alto impacto, sea bajo esquemas regionales o propios de planificación.

2.6 Promover la sostenibilidad ambiental y responsabilidad 
intergeneracional en el departamento, en cumplimiento de lo establecido 
en la Ley 99 de 1993 o las normas que la modifiquen, adicionen o 
sustituyan.

2.7 A través de proyectos, programas y políticas públicas, garantizar 
el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano y la 
protección del patrimonio natural.

Los departamentos garantizarán que los recursos naturales 
renovables y el medio ambiente de la jurisdicción, no se degraden por 
acciones ilegales. Además, en las gobernaciones se recepcionarán las 
alertas tempranas de los municipios de su jurisdicción las cuales serán 
puestas en conocimiento del consejo de seguridad para adoptar las 
acciones pertinentes.

2.8 Concurrir con la Nación y los municipios al desarrollo de 
proyectos de vivienda de interés social y de vivienda de interés 
prioritario, con especial énfasis en generar vivienda digna para hogares 
vulnerables en áreas urbanas y rurales. Generarán políticas de subsidios 
en dinero o en especie que podrán ser concurrentes para adquisición, 
mejoramiento y construcción de vivienda; procesos de formalización 
de la propiedad y asignación de terrenos para vivienda de interés social. 
Toda política de vivienda que se establezca debe ser integral, generando 
condiciones de acceso a los servicios públicos y calidades de hábitat 
adecuadas, conforme los lineamientos del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio.

2.9 Concurrir con la Nación y los municipios en forma coordinada para 
la elaboración, implementación, ejecución, seguimiento y evaluación 
del Plan Departamental para la Atención y Prevención de Desastres; 
generando condiciones de capacidad de respuesta inmediata ante el 
acaecimiento de desastres naturales o por acción humana, orientados a 
tratar de salvaguardar la vida y generar condiciones mínimas e integrales. 
Adoptarán un programa de simulacros que permita a la población tener 
capacidad de autorrespuesta y salvaguarda ante desastres.

2.10 Bajo la coordinación operativa de la Dirección Nacional de 
Bomberos, o la entidad que haga sus veces, apoyarán la creación y 
dotación de las instituciones o cuerpos de bomberos que funcionen 
dentro de su jurisdicción, para la prestación del servicio público esencial 
de gestión integral del riesgo contra incendio, operativos y procesos 
ejecutables para operaciones de rescate, y la atención de incidentes con 
materiales peligrosos, mejorando la capacidad de respuesta a través de 
la regionalización.

2.11 En materia de tránsito y movilidad, los departamentos, a 
través de su entidad responsable, hacen parte del Sistema Nacional de 
Transporte con énfasis en la sostenibilidad de la movilidad y el control 
del impacto ambiental por medio del fomento de medios de transporte 
sostenible. Así como también, velar por su aplicación, ejecución en 
su jurisdicción y cumplimiento de las regulaciones del orden nacional 
sobre la materia.

Formular y gestionar la política de movilidad, regulación y control 
del tránsito y transporte público en el departamento en el marco de sus 
competencias; ejerciendo como autoridad de tránsito la competencia 
asignada, inspección, control y vigilancia, velando por la seguridad vial 
en las carreteras dentro de su área de influencia.

2.12 En materia de garantía, protección y restablecimiento de 
derechos diseñar e implementar políticas públicas y proyectos de 
inversión en beneficio de la población vulnerable por situación de 
pobreza, exclusión y discriminación, desplazamiento forzado, población 
víctima en cualquiera de las modalidades de violencia, y situaciones 
análogas de segregación y marginación.

2.13 Concurrir, de forma coordinada con la nación y los municipios, 
en la implementación de la política nacional de la formalización minera.

2.14 En materia de emprendimiento y fortalecimiento del tejido 
empresarial regional, diseñar e implementar políticas públicas y 
proyectos de inversión en beneficio del ecosistema de innovación 
empresarial en consonancia con las Leyes 2069 de 2020, 2125 de 
2021, y los lineamientos generales de la política comercial, industrial y 
turística a nivel nacional.

3. Bajo esquemas de concurrencia y/o subsidiaridad:
3.1 En materia de servicios públicos, les corresponde a los 

departamentos conforme al régimen jurídico que fije la ley, asegurar 
su cobertura y prestación eficiente en cumplimiento de los fines del 
Estado, garantizando su calidad y universalidad:

3.1.1. Educación. Ejecutar las competencias para la prestación del 
servicio educativo en los municipios de su jurisdicción que no estén 
certificados en educación, según los criterios que establezca la ley 
orgánica de recursos y competencias. De igual manera, pueden concurrir 
con la acción y el ejercicio de las funciones propias de los distritos o 
municipios certificados en educación que se encuentren dentro de su 
territorio. También contribuirá en la formulación de estrategias para 
promover el acceso, cobertura, permanencia y calidad de la educación 
en las zonas rurales.

3.1.2. Servicio de salud. Formular los planes, programas y proyectos 
tendientes a la prestación oportuna, eficiente y con calidad del servicio de 
salud, con énfasis en la prevención de enfermedades, y en consonancia 
con aquellos establecidos para el orden -nacional. Es su deber asistir y 
asesorar a los municipios para que se garantice la cobertura de aquel, 
al tiempo que supervisar y controlar tanto el recaudo y ejecución de 
los recursos propios como de los entregados por concepto del Sistema 
General de Participaciones con destinación específica y el aseguramiento 
de la población en el Sistema General de Seguridad Social en Salud y 
en los regímenes de excepción definidos en el ordenamiento jurídico.

Ejercer el liderazgo y gobernanza del sistema de salud en la 
jurisdicción en procura de calidad, acceso y oportunidad de un sistema 
para toda la población. Articular la acción institucional; planificar el tema 
de salud para el territorio, desplegando las capacidades institucionales 
necesarias para liderar políticas, planes, programas y proyectos; 
articular la acción de los actores del sistema de salud territorial, entre 
la Nación y los municipios, crear un sistema que permita superar 
los problemas, fortalecer los sistemas de información que le permita 
a los departamentos y municipios conocer la población dentro de su 
jurisdicción, para generar políticas públicas de prevención, asistencia, 
georreferenciación, para la localización de especialistas y organización 
del sistema, crear plataformas que permitan recepcionar información 
para una mejor inspección, vigilancia y control. Desarrollar programas 
de salud pública; proveer tecnologías en salud; fortalecer, a través de la 
coordinación y articulación con los municipios con el plan de beneficios 
individuales en salud PBS del nivel local; el departamento vigilará la 
seguridad social en el territorio, régimen de aseguramiento y regímenes 
especiales, en coordinación con las autoridades nacionales. Impulsar, 
adaptar y velar por la aplicación de políticas de talento humano en la 
salud a partir de los profesionales del departamento; participar en la 
gestión de financiamiento del subsidio a la oferta de hospitales públicos 
en el territorio y en la atención de la población no afiliada a la seguridad 
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social; liderar el gobierno corporativo de los hospitales públicos y velar 
por su buen desempeño y la trasparencia en la gestión.

3.1.3. Servicios públicos domiciliarios. Administrar, coordinar y 
complementar la acción de los municipios y servir como intermediario 
entre estos y la Nación, para garantizar la continua y adecuada prestación 
de los servicios públicos domiciliarios que la ley y la Constitución 
Política establezcan.

3.1.4. Agua potable y saneamiento básico. Promover, estructurar, 
cofinanciar e implementar esquemas regionales, para concurrir a la 
eficiente prestación de los servicios de agua potable y saneamiento 
básico.

Administrar los recursos destinados, para la atención de este servicio 
esencial y apoyar a las autoridades competentes en el ejercicio de 
medidas correctivas y preventivas que propendan por la continua y 
adecuada prestación del servicio.

4. Cumplir las demás funciones y competencias que le hayan sido 
atribuidas por la Constitución y la ley.

Parágrafo 1°. Los departamentos ejercerán sus funciones o 
competencias de conformidad con los objetivos que lo identifican 
y guardando plena coherencia con el manejo de la política fiscal del 
Estado, para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado 
Social de Derecho.

Parágrafo 2°. En desarrollo del artículo 334 de la Constitución Política, 
los departamentos, distritos y municipios que integran su jurisdicción 
se regirán por el marco de sostenibilidad fiscal que fije el Gobierno 
nacional, teniendo como objetivo el mejoramiento de la calidad de 
vida de sus habitantes, la distribución equitativa de oportunidades y 
los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano y 
sostenible.

En el marco de sostenibilidad fiscal territorial no se podrán establecer 
competencias o funciones a los departamentos sin que se asignen los 
correspondientes recursos en suficiencia para su cumplimiento.

Parágrafo 3°. Las competencias de los departamentos se deberán 
desarrollar sin perjuicio de las competencias de los municipios ni su 
autonomía territorial.

Artículo 5°. Regulación de los departamentos en materias especiales. 
Los departamentos están regulados en determinadas materias, conforme 
al régimen normativo específico, así:

1. La distribución de competencias entre la Nación y las entidades 
territoriales departamentales, se ejercerán con arreglo a los principios 
de coordinación, concurrencia, subsidiaridad y sostenibilidad fiscal 
territorial, conforme a la ley orgánica de ordenamiento territorial.

2. La elaboración, aprobación y ejecución de los planes de desarrollo 
y los planes de ordenamiento territorial de las entidades territoriales 
departamentales se someterán en todo a la ley orgánica expedida para 
tal fin y al programa de gobierno aprobado por el voto programático 
de los ciudadanos en la elección del Gobernador. También deberá 
cumplir con los mecanismos de armonización y su sujeción a los 
presupuestos oficiales y planes de inversión. En su debate y discusión 
debe garantizarse y hacerse efectiva la amplia participación ciudadana.

3. En materia de programación, aprobación, modificación y 
ejecución de los presupuestos de los entes territoriales departamentales, 
en lo pertinente se someterán a la ley orgánica de presupuesto, cuya 
programación deberá tener coordinación con el plan departamental de 
desarrollo.

4. En relación con el Sistema General de Participaciones constituido 
por los recursos que la Nación transfiere a los departamentos por 
mandato constitucional para la financiación de los servicios cuya 
competencia les es asignada y en específico para la prestación de los 
servicios públicos de educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico por la ley vigente o la que la complemente, modifique o sustituya.

5. En lo relativo a su endeudamiento interno y externo, con sujeción 
a su capacidad de pago, de conformidad con la ley y de acuerdo con 

el literal a) del numeral 19 del artículo 150 y el artículo 364 de la 
Constitución Política.

6. En la creación y modificación de tributos del orden departamental, 
por la ley de su creación, sin perjuicio de la competencia de las Asambleas 
Departamentales para administrar los recursos y establecer dentro de su 
departamento los tributos de carácter departamental establecidos en ley 
anterior.

7. En materia de contratación estatal, las entidades territoriales 
departamentales y sus entidades descentralizadas se regirán para todos 
los efectos por la Ley 80 de 1993, 1150 de 2007 y demás normas que la 
modifiquen, adicionen o sustituyan.

8. En lo concerniente a los regímenes salariales y prestacionales de 
sus empleados públicos, por las normas generales que dicte el Congreso 
de la República y las disposiciones que en desarrollo de ellas expida 
el Gobierno. Los trabajadores oficiales por las normas vigentes de 
contratación laboral y las mínimas del régimen de prestaciones sociales 
que dicte el Congreso de la República, de conformidad con lo dispuesto 
en los literales e) y f) del numeral 19 del artículo 150 de la Constitución 
Política y la Ley 4ª de 1992.

9. El ejercicio de la función pública en los órganos y entidades del 
orden departamental, se ejercerá en los términos que fija la Constitución 
y la ley. Los empleados públicos del orden departamental en cualquiera 
de sus formas de vinculación se regirán por la ley y corresponden a 
los empleos de carrera administrativa que son la regla general, a los 
empleos de libre nombramiento y remoción con vinculación legal y 
reglamentaria y los trabajadores oficiales cuya vinculación es mediante 
contrato de trabajo.

10. Los servidores públicos del orden departamental tienen 
responsabilidad penal, disciplinaria y fiscal en los términos de la ley 
vigente.

11. La elección de cargos de elección popular se regula conforme al 
Código Electoral y demás normas pertinentes.

12. El Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina se regula por el régimen especial que determina la ley.

13. En relación con las instituciones y mecanismos de participación 
ciudadana a nivel departamental, por lo dispuesto en la respectiva ley 
estatutaria, de acuerdo con lo previsto en los artículos 103, 105, 152 y 
270 de la Constitución Política.

14. Las competencias serán asignadas a los departamentos de 
conformidad con el principio de descentralización con suficiencia fiscal 
consagrado en el artículo 356 de la Constitución Política, garantizando 
que las competencias serán asignadas con los recursos necesarios para 
su ejecución.

Parágrafo Transitorio. El Gobierno nacional a través del Ministerio 
del Interior y el Ministerio de Hacienda, en pleno consenso con 
los departamentos representados en la Federación Nacional de 
Departamentos, hará una identificación de las competencias que han 
sido descentralizadas a los departamentos sin asignación de recursos 
para su ejecución, y procederá a nivelar y destinar las asignaciones 
presupuestales que garanticen suficiencia fiscal a los departamentos 
para cada competencia identificada en un plazo de 8 meses a partir de la 
vigencia de la presente ley.

Artículo 6°. Áreas no municipalizadas. El Gobernador ejercerá la 
administración sobre las áreas no municipalizadas hasta tanto se surta 
el proceso de municipalización de conformidad con el artículo 9° de la 
Ley 136 de 1994 o estas áreas se transformen en otra entidad territorial.

Artículo 7°. El departamento impulsará el desarrollo productivo y 
el capital humano a partir de la visión a corto, mediano y largo plazo 
del desarrollo económico, social y ordenamiento territorial sostenible, a 
través de nuevas formas de organización territorial y supradepartamental, 
que, como instrumentos de planeación y administración del territorio, 
permitan superar los desequilibrios regionales, en especial del territorio 
rural.
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Artículo 8°. El departamento adoptará y ejecutará las políticas, 
planes, programas y proyectos regionales que respondan a la capacidad 
de crear riqueza, con el fin de promover la prosperidad, bienestar 
económico y social de sus habitantes, estimulando y garantizando la 
libertad de trabajo, la libertad de culto, la libertad de empresa, comercio e 
industria de forma legal; asimismo, velará por brindar oportunidades de 
superación a los sectores que sufren desigualdad desde la organización, 
el orden y la seguridad.

Artículo 9°. El departamento promoverá el fortalecimiento de la 
agenda de sostenibilidad ambiental y crecimiento económico entre 
las comunidades raizales, palenqueras, nativas y las empresas del 
sector privado; con el fin de fortalecer el desarrollo empresarial de los 
pequeños, medianos productores y comunidades campesinas.

Artículo 10. El departamento promoverá la asociatividad que permita 
generar sinergias para cubrir mercados que de manera independiente no 
se puedan abastecer, conformando redes empresariales que impulsen 
el desarrollo de clúster que se conviertan en motores de desarrollo 
regional.

Así mismo, contribuirá en la formulación, ejecución y coordinación 
de políticas y programas de promoción de las MiPymes.

Artículo 11. El departamento, a través de los principios de 
coordinación y concurrencia, impulsará con la Nación, la inversión 
privada responsable y sostenible para el desarrollo territorial, que 
atienda el fortalecimiento de las capacidades y fortalezas reconocidas.

Artículo 12. Los departamentos a través de los esquemas asociativos 
territoriales, podrán fortalecer los sistemas administrativos de planeación 
y de prestación de servicios públicos, consolidando esquemas de 
desarrollo económico y social que impulsen las potencialidades.

CAPÍTULO III
Creación de nuevos departamentos y definición de límites 

dudosos
Artículo 13. Creación de nuevos departamentos y definición de 

límites dudosos para nuevos departamentos. Corresponde al Congreso 
de la República, fijar o modificar el límite de regiones territoriales del 
orden departamental y del distrito capital de Bogotá, de conformidad 
con la Constitución y la ley. De conformidad con las competencias 
constitucionales del Congreso, la ley podrá decretar la formación de 
nuevos departamentos y el deslinde de las entidades existentes.

Para los nuevos departamentos, el Congreso de la República definirá 
los límites dudosos y solucionará los conflictos limítrofes, teniendo en 
cuenta los estudios normativos, los estudios técnicos y las características 
culturales de la comunidad. Estos estudios serán elaborados 
conjuntamente por las Comisiones Especiales de Seguimiento al 
Proceso de Descentralización y Ordenamiento Territorial del Senado de 
la República y la Cámara de Representantes con el apoyo del Ministerio 
del Interior y el Instituto geográfico “Agustín Codazzi”.

Parágrafo 1°. Para los nuevos departamentos, el Ministerio del 
Interior a través de la Dirección de Gobierno y Gestión Territorial, será la 
entidad del nivel nacional encargada de promover y liderar los procesos 
de articulación y coordinación con las demás entidades del nivel central 
y territorial dentro del proceso de exámenes de límites, definición de 
límites dudosos y conflictos limítrofes. El Instituto Geográfico “Agustín 
Codazzi” remitirá copia de la iniciación de los procesos al Congreso de 
la República y al Ministerio del Interior.

Parágrafo 2°. Se concede al Ministerio del Interior, el plazo de 12 
meses para que, con la participación de los departamentos representados 
a través de la Federación Nacional de Departamentos, presente al 
Congreso de la República, un proyecto de ley que establezca los 
requisitos para la creación de nuevos departamentos.

CAPÍTULO IV
De la planeación departamental

Artículo 14. Los departamentos tienen autonomía en materia de 
planeación, en el marco de las competencias, recursos y responsabilidades 

atribuidas en la Constitución Política y en la ley orgánica del Plan 
Nacional de Desarrollo.

Los planes de desarrollo departamentales, sin perjuicio de su 
autonomía y sin desconocer sus condiciones diferenciales y específicas, 
deberán tener en cuenta para su elaboración, las políticas, planes, 
programas y estrategias del Plan Nacional de Desarrollo vigente, 
garantizando la coherencia. Así como también con los planes que en 
materia sectorial sean definidos territorialmente.

CAPÍTULO V
Plan de Ordenamiento Departamental

Artículo 15. Planes de Ordenamiento Departamental. En desarrollo 
del artículo 29 numeral 2 de la Ley 1454 de 2011 o la norma que la 
modifique, adicione o sustituya, los departamentos expedirán planes de 
ordenamiento departamental a través de los cuales se definirá la visión 
a largo plazo del departamento, el modelo de ordenamiento territorial, 
las directrices, políticas, estrategias, planes, programas y proyectos 
de impacto territorial que superen la división político administrativa 
municipal, definiendo las herramientas que articulen y armonicen el 
marco del plan de ordenamiento departamental.

Así mismo, a través de estos instrumentos se determinarán 
los escenarios de uso y ocupación del territorio, de acuerdo con 
el potencial óptimo del ambiente, en función de los objetivos de 
desarrollo, potencialidades y limitantes biofísicos, económicos y 
culturales. Dentro del modelo de ordenamiento territorial se realizará 
la especialización de los principales sistemas de escala supramunicipal, 
que coexisten y estructuran el territorio departamental, tales como el 
sistema de asentamientos poblacionales urbanos y rurales, la estructura 
ecológica, los corredores de conectividad funcional, las redes de 
infraestructura y equipamientos de servicios públicos y las áreas e 
infraestructura productiva, lo cual se realizará en coordinación con 
los entes territoriales, los grupos étnicos y demás actores del proceso, 
reconociendo las particularidades territoriales y regionales, así como la 
articulación con los niveles nacional y supradepartamentales.

Los Planes de Ordenamiento Departamental se desarrollarán en el 
marco de las competencias constitucionales delegadas en los artículos 
1°, 286, 287, 288, 297 y siguientes.

Parágrafo 1°. En el término de un año contado a partir de la 
expedición de la presente ley, el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, con el acompañamiento del Departamento Nacional 
de Planeación, el Ministerio del Interior y de las demás entidades 
competentes en la materia, reglamentarán los aspectos sustantivos, 
procedimentales y organizativos que definan la aplicabilidad, la 
correcta formulación, implementación y ejecución de los Planes de 
Ordenamiento Departamental (POD). En el reglamento se definirá, 
entre otros, los contenidos mínimos, procedimiento de formulación, 
expedición, vigencia y entidades competentes.

Parágrafo 2°. Este proceso se realizará en todo momento bajo el 
respeto de la autonomía de las entidades territoriales para elaborar sus 
planes de ordenamiento territorial, de acuerdo con las disposiciones 
establecidas en la Ley 388 de 1997 y la normatividad vigente.

TÍTULO II
DE LAS ASAMBLEAS DEPARTAMENTALES

CAPÍTULO I
De su organización y funcionamiento

Artículo 16. Asambleas Departamentales. En cada departamento 
habrá una Corporación político-administrativa de elección popular que 
se denominará Asamblea Departamental, la cual gozará de autonomía 
administrativa, presupuesto propio y podrá ejercer control político 
sobre la administración departamental. Estará integrada por no menos 
de once (11) miembros ni más de treinta y uno (31), que se denominarán 
Diputados y tendrán la calidad de servidores públicos, sujetos al régimen 
que, para estos efectos, fija la Constitución y la ley.

Artículo 17. Organización de las Asambleas. La determinación 
de la estructura administrativa de las Asambleas Departamentales, 
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las funciones de sus dependencias y las escalas de remuneración 
correspondientes a las distintas categorías de empleo; corresponden a 
la misma Corporación, consultando las metas de ingresos y gastos, de 
acuerdo al Marco Fiscal de Mediano Plazo, a la Ley 617 de 2000, a las 
leyes que la modifiquen, adicionen o sustituyan y las normas nacionales 
vigentes en materia salarial y prestacional.

Artículo 18. Sede. La Asamblea Departamental tendrá su sede en 
la capital del departamento, recinto oficial señalado para tal efecto, 
sin embargo, por motivos de seguridad, grave perturbación del orden 
público o por decisión motivada de más de las dos terceras partes de la 
Corporación, podrá sesionar excepcionalmente de manera virtual o en 
sitio diferente, siempre y cuando subsistan las causas que motivaron el 
traslado o que impidieron la sesión presencial. Cuando la Corporación 
debe sesionar en sitio diferente a su sede habitual y las condiciones de 
orden público lo ameriten, para garantizar la integridad de los miembros 
de la Corporación y el público en general, podrá solicitarse previamente 
estudio de seguridad a la zona o sector en donde deba sesionar, a los 
miembros de seguridad del Estado.

La decisión por motivos de seguridad o grave perturbación del 
orden público deberá ser adoptada por parte de la Mesa Directiva de la 
Asamblea departamental mediante Resolución debidamente motivada.

En todo caso, las sesiones deberán realizarse en el territorio 
colombiano y se procurará por sesionar en un lugar del mismo 
departamento, salvo que exista justificación suficiente y razonada para 
desplazarse a uno distinto.

Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 26 de esta ley 
relacionado con reuniones no presenciales o mixtas.

Artículo 19. Funciones. Son funciones de las Asambleas 
Departamentales:

1. Desarrollar sus funciones con una visión regional del desarrollo 
económico y social, procurando que el Gobierno departamental 
fortalezca la institucionalidad, con propósitos a corto, mediano y largo 
plazo que permitan el progreso departamental.

2. Expedir, interpretar, reformar y derogar las ordenanzas en los 
asuntos de su competencia.

3. Determinar, a iniciativa del Gobernador, la estructura de la 
administración departamental mediante la creación y/o supresión de 
las dependencias que la conforman y la asignación de sus funciones 
principales, las escalas de remuneración correspondiente a sus distintas 
categorías de empleos.

4. Dictar conforme al poder subsidiario de policía del que trata el 
artículo 12 de la Ley 1801 de 2016, normas en materias que no sean de 
reserva legal, en el marco de la Constitución y la ley.

5.  Autorizar al Gobernador de manera pro tempore de precisas 
facultades para incorporar, adicionar, modificar, efectuar traslados 
presupuestales y crear rubros presupuestales en las diferentes secciones 
del Presupuesto General del Departamento, servicio de la deuda pública 
e inversión; en ejecución de sus políticas, programas, subprogramas 
y proyectos, establecidas en el Presupuesto de Rentas y Gastos de la 
vigencia.

6. Elegir su Mesa Directiva.
7. Posesionar al Gobernador del departamento.
8. Elegir, mediante convocatoria pública, al Secretario de la Asamblea 

para el período previsto en la presente ley.
9. Elegir, mediante convocatoria pública al Contralor Departamental, 

de acuerdo a lo previsto en la Constitución y la ley; aceptar la 
renuncia, conceder licencias y permisos, hacer efectivas las sanciones 
disciplinarias y penales, decretadas por las autoridades competentes y 
llenar la vacancia, según sea el caso.

10. Solicitar informes sobre el ejercicio de sus funciones al 
Contralor General del Departamento, Secretarios de Despacho, 
Jefes de Departamentos Administrativos y Directores de Institutos 
Descentralizados del orden departamental.

11. Determinar la celebración de sesiones reservadas en los términos 
de la Constitución y la ley.

12. Solicitar que se convoque a consulta popular, para que la 
ciudadanía decida sobre el traslado de la cabecera municipal cuando así 
lo requiera y oficializar la decisión adoptada.

13. Solicitar la cooperación de los organismos del orden nacional de 
la administración pública, para el mejor desempeño de sus atribuciones.

14. Citar y requerir a los Secretarios del despacho y demás funcionarios 
departamentales o del nivel descentralizado departamental, para que 
concurran a las sesiones, de conformidad con la Constitución y la ley.

15. Exigir, mediante comunicación escrita, informes sobre el ejercicio 
de sus funciones, a los Secretarios de Despacho, Jefes de Departamentos 
Administrativos, Gerentes o Directores de Planeación y Directores 
de Institutos Descentralizados del Orden Departamental, Gerentes o 
Directores de las empresas en las cuales el departamento forme parte y, 
en general, a cualquier servidor público del orden departamental.

16. Solicitar a los representantes legales, de las empresas de servicios 
públicos domiciliarios, informes para que absuelvan inquietudes sobre 
la prestación del servicio en el respectivo departamento.

17. Dar cumplimiento a las sanciones aplicadas y comunicadas por 
los partidos o movimientos políticos, movimientos sociales o grupos 
significativos de ciudadanos, por la inobservancia de sus miembros 
a directrices internas, siempre y cuando ello implique limitación de 
los derechos como Diputado, las cuales pueden ir desde la pérdida 
del derecho al voto hasta la expulsión, siempre observando el debido 
proceso.

18. Promover la participación ciudadana mediante la realización de 
audiencias públicas y especiales sobre temas de interés departamental.

19. Aceptar la renuncia de los Diputados cuando la Corporación se 
encuentre sesionando. En receso, esta atribución corresponde a la Mesa 
Directiva de la Corporación.

20. Aprobar la creación de los establecimientos públicos y las 
empresas industriales o comerciales del orden departamental previstos 
en el artículo 300 numeral 7 de la Constitución Política, previo a 
la presentación y evaluación del estudio técnico que sustente la 
conveniencia económica y social de la iniciativa, así como la viabilidad 
financiera de la nueva entidad, teniendo en cuenta sus funciones, el 
sector donde operará y sus fuentes de financiación.

21. Crear mediante ordenanzas las Comisiones Regionales de 
Ordenamiento Territorial, en los términos previstos en el artículo 8° de 
la Ley 1454 de 2011.

22. Crear y organizar provincias como entidades administrativas y 
de planificación en los términos de la Ley 1454 de 2011.

23. Promover la conformación de asociaciones entre entidades 
territoriales.

24. Con sujeción a los requisitos que señale la ley, crear, suprimir y 
fusionar municipios y modificar sus límites mediante la segregación o 
agregación de territorios.

25. Imponer tasas o sobretasas especiales destinadas a financiar los 
fondos cuentas territoriales de seguridad para fomentar la seguridad y 
la convivencia ciudadana en el departamento.

26. Aprobar y adoptar, mediante ordenanza, los planes de 
ordenamiento departamental de acuerdo a los términos del artículo 40 de 
la Ley 152 de 1994 y demás normas que las sustituyan o complementen.

27. Establecer la progresiva transformación de los corregimientos 
departamentales y/o áreas no municipalizadas, en municipios, o su 
incorporación a municipios existentes, de acuerdo con lo previsto en 
las normas vigentes.

Parágrafo. En los casos en que las áreas no municipalizadas busquen 
ser incorporadas a los municipios bajo la categoría de “ciudades 
capitales”, se deberá contar con un concepto previo favorable por parte 
del respectivo Concejo Municipal y de la Comisión de Ordenamiento 
Territorial.
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28. Reglamentar la enajenación o destino de los terrenos baldíos 
cedidos al departamento, de conformidad con las leyes que regulen la 
materia.

29. Expedir la ordenanza de reglamento para su organización y 
funcionamiento, la cual no requerirá de sanción ejecutiva.

30. Las demás funciones que les señalen la Constitución y las leyes.
31. Autorizar al Gobernador del Departamento para comprometer 

vigencias futuras, negociar empréstitos, enajenar bienes, activos, 
acciones y cuotas partes, así como ejercer, pro tempore, precisas 
funciones de las que corresponden a las Asambleas Departamentales.

32. Expedir anualmente el presupuesto de rentas y gastos del 
departamento, con base en el proyecto presentado por el Gobernador y 
de acuerdo con las correspondientes normas legales.

33. Las demás que señale la ley.
Parágrafo 1°. Las ordenanzas que decreten inversiones, 

participaciones o cesiones de rentas y bienes departamentales y las que 
creen servicios a cargo del departamento solo podrán ser dictadas o 
reformadas a iniciativa del Gobernador.

Parágrafo 2°. Las funciones normativas del departamento para 
las cuales no se haya señalado si la competencia corresponde a los 
Gobernadores o a las Asambleas, se entenderá asignada a estas 
Corporaciones siempre y cuando no contraríe la Constitución y la ley.

Artículo 20. Prohibiciones de la Asamblea. Es prohibido a las 
Asambleas Departamentales en el ejercicio de sus atribuciones:

1. Inmiscuirse, por medio de resoluciones u ordenanzas en asuntos 
de competencia privativa de otras autoridades.

2. Decretar a favor de personas o entidades, donaciones, 
gratificaciones, auxilios, indemnizaciones, u otras erogaciones o 
derechos que no estén reconocidos con arreglo a las leyes preexistentes.

3. Decretar actos de proscripción o persecución contra personas 
naturales o jurídicas.

4. Adoptar algún régimen prestacional distinto al que ordena la ley.
5.  Intervenir en beneficio propio, de terceros o de su partido o grupo 

político, en la asignación de cupos presupuestales o en el manejo, 
dirección o utilización de recursos del presupuesto, en la forma que 
establecen las leyes orgánicas del plan y del presupuesto.

6. Dar votos de aplauso o de censura respecto de actos oficiales.
7. Las demás establecidas en la Constitución y la ley.
Artículo 21. Reconocimiento a personas naturales o jurídicas. A los 

Diputados les está prohibido, otorgar o realizar homenajes a personas 
naturales o jurídicas que no sean de reconocimiento general o público. 
La Mesa Directiva hará un estudio completo sobre las hojas de vida 
y logros en beneficio de la comunidad de cada una de las personas 
propuestas. Los postulados para tales homenajes estarán sometidos a 
los requisitos establecidos en un reglamento especial que para estos 
efectos disponga la Mesa Directiva.

En todo caso los reconocimientos no podrán financiarse con recursos 
públicos.

Artículo 22. Instalación del periodo constitucional. La sesión de 
instalación del periodo constitucional de las Asambleas contará con la 
asistencia del Gobernador, sin que su ausencia impida que esta pueda 
llevarse a cabo legal y formalmente.

Artículo 23. Período de sesiones. Las Asambleas Departamentales 
sesionarán de manera ordinaria durante seis (6) meses al año, así:

El primer período del primer año de sesiones, estará comprendido 
entre el 1° de enero posterior a su elección al último día del mes de 
febrero del respectivo año.

El segundo, tercer y cuarto año de sesiones tendrá como primer 
período el comprendido entre el 1° de marzo y el 30 de abril.

El segundo período será del 1° de junio al 30 de julio, y el tercer 
período, será del 1° de octubre al 30 de noviembre.

Podrán sesionar durante tres (3) meses al año de forma extraordinaria, 
previa convocatoria del Gobernador. En el curso de ellas solo podrá 
ocuparse de los asuntos que el Gobernador someta a su consideración, 
sin perjuicio de la función de control político que le es propia, así como 
los temas administrativos propios de la Corporación.

Las sesiones extraordinarias que convoque el Gobernador podrán 
realizarse en oportunidades diferentes siempre y cuando no se exceda 
el límite establecido en este artículo.

Parágrafo. Si por cualquier causa debidamente justificada por la 
Mesa Directiva, las Asambleas no pudieran reunirse ordinariamente en 
las fechas indicadas, lo harán tan pronto como fuere posible, dentro del 
periodo correspondiente.

Artículo 24. Audiencias públicas. En cada período de sesiones 
ordinarias de las Asambleas Departamentales, se deberá celebrar 
por lo menos una (1) audiencia pública en la sede de la Asamblea 
Departamental o donde acuerde la Corporación mediante proposición 
aprobada, cuando se derive de asuntos que afecten estos territorios.

Artículo 25. Invalidez de las sesiones y decisiones. Carecerá de 
validez, toda sesión de miembros de las Asambleas que, con el propósito 
de ejercer funciones propias de la Corporación, se efectúe por fuera 
de las condiciones legales o reglamentarias vigentes. Los actos que 
se expidan en estas circunstancias, no producirán efectos jurídicos y 
quienes participen en las deliberaciones, incurrirán en causal de mala 
conducta y serán sancionados conforme a las leyes disciplinarias 
vigentes.

Artículo 26. Reuniones no presenciales o mixtas de la Asamblea 
Departamental. Cuando la Mesa Directiva de la Corporación por 
acto motivado declare que, por razones de orden público, emergencia 
sanitaria, intimidación, amenaza, fuerza mayor o calamidad pública, 
no sea posible que miembros de la Corporación concurran a su sede 
habitual, estos podrán participar de las sesiones de manera no presencial 
o mixta. Para tal fin, los miembros de la Corporación podrán deliberar 
y decidir por comunicación simultánea o sucesiva, utilizando para el 
efecto los medios tecnológicos en materia de telecomunicaciones, que 
se encuentren al alcance de la Corporación o que les brinde o facilite el 
Gobierno departamental. Estas sesiones deberán mantener el quórum 
respectivo, así como garantizar la deliberación y votación, según el 
caso, a todos los miembros de la Corporación.

Las convocatorias deberán realizarse de conformidad con lo 
señalado en el reglamento y garantizar el acceso a la información y 
documentación requerida para la deliberación.

Las decisiones deberán adoptarse conforme a las reglas de quórum y 
mayorías previstas en los respectivos reglamentos, de todo lo cual deberá 
quedar constancia en las actas correspondientes a dichas sesiones, cuya 
custodia estará a cargo del Secretario.

Parágrafo 1°. Las sesiones no presenciales deberán ser reguladas por 
las Asambleas en el respectivo reglamento, estableciendo los requisitos 
que se deben cumplir para el uso de los medios tecnológicos.

Parágrafo 2°. Excepto los asuntos y deliberaciones sujetas a reserva, 
las sesiones no presenciales deberán ser públicas, para lo cual se deberá 
utilizar únicamente los medios o canales habilitados para el efecto en 
el reglamento.

Parágrafo 3°. El Gobernador y demás entidades del nivel central y 
descentralizado del orden departamental, deberán brindar y garantizar 
el apoyo técnico y tecnológico a la Corporación, para la realización de 
las sesiones de manera no presencial, cuando estas no cuenten con los 
medios para tal efecto.

Artículo 27. Mesa Directiva. La Mesa Directiva de las asambleas 
departamentales se compondrá de un Presidente y dos Vicepresidentes, 
elegidos separadamente para un periodo de un año.

Ningún diputado que pertenezca a la mesa directiva podrá ser 
reelegido en el mismo periodo constitucional; lo anterior no obsta, 
para que pueda hacer parte de las mesas directivas de las comisiones 
permanentes.
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Exceptúense a las Asambleas Departamentales de los departamentos 
que tengan solo once (11) diputados.

Artículo 28. Participación en mesas directivas de las asambleas 
departamentales. Las organizaciones o partidos políticos declarados 
en oposición y con representación en la correspondiente asamblea, 
participarán en la mesa directiva de conformidad con el procedimiento 
establecido en la Ley 1909 de 2018- Estatuto de la Oposición o la norma 
que la modifique, la adicione o sustituya.

Artículo 29. Representación legal. La representación legal de la 
asamblea departamental corresponderá al Presidente de la corporación. 
En ausencia temporal de este, la asumirá el primer Vicepresidente.

La Asamblea Departamental de conformidad con lo dispuesto 
en esta ley tiene capacidad para comparecer al proceso, podrá obrar 
como demandante o demandado o interviniente, por medio de su 
representante legal debidamente acreditado, quien comparecerá al 
proceso por conducto de apoderado inscrito, excepto en los casos en 
que la ley permita su intervención directa.

Artículo 30. Comisiones. Las asambleas integrarán en sesión plenaria 
las comisiones permanentes encargadas de adelantar debates de control 
político y dar debate a los proyectos de ordenanza, según los asuntos 
que se le asignen acorde con su propio reglamento.

Las asambleas deberán contar como mínimo con una comisión 
permanente del Plan de Desarrollo y una de Hacienda. Si dichas 
comisiones no se hubieren creado o integrado, dentro del periodo 
de sesiones ordinarias a la promulgación de la presente ley deberá 
adelantarse su conformación en los términos reglamentarios.

En todo caso, el reglamento de las asambleas deberá establecer 
estrategias o procedimientos para que en cada año se presente un recambio 
en los integrantes de las comisiones permanentes, como política que 
facilite la participación y representación de las organizaciones políticas 
en cada una de las comisiones permanentes en el mismo periodo 
constitucional.

De manera transitoria, en caso de no estar conformadas las comisiones 
de las que trata el inciso segundo, la Mesa directiva designará comisiones 
accidentales a fin de que rindan informes del Plan de Desarrollo y de 
hacienda.

Todo diputado deberá hacer parte de una comisión permanente y en 
ningún caso podrán pertenecer a dos o más comisiones permanentes, 
exceptúese, a la Asamblea Departamental de los departamentos que 
tengan solo once (11) diputados.

La mesa directiva podrá autorizar el cambio o traslado que de 
Comisiones acuerden y soliciten los respectivos integrantes.

Artículo 31. Comisión para la equidad de la mujer. Además de las 
Comisiones Permanentes, las Asambleas con el objeto de fomentar 
la participación de la mujer en el ejercicio de la labor normativa y de 
control político, las crearán e incorporarán de su estructura institucional 
la Comisión para la Equidad de la Mujer, la cual estará integrada 
prioritariamente por las diputadas; no obstante, los diputados que 
voluntaria y optativamente manifiesten su interés de participar podrán 
hacer parte de esta comisión, sin que esto supla la obligatoriedad de 
participar de las comisiones permanentes.

La Comisión para la Equidad de la Mujer ejercerá las siguientes 
funciones:

1. Ejercer el control político en los temas relacionados con la equidad 
de género.

2. Realizar el seguimiento a la implementación de las iniciativas 
relacionadas con los temas de género.

3. Promover la participación de las mujeres en los cargos de elección 
popular y de designación, de conformidad con la Ley 581 de 2000, y las 
normas que la adicionen o modifiquen.

4. Servir de interlocución y dialogo con las organizaciones y grupos 
de mujeres.

5. Fomentar y desarrollar estrategias de comunicación sobre temas 
relacionados con los derechos de las mujeres y las políticas públicas 
existentes.

6. Hacer seguimiento a los procesos de verdad, justicia y reparación 
para los delitos cometidos contra las mujeres durante el conflicto armado 
interno en sus territorios, a los que haya lugar.

7. Realizar seguimiento a la implementación de políticas 
departamentales en temas de género.

8. Realizar seguimiento a la implementación de políticas 
departamentales para incentivar el desarrollo laboral de las mujeres.

9. Las demás que sean asignadas por la plenaria de la asamblea 
departamental.

Parágrafo 1°. En aquellas asambleas en donde no haya manifestación 
de diputados y diputadas de pertenecer a la comisión para la equidad 
de la mujer, la mesa directiva deberá garantizar s conformación y 
funcionamiento, con un número impar de sus miembros.

Parágrafo 2°. En todo caso hacer parte de la comisión para la equidad 
de la mujer, no impide que la diputada o diputado que pertenezcan a 
esta pueda integrar una comisión permanente.

Artículo 32. Secretario General. La elección del secretario general 
deberá estar precedida obligatoriamente por una convocatoria pública, 
conforme a lo señalado en la Constitución, la presente ley y el reglamento 
interno. El periodo será de un (1) año, del primero (1°) de enero al 
treinta y uno (31) de diciembre, reelegible. Su elección el primer año 
se realizará en el primer período de sesiones ordinarias, en los años 
siguientes se realizará en el Último periodo de sesiones ordinarias, que 
antecede el inicio de nuevo secretario.

En caso de falta absoluta se realizará nueva convocatoria para la 
elección por el resto del periodo.

El secretario presentará un informe anual a la asamblea el cual se 
someterá a la plenaria de la misma para su evaluación.

Artículo 33. Calidades del Secretario. Para ser elegido secretario 
general de la asamblea departamental se requiere tener título 
profesional universitario y cumplir con los demás requisitos para 
servidores públicos. En todo caso, no podrá ser nombrado quien haya 
perdido la investidura de un cargo de elección popular, o se le haya 
condenado a pena privativa de la libertad, salvo por el delito político 
o culposo.

Artículo 34. Elección del Contralor. Los Contralores departamentales, 
serán elegidos por las Asambleas Departamentales conforme lo 
dispuesto por el artículo 6° del Acto Legislativo 4 de 2019 y demás 
disposiciones que lo desarrollen o modifiquen.

El contralor será elegido en el último periodo de sesiones ordinarias 
que antecede el inicio del periodo del nuevo contralor.

Artículo 35. Posesión de los funcionarios elegidos por las 
asambleas. Los funcionarios elegidos por la asamblea tendrán periodos 
institucionales y el plazo para posesionarse será de quince (15) días 
calendario, excepto en los casos de fuerza mayor debidamente 
certificada, en los cuales se prorrogará este término por quince (15) 
días más, lo cuales serán improrrogables.

En la eventualidad que no pueda posesionarse el funcionario elegido 
por persistir las circunstancias, se deberá adelantar nuevamente la 
convocatoria para la elección.

Ninguna autoridad podrá dar posesión a funcionarios elegidos por la 
asamblea que no acrediten las calidades exigidas para el cargo, o que 
estén incursos en las causales de inhabilidad que señalen la Constitución 
y la Ley, la cual deberá estar debidamente acreditada.

El funcionario que contravenga lo dispuesto en este artículo, incurrirá 
en causal de mala conducta.

Artículo 36. Reglamento. La asamblea departamental expedirá, una 
ordenanza de reglamento para su organización y funcionamiento, en el 
cual estarán incluidas, entre otras, las normas referentes a las comisiones, 
elección de funcionarios, funcionamiento de las bancadas, la validez de 
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las convocatorias, las sesiones, formalidades para la presentación de 
los proyectos de ordenanzas, control político, trámite de impedimentos, 
reglamentación de facultades, recusaciones y conflicto de intereses, así 
como lo relativo a la actuación de los diputados.

Los reglamentos se tramitarán con las formalidades de todo proyecto 
de ordenanza y no requerirá sanción ejecutiva.

Las asambleas departamentales deberán ajustar sus reglamentos a 
lo prescrito en la presente ley, dentro de seis (6) meses siguientes a su 
promulgación.

Artículo 37. Quórum. Las asambleas departamentales y sus 
comisiones no podrán iniciar sesión hasta contar con quórum 
deliberatorio conformado con no menos de la cuarta parte de sus 
miembros. Las decisiones solo podrán adoptarse con el quorum 
decisorio, que se conforma con la asistencia presencial o remota de la 
mayoría de los miembros, salvo que la Constitución o la Ley exijan un 
quórum especial.

Artículo 38. Mayorías decisorias. En sesión plenaria y comisiones 
permanentes se podrá decidir por mayoría simple, la cual se constituye 
por la mitad más uno de los votos de los asistentes, salvo que la 
Constitución exija expresamente una mayoría especial.

Artículo 39. Control político. Corresponde a la asamblea ejercer 
función de control y vigilancia a la administración departamental. Para 
tal fin, podrá citar a los secretarios de despacho, a los gerentes, y/o 
representantes legales de entidades descentralizadas del departamento, 
así como al contralor departamental.

Las citaciones deberán realizarse con anticipación no menor de cinco 
(5) días hábiles y formularse en cuestionario escrito. Dentro de los 
cinco (5) días siguientes al recibo de la citación, el funcionario citado 
deberá radicar en la Secretaría General de la corporación la respuesta 
al cuestionario, en medio escrito y magnético, según esté definido 
en el reglamento interno. El debate objeto de la citación encabezará 
el Orden del Día de la sesión y no podrá extenderse a asuntos ajenos 
al cuestionario. En la eventualidad que el debate no se concluya en 
la sesión convocada, la corporación deberá continuarlo en la sesión 
inmediatamente siguiente, salvo que por circunstancias excepcionales 
se deba adelantar otros temas de urgencia. Sin embargo, todo debate de 
control político debe concluirse.

En la sesión inicial del debate, se deberá garantizar la intervención 
del funcionario citado.

De la misma manera podrán invitar a los gerentes o jefes seccionales 
de las entidades nacionales que tengan jurisdicción en el departamento. 
También podrán solicitar informaciones escritas a otras autoridades 
departamentales y de los municipios del departamento, especialmente 
con relación a obras o actividades que se adelantan con recursos 
aportados por el departamento.

En todo caso, las citaciones e informaciones deberán referirse a 
asuntos propios del cargo del respectivo funcionario; en caso de que 
se interrogue en el transcurso del debate sobre temas no incluidos en 
el cuestionario inicial; será a voluntad del citado, dar respuesta a la 
corporación, siempre teniendo en cuenta las circunstancias excepcionales 
que se sustenten por parte de los diputados y garantizando el derecho a 
la información.

Artículo 40. Moción de censura. La tercera parte de los miembros que 
componen la asamblea, podrán proponer moción de censura respecto de 
los secretarios de despacho del gobernador, por asuntos relacionados 
con funciones propias del cargo, o por desatención a los requerimientos 
y citaciones de la asamblea. La votación se hará entre el tercero y el 
décimo día siguiente a la terminación del debate, con audiencia pública 
del funcionario respectivo. Su aprobación requerirá el voto afirmativo 
de las dos terceras partes de los miembros que integran la corporación. 
Una vez aprobada, el funcionario quedará separado de su cargo. Si fuere 
rechazada, no podrá presentarse otra sobre la misma materia a menos 
que la motiven hechos nuevos.

Parágrafo. La renuncia del funcionario respecto del cual se haya 
promovido moción de censura, no obsta para que la misma sea aprobada.

Artículo 41. Convocatoria a Personas jurídicas de naturaleza 
privada. Dentro de los términos de la presente ley, con aprobación 
de la plenaria o de los miembros de cualquier comisión permanente, 
la asamblea departamental podrá solicitar información por escrito 
a las personas jurídicas que presten servicios públicos o administren 
recursos de la misma naturaleza, para que en audiencia especial rindan 
declaraciones orales o escritas sobre asuntos de interés público.

Los citados podrán abstenerse de asistir solo con excusa justificada.
Artículo 42. Actas. De las sesiones de las asambleas y de sus 

comisiones permanentes, el secretario de la corporación levantará las 
correspondientes actas que contendrán, entre otras, una relación sucinta 
de los temas tratados y debatidos; de los nombres de los diputados 
asistentes, de las personas que hayan intervenido, de las comunicaciones 
leídas, las proposiciones presentadas, las comisiones designadas y las 
decisiones adoptadas. Sin embargo, deberán garantizar por medios 
electrónicos idóneos la conservación del desarrollo de las sesiones de 
control político y control normativo.

Abierta la sesión, el Presidente someterá a discusión y aprobación, 
previa lectura sí los miembros de la corporación lo consideran 
necesario, el acta de la sesión anterior. No obstante, el acta debe ser 
puesta previamente en conocimiento de los miembros de la corporación, 
bien por su publicación en la página web de esta y el envío al correo 
electrónico de los diputados, o mediante el medio de que disponga la 
asamblea para estos efectos.

Es responsabilidad de los miembros de la corporación tener 
conocimiento de las actas y demás información pertinente para el 
cumplimiento de sus funciones.

Parágrafo 1°. El secretario tiene la obligación de conservar las actas 
en medio magnético y escrito y los demás documentos que determinen 
las ordenanzas, o que ordene el Presidente. Asimismo, la guarda y 
conservación del archivo documental de la corporación.

Parágrafo 2°. La corporación garantizará que todas las actas de 
sesiones estén debidamente publicadas en medios electrónicos y/o 
físicos, inclusivos y accesibles a toda la población, especialmente a 
aquella en condición de discapacidad.

Artículo 43. Publicidad de las sesiones de la asamblea. Las asambleas 
departamentales deberán contar con medios escritos y/o electrónicos 
de carácter oficial para la publicidad de sus actos, garantizando la 
trasmisión de los mismos en tiempo real. La responsabilidad de estos 
medios estará en cabeza del Secretario General.

Artículo 44. Inasistencia. La falta de asistencia de los diputados a las 
sesiones, sin excusa justificada y válida, aceptada mediante resolución 
por la mesa directiva, no causará la remuneración y prestaciones 
correspondientes; sin perjuicio de la pérdida de la investidura cuando 
hubiere lugar.

Artículo 45. Rendición de cuentas. las Asambleas deberán elaborar 
anualmente un Plan de Acción de Rendición de Cuentas, cumpliendo 
con los lineamientos del Manual Único de Rendición de Cuentas, que 
deberá ser publicado con observancia de lo consagrado en la presente 
ley.

Los Presidentes de las Asambleas y de sus comisiones permanentes, 
elaborarán un informe de rendición de cuentas del desempeño de la 
respectiva célula, mínimo, una vez al año dentro de los tres primeros 
meses a partir del segundo año.

Los informes correspondientes quedarán a disposición del público 
de manera permanente en la página web y en las oficinas de archivo y 
en la correspondiente Secretaría General.

Estos contendrán como mínimo una relación de las proposiciones 
presentadas, negadas, aprobadas y pendientes; un inventario de los 
debates adelantados y de los proyectos de acuerdo presentados, 
negados, aprobados y pendientes; y un informe tanto de los aspectos 
administrativos, financieros, laborales y contractuales correspondientes, 
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así como de los asuntos que estando pendientes requieren continuidad 
en su trámite.

Las Asambleas Departamentales deberán desarrollar ejercicios de 
rendición de cuentas por lo menos una sesión de trabajo anual, teniendo 
en cuenta los principios y elementos de que trata el artículo 50 de la Ley 
1757 de 2015.

CAPÍTULO II
De los diputados

Artículo 46. Calidades. Los diputados serán elegidos popularmente 
para un periodo de cuatro (4) años y tendrán la calidad de servidores 
públicos.

Para ser diputado se requiere ser ciudadano en ejercicio, haber 
residido en la respectiva circunscripción electoral durante los doce (12) 
meses inmediatamente anteriores a la fecha de la elección o durante 
un periodo mínimo de tres (3) años consecutivos en cualquier época, 
debidamente certificado por autoridad competente.

Parágrafo. Para ser elegido diputado en el departamento del 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, se requiere 
además de los determinados por la ley, ser residente del departamento 
conforme a las normas de control de densidad poblacional y tener 
residencia en la respectiva circunscripción por más de diez (10) años 
cumplidos con anterioridad al primer día del periodo de inscripción. 

Artículo 47. Posesión. El Presidente de la asamblea tomará posesión 
ante la corporación, en sesión formal, para el primer año que se llevará 
a cabo el primero (1º) de enero del año siguiente al de su elección en 
sesión plenaria, que se convocará por el Presidente y en su ausencia, por 
alguno de los Vicepresidentes de la corporación que termina el periodo 
constitucional y comunicada por el secretario general. Los diputados 
electos se posesionarán en la misma sesión, y los miembros de ellas, 
secretarios y subalternos, si los hubiere, ante el Presidente; para tal 
efecto, prestarán juramento en los siguientes términos: Juro a Dios y 
prometo al pueblo, cumplir fielmente la Constitución y las leyes de 
Colombia. En los años siguientes se realizará en el Último periodo de 
sesiones ordinarias que antecede el inicio del periodo de la nueva Mesa 
Directiva.

Artículo 48. Período de los diputados. El periodo de los diputados 
será de 4 años e iniciará el primero de enero del año siguiente al de su 
elección, fecha en la cual se deberá celebrar la sesión de instalación y 
concluirá el treinta y uno de diciembre (31) del último año de dicho 
período.

Artículo 49. De las inhabilidades de los diputados. Además de 
las inhabilidades establecidas en la Constitución, la ley y el Código 
General Disciplinario, no podrá ser inscrito como candidato, ni elegido 
diputado:

1. En concordancia con lo dispuesto en el artículo 122 inciso final 
de la constitución política, quien haya sido condenado, en cualquier 
tiempo, por la comisión de delitos que afecten el patrimonio del 
Estado o quienes hayan sido condenados por delitos relacionados con 
la pertenencia, promoción o financiación de grupos armados ilegales, 
delitos de lesa humanidad o por narcotráfico en Colombia o en el 
exterior.

2. Quien haya sido condenado por sentencia judicial, a pena privativa 
de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos; o haya perdido 
la investidura de congresista o la de diputado o concejal; o excluido 
del ejercicio de una profesión; o se encuentre en interdicción para el 
ejercicio de funciones públicas.

3. Quienes tengan doble nacionalidad, exceptuando los colombianos 
por nacimiento.

4. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la elección haya 
ejercido como empleado público, jurisdicción o autoridad política, 
civil, administrativa o militar, en el respectivo departamento, o quien, 
como empleado público del orden nacional, departamental, distrital o 
municipal, haya intervenido como ordenador de gasto en la ejecución de 

recursos de inversión o celebración de contratos, que deban ejecutarse o 
cumplirse en el respectivo departamento.

5.  Quien dentro los doce (12) meses anteriores a la elección haya 
intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas del nivel 
departamental o en la celebración de contratos con entidades públicas 
de cualquier nivel en interés propio o de terceros, siempre que los 
contratos deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento. 
Así mismo, quien dentro del año anterior haya sido representante legal 
de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las 
entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad 
social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo departamento.

6. Quien tenga vínculo por matrimonio, o unión permanente, o de 
parentesco en tercer grado de consanguinidad, primero de afinidad o 
Único civil, con funcionarios que dentro de los doce (12) meses anteriores 
a la elección hayan ejercido autoridad civil, política, administrativa o 
militar en el respectivo departamento; o con quienes dentro del mismo 
lapso hayan sido representantes legales de entidades que administren 
tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presten servicios 
públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen 
subsidiado en el respectivo departamento. Así mismo, esté vinculado 
entre sí por matrimonio o unión permanente o parentesco dentro del 
tercer grado consanguinidad, segundo de afinidad o Único civil, y se 
inscriba por el mismo partido o movimiento para elección de cargos o 
de corporaciones públicas que deban realizarse en el departamento en 
la misma fecha.

7. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la elección, haya 
pertenecido a juntas directivas de personas jurídicas de derecho privado 
que administren, manejen o inviertan en fondos públicos procedentes 
del respectivo departamento o sean contratistas del mismo o reciban 
donaciones de este. Salvo aquellos que formen parte de la Confederación 
o Federación de Diputados.

8. Quien haya dado lugar como servidor público con su conducta 
dolosa o gravemente culposa, así calificada por sentencia ejecutoriada, 
a que el Estado sea condenado a una reparación patrimonial, salvo que 
asuma con cargo a su patrimonio el valor del daño.

9. Quien haya sido inhabilitado para el ejercicio de derechos y de 
funciones públicas mediante sentencia judicial, durante el tiempo 
señalado en la respectiva decisión.

10. Quien incurra en pérdida del cargo por violación de topes de 
campaña declarada por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

11. Quien se inscriba por el mismo partido, movimiento político con 
personería jurídica o grupo significativo de ciudadanos para elecciones 
populares que deban realizarse en el mismo municipio o distrito y en 
la misma fecha, con el cónyuge, compañero permanente, pariente hasta 
el tercer grado de consanguinidad, primero de afinidad o primero civil.

12. Quien se inscriba para cualquier cargo de elección popular dentro 
del periodo para el cual el ciudadano fue elegido como Gobernador o 
Alcalde.

13. Quien, en el año anterior a la fecha de las votaciones, en la 
respectiva circunscripción electoral:

a) Haya ejercicio los cargos de fiscal, magistrado o juez de la 
República.

b) Haya desempeño el cargo de contralor, personero, procurador o 
defensor del pueblo.

Parágrafo. Interprétese para todos sus efectos, que las inhabilidades 
descritas en el artículo, se refieren al departamento como entidad 
pública y sus institutos y entidades descentralizadas, que funcionan 
en el respectivo territorio o ejercen competencias que involucran a la 
respectiva entidad territorial.

Artículo 50. De las incompatibilidades de los diputados. Los 
diputados no podrán:

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 291 de la Constitución 
Política, no podrán aceptar cargo alguno en la administración pública, y 
si lo hicieren perderán su investidura.
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2. Intervenir en la gestión de negocios o ser apoderado ante entidades 
del respectivo departamento o ante las personas que administren tributos 
procedentes del mismo, o celebrar con ellas, por sí o por interpuesta 
persona, contrato alguno, con las excepciones de que trata el artículo 
siguiente.

3. Ser miembro de juntas o consejos directivos del sector central 
o descentralizado de cualquier nivel del respectivo departamento, 
o de instituciones que administren tributos, tasas o contribuciones 
procedentes del mismo.

4. Celebrar contratos o realizar gestiones con quienes administren, 
manejen, o inviertan en fondos públicos procedentes del respectivo 
departamento, o sean contratistas del mismo, o reciban donaciones de 
este.

5.  Ser representante legal, miembro de juntas o consejos directivos, 
auditor o revisor fiscal, empleado o contratista de empresas que presten 
servicios públicos domiciliarios o de seguridad social en el respectivo 
departamento.

Parágrafo. Interprétese para todos sus efectos, que las 
incompatibilidades descritas en el artículo se refieren al departamento 
como entidad pública y sus institutos y entidades descentralizadas, 
que funcionan en el respectivo territorio o ejercen competencias que 
involucran a la respectiva entidad territorial.

Artículo 51. Otras incompatibilidades. Además, constituyen 
incompatibilidades para desempeñar cargos públicos, las siguientes:

1. Los diputados en el nivel territorial donde hayan ejercido 
jurisdicción, desde el momento de su elección y hasta doce meses 
después del vencimiento de su período o retiro del servicio:

1.1. Intervenir en nombre propio o ajeno en asuntos, actuaciones 
administrativas o actuaciones contractuales en los cuales tenga interés 
el departamento, distrito o municipio de la respectiva entidad territorial, 
o sus organismos;

1.2. Actuar como apoderados o gestores ante entidades o autoridades
disciplinarias, fiscales, administrativas o jurisdiccionales.
2. Adquirir o intervenir directa o indirectamente, en remate o venta 

de bienes que se efectúen en la entidad donde labore o en cualquier 
otra sobre la cual se ejerza control jerárquico o de tutela o funciones de 
inspección, control y vigilancia.

Esta incompatibilidad se extiende desde el momento de su vinculación 
y hasta doce (12) meses después del retiro del servicio.

3. Contratar con el Estado, salvo las excepciones constitucionales o 
legales.

Parágrafo 1°. El funcionario público departamental que nombre a 
un diputado para un empleo o cargo público o celebre con él un contrato 
o acepte que actúe como gestor en nombre propio o de terceros, en 
contravención a lo dispuesto en el presente artículo, incurrirá en causal 
de mala conducta y será objeto de proceso disciplinario de conformidad 
con las disposiciones vigentes.

Parágrafo 2°. Interprétese para todos sus efectos, que la 
incompatibilidad descrita en este artículo, se refiere al departamento 
como entidad pública y sus institutos y entidades descentralizadas, no 
al aspecto territorio.

Artículo 52. Duración de la Incompatibilidad. Las incompatibilidades 
de los diputados tendrán vigencia durante el período constitucional para 
el cual fueron elegidos salvo disposición en contrario.

Artículo 53. Inelegibilidad Simultánea. Nadie podrá ser elegido para 
más de una corporación o cargo público, si los respectivos períodos 
coinciden en el tiempo, así sea parcialmente.

Parágrafo. El diputado que decida presentarse a la siguiente 
elección, por un partido distinto, deberá renunciar a la curul al menos 
doce meses antes del día de inscripciones.

Artículo 54. Prohibiciones relativas a los cónyuges, compañeros 
permanentes y parientes de los diputados. De conformidad con lo 
establecido en el artículo 126 de la Constitución Política, las asambleas 

no podrán nombrar, elegir o designar como servidores públicos a 
personas con las cuales los diputados tengan parentesco hasta el cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad, primero civil o con quien 
estén ligados por matrimonio o unión permanente. Tampoco podrán 
designar a personas vinculadas por los mismos lazos con servidores 
públicos competentes para intervenir en su designación.

Los cónyuges o compañeros permanentes de los diputados y sus 
parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, primero de 
afinidad o primero civil, no podrán ser designados funcionarios del 
respectivo departamento.

Los cónyuges o compañeros permanentes de los diputados y sus 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil, no podrán ser miembros de juntas o consejos 
directivos de entidades de los sectores central o descentralizado del 
correspondiente departamento.

Parágrafo 1°. Es nulo todo nombramiento o designación que se haga 
en contravención a lo dispuesto en el presente artículo; sin perjuicio de 
las responsabilidades disciplinarias a que haya lugar.

Parágrafo 2°. Se exceptúan de lo previsto en este artículo los 
nombramientos que se hagan en aplicación de las normas vigentes 
sobre ingreso o ascenso de carrera administrativa.

Parágrafo 3°. Las prohibiciones para el nombramiento, elección 
o designación de servidores públicos y trabajadores previstas en este 
artículo, también se aplicarán en relación con la vinculación de personas 
a través de contratos de prestación de servicios.

Parágrafo 4°. Interprétese para todos sus efectos, que las 
prohibiciones descritas en el artículo se refieren al departamento como 
entidad pública y sus institutos y entidades descentralizadas, no al 
aspecto territorio.

Artículo 55. Excepciones al régimen· de incompatibilidades. Lo 
dispuesto en los artículos anteriores no obsta para que los diputados 
puedan, directamente o por medio de apoderado, actuar en los siguientes 
asuntos:

1. En las diligencias o actuaciones administrativas y jurisdiccionales 
en las cuales, conforme a la ley, ellos mismos, su cónyuge, sus padres o 
sus hijos tengan interés;

2. El ejercicio de la cátedra en cualquier orden;
3. Formular reclamos por el cobro de impuestos, contribuciones, 

tasas y de multas que graven a las personas de las que trata el presente 
artículo.

4. Usar los bienes y servicios que las entidades oficiales de cualquier 
clase, las prestadoras de servicios públicos domiciliarios y de seguridad 
social ofrezcan al público, bajo condiciones comunes a todos los que lo 
soliciten;

5.  Ser apoderados o defensores en los procesos que se ventilen ante 
la rama jurisdiccional del poder público. Sin embargo, los diputados 
durante su período constitucional no podrán ser apoderados ni peritos 
en los procesos de toda clase que tengan por objeto gestionar intereses 
fiscales o económicos del respectivo departamento, los establecimientos 
públicos, las empresas comerciales e industriales del orden departamental 
y las sociedades de economía mixta en las cuales las mismas entidades 
tengan más del cincuenta por ciento (50%) del capital;

6.  Ejercer su profesión u oficio, siempre y cuando con ello no se 
interfieran las funciones que ejercen como tales, ni se trate de asuntos en 
los cuales el departamento o sus entidades descentralizadas sean parte.

Artículo 56. Conflicto de Intereses. Todos los diputados deberán 
declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en ejercicio de 
sus funciones. Se entiende como conflicto de interés una situación donde 
la discusión o votación de un proyecto de ordenanza, pueda resultar en 
un beneficio particular, actual y directo a favor del diputado.

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera 
ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a 
favor del diputado de las que no gozan el resto de los ciudadanos.
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b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las 
circunstancias presentes y existentes al momento en el que el diputado 
participa de la decisión.

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica 
respecto del diputado, de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil.

Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en 
las siguientes circunstancias:

a) Cuando el diputado participe, discuta, vote un proyecto de 
ordenanza que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir 
cuando el interés del diputado coincide o se fusiona con los intereses 
de los electores.

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el diputado en 
el futuro.

c) Cuando el diputado participe, discuta o vote artículos de proyectos 
de ordenanza de carácter particular, que establezcan sanciones o 
disminuyan beneficios, en el cual, el diputado tiene un interés particular, 
actual y directo. El voto negativo no constituirá conflicto de interés 
cuando mantiene la normatividad vigente.

d) Cuando el diputado participe, discuta o vote artículos de proyectos 
de ordenanza de carácter particular, que regula un sector económico en 
el cual el diputado tiene un interés particular, actual y directo, siempre 
y cuando no genere beneficio particular, directo y actual.

e) Cuando el diputado participa en la elección de otros servidores 
públicos mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se 
presenten inhabilidades referidas al parentesco con los candidatos.

Parágrafo. Entiéndase por conflicto de interés moral aquel que 
presentan los diputados cuando por razones de conciencia se quieran 
apartar de la discusión y votación del proyecto.

Artículo 57. Faltas absolutas de los diputados. Son faltas absolutas 
de los diputados:

1. La muerte.
2. La renuncia aceptada.
3. La incapacidad física permanente.
4. La pérdida de la investidura de diputado de conformidad con 

lo previsto en el artículo 291 de la Constitución Política y demás 
disposiciones legales en la materia.

5.  La declaratoria de nulidad de la elección como diputado.
6. Interdicción judicial.
7. La destitución del ejercicio del cargo, a solicitud de la Procuraduría 

General de la Nación como resultado de un proceso disciplinario.
8. La condena a pena privativa de la libertad, en sentencia ejecutoriada.
Artículo 58. Renuncia. En época de sesiones ordinarias, corresponde 

a la plenaria de la asamblea oír y decidir sobre la renuncia de un 
diputado cuando él mismo manifiesta de forma escrita e inequívoca su 
voluntad de hacer dejación definitiva de su investidura como tal. La 
renuncia deberá presentarse ante el Presidente, en ausencia de este, ante 
el Vicepresidente de la corporación; en ella se determinará la fecha a 
partir de la cual se quiere hacer efectiva.

La renuncia del Presidente de la corporación, se presentará ante la 
plenaria de la asamblea departamental.

Si la corporación no está sesionando, la renuncia se deberá presentar 
ante el Presidente y en ausencia de este, ante el Vicepresidente de la 
corporación, quien la presentará para que decida la mesa directiva.

Parágrafo. En los casos de renuncia, excusas o licencia, se deberá 
incluir como primer punto del orden día.

Artículo 59. Incapacidad física permanente. En caso de incapacidad 
permanente debidamente certificada por la entidad prestadora de salud 
a la que se encuentre afiliado el diputado, el Presidente de la asamblea 
declarará la vacancia por falta absoluta y procederá a llamar a quien 

tenga derecho a ocupar la curul y haya sido determinado por la autoridad 
respectiva, previa notificación a la bancada a la que pertenezca.

Artículo 60. Pérdida de la investidura. Se decretará la pérdida de 
investidura en los siguientes casos:

1. Por violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades 
y conflicto de intereses. No existirá conflicto de intereses cuando se 
trate de considerar asuntos que afecten al diputado en igualdad de 
condiciones a las de la ciudadanía en general.

2. Por la inasistencia en un mismo período de sesiones ordinarias 
o extraordinarias a seis (6) sesiones de plenarias o de comisión 
permanente en las que se voten proyectos de ordenanza y/o mociones de 
censura, según el caso, salvo cuando medie fuerza mayor debidamente 
certificada.

3. Por no tomar posesión de la curul, salvo fuerza mayor debidamente 
certificada, dentro de los tres (3) días siguientes a la instalación de la 
corporación o a la fecha en que fueron llamados a posesionarse.

4. Por sentencia condenatoria en firme sobre indebida destinación de 
dineros públicos.

5. Por sentencia condenatoria en firme por la comisión del delito de 
tráfico de influencias debidamente comprobado.

6. Por las demás causales expresamente previstas en la ley.
Parágrafo 1°. La pérdida de investidura será decretada por el 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo de la respectiva jurisdicción, 
siguiendo el procedimiento establecido para los congresistas, en lo que 
corresponda.

Parágrafo 2°. Mientras se adelanta el proceso de perdida de 
investidura, el diputado podrá continuar en el ejercicio de su cargo, 
hasta tanto no quede ejecutoriada la sentencia que pone fin al mismo.

Artículo 61. Declaratoria de nulidad de la elección. Una vez que 
quede en firme la declaratoria de nulidad de la elección de un diputado, 
por parte de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, quedará sin 
efecto la credencial que lo acreditaba como tal y el Presidente de la 
asamblea correspondiente dispondrá las medidas necesarias para dar 
cumplimiento y hacer efectiva dicha decisión.

Artículo 62. Aplicación de las sanciones de destitución y de 
suspensión. La aplicación de las sanciones de destitución y de 
suspensión a un diputado serán solicitadas por la Procuraduría General 
de la Nación y el Presidente de la asamblea departamental procederá a 
hacerla efectiva.

Artículo 63. Causales de Destitución. También son causales de 
destitución de los diputados las siguientes:

1. La no incorporación injustificada al ejercicio de sus funciones, 
después del vencimiento de una licencia o suspensión o de la cesación 
de las circunstancias que originaron una incapacidad legal o física 
transitoria;

2. El haberse proferido en su contra sentencia condenatoria de 
carácter penal que se encuentre debidamente ejecutoriada, salvo en 
casos de delitos políticos o culposos diferentes a aquéllos contra el 
patrimonio público;

3. Por sentencia judicial en firme por destinación ilegal de dineros 
públicos.

La aplicación de las sanciones de destitución de un diputado, serán 
decretadas por la Procuraduría General de la Nación. Una vez en firme, 
la remitirá al Presidente de la asamblea para lo de su competencia.

Artículo 64. Formas de llenar las faltas absolutas. Los diputados no 
tendrán suplentes. Las faltas absolutas de los diputados serán suplidas 
por los candidatos no elegidos que según el orden de inscripción o 
de votación obtenida, le sigan en forma sucesiva y descendente en 
la misma lista electoral, según se trate de listas cerradas o con voto 
preferente.

El Presidente o a falta temporal de este el Vicepresidente de la 
asamblea, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la declaratoria, 
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llamará a los candidatos que se encuentren en tal situación, a tomar 
posesión del cargo vacante.

Artículo 65. Doble Militancia. De conformidad con lo establecido 
en el artículo 107 de la Constitución Política y lo desarrollado a través 
de la ley Estatutaria 1475 de 2011, los diputados en ningún caso podrán 
pertenecer simultáneamente a más de un partido o movimiento político.

En el caso que el diputado decida presentarse a las siguientes 
elecciones por un partido o movimiento político distinto al que milita, 
deberá renunciar a la curul al menos doce (12) meses antes del primer. 
día de inscripciones.

Artículo 66. Silla vacía. En ningún caso podrán ser reemplazados 
quienes sean condenados por delitos comunes relacionados con 
pertenencia, promoción o financiación a grupos armados ilegales o 
actividades de narcotráfico; dolosos contra la administración pública; 
contra los mecanismos de participación democrática, ni por Delitos de 
Lesa Humanidad. Tampoco quienes renuncien habiendo sido vinculados 
formalmente en Colombia a procesos penales por la comisión de tales 
delitos, ni las faltas temporales de aquellos contra quienes se profiera 
orden de captura dentro de los respectivos procesos.

Artículo 67. Reducción del quórum y mayorías. Cuando las faltas 
absolutas de los diputados no pudieren ser reemplazadas conforme a lo 
dispuesto en esta ley, el quórum y las mayorías se determinarán teniendo 
como base el total de los miembros de la asamblea, menos el número de 
curules que no pudieron ser suplidas. La misma regla se aplicará en los 
eventos de impedimentos o recusaciones aceptadas.

Si por faltas absolutas que no den lugar a reemplazo queda reducida 
a la mitad o menos la corporación, el Presidente o a falta temporal 
de este, el Vicepresidente de la asamblea departamental solicitara al 
Consejo Nacional Electoral, convocar a elecciones para llenar las 
vacantes, siempre y cuando falten más de veinticuatro (24) meses para 
la terminación del periodo.

Parágrafo. Para efectos del ultimo inciso, el Consejo Nacional 
Electoral, convocara a elecciones para llenar las vacantes, siempre y 
cuando falten más de veinticuatro (24) meses para la terminación del 
periodo, sin que sea requisito sine qua non, la solicitud del Presidente o 
Vicepresidente de la corporación.

Artículo 68. Faltas temporales. Son faltas temporales de los 
diputados:

1. La licencia de maternidad y paternidad.
2. La incapacidad física transitoria.
3. La suspensión provisional del desempeño de sus funciones dentro 

de un proceso disciplinario o penal.
4. La suspensión provisional de la elección, dispuesta por la 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa.
5. La ausencia forzada e involuntaria.
Parágrafo 1°. Constituyen faltas temporales que dan lugar a 

reemplazo, la licencia de maternidad y la medida de aseguramiento 
privativa de la libertad por delitos distintos a los mencionados en el 
artículo 134 de la Constitución Política.

Parágrafo 2°. En caso de falta causada por secuestro, el titular 
conservará los derechos, remuneraciones y prestaciones previstas en la 
ley e igualmente los llamados a reemplazarlos temporalmente.

Artículo 69. Licencia de Maternidad. La diputada en estado 
de embarazo, o adoptante de un menor de edad, tendrá derecho al 
reconocimiento de la licencia de maternidad remunerada, por el tiempo 
y en las condiciones establecidas en el Código Sustantivo del Trabajo, 
entendiéndose como justificable su inasistencia. La remuneración 
pagada durante la licencia corresponderá al valor del salario mensual 
equivalente al tiempo que dure su licencia de maternidad, los cuales 
serán pagados, a través de la respectiva EPS a la que se encuentre 
afiliada.

Parágrafo. Lo anterior se aplicará sin perjuicio de lo establecido 
por la Ley 2114 de 2021 o las normas que la modifiquen, adicionen o 
sustituya, la cual dispone la ampliación de la licencia de paternidad.

Artículo 70. Comisiones de Estudio. En lo relacionado a las comisiones 
de estudio de los diputados, la mesa directiva de la corporación, aplicará 
lo previsto para los funcionarios públicos.

Artículo 71. Incapacidad física transitoria. En caso de que por 
motivos de salud debidamente certificada por la entidad prestadora de 
salud a la que esté afiliado el diputado, se vea impedido para asistir 
transitoriamente a las sesiones de la corporación, el Presidente declarará 
la vacancia temporal.

Artículo 72. Suspensión provisional de la elección. Una vez que 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa disponga la suspensión 
provisional de la elección de un diputado, el Presidente de la asamblea 
declarará la vacancia temporal y dispondrá las medidas conducentes 
para hacer efectiva la cesación de funciones del diputado, durante el 
mismo tiempo de suspensión.

Artículo 73. Ausencia forzada e involuntaria. Cuando por motivos 
ajenos a su voluntad, ocasionados por la retención forzada ejercida 
por otra persona, un diputado no pueda concurrir a las sesiones de la 
asamblea, el Presidente, declarará la vacancia temporal, tan pronto le 
sean notificado el hecho por la autoridad competente.

Artículo 74. Circunscripción electoral. Para la elección de los 
diputados, cada departamento formará un círculo Único.

Artículo 75. Derechos de los reemplazos por vacancia. En caso de 
faltas absolutas o temporales de los diputados, quienes sean llamados 
a ocupar la curul tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los 
artículos anteriores desde el momento de su posesión y hasta cuando 
ejerzan su periodo.

Artículo 76. Son excusas de los diputados para no asistir a las 
sesiones:

1. Incapacidad física o enfermedad debidamente decretada por EPS.
2. Grave calamidad doméstica.
3. Tratándose de sesiones extraordinarias, la falta de citación o aviso.
4. El cumplimiento de comisiones asignadas por la corporación.
5. El caso fortuito y la fuerza mayor.
Artículo 77. Bancadas. Las asambleas departamentales actuarán bajo 

el régimen de bancadas previsto en la Ley 974 de 2005 o las normas que 
la modifiquen, adicionen o sustituyan y deberán ajustar sus reglamentos 
a lo establecido en tales disposiciones y demás normas pertinentes.

Los miembros de la asamblea departamental elegidos por un 
mismo partido, movimiento social o grupo significativo de ciudadanos 
constituyen una bancada en la respectiva corporación.

Cada miembro de una corporación pública pertenecerá exclusivamente 
a una sola Bancada.

Parágrafo. Las bancadas elegirán un vocero general, quien los 
representará en las diferentes actividades de la corporación y en la 
plenaria, los voceros de las bancadas serán elegidos de acuerdo con la 
ley y los estatutos de cada partido y movimiento político y la bancada 
notificara de manera oficial al Presidente de la corporación.

Artículo 78. Actuación en bancadas. Los miembros de cada bancada 
actuarán en grupo y coordinadamente, y emplearán mecanismos 
democráticos para tomar sus decisiones al interior de las corporaciones 
en todos los temas que los Estatutos del Respectivo Partido o Movimiento 
Político no establezcan como de conciencia.

Artículo 79. Decisiones. Cuando la Bancada decida dejar en libertad 
a sus miembros para votar de acuerdo con su criterio individual, se 
dejará constancia de ello en el acta de la respectiva reunión.

Artículo 80. Régimen de seguridad social y prestacional de los 
diputados. El régimen de seguridad social y prestacional de los 
diputados es inherente a su naturaleza y estará a cargo del presupuesto 
central, que es transferido a las asambleas.
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Los diputados estarán amparados por el régimen de seguridad social 
prevista en la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones complementarias 
en la materia; se les garantizará aseguramiento en salud, pensiones y 
riesgos laborales durante el periodo constitucional.

El Ingreso base de cotización obligatorio para el sistema de seguridad 
social en salud, pensiones y riesgos laborales, debe corresponder al 
resultado que se obtenga de dividir entre doce (12) el ingreso percibido 
durante los periodos de sesiones ordinarias y extraordinarias a título de 
remuneración.

Artículo 81. Remuneración de los diputados. La remuneración por 
concepto de asignación mensual de los diputados de las asambleas 
departamentales por mes de sesiones será la siguiente:

Categoría de departamento Remuneración de diputados
Especial 30 smlm
Primera 26 smlm
Segunda 25 smlm

Tercera y cuarta 18 smlm
Artículo 82. Régimen prestacional de los diputados. El servidor 

público que ejerza como diputado tendrá derecho a seguro de vida con 
cargo a la sección presupuestal del sector central del Departamento y a 
percibir las siguientes prestaciones:

1. Auxilio de cesantías e intereses sobre las cesantías, cuya liquidación 
se orientará por los artículos 3° y 4° de la Ley 5 de 1969 y el artículo 13 
de la Ley 344 de 1996 o por las normas que lo adicionen o modifiquen.

2. Prima de Navidad, se reconocerá de conformidad con lo establecido 
en el artículo 11 de la Ley 4 de 1966 o por las normas que lo adicionen 
o modifiquen.

Parágrafo 1°. La remuneración de los diputados es incompatible 
con cualquier otra asignación proveniente del tesoro público, excepto 
con aquellas originadas en pensiones o sustituciones pensionales y las 
excepciones establecidas en la Ley 4 de 1992.

Parágrafo 2°. La remuneración del auxilio de cesantías de los 
diputados deberá liquidarse a razón de una asignación mensual por 
cada año calendario de sesiones. Para los cálculos anteriores, deberá 
entenderse, como si se hubiere sesionado los doce (12) meses del 
respectivo año y percibido durante ese año asignaciones mensuales 
idénticas a las devengadas en el tiempo de sesiones, conforme a lo 
estipulado en los artículos 3° y 4° de la Ley 5 de 1969 y el artículo 13 de 
la Ley 344 de 1996, excepto cuando mediare renuncia o desvinculación, 
caso en el cual, el factor anterior, se liquidará proporcionalmente.

Artículo 83. Seguro de vida. Los diputados tendrán derecho durante 
el período para el cual han sido elegidos a un seguro de vida equivalente 
a veinte (20) veces el salario mensual vigente para el gobernador, con 
cargo a la sección presupuestal del sector central del departamento; así 
como a la atención médico-asistencial a que tiene derecho el gobernador.

Para estos efectos, la asamblea autorizará al gobernador para que se 
contrate con cualquier compañía de seguros legalmente autorizada, el 
seguro previsto en este artículo.

Artículo 84. Seguro de vida en caso de reemplazo por vacancia. En 
caso de faltas absolutas o temporales, quienes sean llamados a ocupar 
el cargo de diputado tendrán derecho a los beneficios a que se refiere el 
artículo anterior, desde el momento de su posesión y hasta que concluya 
el período correspondiente a la vacante, según el caso.

En caso de falta absoluta quien sea llamado a ocupar el cargo de 
diputado tendrá este mismo derecho.

Artículo 85. Derechos de los diputados. Los diputados tendrán 
derecho a:

1. Vacaciones y prima de vacaciones.
2. Gasto de Viaje para el cumplimiento de comisiones oficiales fuera 

del departamento.
3. Capacitación.
Artículo 86. Vacaciones. Los diputados tienen derecho a quince (15) 

días hábiles de vacaciones colectivas por cada año de servicio prestado, 
se reconocerá y pagará como si hubiere sesionado los 12 meses del año.

Artículo 87. Período de vacaciones. Las vacaciones a que tienen 
derecho los diputados deberán ser disfrutadas de manera colectiva, a 
partir del 20 de enero o el día hábil inmediatamente posterior al año 
siguiente a su causación.

Artículo 88. Responsable para conceder vacaciones. Las vacaciones 
serán concedidas mediante resolución expedida por el presidente de la 
correspondiente asamblea departamental y ante la falta temporal de 
este, por el primer vicepresidente.

Artículo 89. De la compensación de vacaciones en dinero. Las 
vacaciones solo podrán ser compensadas en dinero en los siguientes 
casos:

1. Cuando el jefe del respectivo organismo así lo estime necesario 
para evitar perjuicios en el servicio público, evento en el cual sólo puede 
autorizar la compensación en dinero de las vacaciones correspondientes 
a un año;

2. Cuando el diputado quede retirado definitivamente del servicio sin 
haber disfrutado de las vacaciones causadas hasta entonces.

Artículo 90. Base para liquidar las vacaciones y la prima de 
vacaciones. Para liquidar las vacaciones y la prima de vacaciones 
deberá entenderse, como si se hubiere sesionado los doce (12) meses 
del respectivo año y percibido durante ese año asignaciones mensuales 
idénticas a las devengadas en el tiempo de sesiones, excepto cuando 
mediare renuncia o desvinculación, caso en el cual, el factor anterior, se 
liquidará proporcionalmente.

Artículo 91. Gastos de viaje. Las asambleas departamentales podrán 
pagar del rubro de gasto de funcionamiento Únicamente los gastos de 
viajes de sus diputados con ocasión del cumplimiento de comisiones 
oficiales fuera del departamento.

El presidente de la asamblea departamental por acto administrativo 
debidamente motivado y previa apropiación presupuestal autorizará 
las comisiones oficiales de servicios fuera del departamento, las cuales 
causan derecho al reconocimiento de gastos de viaje en los términos 
que señale anualmente el Gobierno nacional. Para su reconocimiento 
y legalización, se deberán presentar los soportes correspondientes a su 
cumplimiento.

Será obligación del presidente de la Asamblea Departamental 
publicar en la página oficial de la corporación, los reportes de cada una 
de las comisiones oficiales por fuera del departamento. Estos reportes 
deberán incluir su costo por razón de gastos de viaje y otros.

Artículo 92. Capacitación y Formación. La Escuela Superior de 
Administración Pública creará programas gratuitos, presenciales y/o 
virtuales, de acceso prioritario de capacitación y formación profesional, 
destinados a los Diputados.

La ESAP contará con 6 meses a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley para implementar las disposiciones del presente 
artículo, estableciendo programas propios en los que podrán participar 
diputados, concejales, alcaldes, miembros de juntas administradoras 
locales y personeros, directivos de federaciones y confederaciones de 
concejales y diputados.

Parágrafo. La capacitación y formación académica a que hace 
referencia el presente artículo será programada, en coordinación con 
la Confederación Nacional de Asambleas y Diputados de Colombia 
(Confadicol).

Extiéndase a Diputados el seminario de inducción a la administración 
pública, establecido en el artículo 31 de la Ley 489 de 1998, el cual se 
realizará en coordinación con la Confederación Nacional de Asambleas 
y Diputados de Colombia (Confadicol).

Artículo 93. Las instituciones de educación superior podrán crear, 
dentro del marco de su autonomía universitaria, programas dirigidos 
a la capacitación y formación de los diputados de carreras afines a la 
administración pública en materias acordes con las funciones que ellos 
ejercen, según la Constitución y la ley, dando facilidades de acceso y 
permanencia para los mismos.
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CAPÍTULO III.
De las ordenanzas

Artículo 94. Iniciativa. Los actos de las asambleas departamentales 
destinados a dictar disposiciones para el arreglo de alguno de los asuntos 
que son de su competencia se denominarán ordenanzas; los que tengan 
por objeto la ejecución de un hecho especial, como un nombramiento, 
o la decisión de un punto determinado, que no imponen obligaciones ni 
crean derechos a los asociados, se denominarán en general resoluciones.

Pueden presentar proyectos de ordenanza ante la secretaría general 
de la asamblea, el gobernador, por conducto de sus secretarios, los 
diputados, El 30% de los concejales del departamento, el diez por 
ciento (10%) de los ciudadanos inscritos en el censo electoral del 
departamento, y el Contralor departamental en materias relacionadas 
con sus atribuciones.

Artículo 95. Avales Normativos. Cuando se radique un proyecto 
de ordenanza por los diputados o por las bancadas políticamente 
representadas y cuya iniciativa esté reservada al gobernador, el aval por 
parte del Gobernador o secretario de Despacho, según corresponda la 
materia de la iniciativa, se tiene que manifestar de manera expresa antes 
de la aprobación del proyecto en la primera plenaria. La administración 
podrá presentar el aval de la iniciativa, salvo que se refiera a la materia 
tributaria y que con la iniciativa no se modifique o afecte el impacto 
fiscal a mediano plazo, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 819 
de 2003 o las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan.

Cuando exista manifestación expresa del ejecutivo, oponiéndose al 
trámite del proyecto no puede derivarse de ninguna manera un aval 
gubernamental.

Artículo 96. Unidad temática. Todo proyecto de ordenanza debe 
referirse a una misma materia. Serán inadmisibles las disposiciones que 
no se relacionan con la misma temática. El presidente de la asamblea 
rechazará las iniciativas que no se ajusten a este precepto, pero sus 
decisiones serán apelables ante la plenaria de la asamblea.

Los proyectos de ordenanza deben ir acompañados de una exposición 
de motivos en la que se expliquen sus alcances y las razones que lo 
sustentan.

Artículo 97. Debates. Los proyectos de ordenanza serán presentados 
en la secretaría general de la asamblea, la cual los repartirá a las 
comisiones que deban ocuparse de ellos, según la materia que traten y 
la competencia de aquellas.

Para que un proyecto sea ordenanza debe aprobarse en dos (2) 
debates celebrados en distintos días. Durante el primero y el segundo 
se le pueden introducir los cambios, reformas, supresiones o adiciones 
que se consideren convenientes, siempre que se refieran a la materia o 
asunto de que trate el proyecto.

El ponente o ponentes para el primero y segundo debate serán 
designados por el presidente de la comisión respectiva.

El ponente rendirá el informe dentro del plazo inicial que le hubiere 
señalado el presidente, o en su prórroga, teniendo en cuenta la urgencia 
del proyecto y el volumen de trabajo. En caso de incumplimiento se 
procederá a su reemplazo.

El ponente o ponentes para los dos (2) debates pueden ser los mismos 
o diferentes diputados.

Artículo 98. Archivo. Los proyectos que no recibieren aprobación 
en por lo menos un debate, deberán ser archivados al finalizar el 
correspondiente periodo de sesiones ordinarias o extraordinarias.

Artículo 99. De la participación ciudadana en el estudio de proyectos 
de ordenanza. Para expresar sus opiniones, las personas naturales y 
jurídicas podrán presentar observaciones por escrito o en las sesiones 
formales, sobre los proyectos de ordenanza cuyo estudio y examen 
se esté adelantando en sesión plenaria o comisiones permanentes. La 
Mesa Directiva de la asamblea dispondrá los días, horarios y duración 
de las intervenciones, así como el procedimiento que asegure el debido 
y oportuno ejercicio de este derecho. Para su intervención el interesado 

deberá inscribirse previamente, ya sea por los canales virtuales o 
directamente en la secretaría general de la corporación.

Las observaciones u opiniones presentadas por escrito serán 
publicadas oportunamente en la Gaceta de la asamblea y en la página 
web de la entidad o del departamento en donde no se cuente con esta 
herramienta virtual.

Parágrafo. Cualquier persona, organización social, partido o 
movimiento político podrá inscribirse ante la Secretaría de la respectiva 
Corporación, para que le sean remitidos vía correo electrónico los 
proyectos de normas radicados y los cuestionarios de control político 
como sus respuestas atinentes al tema de su interés. La Secretaría 
remitirá a la comisión respectiva las direcciones de correos electrónicos 
a los cuales deberá enviar oportunamente los proyectos que se adelanten 
en el tema.

Artículo 100. Objeciones. Aprobado un proyecto de ordenanza por la 
asamblea pasará al gobernador para su sanción, y si este no lo objetare 
por motivos de inconveniencia, ilegalidad o inconstitucionalidad, 
dispondrá que se promulgue como ordenanza. Si lo objetare, lo 
devolverá a la asamblea.

El gobernador dispondrá de los siguientes términos:
1. Cinco (5) días para devolver con objeciones cualquier proyecto 

cuando no conste de más de veinte (20) artículos.
2. Diez (10) días cuando el proyecto sea de veintiuno (21) a cincuenta 

(50) artículos, y
3. Hasta de veinte (20) días cuando los artículos sean más de 

cincuenta (50).
Si el gobernador, una vez transcurridos los términos indicados, 

no hubiere devuelto el proyecto con objeciones deberá sancionarlo 
y promulgarlo. Si no lo sanciona, el presidente de la Corporación 
procederá a sancionarlo y publicarlo.

Si la asamblea entrare en receso dentro de estos términos, el 
gobernador tendrá el deber de publicar el proyecto objetado, dentro de 
aquellos plazos.

Parágrafo. El gobernador deberá sancionar, sin poder presentar 
nuevas objeciones por inconveniencia, el proyecto que reconsiderado 
fuere aprobado por la mitad más uno de los miembros de la asamblea.

Artículo 101. Trámite en el tribunal. Si las objeciones fueren por 
ilegalidad o inconstitucionalidad y la asamblea insistiere, deberá 
informarlo de esta forma al gobernador del departamento para que en 
un término de cuarenta y ocho horas (48) siguientes al recibo de la 
comunicación, el gobernador disponga el traslado. del proyecto pasará 
al Tribunal Administrativo que tenga sede en la capital del departamento 
para que este decida definitivamente sobre su constitucionalidad 
o legalidad conforme a las reglas del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso-Administrativo (CPACA).

Artículo 102. Publicación. El proyecto, las ponencias y los informes 
de los ponentes serán publicados en la gaceta oficial del departamento 
o de la asamblea o en la página web respectiva. Mientras la citada 
publicación no se haya realizado, no se podrá dar el debate respectivo.

Artículo 103. Publicación y vigencia. Sancionada la ordenanza, se 
publicará en la gaceta o boletín oficial del departamento y en la página 
web de la asamblea, y empezará a regir cuando la misma determine; en 
ningún caso, antes de la promulgación aquí ordenada. La publicación 
deberá realizarse dentro de los diez (10) días siguientes a su sanción.

Artículo 104. Normas Especiales. Las disposiciones que sean 
aplicables sobre reforma y derogatoria de las leyes regirán para las 
ordenanzas.

Artículo 105. Nulidad. Para todo lo relativo a la nulidad de las 
ordenanzas, se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011 o en las 
normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan.

Las ordenanzas u otros actos de las asambleas departamentales 
anulados por los tribunales de lo Contencioso-Administrativo por ser 
contrarios a la Constitución o a las leyes no podrán ser reproducidos 
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por aquellas corporaciones si conservan la esencia de las mismas 
disposiciones anuladas, a menos que una disposición constitucional o 
legal, posterior a la sentencia, autorice expresamente a las asambleas 
para ocuparse de tales asuntos.

Artículo 106. Archivo Ordenanzal. Las ordenanzas de las 32 
asambleas departamentales deberán estar en un archivo ordenanzal 
nacional, el cual será nutrido con la información que sobre el tema 
tienen que enviar las secretarías de las asambleas departamentales, una 
vez presentado el proyecto y sancionada u objetada la ordenanza.

La Confederación Nacional de Asambleas y Diputados de Colombia 
implementará y mantendrá actualizado a nivel nacional, un sistema 
integrado de información de las ordenanzas de las 32 asambleas 
departamentales del país, para lo cual cada asamblea realizará los 
aportes necesarios para el funcionamiento y administración, el Gobierno 
nacional y los gobiernos departamentales podrán realizar aportes para 
su funcionamiento., dotación y administración.

La Confederación Nacional de Asambleas Departamentales 
(Confadicol) podrá suscribir convenios con entidades públicas o 
privadas.

TÍTULO III
DE LOS GOBERNADORES

CAPÍTULO I.
Naturaleza del cargo, calidades, atribuciones

Artículo 107. Naturaleza del Cargo. En cada uno de los 
departamentos habrá un Gobernador que será jefe de la administración 
seccional y representante legal del departamento; el gobernador será 
agente del Presidente de la República para el mantenimiento del orden 
público y para la ejecución de la política económica general, así como 
para aquellos asuntos que mediante convenios la Nación acuerde con 
el departamento. Los gobernadores serán elegidos popularmente para 
períodos institucionales de cuatro (4) años y no podrán ser reelegidos 
para el período siguiente.

El gobernador, como agente del gobierno, dirigirá y coordinará, 
además, en el departamento, los servicios nacionales en las condiciones 
de la delegación que le confiera el Presidente de la República.

Artículo 108. Elección de Gobernadores. Los gobernadores son 
elegidos popularmente para periodos institucionales de cuatro (4) años 
y no podrán ser reelegidos para el periodo siguiente.

En la elección del gobernador de Cundinamarca no participan los 
ciudadanos inscritos en el censo electoral de Bogotá, Distrito Capital.

Artículo 109. Calidades. Para ser elegido gobernador se requiere 
ser ciudadano colombiano en ejercicio y haber nacido o ser residente 
en el respectivo departamento durante el año anterior a la fecha del 
primer día de la inscripción o durante un período mínimo de tres (3) 
años consecutivos en cualquier época.

Para ser elegido gobernador del Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, se requiere además de los requisitos 
establecidos en el inciso anterior, ser residente del departamento 
conforme a las normas de control de densidad poblacional y tener 
domicilio en la respectiva circunscripción por más de diez (10) años 
cumplidos con anterioridad a la fecha del primer día de la inscripción.

Artículo 110. Posesión. Los gobernadores se posesionarán ante la 
respectiva asamblea. Si no estuviere sesionando, lo harán ante su Mesa 
Directiva; si no estuviese reunida, lo hará ante el presidente del Tribunal 
Superior residente en el lugar; si no fuere posible, lo hará ante notario 
público de la capital del departamento.

Los gobernadores presentarán juramento en los siguientes términos: 
“Juro a Dios y prometo al pueblo cumplir fielmente la Constitución y 
las leyes de Colombia”.

Los gobernadores se posesionarán el primero (1) de enero del año en 
que comience el periodo constitucional para el cual han sido elegidos.

El Presidente de la República podrá aplazar la posesión del 
gobernador hasta por un (1) mes, en caso de fuerza mayor o caso fortuito. 

La prórroga se contará a partir de la fecha en que debe efectuarse la 
posesión. En este evento se proveerá la gobernación por encargo, en los 
términos de esta ley.

La no posesión del gobernador elegido popularmente dentro del 
término legal, sin que medie justa causa, dará lugar a falta absoluta y el 
Presidente de la República proveerá el cargo en los términos previstos 
en la presente ley. Si la falta de posesión se predica de gobernador 
encargado, el Presidente de la República designará a otro ciudadano en 
este cargo siguiendo el mismo procedimiento.

Los gobernadores deben declarar bajo la gravedad del juramento el 
monto de sus bienes y renta, la de su cónyuge, así como la declaratoria 
de conflicto de interés. Así mismo están en la obligación de presentar 
su hoja de vida en los términos y condiciones que fije la Ley 190 
de 1995, Ley 2013 de 2019 o las disposiciones que la modifiquen o 
sustituyan. Tales documentos deberán ser conservados por la unidad 
de recursos humanos de la gobernación y publicarse de acuerdo con las 
disposiciones legales.

Parágrafo. En caso de que las convicciones morales de quien se 
posesione como gobernador le impidan jurar ante Dios, en vez de lo 
consignado en el inciso segundo de este artículo juramentará “Juro 
y prometo al pueblo cumplir fielmente la Constitución y las leyes de 
Colombia”; bastará la simple comunicación de la decisión por parte del 
gobernador que se posesiona para aplicar lo dispuesto en este parágrafo.

Artículo 111. De las Inhabilidades de los Gobernadores. No podrá 
ser inscrito como candidato, elegido o designado como gobernador:

1. En concordancia con lo dispuesto en el artículo 122 inciso final 
de la Constitución Política, quien haya sido condenado, en cualquier 
tiempo, por la comisión de delitos que afecten el patrimonio del 
Estado o quienes hayan sido condenados por delitos relacionados con 
la pertenencia, promoción o financiación de grupos armados ilegales, 
delitos de lesa humanidad o por narcotráfico en Colombia o en el 
exterior, excepto por delitos políticos o culposos.

2. Quien haya sido condenado en cualquier época por sentencia 
judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos 
o culposos; o haya perdido la investidura de congresista o, a partir de 
la vigencia de la presente ley, la de diputado o concejal; o excluido 
del ejercicio de una profesión; o se encuentre en interdicción para el 
ejercicio de funciones públicas.

3. Quienes tengan doble nacionalidad, exceptuando los colombianos 
por nacimiento.

4. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la elección haya 
ejercido como empleado público, jurisdicción o autoridad política, civil, 
administrativa o militar, en el respectivo departamento, o quien, como 
empleado público del orden nacional, departamental o municipal, haya 
intervenido como ordenador de gasto en la ejecución de recursos de 
inversión o celebración de contratos, que deban ejecutarse o cumplirse 
en el respectivo departamento.

5. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la elección, haya 
intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas del nivel 
departamental o en la celebración- de contratos con entidades públicas 
de cualquier nivel en interés propio o de terceros, siempre que los 
contratos deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento. 
Así mismo, quien dentro del año anterior haya sido representante legal 
de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las 
entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad 
social en salud en el régimen subsidiado en el respectivo departamento.

6. Quien tenga vínculo por matrimonio, o unión· permanente, 
o de parentesco en segundo grado de consanguinidad, primero de 
afinidad o Único civil, con funcionarios que dentro de los doce (12) 
meses anteriores a la elección hayan, ejercido autoridad civil, política, 
administrativa o militar en el respectivo departamento; o con quienes 
dentro del mismo lapso hayan sido representantes legales de entidades 
que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que 
presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social en salud 
en el régimen subsidiado en el respectivo departamento.
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7. Quien haya desempeñado el cargo de contralor departamental o 
procurador delegado en el respectivo departamento en los doce (12) 
meses anteriores a la elección.

8. Quien haya desempeñado los cargos a que se refiere el artículo 197 
de la Constitución Política, dentro de los doce (12) meses anteriores a 
la elección.

9. Quien haya celebrado en los 12 meses anteriores a la elección 
de la candidatura, en su interés particular por sí o por interpuesta 
·persona o en representación de otro, contrato alguno con el respectivo 
departamento, con sus entidades públicas o privadas que manejen o 
administren recursos públicos provenientes del mismo.

10. Quien, en los 12 meses anteriores a la elección de la candidatura, 
haya intervenido de cualquier forma, fuera del ejercicio de sus funciones, 
en la celebración de contratos con la administración pública.

11. Quien, en los 12 meses anteriores a la elección de la candidatura, 
haya intervenido en nombre propio o ajeno, en procesos o asuntos, 
fuera del ejercicio de sus funciones, en los cuales tenga interés el 
departamento o sus entidades descentralizadas.

12. Quien, en los 12 meses anteriores a la elección de la candidatura, 
haya sido apoderado o gestor ante entidades o autoridades administrativas 
o jurisdiccionales del respectivo departamento, o que administren 
tributos, tasas o contribuciones del mismo.

13. A quien se le hubiere revocado el mandato como gobernador o 
alcalde.

Parágrafo. Interprétese para todos sus efectos, que las inhabilidades 
descritas en el presente artículo se refieren al departamento como entidad 
pública y sus institutos o entidades descentralizadas, que funcionan 
en el respectivo territorio o ejercen competencias que involucran al 
respectivo ente territorial.

Artículo 112. De las incompatibilidades de los gobernadores. Los 
gobernadores, así como quienes sean designados en su reemplazo no 
podrán:

1. Celebrar en su interés particular por sí o por interpuesta persona 
o en representación de otro, contrato alguno con el respectivo 
departamento, con sus entidades públicas o privadas que manejen o 
administren recursos públicos.

2. Tomar parte en las actividades de los partidos o movimientos 
políticos, sin perjuicio de ejercer libremente el derecho al sufragio.

3. Intervenir en la celebración de contratos con la administración 
pública, fuera del ejercicio de sus funciones.

4. Intervenir, en nombre propio o ajeno, en procesos o asuntos, fuera 
del ejercicio de sus funciones, en los cuales tenga interés el departamento 
o sus entidades descentralizadas.

5. Ser apoderado o gestor ante entidades o autoridades administrativas 
o jurisdiccionales del respectivo departamento, o que administren 
tributos, tasas o contribuciones del mismo.

6. Desempeñar simultáneamente otro cargo o empleo público o 
privado.

7. Inscribirse como candidato a cualquier cargo o corporación de 
elección popular durante el período para el cual fue elegido.

Artículo 113. Otras incompatibilidades. Además, constituyen 
incompatibilidades de los gobernadores para desempeñar cargos 
públicos, las siguientes:

1. En el nivel territorial donde hayan ejercido jurisdicción, desde 
el momento de su elección y hasta doce (12) meses después del 
vencimiento de su período o retiro del servicio:

1.1. Intervenir en nombre propio o ajeno en asuntos, actuaciones 
administrativas o actuación contractual en las cuales tenga interés el 
departamento, distrito o municipio correspondiente, o sus organismos;

1.2. Actuar como apoderados o gestores ante entidades o autoridades 
disciplinarias, fiscales, administrativas o jurisdiccionales.

2. Para todo servidor público, adquirir o intervenir directa o 
indirectamente, en remate o venta de bienes que se efectúen en la 
entidad donde labore o en cualquier otra sobre la cual se ejerza control 
jerárquico o de tutela o funciones de inspección, control y vigilancia.

Esta incompatibilidad se extiende desde el momento de su vinculación 
y hasta doce (12) meses después del retiro del servicio.

3. Contratar con el Estado, salvo las excepciones constitucionales o 
legales.

Artículo 114. Duración. Las incompatibilidades tendrán vigencia 
durante el período constitucional para el cual fue elegido y hasta doce 
(12) meses después del vencimiento del periodo o retiro del servicio.

Parágrafo 1°. Quien fuere llamado a ocupar el cargo de gobernador, 
quedará sometido al mismo régimen de incompatibilidades a partir de 
su posesión.

Parágrafo 2°. Interprétese para todos sus efectos, que las prohibiciones 
descritas en el presente artículo, se refieren al departamento como entidad 
pública y sus institutos y entidades descentralizadas, que funcionan 
en el respectivo territorio o ejercen competencias que involucran al 
respectivo ente territorial.

Artículo 115. Excepciones. No obstante las incompatibilidades 
y prohibiciones de que trata la presente Ley, los gobernadores, sus 
parientes, cónyuges o compañeros permanentes pueden directamente o 
por intermedio de apoderados:

1. Actuar en las diligencias o actuaciones administrativas y 
jurisdiccionales en las cuales, conforme a la ley, ellos mismos, su 
cónyuge, sus padres o sus hijos, tengan interés;

2. Formular reclamos por el cobro de impuestos, contribuciones, 
tasas y multas que graven a las mismas personas;

3. Usar los bienes y servicios que las entidades oficiales de cualquier 
clase, las prestadoras de servicios públicos domiciliarios y de seguridad 
social ofrezcan al público, bajo condiciones comunes a todos los que lo 
soliciten;

4. El ejercicio de la cátedra universitaria.
Artículo 116. Prohibiciones. Es prohibido a los gobernadores:
1. Inmiscuirse en asuntos de actos oficiales que no sean de su 

competencia;
2. Decretar en favor de cualquier persona o entidad, gratificaciones, 

indemnizaciones o pensiones que no estén destinadas a satisfacer 
créditos o derechos reconocidos con arreglo a la Ley, y las decisiones 
jurisdiccionales;

3. Decretar por motivos políticos, actos de proscripción o persecución 
contra personas o corporaciones, o decretar insubsistencias masivas. 
Los retiros masivos de personal solamente podrán realizarse en los 
casos autorizados por la Ley o cuando se ordene la supresión, fusión o 
restauración de entidades, con arreglo a las ordenanzas que lo regulen;

4. Prestar, a título personal o por interpuesta persona, servicios de 
asistencia, representación o asesoría en asuntos relacionados con las 
funciones propias del cargo, o permitir que ello ocurra hasta por el 
término de dos (2) años después de la dejación del cargo, con respecto 
al departamento en el cual prestó sus servicios, y para la prestación de 
servicios de asistencia, representación o asesoría a quienes estuvieron 
sujetos a la inspección, vigilancia, control o regulación de la entidad, 
corporación u organismo al que se haya estado vinculado.

Esta prohibición será indefinida en el tiempo respecto de los asuntos 
concretos de los cuales el servidor conoció en ejercicio de sus funciones.

Artículo 117. Autorizaciones para gobernadores. Cuando el 
gobernador requiera salir del país en misión oficial, solicitará permiso 
o licencia remunerada, o no, informando de manera justificada y 
previa al Ministerio del Interior, entidad que emitirá el respectivo acto 
administrativo de autorización dentro de las (48) horas siguientes a su 
recibo formal. En la solicitud remitida por el gobernador, se deberá 
informar el secretario de despacho o funcionario de alto nivel de la 
entidad que quedará encargado.
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El gobernador presentará un informe a la asamblea dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes al término de la comisión al exterior, 
indicando el motivo, duración, costos y resultados de la gestión.

Parágrafo. Los gobernadores de los departamentos ubicados en zonas 
de frontera podrán hacer tránsito en misión oficial con países limítrofes, 
cuando el término no exceda las 48 horas.

Artículo 118. Salarios y prestaciones de los gobernadores. Los 
gobernadores tendrán derecho durante el periodo para el cual han sido 
elegidos, a la asignación correspondiente a la categoría que para el 
departamento establezca el Gobierno nacional y el régimen prestacional 
existente para los servidores públicos en cada departamento, de 
conformidad con la ley.

Artículo 119. Atribuciones de los Gobernadores. Además de las 
funciones constitucionales y legales previstas, los gobernadores tendrán 
las siguientes funciones:

1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución y la ley, los decretos 
del Gobierno nacional, las ordenanzas de la respectiva asamblea y sus 
propias decisiones.

2. Gestionar y promover la adopción y ejecución de políticas 
nacionales que coadyuven los intereses departamentales.

3. Coordinar y articular el desarrollo de las políticas nacionales 
de carácter sectorial entre las diferentes entidades del nivel nacional 
en su territorio, haciendo uso de los instrumentos de planificación y 
concertación interinstitucional.

4. Atender las instrucciones del Presidente de la República sobre 
la ejecución de la política macroeconómica y las relacionadas con los 
convenios celebrados entre la Nación y el departamento.

5. Celebrar convenios interadministrativos con la Nación para asumir 
por delegación diversas competencias de gestión administrativa y fiscal 
del nivel nacional, según las diferentes capacidades seccionales para 
asumir estas tareas.

6. Presentar los proyectos de ordenanza para la buena marcha del 
departamento.

7. Formular y presentar a la asamblea departamental el proyecto de 
ordenanza que contenga el plan de ordenamiento.

8. Adoptar mediante decreto el plan de ordenamiento departamental, 
cuando luego de ser presentado en debida forma, no sea aprobado por 
la Asamblea en los términos establecidos en la ley.

9. Adoptar, mediante decreto el plan de desarrollo departamental, 
cuando luego de ser presentado en debida forma este, no es aprobado 
por la Asamblea en los términos establecidos en la ley.

10. Presentar a la asamblea departamental anualmente, un informe 
de cumplimiento de metas del Plan de Desarrollo y ejecución del 
presupuesto de inversión, en el marco de lo dispuesto en el artículo 22 
de la Ley 1909 de 2018 o las normas que la adicionen, modifiquen o 
sustituyan.

11. Adelantar las acciones respectivas para la revisión y ajuste del 
plan de ordenamiento, en los términos en que se establezca.

12. Reglamentar las ordenanzas departamentales.
13. Aceptar la renuncia del contralor, cuando la asamblea se encuentre 

en receso.
14. Ordenar los gastos y celebrar los contratos y convenios 

departamentales de acuerdo con las facultades y autorizaciones 
establecidas en la Constitución, la Ley y las ordenanzas departamentales.

15. Velar por el cumplimiento de las funciones de los servidores 
públicos departamentales que ejerzan sus funciones en el departamento 
y dictar los actos necesarios para su administración.

16. Ejercer la potestad disciplinaria sobre los servidores bajo su 
dependencia.

17. Conceder licencias y aceptar renuncias a los funcionarios y 
miembros de las asambleas y demás organismos cuyos nombramientos 
correspondan a la asamblea, cuando esta no se encuentra reunida y 

nombrar interinamente a quien debe reemplazarlo, salvo norma expresa 
que disponga lo contrario.

18. Coordinar las actividades y servicios de los establecimientos 
públicos, empresas industriales y comerciales, sociedades de economía 
mixta, fondos rotatorios y unidades administrativas especiales del 
departamento.

19. Conceder comisiones para desempeñar cargos de libre 
nombramiento y remoción del nivel departamental hacia los niveles 
nacional, distrital y municipal a los funcionarios inscritos en carrera 
administrativa del nivel central.

20. Adelantar acciones encaminadas a promover el desarrollo 
económico y pleno empleo de los habitantes del departamento.

21. Desarrollar acciones encaminadas a garantizar la promoción de 
la solidaridad, la tolerancia y la convivencia pacífica entre los habitantes 
del departamento, diseñando mecanismos que permitan la participación 
de la comunidad en la planeación del desarrollo, la concertación y la 
toma de decisiones departamentales en el marco de la Constitución y 
la ley.

22. Contribuir al fortalecimiento de los servicios públicos 
domiciliarios de sus municipios y de las vías para la competitividad.

23. Ser gestores en la actualización catastral de predios rurales en 
municipios con gran extensión y en coordinación con las autoridades 
competentes en la materia, garantizando la autonomía fiscal municipal 
y la titularidad del impuesto de los municipios, así como la prestación 
del servicio de gestión catastral en cabeza de los gestores catastrales 
habilitados, tal y como lo establece el artículo 79 de la Ley 1955 de 
2019.

24. Ejecutar acciones tendientes a la protección de la población 
vulnerable y a su integración a la familia y a la vida social, productiva 
y comunitaria.

25. Desarrollar acciones tendientes a prestar apoyo, asesoría, 
capacitación y asistencia técnica a los distritos, municipios y resguardos 
indígenas dentro de su jurisdicción.

26. Promover, desarrollar y aplicar estrategias de seguimiento a 
la gestión de los asuntos sectoriales del nivel nacional dentro de su 
territorio, y proponer o hacer recomendaciones al Gobierno nacional 
sobre su ejecución en el ámbito de su competencia.

27. Ejercer la coordinación entre las autoridades locales y las 
nacionales.

28. Suspender y nombrar a los alcaldes de su departamento en los 
casos señalados por la ley.

29. Coordinar la acción de los municipios sin perjuicio de su 
autonomía y servir de interlocutor cuando sea necesario ante el Gobierno 
nacional.

30. Fomentar la constitución de asociaciones de municipios y otras 
figuras de integración territorial en su jurisdicción.

31. Rendir cuentas de su gestión a la ciudadanía, para lo cual 
deberá definir un esquema y cronograma de seguimiento y evaluación 
de resultados, que facilite el control social a su administración, y 
convocar de manera periódica a las organizaciones sociales y veedurías 
ciudadanas para escuchar sus propuestas o críticas, de acuerdo con las 
directrices señaladas para tal efecto en el artículo 78 de la Ley 1474 de 
2011, Ley 1757 de 2015 sobre la participación democrática y ciudadana 
vigentes.

32. Elaborar y difundir de manera amplia y suficiente el plan de 
desarrollo y el plan de ordenamiento en los municipios y distritos de 
su jurisdicción, del departamento a los gremios, a las organizaciones 
sociales y comunitarias, a las autoridades ambientales con jurisdicción 
y a la ciudadanía en general.

33. Velar por la efectividad de la participación ciudadana en relación 
con la asamblea departamental.

34. Promocionar, difundir y proteger los derechos humanos en su 
jurisdicción, en el marco de la Constitución y de los instrumentos 



 		  31
Edición 51.942
Martes, 8 de febrero de 2022 DIARIO OFICIAL

internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia, 
ejecutando para ello las políticas, campañas y convenios sobre derechos, 
deberes y mecanismos de protección de los mismos, con la participación 
de otras entidades estatales y de las organizaciones no gubernamentales.

35. Velar por el mantenimiento del orden público en el departamento, 
de acuerdo con las normas y las instrucciones del Presidente de la 
República, y coadyuvar a su mantenimiento en el resto del territorio 
nacional.

36. Presidir el consejo de seguridad departamental. Esta función solo 
se podrá delegar en el secretario de gobierno o quien haga sus veces.

37. En caso de que los alcaldes no puedan, por razones de orden 
público, ejercer sus funciones en el territorio de su municipio, 
corresponderá al gobernador del respectivo departamento determinar el 
lugar donde podrán ejercerlas, con las garantías de seguridad necesarias 
para el ejercicio del cargo, y hasta cuando se restablezca la normalidad 
en su municipio.

38. Como primera autoridad de policía en el departamento, Impartir 
instrucciones a los comandantes de la Fuerza Pública para prevenir 
desórdenes y alteración del orden público. La Policía Nacional cumplirá 
con prontitud y diligencia las órdenes que le imparta el gobernador.

39. Solicitar a los alcaldes y a las autoridades de las demás entidades 
territoriales ubicadas en el departamento, la expedición de las órdenes 
y medidas de orden público que se requieran para su conservación o 
restablecimiento en esas jurisdicciones.

40. Elaborar los informes generales y especiales de orden público, 
de conformidad con la Ley 4a de 1991 y remitirlos oportunamente al 
Gobierno nacional por conducto de la Subdirección de Seguridad y 
Convivencia o la dependencia que haga sus veces en el Ministerio del 
Interior.

41. Dictar, dentro del área de su ·competencia, los reglamentos de 
policía necesarios para el cumplimiento de las normas superiores, de 
conformidad con la ley.

42. Requerir el apoyo de la Fuerza Pública en los casos permitidos 
por la Constitución y la ley.

43. Diseñar programas de convivencia pacífica y de construcción de 
la paz en su jurisdicción.

44. Proponer la adopción de políticas específicas en materia de 
prevención criminal, que se adecuen a las características del departamento, 
en coordinación con las entidades nacionales competentes.

45. Dentro de los precisos límites de las competencias que a ellos les 
corresponden, convenir con las autoridades de las entidades territoriales 
de igual nivel del país vecino, programas de cooperación e integración 
fronteriza, dirigidos a fomentar el desarrollo sostenible, la prestación de 
servicios públicos, la preservación del medio ambiente y la ejecución 
de obras públicas.

46. Apoyar a las entidades territoriales en su jurisdicción para que 
den cumplimiento a las normas de buen gobierno y/o disciplina fiscal; y 
acompañarlos, en coordinación con el Gobierno nacional en la búsqueda 
de salidas estructurales a situaciones de déficit o de incapacidad 
institucional que les permitan prestar de manera adecuada los servicios 
públicos de educación, salud y agua potable a su cargo.

47. Previo a la presentación del proyecto de ordenanza por el 
cual se cree una entidad descentralizada, presentar a consideración 
de la asamblea un estudio técnico avalado por el organismo oficial 
correspondiente, que sustente la conveniencia económica y social de 
la iniciativa, así como la viabilidad financiera de la nueva entidad, 
teniendo en cuenta sus funciones, el sector donde operará y sus fuentes 
de financiación.

48. Los gobernadores administrarán los fondos cuentas de seguridad 
y convivencia ciudadana (FONSET), quienes podrán delegar esta 
responsabilidad en el secretario de gobierno departamental, o quien 
haga sus veces.

49. Incorporar al presupuesto departamental mediante decreto, los 
recursos provenientes del Sistema General de Participaciones, del 
Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET), 
del Sistema General de Regalías (SGR) y los celebrados mediante 
convenio con entidades del Estado y/o de cooperación internacional.

50. En el marco de las facultades pro tempore para incorporar, 
adicionar, modificar, efectuar traslados presupuestales y crear rubros 
presupuestales en las diferentes secciones del Presupuesto General del 
Departamento, servicio de la deuda pública e inversión; en ejecución de 
sus políticas, programas subprogramas y proyectos, establecidas en el 
Presupuesto de Rentas y Gastos de la vigencia.

51. Incorporar los recursos provenientes del Tesoro Nacional o de 
Cooperación nacional o Internacional que tengan por objeto cofinanciar 
proyectos; una vez el ejecutivo los adicione deberá informar a la 
Asamblea Departamental dentro de los diez (10) días siguientes a la 
expedición del acto administrativo.

52. Las demás que les señalen la Constitución y la ley.
Parágrafo 1°. El gobernador es agente del Presidente de la República 

para el mantenimiento del orden público. En consecuencia, los actos y 
órdenes del Presidente de la República en esta materia los aplicará en el 
departamento de manera inmediata y prevalente. A su vez, las decisiones 
de los gobernadores en materia de orden público son preferentes a 
las de los alcaldes y de los distritos, y estos deberán aplicarlas en sus 
municipios de manera preferente.

Parágrafo 2. En el marco de los principios de coordinación y 
complementariedad que debe existir en las actuaciones administrativas 
de los diferentes niveles, el gobernador articulará con el Ministerio 
del Interior las acciones para el mantenimiento del orden público en el 
departamento.

Artículo 120. Delegación de funciones. El gobernador podrá delegar 
en los secretarios del departamento y en los jefes de los departamentos 
administrativos las diferentes funciones a su cargo, excepto aquellas 
respecto de las cuales exista expresa prohibición legal.

Los actos expedidos por las autoridades delegatarias estarán 
sometidos a los mismos requisitos establecidos para su expedición por 
la autoridad o entidad delegante y serán susceptibles de los recursos 
procedentes contra los actos de ellas.

En lo referente a la delegación para celebrar y ejecutar contratos, 
esta se regirá conforme a lo reglado en la Ley 489 de 1998, la Ley 80 de 
1993 y la Ley 1150 de 2007 y las demás que la modifiquen, adicionen 
o sustituyan.

Artículo 121. Faltas absolutas. Son faltas absolutas del gobernador:
1. La muerte.
2. La renuncia aceptada.
3. La incapacidad física permanente.
4. La declaratoria de nulidad de la elección.
5. La interdicción judicial.
6. La destitución.
7. La revocatoria del mandato.
8. La declaración de vacancia por abandono del cargo.
9. La condena a pena privativa de la libertad debidamente ejecutoriada, 

salvo que se trate de delitos políticos o título de culpa.
Artículo 122. Renuncia. La renuncia al cargo de gobernador se hará 

ante el Presidente de la República, de manera escrita donde se indique 
inequívocamente y espontáneamente la voluntad de dejar el cargo en 
forma definitiva.

Para tal fin, el Presidente de la República tendrá un término de treinta 
(30) días para aceptarla.

Parágrafo. Vencido el plazo anterior que medie una decisión de fondo, 
el gobernador podrá retirarse del cargo, sin que constituya abandono 
del mismo, designando a uno de los secretarios departamentales como 



32		 DIARIO OFICIAL
Edición 51.942

Martes, 8 de febrero de 2022

reemplazo temporal en tanto se proceda a suplir las faltas absolutas de 
conformidad con la Constitución y la ley.

Artículo 123. Incapacidad física permanente. En caso de incapacidad 
permanente debidamente certificada por la entidad prestadora de salud 
a la que se encuentre afiliado el gobernador, este se verá impedido 
definitivamente para continuar desempeñándose como tal y se declarará 
la vacancia por falta absoluta del mismo.

Artículo 124. Declaración de nulidad de la elección. Una vez quede 
en firme la declaratoria de nulidad de la elección de un gobernador por 
parte de la jurisdicción Contencioso-Administrativa, quedará sin efecto 
la credencial que lo acreditaba como tal, y el Presidente de la República 
dispondrá inmediatamente las medidas necesarias para hacer efectiva 
esta decisión, así como para su reemplazo.

Artículo 125. Destitución. Se hará conforme a la normativa vigente, 
cuando se haya dictado sentencia condenatoria de carácter penal 
debidamente ejecutoriada, aun cuando en su favor se decrete cualquier 
beneficio, el Presidente de la República procederá a ejecutar la 
destitución del gobernador. Se exceptúan los casos por delitos políticos 
y/o culposos que no hayan afectado el patrimonio del Estado.

Artículo 126. La Revocatoria del Mandato. La revocatoria 
del mandato se producirá, de conformidad con lo dispuesto en la 
Constitución Política y las leyes vigentes sobre la materia.

Artículo 127. La declaración de vacancia por abandono del cargo. 
Se produce abandono del cargo cuando el gobernador, sin justa causa:

1. No reasuma sus funciones dentro de los tres (3) días siguientes al 
vencimiento de las vacaciones, permiso, licencias, comisiones oficiales 
o incapacidad física transitoria inferior a ciento ochenta (180) días.

2. Abandona el territorio nacional sin autorización por cinco (5) días 
o más consecutivos.

3. No se reintegra a sus actividades una vez haya concluido el término 
de suspensión del cargo.

Parágrafo. El abandono del cargo constituye falta disciplinaria y 
se investigará por la Procuraduría General de la Nación de oficio o a 
solicitud de cualquier ciudadano.

Artículo 128. Faltas Temporales. Son faltas temporales del 
gobernador:

1. Las vacaciones.
2. Los permisos para separarse del cargo.
3. Las licencias.
4. La incapacidad física transitoria.
5. La suspensión provisional en el desempeño de sus funciones 

dentro de un proceso disciplinario, fiscal o penal;
6. La suspensión provisional de la elección, dispuesta por la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa;
7. La ausencia forzada e involuntaria.
Artículo 129. Vacaciones. La concesión de vacaciones las decreta 

el mismo gobernador, con indicación del período de causación, 
el término de las mismas y las sumas a que tiene derecho por este 
concepto, debiendo comunicar previamente al Ministerio del Interior, 
por conducto de la Dirección de Gobierno y Gestión Territorial o la 
dependencia que haga sus veces y a la asamblea departamental. Durante 
el término de su disfrute el gobernador deberá encargar a un secretario 
de las funciones de su despacho.

Artículo 130. Duración de las Comisiones. Las comisiones dentro 
del país no serán superiores a diez (10) días hábiles y en el exterior 
a treinta (30) días hábiles. Estos términos podrán prorrogarse por una 
sola vez y hasta por el mismo tiempo y de ello se presentará el informe 
correspondiente ante la asamblea.

Artículo 131. Incapacidad Física Transitoria. Las incapacidades 
médicas del gobernador serán certificadas por la entidad promotora de 
salud a la cual esté afiliado.

Producida la incapacidad, el gobernador informará de ella al Gobierno 
nacional a través de la Dirección de Gobierno y Gestión Territorial 
del Ministerio del Interior y a la asamblea departamental indicando el 
nombre del secretario departamental o funcionario de alto nivel que lo 
reemplazará mientras dure la incapacidad.

Artículo 132. Causales de Suspensión. El Presidente de la 
República, previa solicitud de la autoridad competente, suspenderá a 
los gobernadores en los siguientes casos:

1. Por haberse dictado en su contra, por autoridad judicial competente, 
medida de aseguramiento debidamente ejecutoriada.

2. Igualmente procederá la suspensión en los casos previstos en la 
normativa vigente.

3. Cuando la Contraloría General de la República solicite la 
suspensión provisional, de conformidad con el numeral 8 del artículo 
268 de la Constitución Política.

4. Cuando la Procuraduría General de la Nación imponga, como 
medida preventiva o como sanción disciplinaria la suspensión en 
el ejercicio del cargo. La ejecución de tal sanción corresponderá 
al Presidente de la República, de acuerdo con lo establecido en la 
normativa vigente.

Parágrafo. Mientras el gobernador permanezca suspendido 
provisionalmente, no tendrá derecho a recibir ninguna suma de dinero 
por concepto de remuneración del cargo de que es titular.

Si dentro de los respectivos procesos no es encontrado responsable, 
tendrá derecho al reconocimiento de la remuneración dejada de percibir 
durante el período de suspensión provisional, salvo que le sea aplicada 
la sanción de suspensión, caso en el cual tendrá derecho únicamente 
al reconocimiento de la diferencia que pudiere resultar a su favor, en 
la medida en que la sanción fuere inferior al tiempo de suspensión. En 
este caso, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y/o la 
Contraloría General de la República iniciarán la acción de repetición a 
que haya lugar.

Artículo 133. Suspensión Provisional de la Elección. Una vez que 
la jurisdicción Contencioso-Administrativa disponga la suspensión 
provisional de la elección de un gobernador, el Gobierno nacional a 
través del Ministerio del Interior, dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes, procederá a tomar las medidas conducentes a hacer efectiva 
la cesación de funciones durante el tiempo de suspensión, designará su 
reemplazo y comunicará a la asamblea el respectivo acto administrativo.

Artículo 134. Ausencia Forzada e Involuntaria. Cuando exista 
certificación o hecho particular que aporte certeza de que el gobernador 
no pueda concurrir a desempeñar sus funciones por motivos ajenos a 
su voluntad, el Gobierno nacional a través del Ministerio del Interior 
declarará la vacancia temporal tan pronto tenga conocimiento del 
hecho, y designará a quien deba reemplazarlo. Acto administrativo que 
será comunicado a la asamblea departamental. Mientras el Gobierno 
nacional procede a la designación, el secretario de gobierno o quien 
haga las veces del mismo asumirá las funciones de gobernador.

Durante este término, el gobernador tendrá derecho a su remuneración 
y a los regímenes de prestaciones sociales y seguridad social.

Artículo 135. Designación de gobernador en caso de falta absoluta 
o suspensión. Siempre que se presente falta absoluta a más de dieciocho 
(18) meses de la terminación del período constitucional, se elegirá 
gobernador para el tiempo que reste. En caso de que faltare menos 
de dieciocho (18) meses, el Presidente de la República designará un 
gobernador para lo que reste del período, respetando el partido, grupo 
político o coalición por el cual fue inscrito el gobernador elegido. Acto 
administrativo que será comunicado a la asamblea departamental.

En los dos eventos anteriores, mientras se designa y asume el 
gobernador encargado, actuará como tal el secretario de gobierno o 
quien haga sus veces en el departamento.

Para las demás faltas temporales, no generadas por orden o decisión 
de autoridad competente, el gobernador delegará funciones en uno de 
los secretarios del despacho de la gobernación, hecho del cual informará 
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de manera inmediata al Gobierno nacional por conducto de la Dirección 
de Gobierno y Gestión Territorial del Ministerio del Interior, a más 
tardar dentro de los dos (2) días hábiles siguientes. Si por cualquier 
circunstancia no pudieren hacer la delegación, el secretario de gobierno 
actuará como secretario delegatario con funciones de gobernador.

El gobernador designado según el caso, deberá adelantar su gestión 
de acuerdo con el programa del gobernador elegido por voto popular. El 
gobernador encargado o designado quedará sujeto a la Ley estatutaria 
que regula el voto programático.

En caso de faltas absolutas de gobernadores, el Presidente de la 
República solicitará al partido, movimiento o coalición que inscribió 
al candidato, una terna integrada por ciudadanos pertenecientes al 
respectivo partido, movimiento o coalición. Si dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes al de recibido de la solicitud no presentaren la 
terna, el presidente designará libremente.

Parágrafo. No podrán ser encargados o designados como gobernadores 
para proveer vacantes temporales o absolutas quienes se encuentren en 
cualquiera de las inhabilidades e incompatibilidades a que se refiere la 
Constitución Política, esta Ley u otras normas vigentes.

Artículo 136. Convocatoria a elección por falta absoluta. En caso de 
falta absoluta del gobernador se aplicará el Decreto 2241 de 1986 o las 
normas que lo adicionen, modifiquen o sustituyan.

Artículo 137. Gobierno departamental. El gobernador, con los 
secretarios de despacho, los jefes o directores de departamentos 
administrativos y los jefes o directores de las entidades descentralizadas 
constituyen el gobierno departamental.

Como jefe de la administración departamental, el gobernador ejerce 
sus atribuciones por medio de la administración central o descentralizada.

Artículo 138. Estructura administrativa departamental. Los 
departamentos definirán su estructura administrativa, considerando los 
lineamientos establecidos en la Ley 489 de 1998 o las normas que la 
modifiquen, adicionen o sustituyan.

Artículo 139. Vinculación al desarrollo departamental. Los 
departamentos podrán celebrar convenios con los organismos de acción 
comunal para el cumplimiento o la ejecución de determinadas funciones 
u obras.

Existe convenio cuando el organismo de acción comunal aporta el 
trabajo de sus integrantes y/o afiliados, así como otros bienes o recursos 
para cumplimiento de funciones o ejecución de obras en el territorio que 
define la Ley 743 de 2002 o las normas que la modifiquen, adicionen o 
sustituyan.

Parágrafo. Los convenios que se celebren en desarrollo de este 
artículo estarán sujetos a las formalidades o requisitos previstos en la 
Ley para las entidades públicas.

Artículo 140. Catastros Departamentales. Los departamentos, previa 
habilitación de su calidad de gestores catastrales, podrán adelantar la 
formación, actualización, conservación y difusión catastral, así como 
los procedimientos del enfoque catastral multipropósito adoptados para 
el efecto, de conformidad con lo establecido en la Ley 1955 de 2019 y 
la normativa vigente.

Artículo 141. Gaceta Departamental. En cada uno de los 
departamentos se publicará una Gaceta Departamental, por medios 
electrónicos o digital como órgano oficial de publicación de los actos 
seccionales, en la que se incluirán los siguientes documentos:

1. Las ordenanzas de la asamblea departamental.
2. Los actos que expida la asamblea y su Mesa Directiva para la 

ejecución de su presupuesto y el manejo del personal a su servicio.
3. Los decretos y resoluciones del gobernador.
4. Los actos de la administración central y descentralizada del 

departamento que creen situaciones jurídicas impersonales u objetivas 
o que tengan alcance e interés general.

Las demás que la Ley o la ordenanza _señalen que deben publicarse.

Las Asambleas Departamentales deberán implementar mecanismos 
de consulta manual o digital de las ordenanzas y demás documentos 
que deban publicarse, dispuestos para el público.

Artículo 142. Sobre el régimen especial del departamento 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina. El 
Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, en lo no contemplado expresamente en sus normas especiales, 
se regirá por la presente ley.

Artículo 143. Asociación de Departamentos. Conforme a lo 
establecido en la Ley 1454 de 2011 y la Ley 1962 de 2019, o las normas 
que las modifiquen, sustituyan o adicionen, los departamentos podrán 
asociarse entre sí, administrativa y políticamente con otras entidades 
territoriales y/o administrativas, con el fin de prestar conjuntamente 
servicios públicos, la ejecución de obras de ámbito regional y el 
cumplimiento de funciones administrativas propias, mediante convenio, 
contrato o plan suscrito por los gobernadores respectivos, previamente 
autorizados por las asambleas departamentales.

Los departamentos no pierden ni comprometen su autonomía física, 
política o administrativa por afiliarse o pertenecer a una asociación; 
sin embargo, todo departamento asociado está obligado a cumplir sus 
estatutos y demás reglamentos que la asociación le otorgue y a acatar 
las decisiones que adopten sus directivas para el cabal cumplimiento de 
sus fines.

Parágrafo. El Ministerio del Interior, a través de la Dirección de 
Gobierno y Gestión Territorial, brindará acompañamiento técnico y 
jurídico a las entidades territoriales que voluntariamente pretendan 
asociarse.

Artículo 144. La Nación podrá apropiar, con destino a las formas 
asociativas de que habla el artículo anterior, partidas de acuerdo con 
las competencias del nivel regional para la ejecución de proyectos 
determinados en los Planes Estratégicos Regionales (PER).

Artículo 145. Los convenios que, con autorización de la Asamblea, 
celebren los Departamentos con observancia de lo estipulado en la Ley 
Orgánica de Ordenamiento territorial no estarán sujetos a formalidades 
o requisitos distintos de los que exija la ley. En ellos se pactará la 
erogación presupuestal a la que haya lugar.

Artículo 146. Entidades descentralizadas. El Gobierno nacional 
presentará al Congreso de la República dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la vigencia de la presente Ley, el proyecto de Ley que expida 
el régimen para las entidades descentralizadas, previa socialización con 
los departamentos a través de la Federación Nacional de Departamentos, 
la Confederación Nacional de Asambleas y Diputados de Colombia y 
ciudades capitales a través de la Asociación Colombiana de Ciudades 
Capitales.

Artículo 147. De los bienes, contratos y rentas departamentales. El 
Gobierno nacional, por conducto del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, presentará al Congreso de la República, dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la vigencia de la presente ley, el proyecto de ley 
que expida el régimen relacionado con los bienes, contratos y rentas 
departamentales, previa socialización con los departamentos a través de 
la Federación Nacional de Departamentos.

Artículo 148. Régimen de control fiscal. El régimen de control fiscal 
de los departamentos se regirá por lo que disponga la Constitución 
Política en el artículo 272 y la Ley 42 de 1993, o norma que la modifique, 
adicione o sustituya.

La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos corresponde 
a las contralorías departamentales, sin perjuicio de las atribuciones y 
funciones de la Contraloría General de la República.

Artículo 149. Departamentos de Fronteras. De acuerdo con sus 
características especiales, estarán sometidos a las disposiciones 
contenidas en la presente Ley y en la Ley 2135 de 2021 o la norma que 
la modifique, adicione o sustituya.

Artículo 150. Con el objetivo de adecuar la planificación al territorio 
y satisfacer las necesidades propias de sus habitantes, serán tenidas en 
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cuenta las proyecciones poblacionales emitidas por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE) como instrumento de 
planeación.

Artículo 151. El artículo 9° de la Ley 136 de 1994 quedará así:
“Artículo 9°. Excepción. Sin el lleno de los requisitos generales 

para la creación de municipios, las Asambleas Departamentales podrán 
elevar a municipios las áreas no municipalizadas de su jurisdicción o 
podrá hacerlo el Presidente de la República mediante decreto.

Una o varias áreas no municipalizadas pertenecientes al mismo 
departamento podrán conformar un nuevo municipio.

Para erigir las áreas no municipalizadas en municipios, se deberá 
contar con previo concepto favorable del Departamento Nacional 
de Planeación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del 
Decreto ley 2274 de 1991.

Los departamentos, cuando a ello hubiere lugar, deberán adelantar 
las actuaciones para llevar a cabo la consulta previa del respectivo 
proyecto de ordenanza.

La ordenanza deberá establecer expresamente las medidas necesarias 
para garantizar la continuidad de la prestación de los servicios básicos 
en el nuevo municipio por parte del departamento, de conformidad con 
lo previsto en los parágrafos 2º y 3º del artículo 87 de la Ley 715 de 
2001.

La ordenanza deberá disponer las medidas necesarias para que los 
departamentos garanticen el funcionamiento de los nuevos municipios 
durante la vigencia fiscal en que fueren creadas, de conformidad con lo 
previsto en el inciso 5º del artículo 87 de la Ley 715 de 2001.

Una vez aprobada y en firme la Ordenanza mientras se realizan 
las primeras elecciones municipales, la gobernación nombrará y 
posesionará alcaldes para estos nuevos municipios. Las personas que 
sean alcaldes deberán cumplir con los requisitos que la ley exige para 
poder ser elegido alcalde. El salario de los alcaldes será asumido por 
el respectivo departamento. El respectivo departamento realizará todas 
las actuaciones necesarias para poner en funcionamiento los nuevos 
municipios.

Una vez aprobada y en firme la Ordenanza, la Registraduría Nacional 
del Estado Civil en coordinación y apoyo del respectivo departamento 
adelantará lo referente al proceso para la elección de los alcaldes y los 
concejales en los nuevos municipios.

La adhesión de áreas no municipalizadas a municipios existentes se 
regirá por lo dispuesto en este artículo, siempre y cuando, las áreas 
no municipalizadas y los municipios existentes hagan parte del mismo 
departamento.

En los procesos de municipalización de áreas no municipalizadas 
que a la entrada en vigencia de la presente Ley se haya realizado la 
Consulta previa, continuarán conforme a lo dispuesto en este artículo.

Las entidades competentes para adelantar la consulta previa tendrán 
un término de máximo seis (6) meses para llevarla a cabo, contados a 
partir de la comunicación del proyecto de ordenanza por parte de la 
Asamblea departamental o del departamento.

Artículo 152. Los denominados corregimientos municipales que se 
encuentren ubicados en los departamentos creados por el artículo 309 
de la Constitución Política de 1991 podrán convertirse en municipios, 
de conformidad al procedimiento establecido en esta ley.

Uno o más corregimientos municipales pertenecientes a un mismo 
departamento podrán conformar un nuevo municipio.

La cabecera municipal de los municipios conformados por dos o más 
corregimientos municipales será el corregimiento municipal que más 
población tuviere al momento de la conformación del nuevo municipio.

Artículo 153. Modifíquese el parágrafo transitorio del artículo 12 de 
la Ley 1904 de 2018, el cual quedará así:

Parágrafo transitorio. Mientras el Congreso de la República regula las 
demás elecciones de servidores públicos atribuidas a las corporaciones 
públicas conforme lo establecido en el inciso cuarto del artículo 126 de 

la Constitución Política, la presente ley se aplicará por analogía. Para 
el caso de la elección de los secretarios de los concejos municipales de 
entidades territoriales de categorías 4a, 5a y 6a y con el fin de preservar 
sus finanzas territoriales, no se aplicará lo dispuesto en el presente 
parágrafo transitorio.

Artículo 154. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga el Decreto 1222 de 1986, la Ley 3 de 1986 y 
disposiciones contenidas en la Ley 617 de 2000 que les sean contrarias.

Parágrafo transitorio. Los artículos de la Ley 617 de 2000 y del 
Decreto 1222 de 1986 que se encuentren vigentes relacionados con 
los bienes, contratos y rentas departamentales continuarán rigiendo, 
hasta que entre en vigencia la legislación que para el efecto expida el 
Congreso de la República conforme a lo ordenado en el artículo 147 de 
la presente ley.

El Presidente del Honorable Senado de la República,
Juan Diego Gómez Jiménez.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

La Presidenta de la Honorable Cámara de Representantes,
Jénnifer Kristín Arias Falla.

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro del Interior,

Daniel Andrés Palacios Martínez.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Wilson Ruiz Orejuela.
El Ministro de Defensa Nacional,

Diego Andrés Molano Aponte.
El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Carlos Eduardo Correa Escaf.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Nerio José Alvis Barranco.

Presidencia de la República

Decretos

DECRETO NÚMERO 208 DE 2022

(febrero 8)
por el cual se designa a unos representantes del Presidente de la República en la Junta Directiva 
del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y en el Consejo Directivo de la Unidad 

Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales en especial las conferidas en el numeral 13 del artículo 189 de la 
Constitución Política, la Ley 1523 de 2012, los artículos 6 y 29 del Decreto 4147 de 2011 
y los Decretos 244 y 1323 de 2012,

DECRETA:
Artículo 1°. Nombrar a partir de la fecha a la doctora Olga Lucía Ramírez Duarte, 

identificada con la cédula de ciudadanía número 53166440, como representante del señor 
Presidente de la República en la Junta Directiva del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres.

Artículo 2°. Nombrar a partir de la fecha a la doctora Sandra Rocío Sandoval Valderrama, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 52020506, como representante del señor 
Presidente de la República en la Junta Directiva del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres.
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Artículo 3°. Nombrar a partir de la fecha al doctor Juan Nicolás Galarza Sánchez, 
identificado con la cédula de ciudadanía número 80092695, como representante del señor 
Presidente de la República en la Junta Directiva del Fondo Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres.

Artículo 4°. Nombrar a partir de la fecha a la doctora Olga Lucía Ramírez Duarte, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 53166440, como representante del señor 
Presidente de la República, ante el Consejo Directivo de la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres.

Artículo 5°. Nombrar a partir de la fecha a la doctora Sandra Rocío Sandoval Valderrama, 
identificada con la cédula de ciudadanía número 52020506, como representante del señor 
Presidente de la República, ante el Consejo Directivo de la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres.

Artículo 6°. Nombrar a partir de la fecha al doctor Juan Nicolás Galarza Sánchez, 
identificado con la cédula de ciudadanía número 80092695, como representante del señor 
Presidente de la República, ante el Consejo Directivo de la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres.

Artículo 7°. Por intermedio de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad Nacional para 
la Gestión del Riesgo de Desastres comunicar el presente decreto a los doctores Olga Lucía 
Ramírez Duarte, Sandra Rocío Sandoval Valderrama y Juan Nicolás Galarza Sánchez.

Artículo 8°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República,

Víctor Manuel Muñoz Rodríguez.

Ministerio del Interior

Decretos

DECRETO NÚMERO 207 DE 2022

(febrero 8)
por el cual se corrigen unos yerros en la Ley 2197 de 2022 “por medio de la cual se 
dictan Normas Tendientes al Fortalecimiento de la Seguridad Ciudadana y se dictan otras 

disposiciones”.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confiere el artículo 189, numeral 10 de la Constitución 
Política, y el artículo 45 de la Ley 4 de 1913, y

CONSIDERANDO:
Que de conformidad con el numeral 10 del artículo 189 de la Constitución Política 

corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y 
Suprema Autoridad Administrativa promulgar las leyes, obedecerlas y velar por su estricto 
cumplimiento.

Que el artículo 45 de la Ley 4 de 1913 dispone que los yerros caligráficos y/o 
tipográficos en las citas o referencias de las leyes deberán ser modificados, cuando no 
quede duda en cuanto a la voluntad del Legislador.

Que la honorable Corte Constitucional en la Sentencia C-178 de 2007 consideró que: 
“[...] corresponde a los respectivos funcionarios enmendar los errores caligráficos o 
tipográficos en el texto de una norma, cuando no quede duda de la voluntad del Congreso. 
Así mismo, se ha dicho que la expedición de decretos de corrección de yerros es una 
función administrativa y ordinaria del Presidente de la República en el ámbito de la 
promulgación de las leyes.”

Que el honorable Consejo de Estado en Sentencia del 20 de septiembre de 2018 dentro 
del radicado número 110010324000201200369 00 indicó que: “[...] cuando el artículo 
45 de la Ley 4 de 1913 se refiere a la corrección de yerros caligráficos o tipográficos, 
se entiende que el Gobierno nacional solo puede proceder a la corrección de errores 
de redacción, de la aplicación de la gramática española, de impresión, de digitación 
y transcripción, así como corregir errores de referencia y de numeración de artículos, 
numerales o incisos”.

Que en la Ley 2197 de 2022, “por medio de la cual se dictan normas Tendientes al 
Fortalecimiento de la Seguridad Ciudadana y se dictan otras disposiciones”, se advierten 
unos errores en el señalamiento del orden consecutivo comprendido en el contenido de 
algunos de sus artículos, bien sea bajo al empleo de dígitos numerales o literales, así 
como de redacción y aplicación de la gramática española, como también de omisiones de 
digitalización y transcripción.

Que dentro del contenido de los artículos 3°, 5°, 7°, 8°, 14, 17, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 
37, 39, 40, 41, 42, 43, 47 y 52 de la Ley 2197 de 2022, se evidencian de bulto errores de 
digitación que alteran el orden consecutivo que deben guardar los precitados artículos en 
su estructura lógica, bien sea cuando se hizo uso de numeración arábiga como del empleo 
de consecutivos literales.

Que observado el contenido de los artículos 2°, 13, 28, 34, 39, 44 y 50 de la Ley 2197 
de 2022, hace necesario efectuar correcciones con el fin de superar errores de redacción de 
la aplicación de la gramática española.

Que observado el contenido del artículo 35 de la Ley 2197 de 2022, se hace necesario 
efectuar la corrección al error de transcripción con el fin de incluir el artículo mencionado 
tal y como fue aprobado en la fe de erratas publicada en la gaceta 1903 de Cámara y 1926 
de 2021 del Senado de la República, presentada al texto conciliado.

Que revisada la totalidad del cuerpo normativo que integra la Ley 2197 de 2022, 
también se encontraron errores de transcripción que se concretan en faltantes de fragmentos 
de su texto, en particular de la omisión de la transcripción de las palabras “Capítulo II 
Definición y clasificación” y partes del contenido de las tablas que integraban el contenido 
de los artículos 39 y 68.

Que con el fin de lograr la correcta aplicación de la Ley 2197 de 2022 “por medio de la 
cual se dictan normas Tendientes al Fortalecimiento de la Seguridad Ciudadana y se dictan 
otras disposiciones”, se deben corregir los errores en los precitados artículos.

Que la corrección de los referidos errores no altera la voluntad del legislador al aprobar 
la Ley 2197 de 2022.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1º. Corríjase el yerro de redacción en el artículo 2° de la Ley 2197 de 2022, 
el cual quedará así:

Artículo 2°. Finalidad. La presente Ley tiene como fin la creación y el fortalecimiento 
de los instrumentos jurídicos y los recursos económicos con que deben contar las 
autoridades para consolidar la seguridad ciudadana.

Artículo 2º. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 3° de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 3°. Modifíquese el inciso 6° del artículo 32 de la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

Artículo 32. Ausencia de responsabilidad. No habrá lugar a responsabilidad penal 
cuando:

1. En los eventos de caso fortuito y fuerza mayor.
2. Se actúe con el consentimiento válidamente emitido por parte del titular del bien 

jurídico, en los casos en que se puede disponer del mismo.
3. Se obre en estricto cumplimiento de un deber legal.
4. Se obre en cumplimiento de orden legítima de autoridad competente emitida con las 

formalidades legales.
No se podrá reconocer la obediencia debida cuando se trate de delitos de genocidio, 

desaparición forzada y tortura.
5. Se obre en legítimo ejercicio de un derecho, de una actividad lícita o de un cargo 

público.
6. Se obre por la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra injusta 

agresión actual o inminente, siempre que la defensa sea proporcional a la agresión.
6.1. Legítima defensa privilegiada. Se presume también como legítima la defensa que 

se ejerza para rechazar al extraño que usando maniobras o mediante violencia penetre o 
permanezca arbitrariamente en habitación o dependencias inmediatas, o vehículo ocupado. 
La fuerza letal se podrá ejercer de forma excepcional para repeler la agresión al derecho 
propio o ajeno.

Parágrafo. En los casos del ejercicio de la legítima defensa privilegiada, la valoración 
de la defensa se deberá aplicar un estándar de proporcionalidad en el elemento de 
racionalidad de la conducta.

7. Se obre por la necesidad de proteger un derecho propio o ajeno de un peligro actual 
o inminente, inevitable de otra manera, que el agente no haya causado intencionalmente 
o por imprudencia y que no tenga el deber jurídico de afrontar. El que exceda los límites 
propios de las causales consagradas en los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 precedentes, incurrirá 
en una pena no menor de la sexta parte del mínimo ni mayor de la mitad del máximo de la 
señalada para la respectiva conducta punible.

8. Se obre bajo insuperable coacción ajena.
9. Se obre impulsado por miedo insuperable.
10. Se obre con error invencible de que no concurre en su conducta un hecho 

constitutivo de la descripción típica o de que concurren los presupuestos objetivos de una 
causal que excluya la responsabilidad. Si el error fuere vencible la conducta será punible 
cuando la Ley la hubiere previsto como culposa.

Cuando el agente obre en un error sobre los elementos que posibilitarían un tipo penal 
más benigno, responderá por la realización del supuesto de hecho privilegiado.

11. Se obre con error invencible de la licitud de su conducta. Si el error fuere vencible 
la pena se rebajará en la mitad.

Para estimar cumplida la conciencia de la antijuridicidad basta que la persona haya 
tenido la oportunidad, en términos razonables, de actualizar el conocimiento de lo injusto 
de su conducta.
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12. El error invencible sobre una circunstancia que diere lugar a la atenuación de la 
punibilidad dará lugar a la aplicación de la diminuente.

Artículo 3º. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 5° de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 37 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:
Artículo 37. La prisión. La pena de prisión se sujetará a las siguientes reglas:
1. La pena de prisión para los tipos penales tendrá una duración máxima de sesenta 

(60) años, excepto en los casos de concurso.
2. Su cumplimiento, así como los beneficios penitenciarios que supongan la reducción 

de la condena, se ajustarán a lo dispuesto en las leyes y en el presente código.
3. La detención preventiva no se reputa como pena. Sin embargo, en caso de condena, 

el tiempo cumplido bajo tal circunstancia se computará como parte cumplida de la pena.
Artículo 4º. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 7° de 

la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:
Artículo 7°. Modifíquese el artículo 58 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:
Artículo 58. Circunstancias de mayor punibilidad. Son circunstancias de mayor 

punibilidad, siempre que no hayan sido previstas de otra manera:
1. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a actividades de 

utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas de una colectividad.
2. Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, recompensa 

o promesa remuneratoria.
3. Que la ejecución de la conducta punible esté inspirada en móviles de intolerancia y 

discriminación, referidos a la raza, la etnia, la ideología, la religión, o las creencias, sexo u 
orientación sexual, o alguna enfermedad o minusvalía de la víctima.

4. Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso pueda resultar 
peligro común.

5. Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la condición de 
superioridad sobre la víctima, o aprovechando circunstancias de tiempo, modo, lugar que 
dificulten la defensa del ofendido o la identificación del autor o partícipe.

6. Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible.
7. Ejecutar la conducta punible con quebrantamiento de los deberes que las relaciones 

sociales o de parentesco impongan al sentenciado respecto de la víctima.
8. Aumentar deliberada e inhumanamente el sufrimiento de la víctima, causando a esta 

padecimientos innecesarios para la ejecución del delito.
9. La posición distinguida que el sentenciado ocupe en la sociedad, por su cargo, 

posición económica, ilustración, poder, oficio o ministerio.
10. Obrar en coparticipación criminal.
11. Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable.
12. Cuando la conducta punible fuere cometida contra servidor público por razón del 

ejercicio de sus funciones o de su cargo, salvo que tal calidad haya sido prevista como 
elemento o circunstancia del tipo penal.

13. Cuando la conducta punible fuere dirigida o cometida total o parcialmente desde 
el interior de un lugar de reclusión por quien estuviere privado de su libertad, o total o 
parcialmente fuera del territorio nacional.

14. Cuando se produjere un daño ambiental grave, una irreversible modificación del 
equilibrio ecológico de los ecosistemas naturales o se cause la extinción de una especie 
biológica.

15. Cuando para la realización de la conducta punible se hubieren utilizado explosivos, 
venenos u otros instrumentos o artes de similar eficacia destructiva.

16. Cuando la conducta punible se realice sobre áreas de especial importancia ecológica 
o en ecosistemas estratégicos definidos por la Ley o los reglamentos.

17. Cuando para la realización de las conductas punibles se utilicen medios 
informáticos, electrónicos o telemáticos.

18. Cuando la conducta punible fuere cometida total o parcialmente en el interior de 
un escenario deportivo, o en sus alrededores, o con ocasión de un evento deportivo, antes, 
durante o con posterioridad a su celebración.

19. Cuando el procesado, dentro de los sesenta (60) meses anteriores a la comisión de 
la conducta punible, haya sido condenado mediante sentencia en firme por delito doloso.

20. Cuando para la realización de la conducta punible se hubiere utilizado arma blanca, 
de fuego, armas, elementos y dispositivos menos letales.

21. Cuando las armas, elementos, dispositivos o municiones menos letales hayan sido 
modificadas en sus características de fabricación u origen, que aumenten su letalidad.

Parágrafo. Se entiende como arma blanca un elemento punzante, cortante, 
cortopunzante o cortocontundente.

Artículo 5º. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 8° de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 104 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 104. Circunstancias de agravación. La pena será de cuatrocientos ochenta 
(480) a seiscientos (600) meses de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior 
se cometiere:

1. En los cónyuges o compañeros permanentes; en el padre y la madre de familia, 
aunque no convivan en un mismo hogar, en los ascendientes o descendientes de los 
anteriores y los hijos adoptivos; y en todas las demás personas que de manera permanente 
se hallaren integradas a la unidad doméstica.

2. Para preparar, facilitar o consumar otra conducta punible; para ocultarla, asegurar su 
producto o la impunidad, para sí o para los copartícipes.

3. Por medio de cualquiera de las conductas previstas en el Capítulo II del Título XII y 
en el Capítulo I del Título XIII, del libro segundo de este código.

4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto o fútil.
5. Valiéndose de la actividad de inimputable.
6. Con sevicia.
7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose 

de esta situación.
La pena será de quinientos (500) a setecientos (700) meses de prisión, si la conducta 

descrita en el artículo anterior se cometiere:
1. Con fines terroristas o en desarrollo de actividades terroristas.
2. En persona internacionalmente protegida diferente a las contempladas en el Título 

II de este Libro y agentes diplomáticos, de conformidad con los Tratados y Convenios 
Internacionales ratificados por Colombia.

3. En persona menor de edad.
4. Si se comete en persona que sea o haya sido servidor público, periodista, juez de 

paz, Defensor de Derechos Humanos, miembro de una organización política o religiosa 
en razón de ello.

5. En persona que, siendo miembro de la fuerza pública y/o de los organismos que 
cumplan funciones permanentes o transitorias de policía judicial, se encuentre en desarrollo 
de procedimientos regulados a través de la Ley o reglamento.

Artículo 6º. Corríjase el yerro de redacción presente en el artículo 13 de la Ley 2197 
de 2022, el cual quedará así:

Artículo 13. Adiciónese un artículo 264A a la Ley 599 de 2000, del siguiente tenor:
Artículo 264A. Avasallamiento de Bien Inmueble. El que por sí o por terceros, ocupe 

de hecho, usurpe, invada o desaloje, con incursión violenta o pacífica, temporal o continua, 
un bien inmueble ajeno, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento veinte (120) 
meses.

Cuando la conducta se realice con violencia o intimidación a las personas la pena se 
incrementará en la mitad.

Cuando la conducta se realice mediante el concurso de un grupo o colectivo de 
personas, la pena se incrementará en una tercera parte.

Cuando la conducta se realice contra bienes de patrimonio del Estado, bienes de 
dominio público, patrimonio cultural o inmuebles fiscales, la pena se incrementará en una 
tercera parte y si se trata de bienes fiscales necesarios a la prestación de un servicio público 
esencial la pena se incrementará en la mitad.

Artículo 7º. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 14 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 14. Adiciónese un parágrafo al artículo 266 de la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

Artículo 266. Circunstancias de agravación punitiva. La pena se aumentará hasta en 
una tercera parte, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere:

1. Produciendo infección o contagio en plantas o animales.
2. Empleando sustancias venenosas o corrosivas.
3. En despoblado o lugar solitario.
4. Sobre objetos de interés científico, histórico, asistencial, educativo, cultural, 

artístico, sobre bien de uso público, de utilidad social, o sobre bienes que conforman el 
patrimonio cultural de la Nación.

Parágrafo. La pena será de cuarenta y ocho (48) meses a ciento cuarenta y cuatro (144) 
meses de prisión cuando se afecte la infraestructura destinada a la seguridad ciudadana, 
a la administración de Justicia, el sistema de transporte público masivo, instalaciones 
militares o de policía.

Artículo 8º. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 17 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 17. Adiciónese el numeral 9 al artículo 365 de la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

Artículo 365. Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. El que 
sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, 
distribuya, venda, suministre, repare, porte o tenga en un lugar armas de fuego de defensa 
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personal, sus partes esenciales, accesorios esenciales o municiones, incurrirá en prisión de 
nueve (9) a doce (12) años.

En la misma pena incurrirá cuando se trate de armas de fuego de fabricación hechiza o 
artesanal, salvo las escopetas de fisto en zonas rurales.

La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se cometa en las 
siguientes circunstancias:

1. Utilizando medios motorizados.

2. Cuando el arma provenga de un delito.

3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las 
autoridades.

4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la 
identidad o la dificulten.

5. Obrar en coparticipación criminal.

6. Cuando las armas o municiones hayan sido modificadas en sus características de 
fabricación u origen, que aumenten su letalidad.

7. Cuando la conducta sea desarrollada dentro de los territorios que conforman la 
cobertura geográfica de los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).

8. Cuando el autor pertenezca o haga parte de un grupo de delincuencia organizado.

Artículo 9º. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 21 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 21. Modifíquese el numeral 5 y adiciónese el numeral 8 al artículo 310 de la 
Ley 906 de 2004, el cual quedará así:

Artículo 310. Peligro para la comunidad. Para estimar si la libertad del imputado 
representa un peligro futuro para la seguridad de la comunidad, además de la gravedad y 
modalidad de la conducta punible y la pena imponible, el juez deberá valorar las siguientes 
circunstancias:

1. La continuación de la actividad delictiva o su probable vinculación con organizaciones 
criminales.

2. El número de delitos que se le imputan y la naturaleza de los mismos.

3. El hecho de estar disfrutando un mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la 
libertad, por delito doloso o preterintencional.

4. La existencia de sentencias condenatorias vigentes por delito doloso o 
preterintencional.

5. Cuando se utilicen armas de fuego; armas convencionales; armas de fuego hechizas 
o artesanales; armas, elementos y dispositivos menos letales; o armas blancas definidas en 
la presente Ley.

6. Cuando el punible sea por abuso sexual con menor de 14 años.

7. Cuando hagan parte o pertenezcan a un grupo de delincuencia organizada.

8. Además de los criterios previstos en el presente artículo, las autoridades judiciales 
deberán tener en cuenta, al momento de realizar la valoración autónoma del peligro para 
la comunidad, si la persona fue o ha sido imputada por delitos violentos, ha suscrito 
preacuerdo, aceptado cargos u otorgado principio de oportunidad en los últimos tres 
(3) años por la comisión de delitos contra la vida y la integridad personal o contra el 
patrimonio económico.

Artículo 10. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 22 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 22. El artículo 74 del Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004 
quedará así:

Artículo 74. Conductas punibles que requieren querella. Para iniciar la acción penal 
será necesario querella en las siguientes conductas punibles:

1. Aquellas que de conformidad con el Código Penal no tienen señalada pena privativa 
de la libertad, con excepción de: Ofrecimiento, venta o compra de instrumento apto para 
interceptar la comunicación privada entre personas (C. P. Artículo 193); Divulgación 
y empleo de documentos reservados (C. P. Artículo 194); Abuso de autoridad por acto 
arbitrario e injusto (C. P. Artículo 416); Revelación de secreto (C. P. Artículo 418); 
Utilización de secreto o reserva (C. P. Artículo 419); Utilización indebida de información 
oficial privilegiada (C. P. Artículo 420); Asesoramiento y otras actuaciones ilegales (C. 
P. Artículo 421); Utilización indebida de información obtenida en el ejercicio de función 
pública (C. P. Artículo 431); Utilización indebida de influencias derivadas del ejercicio de 
función pública (C. P. Artículo 432).

2. Inducción o ayuda al suicidio (C. P. artículo 107); lesiones personales sin secuelas 
que produjeren incapacidad para trabajar o enfermedad sin exceder de sesenta (60) días 
(C. P. Artículo 112 incisos 1º y 2º); lesiones personales con deformidad física transitoria 
(C. P. Artículo 113 inciso 1º); lesiones personales con perturbación funcional transitoria 
(C. P. Artículo 114 inciso 1º); parto o aborto preterintencional (C. P. Artículo 118); lesiones 
personales culposas (C. P. Artículo 120); omisión de socorro (C. P. Artículo 131); violación 
a la libertad religiosa (C. P. Artículo 201); injuria (C. P. Artículo 220); calumnia (C. P. 

Artículo 221); injuria y calumnia indirecta (C. P. Artículo 222); injuria por vías de hecho 
(C. P. Artículo 226); injurias recíprocas (C. P. Artículo 227); maltrato mediante restricción 
a la libertad física (C. P. Artículo 230); malversación y dilapidación de los bienes de 
familiares (C. P. artículo 236); hurto simple cuya cuantía no exceda de ciento cincuenta 
(150) salarios mínimos mensuales legales vigentes (C. P. Artículo 239 inciso 2º); alteración, 
desfiguración y suplantación de marcas de ganado (C. P. Artículo 243); estafa cuya cuantía 
no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes (C. P. 
Artículo 246 inciso 3º); emisión y transferencia ilegal de cheques (C. P. Artículo 248); 
abuso de confianza (C. P. Artículo 249); aprovechamiento de error ajeno o caso fortuito 
(C. P. Artículo 252); alzamiento de bienes (C. P. Artículo 253); disposición de bien propio 
gravado con prenda* (C. P. Artículo 255); defraudación de fluidos (C. P. Artículo 256); 
acceso ilegal de los servicios de telecomunicaciones (C. P. Artículo 257); malversación 
y dilapidación de bienes (C. P. Artículo 259); usurpación de tierras (C. P. Artículo 261); 
usurpación de aguas (C. P. Artículo 262); invasión de tierras o edificaciones, cuando el 
avalúo del inmueble no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes (C. P. Artículo 263); perturbación de la posesión sobre inmuebles (C. P. 
Artículo 264); daño en bien ajeno (C. P. Artículo 265); usura y recargo de ventas a plazo 
(C. P. Artículo 305); falsa autoacusación (C. P. Artículo 437); infidelidad a los deberes 
profesionales (C. P. Artículo 445); Violación de los derechos de reunión y asociación (C. 
P. Artículo 200).

Parágrafo 1º. No será necesario querella para iniciar la acción penal respecto de casos 
de flagrancia o en los cuales el sujeto pasivo sea menor de edad, inimputable o se refieran 
a presuntas conductas punibles de violencia contra la mujer.

Parágrafo 2º. No será necesaria la querella, cuando el delito de invasión de tierras o 
edificaciones recaiga sobre bienes del Estado.

Artículo 11. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 23 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 23. El artículo 534 del Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004 
quedará así:

Artículo 534. Ámbito de aplicación. El procedimiento especial abreviado de que 
trata el presente título se aplicará a las siguientes conductas punibles:

1. Las que requieren querella para el inicio de la acción penal.

2. Lesiones personales a las que hacen referencia los artículos 111, 112, 113, 114, 
115, 116, 118 y 120 del Código Penal; Actos de Discriminación (C. P. artículo 134A), 
Hostigamiento Agravados (C. P. artículo 134C), violencia intrafamiliar (C. P. artículo 229), 
inasistencia alimentaria (C. P. artículo 233) hurto (C. P. artículo 239); hurto calificado (C. 
P. artículo 240); hurto agravado (C. P. artículo 241), numerales del 1 al 10; estafa (C. P. 
artículo 246); abuso de confianza (C. P. artículo 249); corrupción privada (C. P. Artículo 
250A); administración desleal (C. P. artículo 250B); abuso de condiciones de inferioridad 
(C. P. artículo 251); utilización indebida de información privilegiada en particulares 
(C. P. artículo 258); invasión de tierras o edificaciones (C. P. artículo 263); los delitos 
contenidos en el Título VII Bis, para la protección de la información y los datos, excepto 
los casos en los que la conducta recaiga sobre bienes o entidades del Estado; violación 
de derechos morales de autor (C. P. artículo 270); violación de derechos patrimoniales de 
autor y derechos conexos (C. P. artículo 271); violación a los mecanismos de protección 
de derechos de autor (C. P. artículo 272); falsedad en documento privado (C. P. artículos 
289 y 290); usurpación de derechos de propiedad industrial y de derechos de obtentores 
de variedades vegetales (C. P. artículo 306); uso ilegítimo de patentes (C. P. artículo 307); 
violación de reserva industrial y comercial (C. P. artículo 308); ejercicio ilícito de actividad 
monopolística de arbitrio rentístico (C. P. artículo 312).

En caso de concurso entre las conductas punibles referidas en los numerales anteriores 
y aquellas a las que se les aplica el procedimiento ordinario, la actuación se regirá por este 
último.

Parágrafo. Este procedimiento aplicará también para todos los casos de flagrancia de 
los delitos contemplados en el presente artículo.

Artículo 12. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 24 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 24. Adiciónese el numeral 4 al artículo 312 de la Ley 906 de 2004, el cual 
quedará así:

Artículo 312. No comparecencia. Para decidir acerca de la eventual no comparecencia 
del imputado, se tendrá en cuenta, la gravedad y modalidad de la conducta y la pena 
imponible, además de los siguientes factores:

1. La falta de arraigo en la comunidad, determinado por el domicilio, asiento de la 
familia, de sus negocios o trabajo y las facilidades que tenga para abandonar definitivamente 
el país o permanecer oculto.

2. La gravedad del daño causado y la actitud que el imputado asuma frente a este.

3. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro anterior, del 
que se pueda inferir razonablemente su falta de voluntad para sujetarse a la investigación, 
a la persecución penal y al cumplimiento de la pena.
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4. La resistencia al procedimiento de captura mediante actos violentos contra el 
funcionario o servidor que la realice, el intento de emprender la huida, o dificultar su 
individualización.

Artículo 13. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 27 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 27. Competencia. Sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones, son 
autoridades competentes para incautar y decomisar armas, elementos y dispositivos menos 
letales.

a) Para incautar:

1. Todos los miembros en servicio activo de la Fuerza Pública cuando se hallen en 
cumplimiento de las funciones propias del servicio;

2. Los guardias penitenciarios.

b) Para decomisar:

1. Los Fiscales de todo orden y jueces penales cuando el arma o munición se encuentren 
vinculados a un proceso;

2. Los Comandantes de Brigada y sus equivalentes en la Armada Nacional y Fuerza 
Aérea dentro de su jurisdicción y los Comandantes de los comandos Específicos o 
Unificados;

3. Los Comandantes de Unidad Táctica en el Ejército y sus equivalentes en la Armada 
y Fuerza Aérea;

4. Comandantes de Departamento y Metropolitanas de Policía.

Artículo 14. Corríjase el yerro de la omisión de la transcripción de las palabras 
“Capítulo II Definición y Clasificación” que preceden al artículo 28 de la Ley 2197 de 
2022, cuyo texto quedará así:

“Capítulo II

Definición y Clasificación”

Artículo 15. Corríjase el yerro de numeración consecutiva y de redacción presente en 
el artículo 28 de la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 28. Definición y clasificación. Para efectos del presente título se presentan 
las siguientes definiciones y clasificaciones de las armas, elementos y dispositivos menos 
letales:

a) Definiciones:

1. Armas, elementos y dispositivos menos letales. Son elementos de carácter técnico 
o tecnológico, que por su capacidad y características están concebidos para controlar una 
situación específica, sobre una persona o grupo de personas, generando incomodidad física 
o dolor.

2. Accesorios de armas, elementos y dispositivos menos letales. Hace referencia a 
los utensilios, herramientas o elementos auxiliares que son utilizados para optimizar el 
desempeño de un arma menos letal, los cuales dependen del conjunto principal.

3. Partes de armas, elementos y dispositivos menos letales. Son piezas que integran un 
conjunto de mecanismo que cumplen una función o acción general para el funcionamiento 
de un arma menos letal.

4. Municiones para armas, elementos y dispositivos menos letales. Corresponde a la 
unidad de carga diseñada para ser empleada en las armas, elementos y dispositivos menos 
letales, necesaria para su funcionamiento unidades, las cuales generan en una persona 
incomodidad física o dolor.

b) Clasificación:

1. Energía cinética. Elemento diseñado para influir en el comportamiento de una 
persona, generando incomodidad física o dolor mediante el impacto no punzante o 
perforante; así mismo entiéndase la energía cinética como la energía que se genera por el 
movimiento.

2. Neumáticas o de aire comprimido. Utilizan como fuerza impulsora del proyectil la 
originada por la expansión de un gas comprimido.

3. Fogueo. Utilizan un cartucho que carece de proyectil, el cual genera ruido similar 
al de un arma de fuego.

Parágrafo 1°. Otras clasificaciones. Son todas aquellas no contempladas en la 
clasificación anterior que se enmarcan dentro de la definición de que trata el literal “a” del 
presente artículo.

Parágrafo 2°. Facultad reglamentaria. Facúltese al Gobierno nacional, para que en la 
medida en que surjan nuevas armas, elementos y dispositivos menos letales no clasificadas 
en la presente Ley reglamente su porte de conformidad con lo aquí previsto.

Artículo 16. Corríjase el yerro de redacción en el artículo 34 de la Ley 2197 de 2022, 
el cual quedará así:

Artículo 34. Disposición final. Las armas, elementos y dispositivos menos letales, 
así como sus accesorios, partes, y municiones que sean incautados y posteriormente 
decomisados a personas naturales y jurídicas por incumplimiento con los requisitos legales 

para su porte, serán objeto de destrucción por parte de INDUMIL previo concepto del 
DCCAE, o a quien haga sus veces.

El Ministerio de Defensa rendirá un informe anual, ante las Comisiones Segundas 
del Senado de la República y Cámara de Representantes, frente a los avances y gestiones 
realizadas en el marco del Registro, regulación, porte, pérdida y disposición final de armas, 
elementos y dispositivos menos letales, y municiones, de que trata la presente Ley.

Artículo 17. Corríjase el yerro de transcripción del artículo 35 de la Ley 2197 de 2022, 
para ajustarlo conforme a lo aprobado en la fe de erratas publicada en la gaceta 1903 de 
Cámara y 1926 de 2021 del Senado de la República, presentada al texto conciliado.

Artículo 35. Definición de Permiso. Permiso es la autorización que el Estado concede, 
a través del DDCAE, o quien haga de sus veces, a las personas naturales o jurídicas para 
el porte de armas, elementos y dispositivos menos letales, así como para su importación y 
exportación y comercialización.

Parágrafo. El permiso para porte autoriza a su titular para llevar consigo en los lugares 
autorizados un (1) arma menos letal. Este permiso se expedirá por el término de tres (3) 
años. El permiso y, si es el caso, su renovación, dependerán de la no incursión en alguna 
de las prohibiciones previstas en el artículo 37 de esta Ley.

Artículo 18. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 37 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 37. Prohibiciones. Se entienden como prohibiciones las siguientes:

1. Las rifas de las armas, elementos y dispositivos menos letales, accesorios, partes y 
municiones.

2. La modificación de las armas, elementos y dispositivos menos letales en sus 
características de fabricación, origen, diseño y propósito, tampoco se podrán utilizar 
con municiones de características técnicas letales, so pena de incurrir en las sanciones 
contempladas en la Ley.

3. El porte, compra, venta o uso de armas, elementos y dispositivos menos letales, 
accesorios, partes y municiones por parte de menores de edad.

4. El porte, compra o uso de armas, elementos y dispositivos menos letales por parte de 
personas que se encuentren inmersas en investigaciones penales o presenten antecedentes 
de condenas penales, así como aquellas a las que se les haya impuesto una medida 
correctiva por comportamientos contrarios a la seguridad pública.

Artículo 19. Corríjase el yerro de numeración consecutiva y de la omisión de la 
transcripción de los numerales 8, 9, 10 y 11 que integran la tabla contenida en el parágrafo 
1° del artículo 39 de la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 39. Adiciónese los numerales 8, 9, 10 y 11 al artículo 27 de la Ley 1801 de 
2016, el cual quedará así:

Artículo 27. Comportamientos que ponen en riesgo la vida e integridad. Los 
siguientes comportamientos ponen en riesgo la vida e integridad de las personas, y, por lo 
tanto, son contrarios a la convivencia:

1. Reñir, incitar o incurrir en confrontaciones· violentas que puedan derivar en 
agresiones físicas.

2. Lanzar objetos que puedan causar daño o sustancias peligrosas a personas.

3. Agredir físicamente a personas por cualquier medio.

4. Amenazar con causar un daño físico a personas por cualquier medio.

5. No retirar o reparar, en los inmuebles, los elementos que ofrezcan riesgo a la vida 
e integridad.

6. Portar armas, elementos cortantes, punzantes o semejantes, o sustancias peligrosas, 
en áreas comunes o lugares abiertos al público. Se exceptúa a quien demuestre que tales 
elementos o sustancias constituyen una herramienta de su actividad deportiva, oficio, 
profesión o estudio.

7. Portar armas neumáticas, de aire, de fogueo, de letalidad reducida o sprays, 
rociadores, aspersores o aerosoles de pimienta o cualquier elemento que se asimile a armas 
de fuego, en lugares abiertos al público donde se desarrollen aglomeraciones de personas o 
en aquellos donde se consuman bebidas embriagantes, o se advierta su utilización irregular, 
o se incurra en un comportamiento contrario a la convivencia.

8. Portar armas, elementos y dispositivos menos letales que hayan sido modificados en 
sus características de fabricación, origen, diseño y propósito, sin perjuicio de las sanciones 
penales a que haya lugar.

9. Portar armas, elementos y dispositivos menos letales sin permiso de autoridad 
competente cuando estas lo requieran.

10. Portar armas, elementos y dispositivos menos letales cuando haya perdido vigencia 
el permiso respectivo.

11. Portar armas, elementos y dispositivos menos letales bajo el influjo de sustancias 
psicoactivas ilícitas o prohibidas, o en estado de embriaguez.

Parágrafo 1°. Quien incurra en uno o más de los comportamientos antes señalados, 
será objeto de la aplicación de las siguientes medidas correctivas:
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Parágrafo 2°. En los comportamientos señalados en los numerales 1 al 5 del presente 
artículo, se deberá utilizar la mediación policial como medio para intentar resolver el 
conflicto.

Artículo 20. Corríjase el yerro del consecutivo de los literales del presente artículo 40 
de la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 40. Modifíquese el artículo 155 de la Ley 1801 de 2016, el cual quedará así:
Artículo 155. Traslado por protección. Cuando la vida e integridad de una persona 

natural se encuentre en riesgo o peligro y no acepte la mediación policial como mecanismo 
para la solución del desacuerdo, el personal uniformado de la Policía Nacional, podrá 
trasladarla para su protección en los siguientes casos:

A) Cuando se encuentre inmerso en riña.
B) Se encuentre deambulando en estado de indefensión.
C) Padezca alteración del estado de conciencia por aspectos de orden mental.
D) Se encuentre o aparente estar bajo efectos del consumo de bebidas alcohólicas o 

sustancias psicoactivas ilícitas o prohibidas y exteriorice comportamientos agresivos o 
temerarios

E) Realice actividades peligrosas o de riesgo que pongan en peligro su vida o integridad, 
o la de terceros.

F) Se encuentre en peligro de ser agredido.
Parágrafo 1°. Cuando se presente el comportamiento señalado en los literales B), C) 

y D) del presente artículo, se podrá ejecutar este medio de policía sin que sea necesario 
agotar la mediación policial.

Parágrafo 2°. El personal uniformado de la Policía Nacional, entregará la persona a 
un familiar que asuma su protección, o en su defecto al coordinador del Centro de Traslado 

por Protección, para que garantice sus derechos, lo anterior con estricta observancia de lo 
dispuesto en el parágrafo 4° del presente artículo.

Parágrafo 3°. La implementación y dotación del Centro de Traslado por Protección 
con su seguridad interna y externa, de conformidad con lo dispuesto en los numerales 12 
y 20 del artículo 205 de la Ley 1801 de 2016, será responsabilidad de la entidad territorial, 
distrital o municipal, la cual deberá adecuar las instalaciones que garanticen la protección, 
el respeto y amparo de los derechos fundamentales y la dignidad humana, en un plazo no 
mayor a tres (3) años a partir de la expedición de esta Ley, que podrá cofinanciar con el 
Gobierno nacional. Todo Centro de Traslado por Protección deberá contar con un sistema 
de cámaras controlado y monitoreado por la entidad territorial, distrital o municipal.

El control y protocolo de ingreso, salida, causa y sitio en el cual se realizó el traslado 
por protección, deberá estar supervisado por funcionarios de la Alcaldía, Ministerio 
Público y Defensoría del Pueblo donde además se cuente con un grupo interdisciplinario 
para la atención del trasladado. La duración del traslado por protección podrá cesar en 
cualquier momento cuando las causas que lo motivaron hayan desaparecido, sin que en 
ningún caso sea mayor a 12 horas.

Dada la naturaleza de los comportamientos señalados en los literales B) y C), todo 
Centro de Traslado por Protección deberá contar con personal médico.

Parágrafo 4°. El traslado por protección en ningún caso se realizará en las instalaciones 
de la Policía Nacional o a sitios de reclusión de personas retenidas a la luz del ordenamiento 
penal.

Parágrafo 5°. El personal uniformado de la Policía Nacional que ejecute el traslado 
por protección o realice la entrega a un familiar, deberá Informar de manera inmediata al 
superior jerárquico de la unidad policial a través del medio de comunicación dispuesto para 
este fin y documentar mediante informe escrito en el que conste los nombres, identificación 
de la persona trasladada y circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se materializó el 
traslado, so pena de incurrir en causal de mala conducta. Cuando la persona sea conducida 
a sitio dispuesto por la entidad territorial, distrital o municipal, el personal uniformado de 
la Policía Nacional suministrará copia del informe al coordinador del Centro de Traslado 
por Protección, para el respectivo control.

Parágrafo 6°. En aquellos lugares donde no se cuente con un Centro de Traslado 
por protección, no se ejecutará el medio de policía hasta tanto la entidad territorial, 
distrital o municipal disponga de un lugar idóneo que garantice el respeto por los derechos 
fundamentales y la dignidad humana. Lo anterior, sin perjuicio del empleo de otros medios 
de policía o aplicación de medidas correctivas que permitan restaurar la seguridad y 
convivencia ciudadana. Las alcaldías distritales o municipales, podrán realizar convenios, 
coordinaciones o asociaciones con otros entes territoriales para la materialización del 
medio de policía establecido en el presente artículo.

Parágrafo 7°. La autoridad de Policía permitirá a la persona que va a ser trasladada 
comunicarse con un allegado o con quien pueda asistirlo para informarle, entre otras 
cosas, el motivo y sitio de traslado. Si la persona no tiene los medios para comunicarse, 
la autoridad se los facilitará. Si se niega a informar a otra persona o no es factible hacerlo, 
se enviará copia de inmediato del respectivo informe escrito al Ministerio Público y al 
coordinador del Centro de Traslado por Protección.

Artículo 21. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 41 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 41. Modifíquese el numeral 4, y adiciónense los numerales 19, 20 y 21 al 
artículo 205 de la Ley 1801 de 2016, el cual quedará así:

Artículo 205. Atribuciones del alcalde. Corresponde al alcalde:
1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.
2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades 

públicas, así como el cumplimiento de los deberes de conformidad con la Constitución, la 
Ley y las ordenanzas.

3. Velar por la aplicación de las normas de Policía en el municipio y por la pronta 
ejecución de las órdenes y las medidas correctivas que se impongan.

4. Elaborar e implementar el Plan Integral de Seguridad y Convivencia Ciudadana, 
dentro de los seis (6) meses del primer año de Gobierno, en el marco de las políticas que 
para tal efecto establezca el Gobierno nacional, y del plan de desarrollo territorial.

Los planes de desarrollo territorial deberán contemplar recursos para el cumplimiento 
del Plan Integral de Seguridad y Convivencia Ciudadana.

5. Crear el Fondo Territorial de Seguridad y Convivencia, de conformidad con las 
disposiciones que sobre la materia establezca el Gobierno nacional.

6. Coordinar y articular con todas las autoridades y organizaciones sociales, económicas 
y comunitarias, las políticas y las actividades para la convivencia.

7. Resolver los impedimentos y recusaciones de las autoridades de Policía de primera 
instancia.

8. Resolver el recurso de apelación en el procedimiento verbal abreviado, cuando no 
exista autoridad especial de Policía en el municipio o distrito a quien se le haya atribuido, 
en relación con las medidas correctivas que aplican los inspectores de Policía rurales y 
urbanos o corregidores, en primera instancia.
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9. Autorizar, directamente o a través de su delegado, la realización de juegos, rifas y 
espectáculos.

10. Suspender, directamente o a través de su delegado, la, realización de juegos o rifas, 
espectáculos que involucran aglomeraciones de público complejas cuando haya lugar a 
ello.

11. Imponer la medida de suspensión de actividad que involucre aglomeración de 
público compleja.

12. Establecer, con el apoyo del Gobierno nacional, centros especiales o mecanismos 
de atención y protección de personas trasladadas o conducidas por el personal uniformado 
de la Policía y coordinar y desarrollar programas pedagógicos para la convivencia, de 
conformidad con los lineamientos que para tal efecto establezca el Gobierno nacional.

13. Tener en la planta de personal de la administración distrital o municipal, los cargos 
de inspectores y corregidores de Policía necesarios para la aplicación de este Código.

14. Resolver el recurso de apelación de las decisiones tomadas por las autoridades de 
Policía, en primera instancia, cuando procedan, siempre que no sean de competencia de las 
autoridades especiales de Policía.

15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en la Ley, las ordenanzas 
y los acuerdos.

16. Ejecutar las instrucciones del Presidente de la República en relación con el 
mantenimiento y restablecimiento de la convivencia.

17. Conocer en única instancia de los procesos de restitución de playa y terrenos de 
bajamar.

18. Ejecutar las comisiones que trata el artículo 38 del Código General del Proceso 
directamente o subcomisionando a una autoridad que tenga jurisdicción y competencia, 
quienes ejercerán transitoriamente como autoridad administrativa de policía.

19. Frente a la implementación del Código Nacional de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana, las administraciones distritales y municipales incluirán en los planes de 
desarrollo la adecuación de la infraestructura, tecnología y programas de participación 
pedagógica, necesarios para la materialización y cobro de los medios y medidas correctivas.

20. Crear el sistema de información que permita el registro de las personas trasladadas 
por protección, el cual debe contener como mínimo los nombres, identificación de la 
persona trasladada y circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se materializó el 
traslado, dejando registro fílmico o fotográfico, mediante el uso de las tecnologías de la 
información y comunicación, en garantía de la protección de los derechos humanos y la 
dignidad humana. Este sistema de información podrá ser cofinanciado con el Gobierno 
nacional.

21. Cualquier equipamiento necesario para la seguridad, convivencia y establecimientos 
de reclusión, constituye un determinante de superior jerarquía en los términos del artículo 
10 de la Ley 388 de 1997 y por lo tanto el respectivo alcalde distrital o municipal podrá 
establecer su construcción en el lugar que para el efecto determine.

Parágrafo 1°. En el departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina conoce de la apelación, el gobernador o las autoridades administrativas, con 
competencias especiales de convivencia, según la materia.

Parágrafo 2°. La Dirección General Marítima coadyuvará a la autoridad local 
competente en las medidas administrativas necesarias para la recuperación de playas y 
terrenos de bajamar.

Parágrafo transitorio. Las alcaldías tendrán un plazo de doce (12) meses a partir de la 
expedición de la presente Ley para crear el sistema de información que permita el registro 
de las personas trasladadas por protección, a que hace referencia el presente artículo.

Artículo 22. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 42 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 42. Modifíquese el artículo 180 de la Ley 1801 de 2016, el cual quedará así:
Artículo 180. Multas. Es la imposición del pago de una suma de dinero en moneda 

colombiana, cuya graduación depende del comportamiento realizado, según la cual varía 
el monto de la multa. Así mismo, la desobediencia, resistencia, desacato, o reiteración del 
comportamiento contrario a la convivencia, incrementará el valor de la multa, sin perjuicio 
de los intereses causados y el costo del cobro coactivo.

Las multas se clasifican en generales y especiales.
Las multas generales se clasifican de la siguiente manera:
Multa Tipo 1: Dos (2) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).
Multa Tipo 2: Cuatro (4) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).
Multa Tipo 3: Ocho (8) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv). 
Multa Tipo 4: Dieciséis (16) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv). 
Las multas especiales son de tres tipos:
1. Comportamientos de los organizadores de actividades que involucran aglomeraciones 

de público complejas.
2. Infracción urbanística.
3. Contaminación visual.

Parágrafo. Las multas serán consignadas en la cuenta que para el efecto dispongan 
las administraciones distritales y municipales, y se destinarán a proyectos pedagógicos y 
de prevención en materia de seguridad, así como al cumplimiento de aquellas medidas 
correctivas impuestas por las autoridades de policía cuando su materialización deba ser 
inmediata, sin perjuicio de las acciones que deban adelantarse contra el infractor, para el 
cobro de la misma.

En todo caso, mínimo el sesenta por ciento (60%) del Fondo deberá ser destinado a la 
cultura ciudadana, pedagogía y prevención en materia de seguridad.

Cuando los Uniformados de la Policía Nacional tengan conocimiento de la ocurrencia 
de un comportamiento, que admita la imposición de multa general, impondrán orden de 
comparendo al infractor, evidenciando el hecho.

Es deber de toda persona natural o jurídica, sin perjuicio de su condición económica 
y social, pagar las multas, salvo que cumpla la medida a través de la participación en 
programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia, de ser aplicable. A la 
persona que pague la multa durante los cinco (5) días hábiles siguientes a la expedición 
del comparendo, se le disminuirá el valor de la multa en un cincuenta (50%) por ciento, lo 
cual constituye un descuento por pronto pago.

A cambio del pago de la Multa General tipos 1 y 2 la persona podrá, dentro de un plazo 
máximo de cinco (5) días hábiles siguientes a la expedición del comparendo, solicitar a la 
autoridad de policía que se conmute la multa por la participación en programa comunitario 
o actividad pedagógica de convivencia.

Si la persona no está de acuerdo con la aplicación de la multa señalada en la orden de 
comparendo o con el cumplimiento de la medida de participación en programa comunitario 
o actividad pedagógica de convivencia, cuando este aplique, podrá presentarse dentro de 
los tres (3) días hábiles siguientes ante la autoridad competente, para objetar la medida 
mediante el procedimiento establecido en este Código.

La administración distrital o municipal podrá reglamentar la imposición de la medida 
correctiva de participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia 
para los comportamientos contrarios a la convivencia que admitan Multa tipos 1 y 2, en 
reemplazo de la multa.

Parágrafo transitorio. Durante el primer año de vigencia de la presente Ley, las 
personas a las que se les imponga una Multa General tipos 3 o 4 podrán obtener un 
descuento adicional al previsto por el pronto pago de la multa, en un porcentaje del 
veinticinco por ciento (25%) de su valor total, siempre y cuando soliciten a la autoridad 
de policía competente que se les permita participar en programa comunitario o actividad 
pedagógica de convivencia; dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del 
comparendo.

Artículo 23. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 43 de 
la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 43. Adiciónese los numerales 6 al 12 al artículo 183 de la Ley 1801 de 2016, 
el cual quedará así:

Artículo 183. Consecuencias por el no pago de multas. Si transcurridos seis meses 
desde la fecha de imposición de la multa, esta no ha sido pagada con sus debidos intereses, 
hasta tanto no se ponga al día, la persona no podrá:

1. Obtener o renovar permiso de tenencia o porte de armas.
2. Ser nombrado o ascendido en cargo público.
3. Ingresar a las escuelas de formación de la Fuerza Pública.
4. Contratar o renovar contrato con cualquier entidad del Estado.
5. Obtener o renovar el registro mercantil en las cámaras de comercio.
6. Inscribirse a los concursos que apertura la Comisión Nacional del Servicio Civil.
7. Acceder a permisos que otorguen las alcaldías distritales o municipales para la venta 

de bienes.
8. Realizar trámites de las oficinas de tránsito y transporte.
9. Acceder al mecanismo temporal de regularización que defina el Gobierno nacional.
10. Acceder a la conmutación de la multa tipo 1 y 2, por la participación en programa 

comunitario o actividad pedagógica de convivencia.
Las autoridades responsables de adelantar los trámites establecidos en el presente 

artículo deberán verificar que la persona que solicita el trámite se encuentra al día en el 
pago de las multas establecidas en el presente Código. Los servidores públicos que omitan 
esta verificación incurrirán en falta grave y a los que no ostenten esta calidad se les aplicará 
la multa tipo 4.

Parágrafo. El cobro coactivo de que trata la presente Ley se regulará por lo dispuesto 
en el artículo 100, numeral 2 de la Ley 1437 de 2011.

Artículo 24. Corríjase el yerro de redacción en el artículo 44 de la Ley 2197 de 2022, 
el cual quedará así:

Artículo 44. Adiciónese a la Ley 1801 de 2016 el artículo 185A.
Artículo 185A. Creación del Sistema Único de Información de recaudo a nivel 

nacional de los pagos por concepto de comparendos y medidas correctivas. El Ministerio 
del Interior creará un solo sistema de recaudo a nivel nacional de los pagos por concepto 
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de comparendos y medidas correctivas impuestas por los Inspectores de Policía, al igual 
que buscará adoptar la tecnología para su implementación.

El Ministerio del Interior y la Policía Nacional apoyarán a las administraciones locales 
con el fin de que desarrollen las capacidades necesarias para implementar el Código 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana en diversas materias, entre ellas, la 
aplicación de comparendos.

Parágrafo 1°. El Ministerio del Interior tendrá un plazo de doce (12) meses contados 
a partir de la expedición de la presente Ley, para la formulación, diseño, desarrollo, 
implementación y socialización del Sistema de información de que trata el presente 
artículo. Dicho sistema guardará interoperabilidad con el Registro Nacional de Medidas 
Correctivas a cargo de la Policía Nacional.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Hacienda dispondrá de los recursos para la 
implementación formulación, diseño, desarrollo, implementación y socialización del 
Sistema de recaudo a nivel nacional de los pagos por concepto de comparendos y medidas 
correctivas impuestas por los Inspectores de Policía en el marco del Código Nacional de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana y la interoperabilidad con el Registro Nacional de 
Medidas Correctivas.

Parágrafo 3°. De acuerdo con la Ley 1801 de 2016, las administraciones distritales y 
municipales dispondrán de la estructura administrativa para el cobro y recaudo de dinero 
que por concepto de multas se causen, así como la administración del sistema.

Artículo 25. Corríjase el yerro de redacción y del consecutivo de los literales del 
presente artículo 47 de la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 47. Adiciónese a la Ley 1801 de 2016 el artículo 223A.
Artículo 223A. Sin perjuicio del procedimiento contenido en el artículo 223 de la Ley 

1801 de 2016, para las multas por infracción a la convivencia y seguridad ciudadanas que 
tengan como sanción multa tipo 1 a 4, se aplicará el siguiente procedimiento:

a) Criterios para la dosificación de la medida. Será obligatorio para las autoridades 
de policía tener en cuenta al momento de expedir la orden de comparendo y de aplicar 
o imponer una medida correctiva, los principios de proporcionalidad, razonabilidad y 
necesidad frente al bien jurídico tutelado.

b) Término perentorio para objetar la orden de comparendo. Vencidos los 3 días hábiles 
posteriores a la expedición de la orden de comparendo en la que se señale Multa General, 
sin que se haya objetado; de conformidad con el principio de celeridad, no podrá iniciarse 
el proceso verbal abreviado, por cuanto se pierde la oportunidad legal establecida en el 
inciso quinto parágrafo del artículo 180 de la Ley 1801 de 2016.

c) Aceptación ficta de responsabilidad. Expedida la orden de comparendo en la que 
se señala multa general, se entenderá que el infractor acepta la responsabilidad cuando, 
dentro de los tres (3) días siguientes a la imposición de la orden de comparendo, cancela 
el valor de la misma o decide cambiar el pago de las multas tipo 1 y 2 por la participación 
en programa comunitario o actividad comunitaria de convivencia.

d) Recibida esta información, el inspector de policía deberá abstenerse de iniciar 
proceso único de policía y actualizar el estado de cumplimiento de la medida correctiva en 
el Registro Nacional de Medidas Correctivas.

e) Firmeza de la multa señalada en orden de comparendo. No objetada, una vez 
vencidos los cinco (5) días posteriores a la expedición de la orden, la multa queda en firme, 
pudiéndose iniciar el cobro coactivo, entendiéndose que pierde los beneficios de reducción 
del valor de la misma establecidos en el artículo 180 de la Ley 1801 de 2016.

f) Pérdida de beneficios. Cuando se objete la multa general señalada por el uniformado 
en la orden de comparendo, se pierde el derecho a los descuentos por pronto pago.

g) Cumplimiento de participación en programa comunitario o actividad pedagógica 
de convivencia y validez de certificados. La participación en programa comunitario o 
actividad pedagógica de convivencia se podrá realizar en municipios o distritos diferentes 
a la ocurrencia de los comportamientos contrarios a la convivencia. Los certificados 
expedidos tendrán validez en todo el territorio nacional.

h) Control para el cumplimiento de medidas correctivas a extranjeros. Los funcionarios 
que realizan controles migratorios, verificarán el cumplimiento de las medidas correctivas 
impuestas y ejecutoriadas a ciudadanos extranjeros; en caso de incumplimiento, informarán 
a la autoridad competente sobre el nuevo ingreso del infractor para que se obligue a su 
cumplimiento, so pena de incurrir en permanencia irregular y ser objeto de las medidas 
administrativas migratorias sancionatorias a que hubiere lugar.

i) Incremento del valor de la multa, general. Cuando se incurra en un comportamiento 
contrario a la convivencia y se pueda, evidenciar el incumplimiento por parte de la misma 
persona en el pago de alguna multa general anterior por comportamiento contrario a la 
convivencia y que haya sido reportada al boletín de deudores morosos de la Contaduría 
General de la Nación, sin que haya sido pagada, la nueva medida se incrementará en un 
50% del valor de la segunda medida.

j) Reiteración del mismo comportamiento contrario a la convivencia. La reiteración de 
un comportamiento contrario a la convivencia cuya medida corresponda a multa, dentro 
del año siguiente a la firmeza de la primera medida, dará lugar a que su valor se aumente 
en un 75%, sin perjuicio de las disposiciones contenidas en el artículo 36 de esta Ley. 
Quien reitere después de un año en un comportamiento contrario a la convivencia, la multa 
general que se le imponga deberá ser incrementada en un cincuenta por ciento (50%).

Artículo 26. Corríjase el yerro de redacción presente en el inciso tercero del artículo 50 
de la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 50. Modifíquese el artículo 91 de la Ley 1708 de 2014, el cual quedará así:
Artículo 91. Administración y destinación. Los bienes sobre los que se declare 

la extinción de dominio, los recursos provenientes de la enajenación temprana y los 
recursos provenientes de la productividad de los bienes administrados, descontando, 
aquellos destinados para el pago gradual y progresivo de los pasivos de dicho Fondo, 
los recursos que sean indispensables para el funcionamiento de la entidad encargada de 
la administración de los bienes, y las destinaciones específicas previstas en la Ley, se 
utilizarán a favor del Estado y serán destinados así: en un veinticinco por ciento (25%) a 
la Rama Judicial, en un veinticinco por ciento (25%) a la Fiscalía General de la Nación, en 
un diez por ciento (10%) a la Policía Judicial de la Policía Nacional para el fortalecimiento 
de su función investigativa, en un cinco por ciento (5%) para la Defensoría del Pueblo 
para el fortalecimiento de la defensa pública en los procesos de extinción de dominio y el 
treinta y cinco por ciento (35%) restante para el Gobierno nacional, quien reglamentará la 
distribución de este último porcentaje, destinando una parte a infraestructura penitenciaria 
y carcelaria.

Se exceptúan de estos porcentajes los predios rurales no sociales, que cuenten con 
vocación agrícola y no sean desistidos o requeridos por la Agencia Nacional de Tierras, los 
cuales una vez extintos, deberán ser destinados definitivamente a esta entidad, lo anterior, 
salvo que el predio haya sido solicitado previamente por la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas o por la Agencia Nacional para 
la Reincorporación y la Normalización, o a quienes hagan sus veces.

De igual forma, por razones de seguridad y defensa, o por necesidades del servicio, 
sin afectar los porcentajes previstos en el inciso primero del presente artículo, se podrán 
destinar de forma directa y definitiva predios urbanos y rurales, extintos, por parte del 
administrador del Frisco al Ministerio de Defensa Nacional, o al Ejército Nacional, o a 
la Armada Nacional, o a la Fuerza Aérea Colombiana, o a la Policía Nacional, para el 
desarrollo de proyectos de infraestructura de la Fuerza Pública y/o para el cumplimiento 
de sentencias judiciales, para la reubicación, movilización o traslado de las instalaciones 
destinadas a la Defensa y Seguridad, lo anterior previos estudios técnicos del Ministerio 
de Defensa.

Los bienes destinados a la Fiscalía General de la Nación serán administrados a través 
del Fondo Especial para la Administración de Bienes creado mediante Ley 1615 de 2013.

En el caso de las divisas, una vez incautadas, estas serán entregadas al Banco de la 
República para que las cambien por su equivalente en pesos colombianos, sin que se 
requiera sentencia que declare la extinción definitiva del dominio sobre las mismas.

Una vez decretada la extinción de dominio de los bienes localizados en el Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, estos deberán ser entregados a la Gobernación 
Departamental, al igual que los rendimientos y frutos que se generen antes de la declaratoria 
de extinción del dominio. El administrador del Frisco podrá transferir los recursos líquidos 
derivados de la venta de los activos, cuando la Gobernación a través de comunicación 
escrita desista de la entrega material y acepte expresamente el giro de los recursos líquidos 
producto de la venta, descontando los costos y gastos de comercialización.

Estos bienes y/o recursos serán destinados prioritariamente a programas sociales que 
beneficien a la población raizal. Cuando la Justicia Premial opere sobre bienes o recursos 
que puedan ser objeto de una de las destinaciones específicas establecidas en la ley, 
en tratándose de la retribución, la sentencia anticipada, la negociación patrimonial por 
colaboración efectiva y la sentencia anticipada por confesión, a que se refieren los artículos 
120, 133, 142A y 189A, de esta ley, el Juez de conocimiento, avaluará, con la eficacia de 
la colaboración, la afectación a la respectiva destinación específica y podrá retribuir al 
particular, afectado, titular o interesado, con la titularidad del derecho de propiedad de los 
bienes, según los porcentajes y límite establecidos en cada mecanismo de justicia premial 
establecidos en la presente ley. Los bienes de los que trata el presente inciso no estarán 
condicionados a los criterios previstos para los sujetos de reforma agraria, contemplados 
en la Ley 160 de 1994 y en sus normas compilatorias.

Los bienes y recursos determinados en el presente artículo gozarán de la protección 
de inembargabilidad. Las medidas cautelares implementadas en los trámites de extinción 
serán prevalentes sobre cualquier otra y los Registradores de Instrumentos Públicos 
deberán darles prelación dentro del trámite del registro.

La facultad para decidir sobre la destinación y distribución definitiva de los bienes que 
le corresponden a la Fiscalía General de la Nación y a la Rama Judicial, en los porcentajes 
establecidos en el inciso 1° del presente artículo, estará a cargo de las propias entidades.

Del porcentaje correspondiente a la Rama Judicial, deberá privilegiarse la creación de 
salas y juzgados de extinción de dominio.

Parágrafo 1º. A partir de la fecha en que sea publicada la presente ley, el Consejo 
Nacional de Estupefacientes no podrá adquirir pasivos con cargo a los recursos 
determinados en los porcentajes de que trata el presente artículo, salvo que la entidad 
correspondiente así lo manifieste en la sesión del Consejo Nacional de Estupefacientes en 
que se tome favorablemente esta determinación.

Parágrafo 2º. En virtud de la presente ley se habilita al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público para efectuar los ajustes presupuestales pertinentes que permitan la 
asignación de los recursos a favor del nuevo administrador del Frisco.
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Parágrafo 3º. El administrador del Frisco tendrá la facultad de policía administrativa 
para la recuperación física de los bienes que se encuentren bajo su administración. 
Las autoridades de Policía locales, municipales, departamentales y nacionales estarán 
obligadas a prestar, de manera preferente y sin dilación injustificada, el apoyo que requiera 
el representante legal o su delegado, para hacer efectiva la administración de los bienes 
que ingresan al Frisco.

En el evento en que el administrador del Frisco ejerza la facultad de policía administrativa 
a través de las Alcaldías y Secretarías de Gobierno, las mismas deberán proceder a asignar 
la Inspección de Policía, para ello contarán con un término máximo de quince (15) días 
contados a partir de la comunicación del administrador. En igual término los inspectores 
estarán obligados a fijar, practicar y culminar la diligencia. El incumplimiento injustificado 
de los anteriores términos estará sujeto a la sanción disciplinaria correspondiente. La 
presentación de oposiciones no suspenderá la práctica de la diligencia.

Si durante la diligencia de ejecución de la función de policía administrativa para la 
recuperación de activos, el administrador del Frisco encuentra bienes muebles y enseres 
en estado de abandono, procederá a disponer de ellos de manera definitiva, a través de 
mecanismos como chatarrización, destrucción o donación y se dejará constancia en 
informe detallado, que se notificará por aviso a quienes se consideren con derecho, del 
informe se entregará copia al reclamante que alegue su propiedad, quien responderá por 
los costos y gastos asociados a esta disposición.

Cuando se trate de bienes muebles sujetos a registro, se dejarán a disposición de las 
autoridades de tránsito de la jurisdicción competente quienes se encargarán de su guarda y 
custodia, el acto de disposición se notificará por aviso al o a los posibles propietarios para 
que realicen la respectiva reclamación y cancele los costos y gastos de almacenamiento. 
Ninguna autoridad de tránsito podrá negarse a la recepción y traslado de estos bienes 
cuando el administrador del Frisco lo solicite.

Así mismo, todos los bienes muebles que se encuentren en custodia y administración 
del Frisco tales como (i) aquellos sobre los cuales se hayan adelantado gestiones para 
identificar la autoridad judicial o el proceso al que están vinculados, sin que se cuente 
con dicha información, (ii) aquellos catalogados como salvamentos de siniestros cuyas 
primas ya han sido pagadas y (iii) aquellos con orden judicial de devolución no reclamados 
dentro del año siguiente a la comunicación del acto administrativo proferido con dicho fin, 
podrán ser dispuestos definitivamente siguiendo las reglas dispuestas en la Ley 1708 de 
2014. Si la disposición definitiva de muebles se realiza a través de comercialización las 
entidades recaudadoras liquidarán para pago los impuestos causados con anterioridad o 
posterioridad a la incautación sin sanciones y sin intereses remuneratorios o moratorias 
dentro del término previsto en el artículo 1228 de la Ley 1708 de 2014; para la tradición 
de los bienes sujetos a registro bastará acreditar el pago de los tributos ante la autoridad 
competente de realizarlo.

Parágrafo 4º. Los predios rurales donde se desarrollen o vayan a desarrollar proyectos 
productivos por parte de la población en proceso de reincorporación serán transferidos 
directamente por la Sociedad de Activos Especiales a los beneficiarios de estos proyectos 
que indique la Agencia Nacional de Reincorporación, en los plazos que defina el Gobierno 
nacional. En estos casos se configurará una excepción frente a la obligación de transferir 
todos los bienes rurales a la Agencia Nacional de Tierras. Se excluyen de esta previsión los 
bienes a que se refiere el artículo 144 de la presente ley.

Artículo 27. Corríjase el yerro de numeración consecutiva presente en el artículo 52 de 
la Ley 2197 de 2022 el cual quedará así:

Artículo 52. Modifíquese el artículo 93 de la Ley 1708 de 2014, el cual quedará así:

Artículo 93. Enajenación temprana, chatarrización, demolición y destrucción. El 
administrador del Frisco, previa aprobación de un Comité conformado por un representante 
de la Presidencia de la República, un representante del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y un representante del Ministerio de Justicia y del Derecho y la Sociedad de 
Activos Especiales S.A.S. en su calidad de Secretaría Técnica, deberá enajenar, destruir, 
demoler o chatarrizar tempranamente los bienes con medidas cautelares dentro del proceso 
de extinción de dominio cuando se presente alguna de las siguientes circunstancias:

1. Sea necesario u obligatorio dada su naturaleza.

2. Representen un peligro para el medio ambiente.

3. Amenacen ruina, pérdida o deterioro.

4. Su administración o custodia ocasionen, de acuerdo con un análisis de costo-
beneficio, perjuicios o gastos desproporcionados a su valor o administración.

5. Muebles sujetos a registro, de género, fungibles, consumibles, perecederos o los 
semovientes.

6. Los que sean materia de expropiación por utilidad pública, o servidumbre.

7. Aquellos bienes cuya ubicación geográfica o condiciones de seguridad implique 
la imposibilidad de su administración. Bienes que el Frisco tenga en administración por 
cinco (5) años o más, contados a partir de su recibo material o su ingreso al sistema de 
información de la Sociedad de Activos Especiales (SAE) S.A.S., el administrador del 
Frisco podrá aplicar esta causal sin acudir al comité de que trata el primer inciso del 
presente artículo.

8. La enajenación se realizará mediante subasta pública o sobre cerrado, directamente o 
a través de terceras personas, observando los principios del artículo 209 de la Constitución 
Política.

9. Los dineros producto de la enajenación temprana y de los recursos que generen los 
bienes productivos en proceso de extinción de dominio, ingresarán al Frisco y se destinarán 
bajo los lineamientos del artículo 91 de la presente ley. Para efectos de la aplicación del 
presente artículo el administrador del Frisco constituirá una reserva técnica del treinta 
por ciento (30%) con los dineros producto de la enajenación temprana y los recursos que 
generan los bienes productivos en proceso de extinción de dominio, destinada a cumplir 
las órdenes judiciales de devolución de los bienes, tanto de los afectados actualmente 
como de los que se llegaren a afectar en procesos de extinción de dominio.

En todos los eventos una vez el bien sea enajenado, chatarrizado, demolido o 
destruido, el administrador del Frisco deberá informar a la autoridad judicial que conoce 
del proceso de extinción de dominio. En la chatarrización o destrucción de bienes 
automotores, motonaves, aeronaves, será procedente la cancelación de la matrícula 
respectiva, sin los requisitos del pago de obligaciones tributarias de carácter nacional, 
revisión técnico-mecánica, seguro obligatorio, y sin que el bien llegue por sus propios 
medios a la desintegradora. Deberá dejarse un archivo fotográfico y fílmico del bien a 
destruir donde se deje evidencia sobre las razones por las que se ordenó la destrucción o 
chatarrización.

En la destrucción de sustancias controladas, las autoridades ambientales serán las 
responsables de realizar el control preventivo y concomitante, con el fin de preservar el 
medio ambiente sano, atendiendo al plan de manejo ambiental.

El administrador del Frisco podrá transferir el dominio a título de donación de los 
bienes perecederos a una entidad pública. En el evento de ordenarse la devolución el 
administrador del Frisco efectuará una valoración y se pagará con cargo al Frisco.

10. Activos de sociedades incursas en proceso de liquidación.

Parágrafo. Cuando se trate de bienes inmuebles rurales en proceso de extinción de 
dominio que no tengan la vocación descrita en el artículo 91 de la presente ley, la entidad 
beneficiaria de dichos inmuebles comunicará tal situación y el administrador del Frisco 
quedará habilitado para enajenarlos temporalmente.

Los recursos que se obtengan de la comercialización de estos predios serán entregados 
en su totalidad al Gobierno nacional, para ser destinados a los programas de generación de 
acceso a tierra administrados por este.

Parágrafo 2º. El administrador del Frisco, podrá enajenar tempranamente, las acciones, 
cuotas partes, cuotas sociales, derechos fiduciarios o derechos de participación societaria 
en cualquier tipo de sociedad comercial, establecimientos de comercio y/o cualquier 
persona jurídica, sin acudir al comité de que trata el primer inciso del presente artículo. 
Los dineros producto de la enajenación temprana y de los recursos que generen los activos 
productivos en proceso de extinción de dominio, ingresarán al Frisco y se destinarán 
bajo los lineamientos del artículo 91 de la presente ley. En este caso, el administrador 
del Frisco constituirá una reserva técnica del cincuenta por ciento (50%) con los dineros 
producto de la enajenación temprana. El Administrador del Frisco debe proceder a realizar 
la enajenación de la sociedad o el establecimiento de comercio, bien sea directamente o 
por intermedio del tercero especializado que realizó la valoración y la estructuración del 
proceso de venta.

Parágrafo 3°. El administrador del Frisco podrá transferir el dominio de bienes 
inmuebles con medidas cautelares dentro de procesos de extinción de dominio, previa 
aprobación del Comité y teniendo en cuenta las circunstancias de que trata el presente 
artículo, a un patrimonio autónomo que constituya la Agencia Nacional Inmobiliaria 
Virgilio Barco Vargas de acuerdo con las competencias establecidas en el artículo 245 
de la Ley 1753 de 2015 para desarrollar en cualquier lugar de Colombia, por sí sola o en 
convenio con cualquier autoridad o entidad de orden nacional, departamental, distrital 
y municipal programas y/o proyectos de renovación urbana o desarrollo urbano que 
tengan componentes de utilidad pública o interés social, siempre que, la Agencia Nacional 
Inmobiliaria presente a la SAE la viabilidad del programa y/o proyecto, y esta última lo 
apruebe. En la misma se deberá incorporar la forma de pago de por lo menos el 30% del 
valor comercial del bien inmueble. Una vez se autorice la realización del proyecto por 
parte de la SAE, el bien no será objeto de comercialización.

El 70% restante del valor del bien será cubierto con las utilidades propias del negocio 
y el desarrollo del programa y/o proyecto en el plazo estipulado por este. Los ingresos que 
reciba el Frisco por concepto del pago del 70% señalado anteriormente, se destinará en las 
formas previstas en el presente artículo.

En el evento de una orden judicial de devolución del bien, el Administrador del Frisco 
restituirá a la(s) persona(s) que indique la decisión judicial el valor del bien con que fue 
transferido al patrimonio autónomo más los rendimientos financieros generados por los 
recursos transferidos al Frisco a la fecha de devolución.

La devolución se hará con cargo a los recursos líquidos producto de la transferencia 
de dominio que hacen parte de la reserva técnica previo descuento de los gastos y costos 
en que se haya incurrido durante la administración, del bien hasta el momento de su 
transferencia al patrimonio autónomo.
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En caso de que los recursos de la reserva técnica del Frisco no sean suficientes para 
dar cumplimiento a la orden judicial de devolución, el pago de estos se hará con cargo al 
Presupuesto General de la Nación.

Los costos, gastos y las utilidades producto de cada acuerdo específico, así como las 
condiciones relacionadas con la gestión integral inmobiliaria y de infraestructura requeridas 
para los proyectos, serán convenidas con la suscripción de cada acuerdo específico y/o 
derivado que celebren la Agencia Nacional Inmobiliaria Virgilio Barco Vargas y la SAE 
S.A.S., bajo los lineamientos descritos en la Metodología que adopten las partes.

La estructuración de los proyectos de qué trata el presente artículo estará a cargo de la 
Agencia Nacional Inmobiliaria Virgilio Barco Vargas de conformidad con su objeto social 
y lo establecido en el presente artículo. La transferencia del activo a favor del patrimonio 
autónomo constituye un aporte al proyecto del Gobierno nacional (Frisco), o de cualquier 
otra autoridad o entidad territorial sin perjuicio de la iniciativa pública, privada o mixta 
que tenga el proyecto.

Parágrafo 4º. El Comité del que trata el inciso primero de este artículo podrá establecer 
los lineamientos y políticas generales para que el administrador del Frisco pueda aplicar 
oportunamente el artículo 93 de la Ley 1708 de 2014, en las circunstancias previstas en los 
numerales 5, 6 y 9 del referido artículo 93.

Los lineamientos y políticas generales estarán contenidos en un documento acogido 
y aprobado por el Comité, el cual podrá ser revisado y ajustado periódicamente por este 
mismo órgano. El administrador del Frisco reportará al Comité la información sobre la 
aplicación oportuna de que trata este parágrafo, en los términos que el Comité defina en 
los lineamientos y políticas generales de que trata el presente parágrafo.

Parágrafo 5º. La aplicación del procedimiento del que trata el presente artículo, se 
realizará conforme a la normativa especial que rige para el departamento Archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina.

Artículo 28. Corríjase el yerro de la omisión de la transcripción de los dos últimos ítems 
que integran la tabla referida a la Dirección Especializada contra los Delitos Informáticos 
contenida en el artículo 68 de la Ley 2197 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 68. Dirección Especializada contra los Delitos Informáticos. Créase en la 
Fiscalía General de la Nación, la Dirección Especializada contra los Delitos Informáticos 
adscrita a la Delegada contra la criminalidad organizada, la que tendrá como función 
principal liderar la investigación y judicialización de los delitos informáticos y las demás 
conductas delictivas conexas o relacionadas, sin perjuicio de la competencia de las 
Direcciones Seccionales sobre la materia.

La Dirección Especializada contra Delitos Informáticos estará conformada por:

Unidad Cantidad Cargo Niveles

Dirección Especiali-
zada contra los Delitos 

Informáticos

1 Director Nacional I Directivo

2 Fiscal Delegado ante Tribunal de 
Distrito Profesional

20 Fiscal Delegado ante Jueces, 
Penales de Circuito Especializado Profesional

5 Fiscal Delegado ante
Jueces del Circuito Profesional

5 Fiscal ·Delegado ante Jueces munici-
pales y promiscuos Profesional

1 Profesional Experto Profesional
2 Profesional Especializado II Profesional
2 Profesional de Gestión III Profesional
12 Investigador Experto Profesional
10 Profesional Investigador III Profesional
9 Profesional Investigador II Profesional
9 Profesional Investigador I Profesional
10 Técnico Investigador IV Técnico
10 Técnico Investigador I I I Técnico
20 Asistente de Fiscal IV Técnico
5 Asistente de Fiscal I I I Técnico
5 Asistente de Fiscal II Técnico
2 Secretario Ejecutivo Técnico
2 Conductor Asistencial
3 Secretario Administrativo Asistencial

Artículo 29. El presente decreto se entiende incorporado a la Ley 2197 de 2022 y rige 
a partir de la fecha de publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
EL Ministro del Interior,

Daniel Andrés Palacios Martínez.
El Ministro Justicia y del Derecho,

Wilson Ruiz Orejuela.

Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0319 DE 2022

(febrero 7)
por la cual se reconoce como deuda pública de la Nación en virtud de lo establecido en el 
artículo 53 de la Ley 1955 de 2019 y se ordena el pago de las obligaciones de pago originadas 
en las providencias a cargo del Ministerio de Defensa Nacional discriminadas mediante 

Resolución 5108 del 29 de noviembre de 2021.

El Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional, en ejercicio de sus facultades 
legales, en especial las conferidas por el artículo 53 de la Ley 1955 de 2019 y el artículo 
12 del Decreto 642 de 2020, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 53 de la Ley 1955 de 2019, establece que:
“Artículo 53. Pago de Sentencias o Conciliaciones en Mora. Durante la vigencia 

de la presente Ley, la Nación podrá reconocer como deuda pública las obligaciones de 
pago originadas en sentencias o conciliaciones debidamente ejecutoriadas y los intereses 
derivados de las mismas, que se encuentren en mora en su pago a la fecha de expedición 
de la presente Ley. Este reconocimiento operará exclusivamente para las entidades que 
hagan parte del Presupuesto General de la Nación y por una sola vez. En estos casos, 
dichas obligaciones de pago serán reconocidas y pagadas bien sea con cargo al servicio 
de deuda del Presupuesto General de la Nación o mediante la emisión de Títulos de 
Tesorería TES Clase B. (…)”

Que de acuerdo con el artículo 6° del Decreto 642 de 2020, modificado por el artículo 
3° del Decreto 960 de 2021, mediante acto administrativo la entidad estatal discriminará 
los montos y beneficiarios finales de las sentencias y conciliaciones debidamente 
ejecutoriadas que se encuentren en mora de su pago al 25 de mayo de 2019. Para este 
propósito, podrán compilar (i) únicamente Providencias sobre las que se celebren acuerdos 
de pago; (ii) únicamente Providencias sobre las que no se celebren acuerdos de pago; o 
(iii) una combinación de las anteriores.

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 del Decreto 642 de 2020 para 
el reconocimiento como deuda pública de las obligaciones de pago de las que trata el 
artículo 53 de la Ley 1955 de 2019, la entidad estatal deberá allegar solicitud escrita de 
su representante legal cumpliendo con los requisitos enunciados en el inciso segundo del 
citado artículo 10. Esta solicitud deberá ser dirigida a la Dirección General de Crédito 
Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y deberá estar 
acompañada del acto administrativo debidamente ejecutoriado de que trata el considerando 
anterior.

Que el artículo 11 del Decreto 642 de 2020, modificado por el artículo 4° del Decreto 
960 de 2021, estableció que, previo al reconocimiento como deuda pública, el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público a través de la Dirección General de Crédito Público y 
Tesoro Nacional y la entidad estatal deberán celebrar un acuerdo marco de retribución, por 
medio del cual esta última reconoce como obligación a su cargo y a favor de la Nación, el 
pago por el total de las sumas que sean reconocidas como deuda pública en las resoluciones 
expedidas por el Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional, en los términos 
del artículo 12 del Decreto 642 de 2020. 

Que, así mismo, el artículo de que trata el considerando anterior dispone que “(…) 
El reintegro de las sumas que haya pagado la Nación -Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público- en virtud del presente decreto, se realizará con cargo a las partidas presupuestales 
futuras de las Entidades Estatales. En todo caso, la Dirección General de Crédito Público 
y Tesoro Nacional y la entidad estatal podrán utilizar otros mecanismos que para el efecto 
se determinen”.

Que de acuerdo con el parágrafo segundo del artículo 11 del Decreto 642 de 2020, los 
costos financieros asociados al pago de providencias que efectúe el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, serán asumidos 
por la entidad estatal y serán incluidos dentro del acuerdo marco de retribución.

Que mediante memorando número 3-2021-003716 del 15 de marzo de 2021 la 
Subdirección de Riesgo de la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional 
determinó dichos costos financieros en los siguientes términos: “En concordancia 
con la Estrategia de Gestión de Deuda de Mediano Plazo, la respuesta recibida de la 
Subdirección de Financiamiento Interno respecto a los Títulos de Tesorería TES Clase B 
que son considerados On The Run en este momento y, en consideración a que el Acuerdo 
Marco de Retribución a ser suscrito con el Ministerio de Defensa Nacional será para el 
largo plazo, se establece que el costo financiero que deberá asumir esta entidad por el 
reconocimiento de la deuda pública de las obligaciones de pago originadas en sentencias 
o conciliaciones en mora, será la tasa cupón del título On The Run con la duración que 
más se aproxima al plazo del acuerdo (10 años), siendo para el caso aquel con vencimiento 
del 9 de julio de 2036 cuya duración es 9.75 años y una tasa cupón de 6,25%”
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Que el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
a través de la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, celebraron un 
acuerdo marco de retribución, en virtud del cual el Ministerio de Defensa Nacional 
reconoció como “obligación a su cargo y a favor de la Nación el pago total del monto 
correspondiente a las obligaciones originadas en sentencias o conciliaciones que serán 
reconocidas como deuda pública, en los términos de la(s) resolución(es) de reconocimiento 
y pago expedidas por el Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, las cuales harán parte integral del presente 
Acuerdo Marco de Retribución como Anexo número 1. Así mismo, la Entidad reconoce 
como obligación a su cargo y a favor de la Nación el pago de los costos financieros en 
que incurra la Nación (…)”.

Que el artículo 12 del Decreto 642 de 2020 determinó lo siguiente: “El reconocimiento 
como deuda pública de las obligaciones de pago originadas en las Providencias a cargo de 
las Entidades Estatales solicitantes se hará mediante resolución expedida por el Director 
General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, en la que se reconocerá y se ordenará el pago de las obligaciones, bien sea con 
cargo al rubro de servicio de la deuda del Presupuesto General de la Nación, mediante 
la emisión de Títulos de Tesorería TES clase B, o mediante una combinación de los dos”.

Que mediante comunicación radicada en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
con el número 1-2022-000510 del 5 de enero de 2022, el Director de Asuntos Legales 
del Ministerio de Defensa Nacional allegó solicitud de reconocimiento como deuda 
pública a favor del Ministerio de Defensa Nacional y adjuntó la Resolución número 5108 
del 29 de noviembre de 2021, “por la cual se discriminan las providencias, montos y 
beneficiarios finales en aplicación de lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley 1955 de 2019 
“Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022- pacto por Colombia, pacto por la equidad”, 
reglamentado por el Decreto 642 del 11 de mayo de 2020”.

Que la Resolución número 5108 del 29 de noviembre de 2021 referenciada en el 
considerando anterior discriminó las obligaciones de pago originadas en providencias 
con acuerdos de pago con los beneficiarios finales, equivalentes al valor total de seis mil 
setecientos cuarenta y cuatro millones ciento cincuenta y un mil cuatrocientos noventa 
y nueve pesos y 75/100 moneda corriente ($6.744.151.499,75), tal como se detalla a 
continuación:
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Que el artículo 110 del Decreto 111 de 1996, establece que los órganos que son una 
sección en el Presupuesto General de la Nación, tendrán la capacidad de contratar y 
comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan parte y ordenar el gasto en 
desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye la 
autonomía presupuestal a que se refiere la Constitución Política y la Ley.

Que el artículo antes citado, dispone que estas facultades se encuentran radicadas 
en cabeza del Jefe de cada órgano ejecutor, quién podrá delegarlas en funcionarios del 
nivel directivo o quienes hagan sus veces, los que las ejercerán teniendo en cuenta las 
disposiciones legales vigentes.

Que mediante Resolución número 1123 del 25 de mayo de 2005, el Ministro de 
Hacienda y Crédito Público, delegó la ordenación del gasto del Servicio de la Deuda de la 
Nación en el Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional,

RESUELVE:
Artículo 1°. Reconocimiento como Deuda Pública y orden de pago. Reconózcase 

como deuda pública la suma de seis mil setecientos cuarenta y cuatro millones ciento 
cincuenta y un mil cuatrocientos noventa y nueve pesos y 75/100 moneda corriente 
($6.744.151.499,75), moneda legal colombiana correspondiente a las obligaciones de pago 
originadas en las providencias a cargo del Ministerio de Defensa Nacional discriminadas 
en la Resolución número 5108 del 29 de noviembre de 2021 del Ministerio de Defensa 
Nacional y en consecuencia procédase al pago con cargo al rubro de servicio de la deuda 
del Presupuesto General de la Nación de la vigencia 2022, de conformidad con el siguiente 
detalle:

Parágrafo. Debido a que las obligaciones reconocidas en la presente resolución se 
atenderán con cargo al rubro del servicio de la deuda del Presupuesto General de la Nación 
de la vigencia 2022, el costo financiero para el Ministerio de Defensa Nacional será cero.

Artículo 2°. Disposición de recursos. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
- Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional- realizará el registro de la 
operación presupuestal de servicio de deuda en el SIIF Nación a favor del Ministerio 
de Defensa Nacional y dispondrá de los recursos en dicho sistema, sin flujo de efectivo. 
El Ministerio de Defensa Nacional deberá cargar la información de los beneficiarios 
finales y ejecutar la orden de giro a cada beneficiario final a través del SIIF, atendiendo las 
instrucciones bancarias que establezcan las partes involucradas en este proceso.
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Artículo 3°. Plazos. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 14 del Decreto 
642 de 2020, la entidad estatal ejecutará las órdenes de giro a cada beneficiario final, lo 
antes posible y en todo caso, dentro del término de 30 días, contados a partir del recibo a 
satisfacción de la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público de la solicitud del reconocimiento como deuda pública, en 
los términos del artículo 10 del Decreto 642 de 2020.

Artículo 4°. Responsabilidad por la veracidad de la información. En concordancia con 
lo dispuesto por el artículo 15 del Decreto 642 de 2020, la responsabilidad de la veracidad 
de la información que sea suministrada a la Dirección General de Crédito Público y Tesoro 
Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, radica exclusivamente en los 
representantes legales de las entidades estatales. En virtud de lo anterior, la verificación de 
la veracidad y oportunidad de dicha información radica exclusivamente en las entidades 
estatales, sin que implique responsabilidad alguna para el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y demás instancias que participen en el proceso de pago.

Artículo 5°. Vigencia. La presente Resolución rige a partir de su publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 7 de febrero de 2022.
El Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional,

César Augusto Arias Hernández.
(C. F.).

Ministerio de Defensa Nacional

Decretos

DECRETO NÚMERO 205 DE 2022

(febrero 8)
por el cual se confiere la Orden de la “Estrella de la Policía” a una persona natural extranjera.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de la facultad legal que le 
confieren los artículos 3° y 6° del Decreto 2612 de 1966, y

CONSIDERANDO:
Que de acuerdo con el Decreto 2612 de 1966, es deber del Gobierno nacional, distinguir 

a las personas que por sus actividades o en cumplimiento de sus funciones, han trabajado 
en defensa de la paz pública y de las instituciones democráticas.

Que el Consejo de la Orden de la “Estrella de la Policía Nacional”, en sesión celebrada 
el día cuatro (4) de febrero de dos mil veintidós (2022), mediante acta número 008 ADEHU 
- GREPO - 2.25, consideró oportuno proponer esta condecoración en el grado y categoría 
a una persona natural extranjera, en reconocimiento a la labor desempeñada, enmarcada 
en sus significativos aportes al país y a la Policía Nacional, con importantes resultados y 
fortalecimiento de las capacidades institucionales.

Que corresponde al Gobierno nacional premiar a quien con desprendimiento de sus 
intereses, se consagra al servicio de la Nación.

DECRETA:
Artículo 1°. Condecoración. Confiérase la Orden de la “Estrella de la Policía”, Grado 

“Estrella Cívica”, Categoría de “Gran Oficial” a la señora Catherine María de Bolle, 
identificada con el pasaporte número P412689, de conformidad con lo establecido en la 
parte considerativa del presente Decreto.

Artículo 2°. Imposición. La condecoración a la que se refiere el artículo anterior, será 
impuesta en ceremonia especial, de conformidad con el Reglamento de Ceremonial y 
Protocolo Policial.

Artículo 3°. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro de Defensa Nacional,

Diego Andrés Molano Aponte.
* * *

Dirección General Marítima
Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO (0052-2022) MD-DIMAR-

SUBDEMAR-GINSEM-ARINV DE 2022

(enero 25)
por medio de la cual se modifica el artículo 4.5.3.6 del Título 3 de la Parte 5 del REMAC 4 

“Actividades Marítimas”, referente al Esquema de Cartografía Náutica Nacional (ECNN).
El Director General Marítimo, en ejercicio de las facultades legales, en especial las 

conferidas por el numeral 4 del artículo 5° del Decreto ley 2324 de 1984 y el artículo 2° 
numerales 2, 4 y 6 del Decreto 5057 de 2009, y

CONSIDERANDO:
Que el Estado colombiano adhirió mediante Ley 8ª de 1980 el “Convenio Internacional 

para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS) de 1974”.
Que dicho Convenio en su Capítulo V, Reglas 4 y 9, sobre Avisos Náuticos y Servicios 

Hidrográficos establecen lo siguiente:
“Regla 4. Avisos náuticos. Todo Gobierno Contratante tomará las medidas necesarias 

para garantizar que la información recibida de cualquier fuente fiable acerca de cualquier 
peligro se pone inmediatamente en conocimiento de quienes puedan verse afectados y de 
otros gobiernos interesados.

(...)
Regla 9. Servicios hidrográficos.
1.	 Los Gobiernos Contratantes se obligan a disponer lo necesario para recopilar 

y compilar datos hidrográficos, y publicar, distribuir y mantener actualizada toda la 
información náutica necesaria para la seguridad de la navegación.

2.	 Los Gobiernos Contratantes se obligan a colaborar para establecer, en la 
medida de lo posible, los servicios náuticos e hidrográficos que se indican a continuación 
como mejor convenga a los fines de ayuda a la navegación:

1.	 Garantizar que, en la medida de lo posible, los levantamientos hidrográficos se 
realicen conforme a las necesidades de una navegación segura;

2.	 Elaborar y publicar cartas náuticas, derroteros, cuadernos de faros, tablas de 
mareas y otras publicaciones náuticas, según proceda, que satisfagan la necesidad de una 
navegación segura;

3.	 Difundir avisos a los navegantes a fin de que las cartas y publicaciones náuticas
se mantengan actualizadas, en la medida de lo posible; y
4.	 Proporcionar medios de gestión de daros para apoyar estos servicios.
3.	 Los Gobiernos Contratantes se obligan a establecer la mayor uniformidad 

posible en las cartas y publicación náuticas y a tener en cuenta, siempre que sea posible, 
las resoluciones y recomendaciones de carácter internacional.

4.	 Los Gobiernos Contrastes se obligan a coordinar sus actividades en la mayor 
medida posible, a fin de que la información náutica e hidrográfica esté disponible en todo 
el mundo de la forma más rápida, fiable e inequívoca posible”. (Negrilla y cursiva fuera 
del texto).

Que el numeral 4 del artículo 5° del Decreto ley 2324 de 1984 establece como función 
y atribución de la Dirección General Marítima la de “Instalar y mantener el servicio 
de ayudas a la navegación, efectuar los levantamientos hidrográficos y producir la 
cartografía náutica nacional”.

Que el numeral 6 del artículo 2° del Decreto 5057 de 2009 establece como función del 
despacho del Director General Marítimo la de expedir la Cartografía Náutica Oficial y los 
mapas temáticos en áreas de su jurisdicción.

Que el artículo 1° del Decreto 5057 de 2009 establece como función del despacho del 
Dirección General Marítima al Centro de Investigación Oceanográficas e Hidrográficas 
del Caribe como parte de la Subdirección de Desarrollo Marítimo.

Que mediante Resolución DIMAR número 135 de 2018, se expidió el Reglamento 
Marítimo Colombiano (REMAC), la cual dispone en el artículo 3° la estructura del citado 
Reglamento, incluyendo en el REMAC 4 sobre “Actividades Marítimas” lo concerniente a 
los “Asuntos Hidrográficos, Batimétricos, Oceanográficos, Meteorológicos y Científicos”.

Que mediante Resolución número 264 de 2019 de la Dirección General Marítima, 
se organizó el Servicio Hidrográfico Nacional (SHN), lo cual quedó incorporado al 
Reglamento Marítimo Colombiano -REMAC 4 en el Título 6 de la parte 5.

Que el artículo 4.5.6.5 del Reglamento Marítimo Colombiano- REMAC 4 establece 
que el Servicio Hidrográfico Nacional tendrá a cargo “Elaborar la cartografía náutica y 
temática de conformidad con el Esquema de Cartografía Náutica Nacional, así como su 
respectiva difusión y distribución”.

Que mediante Resolución número 0914 MD-DIMAR-SUBDEMAR-GINSEM-
ARINV del 11 de octubre de 2019, se modifica el Título 3 de la parte 5 del Reglamento 
Marítimo Colombiano - REMA 4 “Actividades Marítimas”, referente al Esquema de 
Cartografía Náutica Nacional (ECNN), se adopta la tercera actualización y se dictan otras 
disposiciones”.

Que la cuarta actualización del Esquema de Cartografiá Náutica Nacional (ECNN), 
elaborado por la Autoridad Marítima, actualiza la información cartográfica en toda la 
jurisdicción marítima de Colombia y constituye el documento guía para la elaboración 
de los nuevos proyectos t cartas náuticas necesarias para el apoyo a la seguridad de la 
navegación, así como para el conocimiento de los espacios marinos y el desarrollo de los 
intereses marítimos nacionales.

Que, en mérito de lo anterior, el Director General Marítimo,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modificar el artículo 4.5.3.6 del Título 3 de la Parte 5 del Reglamento 
Marítimo Colombiano -REMAC 4 “Actividades Marítimas”, el cual quedará así:
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“REMAC 4
ACTIVIDADES MARÍTIMAS

(…)
PARTE 5

ASUNTOS HIDROGRÁFICOS, BATIMÉTRICOS, OCEANOGRÁFICOS, 
METEOROLÓGICOS Y CIENTÍFICOS

(…)
TÍTULO 3

DEL ESQUEMA DE CARTOGRAFÍA NÁUTICA NACIONAL (ECNN)
Artículo 4.5.3.6. Esquema de Cartografiá Náutica Nacional vigente. Adóptase la 

cuarta actualización del Esquema de Cartografía Náutica Nacional (ECNN), el cual hace 
parte integrante del presente título.”

Artículo 2°. Incorporación. La presente Resolución modifica el Título 3 de la Parte 
5 del Reglamento Marítimo Colombiano -REMAC 4: “Actividades Marítimas” y lo 
dispuesto en ella se entiende incorporado, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5° de 
la Resolución DIMAR número 135 del 27 de febrero de 2018.

Artículo 3°. Vigencia. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación 
en el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de enero de 2022.
El Director General Marítimo (e),

Vicealmirante José Joaquín Amézquita García.
(C. F.).

Ministerio de Salud y Protección 
Social

Decretos

DECRETO NÚMERO DE 209 DE 2022

(febrero 8)
por el cual se modifican los artículos 3° y 12 del Decreto 2154 de 2019, en el sentido de ampliar 
los plazos para que las entidades territoriales presenten la última certificación de deuda e 

incorporen los recursos de cofinanciación en sus presupuestos.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial, de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 
de la Constitución Política, en concordancia con lo previsto en los artículos 238 de la Ley 
1955 de 2019 y 130 de la Ley 2159 de 2021 y,

CONSIDERANDO:
Que la Ley 1955 de 2019 “por la cual se expide la Ley del Plan Nacional de Desarrollo 

2018-2022: Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”, al tenor de lo dispuesto en el 
artículo 238, definió las reglas para el saneamiento definitivo de las cuentas de servicios y 
tecnologías en salud no financiadas con cargo a la UPC del régimen subsidiado prestados 
hasta el 31 de diciembre de 2019.

Que en desarrollo de lo anterior, se expidió el Decreto 2154 de 2019 en el que se 
establecieron los términos y condiciones para la evaluación del esfuerzo fiscal de las 
entidades territoriales, a fin de determinar el monto de la cofinanciación de la Nación y 
las reglas para el giro de los respectivos recursos, previendo en el artículo 12 que “La 
incorporación de los recursos de cofinanciación en el presupuesto de la entidad territorial 
deberá efectuarse en un término no mayor a 30 días calendario contados a partir del giro 
efectuado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.”

Que el artículo 21 del Decreto Legislativo 538 de 2020, expedido en desarrollo del 
Estado de Emergencia Social, Económica y Ecológica declarado mediante el Decreto 
417 de 2020, modificó el artículo 238 de la Ley 1955 de 2019 y extendió la autorización 
otorgada al Gobierno nacional para realizar operaciones de crédito con el propósito antes 
señalado hasta la vigencia 2021.

Que el artículo 3° del Decreto 2154 de 2019, modificado por el Decreto 1812 
de 2020, determinó que el plan de saneamiento se efectuará por fases, en la que cada 
entidad territorial definirá e informará las fechas de corte en las que adelantará el proceso 
de auditoría por concepto de servicios y tecnologías no financiadas con cargo a la UPC 
del Régimen Subsidiado, así como la fecha en la que se presentará cada una de las 
certificaciones establecidas en la norma para la evaluación del esfuerzo fiscal por parte de 
la Nación, fijando el 30 de septiembre de 2021 el plazo máximo para la presentación de la 
última certificación de deuda por parte de la entidad territorial, con el propósito de cumplir 
los requisitos para acceder a la cofinanciación de la Nación.

Que la Ley 2159 de 2021 “por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recurso de 
capital y Ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 
2022”, dispuso en el artículo 130 que, para cofinanciar el pago de las deudas por concepto 
de los servicios y tecnologías en salud no financiadas con cargo a la Unidad de Pago por 

Capitación (UPC) del régimen subsidiado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 238 de 
la Ley 1955 de 2019, se autoriza al Gobierno nacional a realizar operaciones de crédito 
durante el primer semestre de 2022, periodo en el cual las entidades territoriales deberán 
agotar de forma oportuna los trámites pertinentes.

Que el mencionado artículo 130 de la Ley 2159 prevé adicionalmente que “Las cuentas 
por servicios y tecnologías en salud no financiadas con cargo a la UPC del régimen 
subsidiado que por efectos de la suspensión del término establecido en el artículo 21 
del Decreto ley 538 de 2020, se encuentren pendientes de ser radicados ante la Entidad 
Territorial, deberán surtir dicho trámite a más tardar el 28 de febrero de 2022”, lo 
anterior, para que los departamentos y distritos logren realizar los procesos de auditoría, 
conciliación y reconocimiento de las sumas adeudadas, trámites que se encontraban 
suspendidos con ocasión de la pandemia ocasionada por el Covid-19.

Que teniendo en cuenta la extensión de la autorización otorgada al Gobierno nacional 
para realizar operaciones de crédito en el precitado artículo 130 de la Ley 2159 de 2021, se 
hace necesario ampliar el término previsto en el artículo 3° del Decreto 2154 de 2019 para 
la presentación de la última certificación de deuda por parte de las entidades territoriales 
con el propósito de acceder a la cofinanciación de la nación.

Que, de otra parte, conforme a los procesos presupuestales que tienen las entidades 
territoriales y las fechas en que sesionan las asambleas departamentales y concejos 
distritales, se hace necesario ampliar el plazo para la incorporación al presupuesto de los 
departamentos y distritos que requieran de los recursos de cofinanciación de la Nación 
para el saneamiento de las deudas certificadas, y en consecuencia se requiere modificar el 
artículo 12 del mencionado Decreto 2154 de 2019.

Que de conformidad con lo previsto en el numeral 8 del artículo 8° de la Ley 1437 de 
2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en 
concordancia con lo dispuesto en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Presidencia de la República, se publicó el proyecto del presente 
decreto y sus documentos soportes, para observaciones y comentarios de la ciudadanía en 
dos oportunidades, en una primera ocasión entre el 1° y el 15 de septiembre de 2021; y 
posteriormente entre el 18 y el 25 de noviembre de la vigencia 2021.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 3° del Decreto 2154 de 2019, modificado por el 
artículo 1° del Decreto 1812 de 2020, el cual quedará así:

“Artículo 3°. Plan de saneamiento por fases. Cada entidad territorial definirá e 
informará al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, así como al Ministerio de Salud y 
Protección Social el Plan de Saneamiento, indicando las fechas de corte (fases) en las que 
adelantará el proceso de auditoría por concepto de servicios y tecnologías no financiadas 
con cargo a la UPC del Régimen Subsidiado y la fecha en que presentará cada una de 
las certificaciones establecidas en este decreto para la evaluación del esfuerzo fiscal por 
parte de la Nación.

Para efectos de la cofinanciación por parte de la Nación el plazo máximo para la 
presentación de la última certificación de deuda por parte de las entidades territoriales 
será el 2 de mayo de 2022.

Para cada una de las fases del Plan de Saneamiento, la entidad territorial deberá 
remitir al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Ministerio de Salud y Protección 
Social las siguientes certificaciones, en los formatos que este último defina, las cuales 
deberán estar suscritas por el representante legal de la entidad territorial:

a)	 Deuda reconocida de acuerdo con el proceso de auditoría adelantado por la 
entidad territorial de los servicios y tecnologías no financiadas con cargo a la UPC 
del Régimen Subsidiado, a la fecha de corte (fase) de la información contenida en la 
certificación.

b)	 Pagos realizados como resultado del reconocimiento de la deuda por concepto 
de servicios y tecnologías no financiadas con cargo a la UPC del Régimen Subsidiado 
entre el 1° de enero de 2016 y la fecha de corte (fase) de la información contenida en la 
certificación.

c)	 Las fuentes de recursos disponibles para el saneamiento de la deuda reconocida 
de que trata el literal a) del presente artículo.

Parágrafo. En virtud de lo dispuesto en el artículo 130 de la Ley 2159 de 2021, las 
cuentas por concepto de los servicios no financiados con cargo a la Unidad de Pago por 
Capitación (UPC) del Régimen Subsidiado prestados hasta el 31 de diciembre de 2019, 
cuya presentación para cobro y/o recobro se suspendió a partir del 12 de marzo de 2020 
con motivo de la declaratoria de emergencia sanitaria por parte del Ministerio de Salud 
y Protección Social mediante la Resolución 385 de 2020, deberán ser radicadas ante las 
entidades territoriales a más tardar el 28 de febrero de 2022.”

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 12 del Decreto 2154 de 2019, el cual quedará así:
“Artículo 12. Plazo para la incorporación de los recursos de cofinanciación por 

parte de la entidad territorial. La incorporación de los recursos de cofinanciación en el 
presupuesto de la entidad territorial deberá efectuarse en un término no mayor a sesenta 
(60) días calendario contados a partir del giro efectuado por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público.”
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Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y modifica 
los artículos 12 y 3° del Decreto 2154 de 2019, este último modificado por el artículo 1° 
del Decreto 1812 de 2020.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.

Ministerio del Trabajo

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 4272 DE 2021

(diciembre 27)
por la cual se establecen los requisitos mínimos de seguridad para el desarrollo de trabajo en 

alturas.

El Ministro de Trabajo, en uso de sus facultades legales, especialmente las que confiere 
el literal a) del artículo 83 de la Ley 9ª de 1979, los numerales 9 y 10 del artículo 2°, los 
numerales 6 y 7 del artículo 6° del Decreto 4108 del 2011, las conferidas en los artículos 
56, 57 y 68 del Decreto ley 1295 de 1994, lo previsto en el Capítulo 6 del Título 4 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto número 1072 de 2015, así como lo expuesto en el artículo 
348 del Código Sustantivo del Trabajo, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 25 de la Constitución Política de Colombia establece que el trabajo 

es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial 
protección del Estado; además determina que toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas.

Que el objetivo básico del Sistema General de Riesgos Laborales es la promoción de 
la salud ocupacional y la prevención de los riesgos laborales, para evitar accidentes de 
trabajo y enfermedades laborales.

Que conforme a lo previsto en los artículos 348 del Código Sustantivo del Trabajo; 
80, 81 y 84 de la Ley 9ª de 1979; 21 del Decreto ley 1295 de 1994; 26 de la Ley 1562 
de 2012, el 2° de la Resolución 2400 de 1979 y el Decreto Único Reglamentario 1072 
del Sector Trabajo, en los artículos 2.2.4.6.1 y 2.2.4.6.8, expedido por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, los empleadores son responsables de la seguridad y salud de 
sus trabajadores y de proveer condiciones seguras de trabajo.

Que el artículo 56 del Decreto 1295 de 1994, sobre la prevención de los riesgos laborales 
indica que, corresponde al Gobierno nacional expedir las normas reglamentarias técnicas 
tendientes a garantizar la seguridad de los trabajadores y de la población en general, 
en la prevención de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Igualmente le 
corresponde ejercer la vigilancia y control de todas las actividades, para la prevención de 
los riesgos profesionales.

Que el Plan Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo 2013-2021, en una de 
sus líneas establece el fomento de la transversalidad de la seguridad y la salud en el 
trabajo en el conjunto de políticas públicas, cuya meta es avanzar en la protección social 
de los trabajadores, en el marco de una cultura preventiva articulada con las políticas 
públicas de seguridad y salud en el trabajo y planteó como objetivo específico disponer 
de instrumentos normativos actualizados sobre la salud de los trabajadores, teniendo en 
cuenta los convenios internacionales del trabajo pertinentes.

Que el trabajo en alturas está considerado como una tarea crítica debido a que las 
consecuencias de un accidente pueden ser graves o fatales.

Que, en virtud de lo anterior, se hace necesario establecer la presente resolución para 
definir los requisitos mínimos de seguridad para el desarrollo de trabajo en alturas.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
Objeto, Ámbito de Aplicación y Definiciones

Artículo 1°. Objeto. Establecer los requisitos mínimos de seguridad para el desarrollo 
de Trabajos en Alturas (TA), y lo concerniente con la capacitación y formación de los 
trabajadores y aprendices en los centros de entrenamiento de Trabajo en Alturas (AT).

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente resolución aplica a todos los 
empleadores contratantes, contratistas, aprendices y trabajadores de todas las actividades 

económicas que desarrollen trabajo en alturas, así mismo a las Administradoras de Riesgos 
Laborales y centros de capacitación y entrenamiento de Trabajo en Alturas (TA).

Parágrafo 1°. Se exceptúan de la aplicación de la presente resolución, las siguientes 
actividades:

1.	 Actividades de atención de emergencias y rescate.
2.	 Operaciones militares y policiales en acciones propias del servicio.
3.	 Actividades deportivas, de alta montaña o andinismo.
4.	 Desarrollo de actos lúdicos o artísticas.
5.	 Actividades realizadas sobre animales.
Para realizar las actividades mencionadas, se debe llevar a cabo un proceso de 

identificación de peligros, valoración de riesgos e implementación de controles, siguiendo 
estándares nacionales o internacionales, garantizando siempre la seguridad de las personas 
que realizan la actividad.

Parágrafo 2°. Si en el análisis de riesgo que realice el coordinador de trabajo en alturas 
o el responsable del Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST) 
de la empresa, se identifican condiciones peligrosas que puedan afectar al trabajador en 
el momento de una caída, tales como áreas con obstáculos, bordes peligrosos, elementos 
salientes, puntiagudos, sistemas energizados, máquinas en movimiento, entre otros, incluso 
en alturas inferiores a las establecidas en la presente resolución, se deberán garantizar las 
medidas de prevención y protección contra caídas necesaria para proteger al trabajador.

Artículo 3°. Definiciones. Para los efectos de la presente resolución, se aplican las 
siguientes definiciones:

Absorbedor de energía: Equipo que hace parte integral de un sistema de detención 
de caídas, cuya función es disminuir y limitar las fuerzas de impacto en el cuerpo del 
trabajador o en los puntos de anclaje en el momento de una caída.

Actividad o tarea no rutinaria: Actividad que no forma parte de la operación normal 
de la organización o actividad que la organización ha determinado como no rutinaria por 
su baja frecuencia de ejecución.

Actividad o tarea rutinaria: Actividad que forma parte de la operación normal de la 
organización, se ha planificado y es estandarizable.

Adaptador de anclaje: Un componente o subsistema que funciona como interfaz 
entre el anclaje y un sistema de detención de caídas, restricción, acceso o posicionamiento 
con el propósito de acoplar el sistema al anclaje.

Anclaje: Punto seguro fijo o móvil al que pueden conectarse adaptadores de anclaje 
o equipos personales de restricción, posicionamiento, acceso y/o de detención de caídas, 
capaz de soportar con seguridad las cargas aplicadas por el sistema o subsistema de 
protección contra caídas. Deben ser diseñados y aprobados por una persona calificada e 
instalados por una persona competente.

Arnés de cuerpo completo: Equipo de protección personal diseñado para contener el 
torso y distribuir las fuerzas de la detención de caídas en al menos la parte superior de los 
muslos, la pelvis, el pecho y los hombros. Es fabricado en correas debidamente cosidas 
y aseguradas entre sí, e incluye elementos para conectar equipos y asegurarse a un punto 
de anclaje. Debe ser certificado bajo un estándar nacional o internacionalmente aceptado.

Autocuidado: Se define como actitud y aptitud para realizar de forma voluntaria y 
sistemática actividades dirigidas a conservar la salud y prevenir accidentes o enfermedades.

Ayudante de seguridad: Trabajador autorizado, debidamente certificado, designado 
por el empleador para revisar las condiciones de seguridad en el sitio de trabajo y controlar 
el acceso a las áreas de riesgo de caída de objetos o personas.

Baranda: Barrera que se instala al borde de un lugar para prevenir la posibilidad 
de caída. Debe garantizar una capacidad de carga y contar con un travesaño de agarre 
superior, una barrera colocada a nivel del suelo para evitar la caída de objetos y un 
travesaño intermedio o barrera intermedia que prevenga el paso de personas entre el 
travesaño superior y la barrera inferior.

Capacitación: Es toda actividad a corto plazo realizada en una empresa o institución 
autorizada, con el objetivo de preparar el talento humano mediante un proceso en el cual el 
participante comprende, asimila, incorpora y aplica conocimientos, habilidades, destrezas 
que lo hacen competente para ejercer sus labores de TA en el puesto de trabajo.

Centro de capacitación y entrenamiento: Espacio destinado y acondicionado, con 
infraestructura adecuada para desarrollar y fundamentar, el conocimiento y las habilidades 
necesarias para el desempeño del trabajador y la aplicación de las técnicas relacionadas 
con el uso de los equipos y la configuración de sistemas de prevención y protección contra 
caídas para TA.

Certificación de competencia laboral: Documento otorgado por un organismo 
certificador con la autoridad legal para su expedición, donde se reconoce la competencia 
laboral de una persona para desempeñarse en la actividad que ejerce. Estas certificaciones 
deben cumplir con lo exigido en las normas nacionales establecidas o la que las modifique 
o sustituya.

Certificación del proceso de capacitación y entrenamiento: Documento expedido 
por el oferente de capacitación y entrenamiento al final del proceso formativo en el 
que se da constancia que una persona cursó y aprobó la capacitación y entrenamiento 
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necesario para desempeñar una actividad laboral en TA. Este documento será propiedad 
del trabajador como constancia de los conocimientos, y desarrollado por el oferente.

Certificado de conformidad: Documento emitido de acuerdo con las reglas de un 
sistema de certificación, en el cual se manifiesta adecuada confianza de que un producto, 
proceso o servicio debidamente identificado está conforme con una norma técnica u otro 
documento normativo específico.

Competencia: Es la capacidad demostrada para poner en acción conocimientos, 
habilidades, destrezas y actitudes que hacen posible su desempeño en diversos contextos 
sociales. Se evidencia a través del logro de los resultados de aprendizaje.

Conector: Equipo certificado que permite unir entre sí partes de un sistema personal 
de detención de caídas, un sistema de posicionamiento o un sistema de restricción.

Conocimiento: Es el resultado de la asimilación de información por medio del 
aprendizaje; acervo de hechos, principios, teorías y prácticas relacionados con un campo 
de trabajo o estudio concreto.

Constancia de formación vocacional: Documento de consulta expedido por la 
Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo del Ministerio del Trabajo, donde 
permite validar el reporte del proceso de formación impartido por un oferente inscrito en 
el registro del Ministerio del Trabajo.

Coordinador de trabajo en alturas: Trabajador designado por el empleador, capaz de 
identificar peligros en el sitio en donde se realiza trabajo en alturas, que tiene autorización 
para aplicar medidas correctivas inmediatas para controlar los riesgos asociados a dichos 
peligros. La designación del coordinador de TA no significa la creación de un nuevo cargo, 
ni aumento en la nómina de la empresa, esta función debe ser llevada a cabo por la persona 
designada por el empleador y puede ser ejecutada por supervisores o coordinadores de 
procesos, por el coordinador o ejecutor del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en 
el Trabajo o cualquier otro trabajador que el empleador considere adecuado para cumplir 
sus funciones.

Cuerdas: Elemento de amarre certificado por el fabricante, componente de un sistema 
de restricción, posicionamiento, detención de caídas o rescate, con diámetro que garantice 
la resistencia establecida, fabricado en materiales altamente resistentes a la tensión y a la 
abrasión.

Delimitación del área: Medida de prevención colectiva que tiene por objeto limitar el 
área o zona de peligro de caída del trabajador o de objetos y prevenir el acercamiento de 
este a la zona de caída.

Destreza: Es la habilidad demostrada por una persona para aplicar conocimientos y 
utilizar técnicas, con el fin de realizar tareas y resolver problemas en un campo de trabajo o 
estudio. Moviliza capacidades cognitivas (uso del pensamiento lógico, intuitivo y creativo) 
y prácticas (destreza manual y uso de métodos, materiales, herramientas e instrumentos).

Distancia de desaceleración: Distancia vertical entre el punto donde termina la caída 
libre y se comienza a activar el absorbedor de energía hasta que este último pare por 
completo.

Distancia de detención: Distancia vertical total requerida para detener una caída, 
incluyendo la distancia de desaceleración y la distancia de activación.

Entrenador en trabajo en alturas: Persona que cumple los requisitos de esta 
resolución para este rol, y que posee certificado de capacitación y entrenamiento en el 
nivel entrenador lo que le permite brindar capacitación y entrenamiento en TA.

Entrenamiento: Actividad de aprendizaje realizada en un centro de capacitación y 
entrenamiento autorizado por el Ministerio de Trabajo, cuyo propósito es complementar 
la etapa teórica desarrollada previamente, mediante un proceso práctico, donde la persona 
comprende, asimila, incorpora y aplica conocimientos para obtener las habilidades y 
destrezas requeridas para desarrollar actividades en alturas con técnicas que lo hacen 
competente para ejercer sus labores en el puesto de trabajo.

Equipo certificado: Todo equipo utilizado en protección contra caídas, debe contar 
como mínimo con un certificado de conformidad de producto expedido por el fabricante.

Equipo de entrenamiento: Dispositivos y elementos utilizados por un aprendiz 
durante la etapa de entrenamiento, en un centro de capacitación y entrenamiento con 
riesgos controlados.

Equipos de rescate: Son los dispositivos, elementos diseñados y destinados para 
configurar un sistema de rescate en alturas.

Equipo de seguridad: Dispositivos, aparatos y elementos utilizados por el aprendiz 
en el proceso de entrenamiento para protegerse de los riesgos inherentes al trabajo que esté 
desempeñando.

Eslinga de detención de caídas: Equipo certificado, que se compone de un sistema 
de cuerda, reata, cable u otros materiales que cuenta con un absorbedor de energía, que 
permiten la unión al arnés del trabajador al punto de anclaje. Su función es detener la caída 
de una persona, absorbiendo la energía de la caída de modo que al trabajador se le limite la 
carga máxima que recibe. Debe cumplir los siguientes requerimientos:

a) Todos sus componentes deben ser certificados.
b) Resistencia mínima de 5.000 libras (22,2 kilo newtons - 2.272 kg).
c) Tener un absorbedor de energía; y

d)	 Tener en sus extremos sistemas de conexión certificados.

Eslinga de posicionamiento o eslinga de restricción: Equipo certificado compuesto 
de elementos de cuerda, cintas, cable u otros materiales con resistencia mínima de 5.000 
libras (22,2 kilo newtons - 2.272 kg) que puede tener en sus extremos ganchos o conectores 
que permiten la unión de arnés del trabajador y al punto de anclaje. Todas las eslingas y sus 
componentes deben ser certificados.

Estructura para entrenamiento de trabajo en alturas: Conjunto de partes que 
forman un cuerpo, que permiten soportar los efectos de las cargas y fuerzas que actúan 
sobre ella, protegiendo al personal que desarrolle entrenamiento sobre la misma. Debe ser 
diseñada y avalada con memorias de cálculo firmadas por persona calificada, con el fin de 
mantener los requisitos de resistencia establecidos en la presente resolución. La estructura 
debe mantener los diseños originales y cualquier cambio en la estructura o en su uso debe 
contar con el aval de la persona calificada.

Evaluación de competencias laborales para trabajo en alturas: Proceso por 
medio del cual un organismo con las competencias legales para desarrollar evaluación 
de competencias laborales recoge de una persona, información sobre su desempeño y 
conocimiento con el fin de determinar su competencia, para desempeñar una función 
productiva de acuerdo con la norma técnica de competencia laboral para trabajo en alturas 
vigente o esquema acreditado.

Factor de seguridad: Número multiplicador mayor que uno (1) de la carga real 
aplicada a un elemento, para determinar la carga a utilizar en el diseño.

Gancho: Equipo metálico con resistencia mínima de 5.000 libras (22.2 kilo newtons 
- 2.272 kg), que es parte integral de los conectores y permite realizar conexiones entre el 
arnés, las eslingas y los puntos de anclaje, sus dimensiones varían de acuerdo a su uso, los 
ganchos están provistos de una argolla u ojo al que está asegurado el material del equipo 
conector (cuerda, reata, cable, cadena, entre otros), y un sistema de apertura y cierre con 
doble sistema de accionamiento para evitar una apertura accidental, que asegure que el 
gancho no se salga de su punto de conexión.

Hueco: Para efecto de esta norma es el espacio vacío o brecha en una superficie o 
pared, a través del cual se puede producir una caída de 2,00 metros o más de personas u 
objetos.

Línea de advertencia: Es una medida de prevención de caídas que demarca un área 
en la que se puede trabajar sin un sistema de protección. Consiste en una línea de acero, 
cuerda, cadena u otros materiales, la cual debe estar sostenida mediante unos soportes 
que la mantengan a una altura entre 0,85 metros y 1 metro de altura sobre la superficie de 
trabajo.

Líneas de vida horizontales: Equipos certificados de cables de acero, cuerdas, rieles 
u otros materiales que debidamente anclados a la estructura donde se realizará el trabajo 
en alturas, permitan la conexión de los equipos personales de protección contra caídas y el 
desplazamiento horizontal del trabajador sobre una determinada superficie. La estructura 
de anclaje debe ser evaluada con métodos de ingeniería. 

Líneas de vida horizontales fijas: Son aquellas que se encuentran debidamente 
ancladas a una determinada estructura, fabricadas en cable de acero o rieles metálicos 
y según su longitud, se soportan por puntos de anclaje intermedios; deben ser diseñadas 
e instaladas por una persona calificada. Los cálculos estructurales determinarán si se 
requiere de sistemas absorbentes de energía.

Líneas de vida horizontales portátiles: Son equipos certificados y preensamblados, 
elaborados en cuerda o cable de acero, con sistemas absorbentes de choque, conectores en 
sus extremos, un sistema tensionador y dispositivos adaptadores de anclaje (si aplican); 
estas se instalarán por parte de los trabajadores autorizados entre dos puntos de comprobada 
resistencia y se verificará su instalación por parte del coordinador de trabajo en alturas 
(cuando los puntos de anclaje se encuentran previamente certificados o aprobados como 
puntos de anclaje) o de una persona calificada.

Líneas de vida verticales: Equipos certificados de cables de acero, cuerdas, rieles 
u otros materiales que debidamente ancladas en un punto superior a la zona de labor, 
protegen al trabajador en su desplazamiento vertical (ascenso/descenso). Serán diseñadas 
por una persona calificada y deben ser instaladas por una persona calificada o por una 
persona avalada por el fabricante.

Máxima Fuerza de Detención (MFD): La máxima fuerza que puede soportar el 
trabajador sin sufrir una lesión, es 1.800 libras (8 kilo newtons - 816 kg).

Medidas activas de protección contra caídas: Son las que involucran la participación 
del trabajador. Incluyen los siguientes componentes: punto de anclaje, mecanismos de 
anclaje, conectores, arnés de cuerpo completo y plan de rescate.

Medidas colectivas de prevención: Todas aquellas actividades dirigidas a informar o 
demarcar la zona de peligro y evitar una caída de alturas o ser lesionado por objetos que 
caigan. Estas medidas, previenen el acercamiento de los trabajadores o de terceros a las 
zonas de peligro de caídas de personas o de objetos; sirven como barreras informativas y 
corresponden a medidas de control en el medio.

Medidas de prevención contra caídas: Conjunto de acciones individuales o colectivas 
que se implementan para advertir o evitar la caída de personas y objetos cuando se realizan 
trabajos en alturas y forman parte de las medidas de control. Dentro de las medidas de 



50		 DIARIO OFICIAL
Edición 51.942

Martes, 8 de febrero de 2022

prevención contra caídas de trabajo en alturas están la capacitación, los procedimientos, 
el entrenamiento, la aptitud psicofísica, la vigilancia en salud laboral, los sistemas de 
ingeniería para prevención de caídas, medidas colectivas de prevención, permiso de trabajo 
en alturas, listas de chequeo, los análisis de peligros y otros que el administrador del 
programa o el coordinador de trabajo en alturas establezca como necesarios para aumentar 
la efectividad del programa y la eficacia de los controles.

Medidas de protección contra caídas: Conjunto de acciones individuales o colectivas 
que se implementan para detener la caída de personas y objetos una vez ocurra o para 
mitigar sus consecuencias. 

Medidas pasivas de protección contra caídas: Están diseñadas para detener o 
capturar al trabajador en el trayecto de su caída, sin permitir impacto contra estructuras 
o elementos, requieren poca o ninguna intervención del trabajador que realiza el trabajo.

Mosquetón: Equipo certificado, metálico en forma de argolla que permite realizar 
conexiones directas del arnés a los puntos de anclaje. Otro uso es servir de conexión entre 
equipos de protección contra caídas o rescate a su punto de anclaje. Deben tener una 
resistencia mínima certificada de 5.000 libras (22,2 kilo newtons - 2.272 kg).

Organismo de acreditación: Entidad encargada de acreditar la competencia técnica 
de los organismos de evaluación de la conformidad.

Organismo de evaluación de la conformidad: Organismo que realiza servicios de 
evaluación de la conformidad.

Permiso de trabajo en alturas: Mecanismo administrativo que, mediante la 
verificación y control previo de todos los aspectos relacionados en la presente resolución, 
tiene como objeto fomentar la prevención durante la realización de trabajos en alturas.

Persona calificada: Según las disposiciones establecidas en la Ley 400 de 1997 
relacionado con los profesionales a cargo o la norma que la modifique o sustituya.

Persona en proceso de capacitación y entrenamiento: Aprendiz objeto de acciones 
de capacitación y entrenamiento.

Plan de mejora: Documento elaborado por el proveedor inscrito de capacitación y 
entrenamiento en trabajo en alturas, y presentado para su aprobación ante la Dirección de 
Movilidad y Capacitación para el Trabajo del Ministerio del Trabajo, que deberá contener 
las adiciones, aclaraciones destinadas a subsanar las recomendaciones o solicitudes 
generadas a partir de hallazgos relacionados con el incumplimiento de las condiciones 
técnicas, operativas y jurídicas conforme a la presente resolución. Según la gravedad de 
la observación, la Dirección de Movilidad y Capacitación para el Trabajo definirá si el 
proveedor de capacitación y entrenamiento desarrolla el plan de mejora siguiendo activo 
o, si de lo contrario, se inactiva su labor.

Programa de prevención y protección contra caídas en alturas: Es la planeación, 
organización, ejecución y evaluación de las actividades identificadas por el empleador como 
necesarias de implementar en los sitios de trabajo en forma integral e interdisciplinaria, 
para prevenir la ocurrencia de accidentes y enfermedades laborales por trabajo en alturas 
y llegado el caso las medidas de protección implementadas para detener la caída una vez 
ocurra o mitigar sus consecuencias.

Proveedor de capacitación y entrenamiento: Organización o persona inscrita en el 
registro de la Dirección de Movilidad y Capacitación para el Trabajo del Ministerio del 
Trabajo, que oferta el servicio de capacitación y entrenamiento en trabajo en alturas.

Requerimiento de claridad o espacio libre de caída: Distancia vertical requerida por 
un trabajador en caso de una caída, para evitar que este impacte contra el suelo o contra un 
obstáculo. El requerimiento de claridad dependerá principalmente de la configuración del 
sistema de detención de caídas utilizado.

Rodapié: Elemento horizontal construido en material rígido, que se instala en el 
perímetro de una plataforma, en la parte inferior de la baranda de seguridad de protección. 
Tiene la finalidad de evitar la caída al vacío de herramientas de mano o elementos de 
trabajo.

Señalización del área: Es una medida de prevención que incluye entre otros, avisos 
informativos que indican con letras o símbolos gráficos el peligro de caída de personas y 
objetos.

Sistema de acceso por cuerdas: Es un sistema con equipos certificados, configurado 
para que, a través de cuerdas y equipos, un trabajador autorizado pueda acceder, ascender, 
descender o realizar una progresión a un lugar específico.

Sistema de posicionamiento: Sistema con equipos certificados, configurado para 
ubicar al trabajador en un sitio de trabajo de modo que permanezca parcial o totalmente 
suspendido de sus equipos, limitando la distancia de caída del trabajador a máximo 60 cm, 
de modo que pueda utilizar las dos manos para su labor.

Sistema de restricción: Sistema con un conjunto de equipos certificados de diferentes 
longitudes fijas o graduables que también puede permitir la conexión de sistemas de 
bloqueo o freno. Su función es limitar los desplazamientos del trabajador para que no 
llegue a un sitio del que pueda caer por un borde o lado desprotegido, huecos o aberturas. 
No debe ser usado en superficies en las que se camina o trabaja con una inclinación 
superior de 18.4 grados.

Sistemas de ingeniería para prevención de caídas: Son aquellos sistemas 
relacionados con cambios o modificación en el diseño, montaje, construcción, instalación, 
puesta en funcionamiento, para eliminar, sustituir o mitigar el riesgo de caída. Se refiere 
a todas aquellas medidas tomadas para el control en la fuente, desde aquellas actividades 
destinadas a evitar el trabajo en alturas o el ascenso o descenso del trabajador, hasta la 
implementación de mecanismos que permitan menor tiempo de exposición.

Sistemas de protección de caídas: Sistema con un conjunto de elementos, anclajes 
y/o equipos certificados, que el empleador dispone para que el trabajador autorizado use 
para su protección ante una caída y el cual garantiza que reduce las fuerzas sobre el cuerpo 
al máximo permitido y aprobado por una persona calificada. En ningún momento, el 
estándar internacional puede ser menos exigente que el nacional.

Trabajador autorizado: Trabajador que ha sido designado por la organización para 
realizar trabajos en alturas, cuya salud fue evaluada y se le consideró apto para trabajo en 
alturas y que posee la constancia de capacitación y entrenamiento de trabajo en alturas o el 
certificado de competencia laboral para trabajo en alturas.

Trabajo en alturas: Toda actividad que realiza un trabajador que ocasione la 
suspensión y/o desplazamiento, en el que se vea expuesto a un riesgo de caída, mayor a 
2.0 metros, con relación del plano de los pies del trabajador al plano horizontal inferior 
más cercano a él.

Trabajos en suspensión: Tareas en las que el trabajador debe “suspenderse” o colgarse 
y mantenerse en esa posición, mientras realiza su tarea o mientras es subido o bajado.

Unidades Vocacionales de Aprendizaje en Empresas (Uvae): Son mecanismos 
dentro de las empresas que buscan desarrollar conocimiento en la organización mediante 
procesos de autoformación, con el fin de preparar, entrenar, reentrenar, complementar 
y certificar la capacidad del recurso humano para realizar labores seguras en trabajo en 
alturas dentro de la empresa.

TÍTULO II

PROGRAMA DE PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN CONTRA CAÍDAS DE 
ALTURAS

CAPÍTULO I

Contenido del Programa de Prevención y Protección Contra Caídas de Alturas

Artículo 4°. Programa de prevención y protección contra caídas de alturas. El 
empleador debe contar con un programa donde debe identificar las tareas de trabajo en 
alturas y su ubicación.

En el programa de la empresa se debe identificar cada riesgo de caída en el lugar 
de trabajo, establecer y documentar uno o varios métodos para eliminar el trabajo en 
alturas a través de sistemas de ingeniería, adaptaciones de procesos, entre otros, o 
controlar cada riesgo de caída identificado, aplicando especialmente la jerarquización de 
controles contenida en el artículo 2.2.4.6.24 del Decreto 1072 de 2015 o las normas que lo 
modifiquen o sustituyan.

Artículo 5°. Contenido. El programa de la empresa debe contener como mínimo:

a) Objetivo general que establezca los lineamientos básicos para trabajo en alturas.

b) Alcance del programa. 

c) Marco conceptual, marco legal.

d) Roles y responsabilidades (se deben considerar como mínimo las responsabilidades 
y funciones del administrador del programa, la persona calificada, coordinador de trabajo 
en alturas, trabajador autorizado, ayudantes de seguridad y brigadas de emergencia para 
rescate en alturas).

e) Requisitos de capacitación y entrenamiento para los roles definidos por la 
organización.

f) Cronograma de cumplimiento de las actividades.

g) Identificación de peligros.

h) Evaluación y valoración de riesgos.

i) Inventario de actividades de trabajos en alturas, con su definición de tareas rutinarias 
y no rutinarias.

j) Procedimientos de trabajo documentados y los anexos definidos por el empleador.

k) Medidas de prevención.

l) Sistemas de acceso para trabajos en alturas.

m) Medidas de protección.

n) Procedimientos en caso de emergencias.

o) Indicadores de gestión específicos alineados al Decreto 1072 de 2015.

Artículo 6°. Roles y responsabilidades en el programa de prevención y protección 
de caídas. El empleador y/o contratante debe garantizar que, dentro del programa de 
prevención y protección contra caídas de alturas, se establezcan los siguientes roles y 
responsabilidades, que no necesariamente implican nuevos cargos al interior de la 
organización:



 		  51
Edición 51.942
Martes, 8 de febrero de 2022 DIARIO OFICIAL

Tabla número 1
ROLES Y RESPONSABILIDADES EN EL PROGRAMA DE PREVENCIÓN Y 

PROTECCIÓN CONTRA CAÍDAS

ROL RESPONSABILIDAD PERFIL REQUERIDO

Administrador del programa de 
prevención y protección contra 

caídas de altura, de acuerdo al rol 
que cumple dentro de la empresa.

-Diseñar, administrar y asegurar el 
programa de prevención y protec-
ción contra caídas, conforme con 
la definición establecida para ello

-Profesional, especialista o 
magister en SST

-Licencia vigente en seguridad 
y salud en el trabajo.

-Curso de nivel coordinador de 
trabajo en alturas.

-Curso de 50 horas en SST y/o 
20 horas.

Persona calificada

-Calcular resistencia de materiales, 
diseñar, analizar, evaluar, autorizar 
puntos de anclaje y/o estructuras 

para protección contra caídas.
-Las demás definidas en la presen-

te resolución

-El perfil requerido se encuentra 
establecido conforme en la Ley 

400 de 1997.

Coordinador de trabajo en altura

-Identificar peligros en el sitio en 
donde se realiza trabajo en alturas.
-Aplicar medidas correctivas in-

mediatas para controlar los riesgos 
asociados a dichos peligros.

-Las demás definidas en la presen-
te resolución.

-Curso de nivel coordinador de 
trabajo en alturas.

Trabajador autorizado 

-Realizar las actividades de trabajo 
en alturas encomendadas por el 
empleador y/o contratante, cum-

pliendo las medidas definidas en la 
presente resolución.

-Las demás definidas en la presen-
te resolución

-Capacitación en el nivel 
trabajador autorizado, y con 

reentrenamiento vigente cuando 
aplique, de acuerdo con lo 
establecido en la presente 

resolución

Ayudante de seguridad, de acuer-
do con el rol que cumple dentro 

de la empresa.

-Son los encargados de hacer 
cumplir que se mantengan las con-
diciones de seguridad en el sitio de 
trabajo para controlar el las áreas 
de riesgo de caída de objetos o 

personas.
-Las demás definidas en la presen-

te resolución.

-Capacitación en el nivel traba-
jador autorizado con reentrena-

miento vigente. 

CAPÍTULO II
Medidas de Prevención Contra Caídas en Alturas

Artículo 7°. Definición de medidas de prevención. El empleador o contratante debe 
definir, las medidas de prevención a ser utilizadas en cada sitio de trabajo donde se realicen 
trabajos en alturas ya sea en tareas rutinarias o no rutinarias. Estas medidas deben estar 
acorde con la actividad económica y tareas que la componen.

Artículo 8°. Análisis de otros peligros. El empleador o contratante debe verificar 
que dentro de su Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo, cuente con el 
análisis de las actividades o trabajos a ejecutar en donde se hayan identificado los peligros 
y evaluado todos los riesgos asociados a las tareas realizadas en alturas, teniendo en cuenta 
los peligros que puedan presentarse para realizar una gestión integral de los mismos.

Artículo 9°. Capacitación y entrenamiento o certificación de la competencia laboral 
de trabajadores que realicen trabajo en alturas. Todos los trabajadores que laboren en 
las condiciones de riesgo de trabajo en alturas deben tener su respectivo certificado de 
capacitación y entrenamiento para trabajo en alturas o certificación de la competencia 
laboral.

El trabajador que al considerar que, por su experiencia, conocimientos y desempeño 
en trabajo en alturas, no requiere realizar la capacitación y entrenamiento en trabajo en 
alturas podrá optar por la evaluación de estos conocimientos y desempeño a través de un 
organismo certificador de competencias laborales.

La vigencia del certificado de competencia laboral en ningún momento exime al 
trabajador de realizar los reentrenamientos para conservar su calidad de trabajador 
autorizado.

Los procesos de capacitación y entrenamiento y gestión de los centros de entrenamiento 
se regirán con lo establecido en el Título III de la presente resolución.

Parágrafo. Las necesidades y contenidos específicos del Programa de Prevención y 
Protección contra caídas en alturas deben estar incluidos en los programas de capacitación 

de la empresa; así mismo, deben ser informados al centro de capacitación y entrenamiento 
para que se realicen los refuerzos específicos en las temáticas acorde al contenido mínimo 
que se define en la presente resolución.

Artículo 10. Personas objeto de la capacitación y entrenamiento. Se deben capacitar y 
entrenar en trabajo en alturas los siguientes roles:

Tabla número 2
CAPACITACIÓN Y ENTRENAMIENTO DE ACUERDO CON LOS ROLES

ROL PERSONAL OBJETO DURACIÓN

Jefes de área para trabajos en 
alturas

Personas que tomen decisiones 
administrativas en relación con la 
aplicación de esta resolución en 

empresas en las que se haya iden-
tificado como prioritario el riesgo 

de caída por trabajo en altura.

Mínimo 8 horas

Trabajador autorizado

Trabajadores que realizan trabajo 
en alturas y aprendices de las ins-
tituciones de capacitación y edu-
cación para el trabajo y el SENA, 

quienes deben ser formados y 
entrenados por la misma institu-
ción, cuando cursen programas 

cuya práctica implique riesgo de 
caída en alturas. 

Mínimo 32 horas

Coordinador de trabajo en 
alturas

Personal encargado de controlar 
los riesgos en los lugares de 

trabajo donde se realiza trabajo 
en alturas.

Mínimo 80 horas

Entrenador en trabajo en 
alturas

Encargado de entrenar jefes de 
área para trabajos en alturas, 

trabajadores autorizados, coor-
dinadores de trabajo en alturas 
y entrenadores de trabajo en 

alturas.

Mínimo 130 horas

Parágrafo 1°. Los aprendices de las instituciones de educación y el Sena deberán ser 
capacitados y certificados en trabajo en alturas por la misma institución, cuando cursen 
programas cuya práctica implique riesgo de caída en alturas. Así mismo, serán certificados 
simultáneamente en la capacitación académica específica impartida.

Parágrafo 2°. La capacitación y entrenamiento de nivel coordinador permite cubrir 
los requisitos iniciales de capacitación y entrenamiento para realizar tareas del nivel 
de trabajador autorizado, por lo tanto, para continuar desempeñándose como persona 
autorizada deberá cumplir los reentrenamientos en las periodicidades y situaciones 
contempladas en la presente resolución.

Parágrafo 3°. Cuando una persona de nivel entrenador, en cumplimiento de 
actividades distintas al entrenamiento de trabajo en alturas, deba ejercer los roles de 
trabajador autorizado o coordinador de trabajo en alturas se entenderá que su nivel de 
formación le permite cubrir estos roles, por lo tanto, para continuar desempeñándose como 
persona autorizada deberá cumplir los reentrenamientos en las periodicidades y situaciones 
contempladas en la presente resolución.

Artículo 11. Oferta de capacitación y entrenamiento en trabajo en alturas. Los 
programas de capacitación y entrenamiento para trabajo en alturas, en los niveles jefes de 
área para trabajos en alturas, trabajador autorizado y coordinador de TA, se podrán ofertar 
por las siguientes instituciones, observando los requisitos aquí establecidos:

a) El Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena).
b) Empleadores o empresas, utilizando el mecanismo de capacitación de las Unidades 

Vocacionales de Aprendizaje (Uvae).
c) Instituciones de Educación Superior debidamente aprobadas por el Ministerio de 

Educación Nacional.
d) Personas Naturales y Jurídicas con Licencia en Seguridad y Salud en el Trabajo.
e) Instituciones de Formación para el Trabajo y Desarrollo Humano con certificación 

en sistemas de gestión de la calidad para instituciones de formación para el trabajo y,
f) Cajas de Compensación Familiar.
Los proveedores del servicio de capacitación y entrenamiento de trabajo en alturas 

deben contar con entrenadores de trabajo en alturas debidamente capacitados y entrenados 
conforme a la normatividad vigente.

Parágrafo. Todas las empresas o los gremios en convenio con estas podrán 
implementar, a través de Unidades Vocacionales de Aprendizaje (UVAE), procesos de 
capacitación y entrenamiento para trabajo en alturas, en el nivel que corresponda a las 
labores a desempeñar. Las empresas o los gremios en convenio con estas deben informar al 
Ministerio de Trabajo, a la Dirección de Movilidad y Capacitación para el Trabajo o quien 
haga sus veces, la creación de las unidades.
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Artículo 12. Sistemas de ingeniería para prevención de caídas. El empleador debe 
documentar y tener fundamentado dentro del Programa de prevención y protección contra 
caídas en alturas del Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST, 
la aplicación de los controles que consideró viables y aplicables para dar cumplimiento a 
la jerarquía de controles definida en el Decreto 1072 de 2015, o la norma que lo sustituya, 
modifique o adicione, y todos los asociados con los sistemas de ingeniería para prevención 
de caídas.

Parágrafo. Para eliminar o mitigar el riesgo y prevención de caídas, se aplicarán los 
sistemas de ingeniería relacionados con cambios o modificación en el diseño, montaje, 
construcción, instalación y puesto en funcionamiento.

Artículo 13. Medidas colectivas de prevención. Su selección e implementación 
depende del tipo de actividad económica y de la viabilidad técnica de su utilización en el 
medio y según la tarea específica a realizar.

Cuando por razones del desarrollo de la labor, el trabajador deba ingresar al área o zona 
de peligro demarcada con riesgo de caída en alturas, es obligatorio el uso de equipos de 
protección personal y aplicar los controles necesarios para su protección.

Siempre se debe informar, entrenar y capacitar a los trabajadores sobre cualquier 
medida que se aplique.

Dentro de las principales medidas colectivas de prevención están:
a) Delimitación del área: La delimitación de la zona de peligro de caída del trabajador 

se hará mediante cuerdas, cables, vallas, cadenas, cintas, reatas, bandas, conos, balizas, 
mallas escombreras, redes o banderas, de cualquier tipo de material, de color amarillo y 
negro combinados. Se debe garantizar su visibilidad de día y de noche.

En las áreas de trabajo en alturas en donde no sea viable un mecanismo de delimitación, 
deben adoptarse otras medidas de prevención y/o protección contra caída dispuestas en la 
presente Resolución.

Para la prevención de caídas de objetos, se deben delimitar áreas para paso peatonal y 
mallas escombreras. Así mismo, evitar que las personas ingresen a zonas con peligro de 
caída de objetos.

b) Línea de advertencia: Debe cumplir con los siguientes requisitos:
i) Debe ser colocada a lo largo de todos los lados desprotegidos.
ii) Debe estar colocada a 1,80 metros de distancia del borde desprotegido o más.
iii) Debe resistir fuerzas horizontales de mínimo 8 kg, y
iv) Debe contar con banderines de colores visibles separados a intervalos inferiores a 

1,80 metros.
Se debe garantizar la debida supervisión del área con un ayudante de seguridad, que 

impida que algún trabajador traspase la línea de advertencia sin protección de caídas. El 
ayudante de seguridad debe estar en la misma superficie de trabajo y en una posición que 
le permita vigilar a los trabajadores y con la capacidad de advertirles del riesgo, utilizando 
los medios que sean necesarios.

c) Señalización del área: Medida de prevención que incluye entre otros, avisos 
informativos que indican con letras o símbolos gráficos el peligro de caída de personas 
y objetos; también debe incluir un sistema de demarcación que rodee completamente el 
perímetro, excepto en las entradas y salidas según sea necesario para el ingreso y salida de 
personas o materiales. La señalización debe estar visible para cualquier persona, en idioma 
español y en el idioma de los trabajadores extranjeros que ejecuten labores en la empresa.

d) Barandas: Medida de prevención que pueden ser portátiles o fijas y también, ser 
permanentes o temporales según la tarea que se desarrolle. Las barandas fijas siempre 
deben quedar ancladas a la estructura propia del área de trabajo en alturas.

Las barandas fijas y portátiles siempre deben estar identificadas y cumplir como 
mínimo, con los requerimientos establecidos en la siguiente tabla:

Tabla número 3
REQUERIMIENTOS MÍNIMOS PARA BARANDAS COMO 

MEDIDAS COLECTIVAS DE PREVENCIÓN EN TRABAJOS EN 
ALTURAS

TIPO DE REQUERIMIENTO MEDIDA

Resistencia estructural de la baranda
Mínimo 200 libras (90,8 kg) de carga puntual en el 
punto medio del travesaño superior de la baranda 
aplicada en cualquier dirección sin presentar falla.

Alturas de la baranda (Desde la superficie en don-
de se camina y/o trabaja, hasta el borde superior 

del travesaño superior).
1 metro mínimo sobre la superficie de trabajo.

Ubicación de travesaños intermedios horizontales. Deben ser ubicados a máximo 48 cm entre sí.

Separación entre soportes verticales Aquella que garantice la resistencia mínima 
solicitada.

Alturas de los rodapiés

De mínimo 9 cm, medidos desde la superficie en 
donde se camina y/o trabaja. Si hay materiales 
acumulados cuya altura exceda la del rodapié y 
puedan caer al vacío, se debe instalar una red, 

lona, entre otros, asegurada a la baranda, con la 
resistencia suficiente para prevenir efectivamente 

la caída de los objetos.

Las barandas deben ser de material con características de agarre, libre de riesgos 
cortantes o punzantes. Cuando las barandas sean utilizadas como medida de restricción, 
deben ser fijas. El material y disposición de las barandas, debe asegurar la protección 
indicada en la presente Resolución.

Las barandas nunca deben ser usadas como puntos de anclajes para detención de 
caídas, ni para izar cargas.

Cuando en una superficie en donde se camina y/o trabaja, se determine instalar 
barandas, estas deben colocarse a lo largo del borde que presenta el peligro de caída de 
personas y objetos.

Las barandas pueden ser reemplazadas por cualquier otro sistema que garantice las 
condiciones estructurales y de seguridad establecidas en esta Resolución.

e) Control de acceso: Se realiza por medio de mecanismos operativos o administrativos 
que controlan el acceso a la zona de peligro de caída.

Deben formar parte de los procedimientos de trabajo y pueden ser como mínimo: 
Medidas de vigilancia, seguridad con guardas, uso de tarjetas de seguridad, dispositivos 
de seguridad para el acceso, permisos de trabajo en alturas, listas de chequeo, sistemas de 
alarmas u otro tipo de señalización.

f) Control en superficies con huecos o aberturas: Se deben demarcar, señalizar y/o 
cubrir orificios (huecos o aberturas) que se encuentran en la superficie donde se trabaja o 
camina.

Siempre que se encuentre el peligro de caída de alturas debido a la existencia de 
orificios (huecos o aberturas) cercanos o dentro de la zona de trabajo, se deben utilizar como 
mínimo: Barandas provisionales, cubiertas de protección tales como rejillas de cualquier 
material, tablas o tapas, con una resistencia mínima de dos veces la carga máxima prevista 
que pueda llegar a soportar (trabajadores, materiales, equipos, entre otras), colocadas 
sobre el orificio (hueco o abertura), delimitadas y señalizadas según lo dispuesto en la 
presente Resolución para las medidas de prevención. También se puede considerar usar 
redes certificadas para este tipo de usos.

Todas las cubiertas de huecos deben estar aseguradas cuando se instalen para evitar 
el desplazamiento accidental por el viento, el equipo o los empleados; adicionalmente 
estas tapas o cubiertas deben indicar con un aviso la presencia de un hueco o agujero para 
advertir sobre el peligro.

Esta disposición no se aplica a las tapas de alcantarilla, redes o ductos de servicios 
públicos ni a las rejillas de diferentes materiales utilizadas en calles o carreteras.

g) Manejo de desniveles: Se deben demarcar, señalizar y/o cubrir desniveles que se 
encuentran en la superficie donde se trabaja o camina.

En estructuras, cuando se diseñen sistemas para tránsito entre desniveles se deben 
utilizar medidas que permitan la comunicación entre ellos, disminuyendo el riesgo de 
caída, tales como rampas con un ángulo de inclinación de 15° a 30°, o escaleras con 
medida mínima de huella y de contrahuella según su ángulo de inclinación, conforme a lo 
establecido en la Tabla No 4; deben ser de superficies antideslizantes:

Tabla número 4
MEDIDAS MÍNIMAS PARA HUELLA Y CONTRAHUELLA SEGÚN 

ÁNGULO DE INCLINACIÓN DE ESCALERA

ANGULO/HORIZONTAL MEDIDA CONTRAHUELLA 
EN CENTÍMETROS

MEDIDA HUELLA 
CENTÍMETROS

30 Grados 16.51 27.94

32 Grados 17.14 27.3

33 Grados 17.78 26.67

35 Grados 18.41 26.03

36 Grados 19.05 25.4

38 Grados 19.68 24.76

40 Grados 20.32 24.13

41 Grados 20.95 23.49

43 Grados 21.59 22.86

45 Grados 22.22 22.22

46 Grados 22.86 21.59

48 Grados 23.49 20.95

49 Grados 24.13 20.32

Cuando se realicen trabajos sobre planos inclinados, se deberá garantizar que la 
resistencia en la superficie por donde se transitará sea de mínimo dos (2) veces la carga 
máxima prevista que pueda llegar a soportar, y de su grado de inclinación dependerá el 
equipo de protección a utilizar.

El trabajo realizado sobre tejados, cubiertas o superficies inclinadas de 15° a 45 se 
deberá implementar un sistema individual de protección contra caídas que permita al 
trabajador desarrollar los desplazamientos controlados y de forma segura.

Todas las medidas de manejo de desniveles deben contar con una protección del borde 
o bordes desprotegidos en áreas donde se supere una altura de 1,5 metros.
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h) Ayudante de seguridad: Se podrá asignar un ayudante de seguridad, como medida 
complementaria a las medidas anteriormente enunciadas, con el fin de apoyar, advertir 
y controlar los peligros y riesgos existentes en el sitio donde se desarrollen trabajos en 
alturas.

Artículo 14. Procedimientos. El empleador o contratante debe documentar los 
procedimientos de trabajo seguro para cada una de las tareas que se vayan a desarrollar en 
alturas, teniendo en cuenta los siguientes aspectos:

a) Para los efectos de la presente Resolución, se entiende por procedimiento de trabajo 
seguro la forma específica, detallada y segura de llevar a cabo una actividad o un proceso.

b) Estos procedimientos deben ser divulgados a todos los trabajadores involucrados 
previamente a la realización del trabajo. 

c) Estos procedimientos deben ser revisados y ajustados cuando cambien las 
condiciones de trabajo, ocurra algún incidente o accidente, se modifiquen las normas que 
puedan afectar a los mismos y/o los indicadores de gestión así lo definan.

d) Los procedimientos para utilizar en tareas rutinarias deben ser aprobados y validados 
por el coordinador de TA y contar con una lista chequeo.

Artículo 15. Permiso de trabajo en alturas. Todos los trabajos en alturas deben 
obedecer a una acción planificada, organizada y ejecutada por trabajadores autorizados 
que debe verse reflejada en los controles administrativos como el Permiso de trabajo o sus 
anexos.

Siempre que un trabajador ingrese a una zona de peligro, debe contar con la debida 
autorización y si requiere exponerse al riesgo de caídas, debe contar con un aval a través de 
un permiso de trabajo en alturas acompañado de una lista de chequeo, más aún en caso de 
que no haya barandas, sistemas de control de acceso, demarcación o sistemas de barreras 
físicas que cumplan con las especificaciones descritas en la presente Resolución.

El empleador o contratante debe implementar un procedimiento para los permisos de 
trabajo, previo al inicio del trabajo en alturas. 

El formato de permiso de trabajo debe contener como mínimo lo siguiente:
Nombre(s) del(los) trabajador(es).
1. Tipo de trabajo.
2. Altura aproximada a la cual se va a desarrollar la actividad.
3. Fecha y hora de inicio y de terminación de la tarea.
4. Verificación de la afiliación vigente a la seguridad social.
5. Requisitos del trabajador (requerimientos de aptitud).
6. Descripción y procedimiento de la tarea.
7. Sistema de prevención contra caídas.
8. Equipos, sistema de acceso para trabajo en alturas.
9. Verificación de los puntos de anclaje por cada trabajador.
10. Sistemas de restricción, posicionamiento o detención de caídas a utilizar.
11. Elementos de protección personal seleccionados por el empleador teniendo en 

cuenta los riesgos y requerimientos propios de la tarea, conforme a lo dispuesto en la 
presente Resolución.

12. Herramientas para utilizar.
13. Constancia de capacitación o certificado de competencia laboral para prevención 

para caídas en trabajo en alturas.
14.  Observaciones.
15. Nombres y apellidos, firmas, clase de documento y número de los documentos de 

identificación de los trabajadores.
16. Nombre, apellido y firma de la persona que autoriza el trabajo.
17. Nombre y firma de la persona responsable de activar el plan de emergencias y,
18. Nombre, apellido y firma del coordinador de trabajos en alturas (cuando es diferente 

de la persona que autoriza el trabajo).
Cuando se designe un ayudante de seguridad como medida de prevención dentro de un 

trabajo, en el permiso de trabajo se debe evidenciar esta designación.
El permiso de trabajo en alturas debe tener en cuenta las medidas para garantizar que 

se mantenga una distancia segura entre el trabajo y líneas o equipos eléctricos energizados 
y que se cuente con los elementos de protección necesarios, acordes con el nivel de riesgo 
(escaleras dieléctricas, parrillas, EPP dieléctrico, arco eléctrico, entre otros.).

De igual manera el permiso de trabajo debe tener en cuenta el análisis de los demás 
riesgos del trabajo y las condiciones medioambientales externas que pueden cambiar el 
desarrollo de las mismas. Lo anterior debe verse reflejado en un formato de análisis de 
peligros por actividad (ARO, ATS, o cualquier otra metodología)

El procedimiento debe contemplar los mecanismos de revalidación del permiso de 
trabajo (cuando hay cambios de turno, cambios de coordinador, cambios de trabajadores 
autorizados, cambios de autoridades que validen el permiso, cambios de las condiciones 
iniciales del trabajo, entre otros), la cancelación, suspensión y cierre del mismo. De 

igual manera el procedimiento debe contemplar las responsabilidades de contratantes y 
contratistas cuando los trabajos sean realizados por estos últimos.

Parágrafo 1°. El empleador debe implementar las estrategias, medios o mecanismos 
técnicos o tecnológicos que considere pertinentes para evitar el incumplimiento de 
la expedición del permiso de trabajo en alturas y sus respectivas validaciones o firmas 
conforme a lo establecido en la presente Resolución.

Parágrafo 2°. El coordinador de trabajo en alturas podrá obrar como trabajador 
autorizado cubierto bajo la misma autorización cuando las condiciones particulares de un 
trabajo así lo requieran o cuando su trabajo implique la exposición al riesgo de caídas. Para 
tal fin el Coordinador debe cumplir los requisitos definidos en la presente Resolución para 
trabajador autorizado.

Parágrafo 3°. Este permiso de trabajo en alturas debe ser diligenciado, por el(los) 
trabajador(es) o por el empleador y debe ser revisado y suscrito por el coordinador de 
trabajo en alturas en cada evento. 

CAPÍTULO III.
Sistemas de Acceso y de Trabajo

Artículo 16. Sistemas de acceso para trabajo en alturas. Se consideran como sistemas 
de acceso para trabajo en alturas: los andamios, las escaleras, los elevadores de personal, 
y todos aquellos medios cuya finalidad sea permitir el acceso y/o soporte de trabajadores 
a lugares para desarrollar trabajo en alturas.

Todo sistema de acceso para trabajo en alturas y sus componentes, debe cumplir las 
siguientes condiciones o requisitos para su selección y uso:

1. Deben ser certificados acordes al estándar específico aplicable para el sistema de acceso 
seleccionado y el fabricante debe proveer información en español, sobre las principales 
características del sistema, un manual y/o catálogo de partes con sus características de 
ingeniería, recomendaciones de almacenamiento, mantenimiento, inspección y medidas 
de seguridad en su arme y desarme (cuando aplique), uso y operación.

2. Ser inspeccionados debidamente conforme a lo regulado en el Decreto 1072 de 2015 
o la norma que lo modifique o sustituya.

3. Los sistemas elevadores de personas también deben ser inspeccionados mínimo una 
vez al año por una persona avalada por el fabricante o una persona calificada conforme 
a las recomendaciones del fabricante o las normas nacionales o internacionales vigentes. 

4. Si existen no conformidades, el sistema debe retirarse de servicio y enviarse 
a mantenimiento (si aplica) por parte del fabricante o de una persona avalada por el 
fabricante o que el mantenimiento sea aprobado por una persona calificada, o eliminarse 
si no admite mantenimiento

5. Ser seleccionados de acuerdo con las necesidades específicas de la actividad 
económica, la tarea a desarrollar y los peligros identificados por el responsable del SGSST, 
el administrador del programa de prevención y protección contra caídas y/o el coordinador 
de trabajo en alturas.

6. Ser compatibles entre sí, en tamaño, figura, materiales, forma, diámetro y estas 
características deben ser avaladas por el coordinador de trabajo en alturas y en caso de 
dudas, deben ser aprobados por una persona calificada o por una persona avalada por el 
(los) fabricantes.

7. Todo sistema de acceso debe garantizar la resistencia en todos sus componentes a las 
cargas con un factor de seguridad, que garantice la seguridad de la operación, de acuerdo 
con la máxima fuerza a soportar, cumpliendo con los criterios mínimos de auto estabilidad 
y auto soportabilidad, acorde con los requisitos establecidos por el fabricante o en las 
normas nacionales y/o internacionales, incluyendo protección por corrosión o desgaste por 
sustancias o elementos que deterioren la estructura del mismo.

8. En el caso de sistemas suspendidos por cables (andamios o canastas para transporte 
de personal), del tipo eléctrico, neumático o manual, lo correspondiente a cables, 
conectores, poleas, y cualquier otro componente del sistema, debe ser certificado, o hacer 
parte original de un sistema de andamios certificado y/o, contar con diseños de ingeniería. 
El equipo y sus partes deben garantizar un factor de seguridad que garantice la seguridad 
de la operación, en caso de dudas, estos sistemas deben ser aprobados por una persona 
calificada.

9. En el caso de sistemas suspendidos por cables (andamios o canastas para transporte 
de personal), del tipo eléctrico, neumático o manual, los contrapesos usados deben ser 
instalados acorde a los manuales del fabricante y/o contar con diseños de ingeniería 
aprobados por una persona calificada, en caso de plataformas que no usen contrapesos, 
el sistema de soporte debe contar con diseños de ingeniería aprobados por una persona 
calificada.

10.  Se debe tener una hoja de vida de los equipos elevadores de personas, escaleras, 
y andamios en los cuales sus partes cuentan con un solo diseño, donde estén consignados 
como mínimo los datos de: marca, serial, fecha de fabricación, tiempo de vida útil, historial 
de uso, registros de inspección, registros de mantenimiento, ficha técnica, certificación del 
fabricante y observaciones. En sistemas de acceso que se encuentren por partes, donde 
no es posible tener hojas de vida, y el empleador los usa en diferentes configuraciones, 
se deben tener identificadas las partes de diferentes marcas y/o referencias y mantener los 
registros de inspección. En sistemas de acceso alquilados el proveedor debe suministrar 
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esta información para la trazabilidad de su uso e inspecciones durante el uso por parte del 
tenedor.

11. El mantenimiento de los sistemas de acceso deberá ser realizado de acuerdo con las 
especificaciones del fabricante y registrados en la hoja de vida del equipo.

12. El montaje y operación de todo sistema de acceso para trabajo en alturas, debe 
garantizar una distancia segura entre este y las líneas o equipos eléctricos energizados de 
acuerdo al Reglamento Técnico de Instalaciones Eléctricas (RETIE).

Parágrafo. Aunque esta Resolución incluye solo elementos certificados, los pretales 
para el acceso a postes no caben en esta categoría; se permitirá su uso como la última 
opción para acceso a postes y con previa autorización del Administrador del programa 
de prevención y protección contra caídas de altura, siempre y cuando no sea posible la 
utilización de otros sistemas de acceso, con la condición que para su uso se empleen 
sistemas certificados de protección contra caídas para el tránsito vertical y la seguridad del 
trabajador. De ninguna forma se consideran los pretales como un sistema de protección 
contra caídas.

Si se hace indispensable la utilización de los pretales, deberá usarse un pretal como 
mecanismo de anclaje portátil de uso esternal al poste o anclaje portátil regulable certificado 
que permita abrazar el poste y los otros dos pretales para maniobra de ascenso y descenso.

Artículo 17. Lineamientos de uso de escaleras verticales fijas. Las escaleras que sean 
utilizadas para trabajo seguro en alturas deberán contar con las certificaciones y sistemas 
de protección de caídas que se ajusten a estas, sobre el particular dispongan las respectivas 
comisiones de seguridad y salud en el trabajo por sector económico del Ministerio de 
Trabajo las cuales serán emitidas conforme a la actividad económica de cada comisión.

Siempre el empleador deberá velar por las medidas de prevención y protección contra 
caídas que garanticen la seguridad del trabajador en la utilización de esta clase de equipos. 

Artículo 18. Lineamientos para el uso seguro de estructuras modulares de acceso para 
trabajo en alturas. El montaje y/u operación de toda estructura de acceso para trabajo 
en alturas, debe ser inspeccionado por el coordinador de trabajo en alturas una persona 
avalada conforme a las instrucciones dadas por el fabricante o una persona calificada, 
atendiendo las normas nacionales o en su defecto las internacionales y de acuerdo con 
las disposiciones de prevención y protección establecidas en la presente Resolución, su 
armado deberá cumplir con las condiciones técnicas y de seguridad con previa capacitación 
y certificación de armado expedida por el fabricante.

Se debe garantizar completa estabilidad y seguridad del sistema de acceso para trabajo 
en alturas, de tal forma que este no sufra volcamiento o caída, incluyendo verificar la 
estabilidad del suelo para la carga a aplicar. Para las estructuras que superen en altura el 
nivel de auto estabilidad (definido por el fabricante o una norma nacional o internacional 
aplicable) y acorde a las condiciones de uso (interiores o exteriores), esta verificación debe 
hacer parte integral del permiso de trabajo y debe responder a un diseño realizado por una 
persona calificada considerando los parámetros consignados en los manuales entregados 
por el fabricante.

Todo sistema de acceso para trabajo en alturas debe ser instalado de manera que 
se respete su relación de esbeltez para una configuración auto soportada o debe estar 
debidamente asegurado en forma vertical y/u horizontal, conforme a las especificaciones 
de uso descritas por el fabricante.

El uso de equipos de izaje de cargas sobre sistemas de acceso debe ser avalada por el 
fabricante o por una persona calificada, que garantice la estabilidad y resistencia de este 
para evitar volcamiento.

El sistema de acceso que cuente con una plataforma debe cubrir la totalidad de la 
superficie de trabajo y contar con sistema de barandas que cumpla con las disposiciones 
establecidas en la presente Resolución.

Cuando se usen torres de andamios móviles (andamios sobre ruedas) se cumplirán las 
recomendaciones e instrucciones del fabricante para los traslados. Esta operación debe ser 
evidenciable en el alcance de los permisos de trabajo y ser supervisada por el coordinador 
de trabajo en alturas garantizando que nunca se realiza con personas sobre el andamio.

El trabajo en sistemas de acceso debe incluir el análisis de riesgos para determinar 
los sistemas de prevención y protección contra caídas aplicables, considerando para su 
selección la compatibilidad de las conexiones al sistema de acceso y las instrucciones de 
los fabricantes.

El trabajador que tenga la función de realizar el armado y desarmado de andamios y 
el trabajador que opere equipos para elevación de personas deben contar con capacitación 
especifica enfocada en la seguridad durante las operaciones y atendiendo las instrucciones 
de los fabricantes y/o las normas nacionales o internacionales aplicables.

Artículo 19. Trabajo en suspensión. Los trabajos en suspensión deben ser realizados 
utilizando una silla para trabajo en alturas, que esté conectada a la argolla del arnés 
indicada por el fabricante y al sistema de descenso certificado.

Todos los componentes del sistema de acceso por cuerdas, sistemas de ascenso, 
descenso y posicionamiento prearmados o motorizados deben estar certificados de acuerdo 
con las normas nacionales o internacionales aplicables.

Adicionalmente, el trabajador estará asegurado a un segundo sistema de seguridad 
(ejemplo un sistema de línea de vida vertical portátil), instalado con un anclaje 
independiente.

Parágrafo. Los planos inclinados mayor a 45°, por su grado de inclinación se considera 
un trabajo en suspensión, por lo que deberán cumplir con los lineamientos establecidos en 
este artículo y que permita al trabajador desarrollar los desplazamientos controlados y de 
forma segura.

CAPÍTULO IV
Otros Sistemas

Artículo 20. Sistemas de restricción. Deben contar con anclaje(s) capaces de soportar 
una fuerza mínima de 1.000 libras por persona conectada (4,5 kilo newtons - 459 kgf) 
o si están diseñados por una persona calificada, como parte de un sistema completo de 
restricción plenamente identificado, deben ser capaces de soportar la fuerza estática 
equivalente al doble de la fuerza prevista. Su ubicación y diseño evita que el trabajador 
se acerque al borde garantizando como mínimo una distancia de 60 cm entre el borde y el 
trabajador.

Los conectores para restricción de caídas tienen como función asegurar al trabajador 
a un punto de anclaje sin permitir que este se acerque a menos de 60 cm de un borde 
desprotegido. Estos conectores podrán ser de fibra sintética, cuerda, cable de acero u otros 
materiales con una resistencia mínima de 5.000 libras (22,2 kilo newtons – 2.272 kg) y 
debe ser certificado.

Artículo 21. Sistemas de posicionamiento. Deben contar con anclaje(s) o estructuras 
capaces de soportar una fuerza mínima de 3.000 libras por persona conectada (13.3 kilo 
newtons - 1.356 kgf) o si están diseñados por una persona calificada, como parte de un 
sistema de posicionamiento plenamente identificado, deben ser capaces de soportar la 
fuerza estática equivalente al doble de la fuerza prevista. Su uso evita que el trabajador 
pueda tener una caída superior a 60 cm.

Cuando los riesgos de caída están presentes, los sistemas de posicionamiento 
deben ser usados en conjunto con sistemas personales de detención de caídas anclados 
independientemente.

Los conectores de posicionamiento tienen la finalidad de permitir que el trabajador 
se ubique en un punto específico a desarrollar su labor, evitando que la caída libre sea de 
más de 60 cm y deben estar certificados. Los conectores de posicionamiento deben tener 
una resistencia mínima de 5.000 libras (22,2 kilo newtons - 2.272 kg). Estos conectores 
podrán ser de cuerda, banda de fibra sintética, cadenas, mosquetones de gran apertura u 
otros materiales que garanticen una resistencia mínima de 5.000 libras (22,2 kilo newtons 
- 2.272 kg).

CAPÍTULO V.
Medidas de Protección Contra Caídas en Alturas

Artículo 22. Medidas de protección contra caídas en alturas. El empleador o 
contratante debe definir las medidas de protección a ser utilizadas en cada sitio de trabajo 
donde exista por lo menos una persona trabajando en alturas ya sea de manera rutinaria o 
no rutinaria, estas medidas deben estar acordes con la actividad económica y tareas que 
la componen.

El uso de medidas de protección no exime al empleador de su obligación de implementar 
medidas de prevención previas. Deben estar identificadas y deben ser incorporadas 
al programa de prevención y protección contra caídas y estar acorde con los requisitos 
establecidos en la presente Resolución. El conjunto de acciones individuales o colectivas 
que se implementan para detener la caída de personas y objetos deberán cumplir como 
mínimo con las siguientes características: 

1. Los elementos o equipos de los sistemas de protección contra caídas deben ser 
certificados y compatibles entre sí en tamaño, figura, materiales, forma, diámetro.

2. Los equipos de protección contra caídas se deben seleccionar y usar según las 
necesidades determinadas para un trabajador, las condiciones, tipo de la tarea y los 
sistemas de acceso a utilizar. Todo sistema seleccionado debe: garantizar la seguridad 
del trabajador al momento de una caída, permitir la distribución de fuerza, amortiguar la 
fuerza de impacto, garantizar la resistencia de los componentes y estar protegido ante la 
corrosión o ser aislantes eléctricos, antiestáticos o ignífugos cuando se requieran brindando 
las demás protecciones a los riesgos asociados que sean requeridas.

3. Los equipos de protección personal para trabajos en alturas se seleccionarán 
tomando en cuenta los peligros identificados y los riesgos valorados del SG-SST y en 
el programa de prevención y protección contra caídas que sean propios de la labor y sus 
características, tales como condiciones atmosféricas, presencia de sustancias químicas, 
espacios confinados, posibilidad de incendios o explosiones, contactos eléctricos, 
superficies calientes o abrasivas, trabajos con soldaduras, entre otros. Igualmente, se debe 
tener en cuenta las condiciones fisiológicas del individuo con relación a la tarea y su 
estado de salud en general. Se deben proteger contra agentes externos que puedan afectar 
su integridad tales como bordes, filos, cortes, abrasiones, fuentes químicas o de calor 
excesivo o chispas, entre otros.

Parágrafo 1°. Todo sistema y/o equipo sometido a una caída debe ser retirado de la 
operación y no podrá volver a ser utilizado hasta que sea avalado por el fabricante o 
por una persona calificada; en el caso de los dispositivos retráctiles u otros equipos cuya 
restauración está prevista en las normas técnicas nacionales o en su defecto, en las normas 
internacionales y/o de acuerdo con las recomendaciones del fabricante podrán ser enviados 
a reparación por el fabricante o uno de sus representantes autorizados para tal fin.
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Parágrafo 2. Los sistemas de protección contra caídas y puntos de anclaje diseñados 
por una persona calificada, entre otros, deben contar con todos los soportes documentales 
que justifiquen sus condiciones de operación. 

Artículo 23. Clasificación de las medidas de protección contra caídas. Son aquellas 
implementadas para detener la caída, una vez ocurra, o mitigar sus consecuencias.

Para los fines de esta Resolución, las medidas de protección se clasifican en pasivas y 
activas:

1. Medidas pasivas de protección contra caídas: Los sistemas de red de seguridad 
para la detención de caídas tienen el propósito de detener la caída del trabajador y objetos 
evitando lesiones.

La red para detención de escombros debe ser independiente a la red para personas 
y cumplir con las especificaciones de instalación, uso, inspección y mantenimiento del 
fabricante.

La red de seguridad debe ser certificada e instalada para soportar el impacto de la 
caída del trabajador según su diseño. Así mismo, debe ser instalada bajo la aprobación de 
una persona calificada quien verificará las condiciones de seguridad establecidas por el 
fabricante, el diseño de la red y las distancias de caída.

Todos los componentes del sistema de red de seguridad deben estar certificados y el 
diseño para su instalación debe ser realizado por una persona calificada o suministrado por 
el fabricante.

La instalación, mantenimiento e inspección deben ser realizados por una persona 
avalada por el fabricante o por una persona calificada.

Todo sistema de red de seguridad debe tener una hoja de vida en donde estén 
consignados los datos de: fecha de fabricación, usos anteriores, registros de inspecciones, 
certificaciones, antes de ponerlo en funcionamiento.

El uso de las redes debe ser realizado acorde a las indicaciones del fabricante.
2. Medidas activas de protección contra caídas:
Todos los elementos y equipos de protección contra caídas deben ser inspeccionados 

antes de cada uso por parte del trabajador y garantizar su buen estado durante el trabajo. 
Deben contar con una hoja de vida, deben ser certificados y deben ser resistentes a la 
fuerza, al envejecimiento, a la abrasión, la corrosión y al calor.

Dentro de las principales medidas activas de protección, se tienen:
a) Anclaje: Elementos diseñados para la conexión de adaptadores de anclaje o 

directamente un equipo de protección contra caídas, deben ser capaces de soportar mínimo 
5.000 libras (22,2 kilo newtons - 2.272 kg) por persona conectada o si están diseñados por 
una persona calificada como parte de un sistema completo de protección personal contra 
caídas plenamente identificado, deben ser capaces de soportar la fuerza máxima de la caída 
manteniendo como mínimo un factor de seguridad de dos (2) teniendo en cuenta todas 
las condiciones normales de uso del anclaje. Máximo se puede conectar dos trabajadores 
a un mismo mecanismo de anclaje fijo, caso en los cuales deberá poseer el doble de la 
capacidad exigida certificada.

Los puntos de anclaje deben ser seleccionados o instalados de modo que la persona 
no se golpee contra el nivel inferior o se golpee con estructuras derivadas del efecto de 
péndulo.

Cuando un anclaje responde a un diseño de ingeniería, después de instalado, debe ser 
probado por una persona calificada, a través de una metodología probada por autoridades 
nacionales o internacionales reconocidas emitiendo un documento donde se certifique la 
realización de dicha prueba, deberá contar con los planos y memorias de cálculo firmados 
por una persona calificada que garanticen el cumplimiento de lo establecido en la presente 
Resolución y demás normas nacionales o internacionales aplicables.

b) Dispositivos de anclaje portátiles o adaptadores de anclaje portátiles: Dispositivos de 
tipo portátil que abrazan o se ajustan a una determinada estructura y que deben ser capaces 
de resistir mínimo 5.000 libras (22,2 kilo newtons - 2.272 kg); tienen como función ser 
puntos seguros de acoplamiento para los ganchos de los conectores, cuando estos últimos 
no puedan conectarse directamente a la estructura de anclaje.

c) Líneas de vida horizontales: Podrán ser fijas o portátiles. Las líneas de vida 
horizontales fijas deben ser diseñadas y aprobadas en su instalación por una persona 
calificada la cual debe considerar para su diseño un factor de seguridad no menor que dos 
(2) en todos sus componentes y podrán o no contar con sistemas absorbentes de energía de 
acuerdo con los cálculos de ingeniería. Cuando se trate de líneas de vida horizontales fijas, 
el instalador deberá contar con el aval del fabricante.

Deben contar con deslizadores como: anillos, poleas, carros, u otros sistemas 
certificados definidos por el fabricante o diseñador para conectar ganchos, mosquetones u 
otros dispositivos de conexión de los equipos de restricción y/o detención de caídas. En su 
selección y uso se considerará su aplicabilidad teniendo en cuenta los requerimientos de 
claridad descritos por el fabricante.

La línea de vida horizontal portátil debe cumplir con lo siguiente:
i) Cuando la persona calificada determine que se requiere dentro del diseño el uso de 

absorbedor de energía, podrá ser instalado por un trabajador autorizado, conforme a las 
recomendaciones del fabricante.

ii) Sus componentes deben estar certificados;
iii) Debe ser instalada entre puntos de anclaje que cumplan con la resistencia mínima 

indicada por el fabricante acorde al número de usuarios permitidos en la línea; 
iv) No debe ser sobre tensionada, y
v) Máximo se pueden conectar dos personas a la misma línea.
La línea de vida horizontal fija debe cumplir con lo siguiente:
i) En el diseño de líneas de vida horizontales, se debe asegurar que no se supere la 

resistencia de la estructura.
ii) El cable a emplear para líneas de vida horizontales, debe ser en acero con alma de 

acero de diámetro nominal igual o mayor a 5/16” (7,9 mm). En caso de tener líneas de vida 
temporales, pueden ser en acero con alma de acero y diámetro nominal igual o mayor a 
5/16” (7,9 mm), o ser en materiales sintéticos que cumplan con la resistencia mínima de 
5.000 lb (22,2 kilo newtons - 2.272 kg) por persona conectada.

iii) Si la línea de vida horizontal fija es instalada en un ambiente donde pueda ser 
afectada por corrosión, el empleador debe garantizar como mínimo una revisión anual 
conforme con las condiciones y recomendaciones establecidas por el fabricante.

iv) El sistema será diseñado por una persona calificada, y deben ser instaladas por una 
persona avalada por el fabricante.

Para proteger la línea de vida y la estructura (punto de anclaje), la persona calificada 
debe considerar si se requiere o no un absorbedor de energía en estos casos, su longitud 
posterior a la activación debe ser tenida en cuenta en los cálculos del requerimiento de 
claridad.

Los sistemas de riel deben ser certificados por el fabricante o la persona calificada que 
lo diseña;

d) Líneas de vida verticales: Son sistemas certificados anticaídas, fabricados en 
materiales con resistencia mínima de 5.000 lb (22,2 kilo newtons - 2.272 kg) por persona 
conectada, y que, debidamente anclados en un punto superior a la zona de labor, protegen 
al trabajador en su desplazamiento vertical (ascenso/descenso).

La línea de vida vertical fija debe cumplir con lo siguiente:
i) Se instalan en estructuras donde el ascenso vertical debe ser protegido y este es el 

mecanismo seleccionado.
ii) Deberán contar con puntos intermedios según recomendaciones del fabricante y la 

persona calificada.
iii) Cuando la persona calificada determine que se requiere dentro del diseño el uso de 

absorbedor de impacto para evitar sobrecargar en el anclaje que puede estar en el sistema, 
en el arrestador de caídas o en ambos.

iv) Él o los puntos de fijación del sistema en la parte superior deben cumplir con las 
especificaciones de carga y tensión definidos por el fabricante.

v) El sistema será diseñado por una persona calificada, y deben ser instaladas por una 
persona avalada por el fabricante.

La línea de vida vertical portátil debe cumplir con lo siguiente:
i) Deben ser en cable de acero de diámetro nominal entre 5/16” (7,9 mm) a 3/8” (9,5 

mm) o de cuerda entre 11 mm y 16 mm que cumplan con la resistencia mínima de 5.000 
lb (22,2 kilo newtons - 2.272 kg).

ii) Las líneas de vida en cuerda no deben tener nudos en el extremo de su anclaje.
iii) Sus componentes deben estar certificados, y
iv) Deben ser instaladas en anclajes (puede ser uno o más de uno) que permitan la 

resistencia necesaria de acuerdo con esta Resolución.
Los elementos o equipos de las líneas de vida vertical deben ser compatibles entre sí, en 

tamaño, figura, materiales, forma, diámetro y garantizar que en una caída generen fuerzas 
de arrestamiento inferiores a la MFD definida en la presente Resolución. Compatibles no 
significa necesariamente que sean de la misma marca;

Los anclajes que responden a un diseño de ingeniería, las líneas de vida horizontales 
fijas y verticales fijas deben poseer un sistema de identificación que indique como mínimo:

- Fecha de instalación y última inspección.
- Resistencia.
- Marca, referencia y serial.
- Uso (restricción, posicionamiento, detención).
- Número de usuarios permitido.
Los anclajes que responden a un diseño de ingeniería, las líneas de vida horizontales y 

verticales fijas deben poseer una hoja de vida donde se indique como mínimo:
- Tipo de anclajes (detención, restricción, línea de vida vertical u horizontal).
- Marca, referencia y serial.
- Instalador.
- Resistencia.
- Ubicación.
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- Fecha de instalación.
- Persona calificada que lo aprobó.
- Registro de inspecciones y/o pruebas.
Los anclajes que responden a un diseño de ingeniería, las líneas de vida horizontales 

fijas y verticales fijas deben ser inspeccionadas y mantenidas de acuerdo a los parámetros 
del fabricante, de la norma de certificación que cumpla, o de la presente norma, dejando 
registros de las mismas.

e) Conectores: Existen diferentes conectores dependiendo el tipo de tarea a realizar; 
deben ser certificados y se deben seleccionar conforme a la siguiente clasificación:

i) Ganchos de seguridad: Equipos que cuentan con un sistema de cierre de doble 
seguridad, para evitar su apertura involuntaria, con resistencia mínima de 5.000 libras 
(22.2 kilo newtons - 2.272 kg). Están provistos de una argolla u ojo al que está asegurado 
al equipo conector y permiten unir el arnés al punto de anclaje. No deben tener bordes 
filosos o rugosos que puedan cortar o desgastar por fricción, los cabos o las correas o 
lastimar al trabajador. La dimensión del gancho se seleccionará acorde a la compatibilidad 
con el punto de anclaje al que será conectado.

ii) Conectores o ganchos especiales: Equipos que pueden contar con un sistema 
de cierre de doble seguridad u otro sistema para evitar su apertura involuntaria, con 
resistencia mínima de 5.000 libras (22.2 kilo newtons - 2.272 kg). Se dimensionarán para 
que sean compatibles con el elemento o sistema de seguridad al que están conectados. 
Están provistos de una argolla u ojo al que está asegurado al equipo conector y permiten 
unir el arnés al punto de anclaje.

iii) Mosquetones: Deben tener cierre de bloqueo automático que requieren al menos 
dos movimientos consecutivos separados para abrirse para aplicaciones de trabajo en 
alturas, deben ser certificados, con una resistencia mínima certificada de 5.000 libras (22,2 
kilo newtons - 2.272 kg). El uso de mosquetones roscados queda prohibido en los sistemas 
de protección contra caídas.

iv) Conectores para detención de caídas: Equipos que incorporan un sistema absorbedor 
de energía o mecanismos que disminuyen la fuerza de impacto, reduciendo la probabilidad 
de lesiones provocadas por la misma. Estos conectores, sin importar su longitud están 
clasificados en:

-Eslingas con absorbedor de energía Tienen una longitud máxima de 1,8 m según su 
uso, y al activarse por efecto de la caída, permiten una elongación del absorbedor acorde 
a la distancia de caída libre máxima para la cual fue diseñado amortiguando los efectos de 
la caída. Tienen la capacidad de reducir las fuerzas de impacto al cuerpo del trabajador, a 
máximo el MFD definido en la presente norma.

- Dispositivos retráctiles: Equipos certificados cuya longitud de conexión es variable, 
permitiendo movimientos verticales del trabajador y en planos horizontales que no superen 
las especificaciones de diseño del equipo.

v) Conectores para Tránsito Vertical (Frenos): Aplican exclusivamente sobre líneas de 
vida vertical, y se clasifican en:

- Freno arrestador para líneas de vida fijas: Deben ser compatibles con el diseño y 
diámetro de la línea de vida vertical y para su conexión al arnés, deben contar con un 
gancho de doble seguro o un mosquetón de cierre automático con resistencia mínima de 
5.000 libras (22,2 kilo newtons - 2.272 kg). Los Frenos para líneas de vida fijas y todos sus 
componentes deben ser certificados, y

- Freno arrestador para líneas de vida portátiles: Se debe garantizar una compatibilidad 
con los diámetros de la línea de vida vertical y los separadores intermedio. Los frenos 
podrán integrar un sistema absorbedor de energía y para su conexión al arnés, debe contar 
con un gancho de doble seguro o un mosquetón de cierre automático con resistencia 
mínima de 5.000 libras (22,2 kilo newtons - 2.272 kg). Los frenos para líneas de vida 
portátiles y todos sus componentes deben estar certificados.

Bajo ninguna circunstancia los frenos se podrán utilizar como puntos de anclaje para 
otro tipo de conectores, salvo los diseñados por el fabricante. No se admiten nudos como 
reemplazo de los frenos.

f) Arnés cuerpo completo: El arnés debe ser certificado y tener una capacidad de 
mínimo 140 kg incluyendo uniforme, equipos y cualquier herramienta de trabajo del 
trabajador. El arnés debe contar con argollas acorde a las necesidades de uso. El ancho de 
las correas que sujetan al cuerpo durante y después de detenida la caída, será mínimo de 
1- 5/8 pulgadas (41 mm).

El arnés y sus herrajes deben cumplir con los requerimientos de marcación conforme 
con las normas nacionales e internacionales vigentes.

Parágrafo. En el caso de que un sistema haya sufrido el impacto de una caída, se debe 
retirar inmediatamente de servicio y solo podrán ser utilizados de nuevo, cuando todos sus 
componentes sean inspeccionados y evaluados por una persona avalada por el fabricante 
de los mismos, o una persona calificada, para determinar si deben retirarse de servicio o 
pueden ser puestos en operación.

Artículo 24. Elementos de protección personal para trabajo en alturas. Los elementos 
de protección personal son el último control y deben ser usados en conjunto con otras 
medidas de prevención y control de acuerdo con la jerarquización de controles aplicables 
a la prevención y la protección contra caídas establecida por el Decreto 1072 de 2015 

y la presente Resolución. Los elementos de protección personal deben estar certificados 
(cuando existan normas que apliquen al EPP específico) y suministrados por el empleador. 
Serán seleccionados de acuerdo con lo establecido en el Sistema de Seguridad y Salud 
en el Trabajo, incluidos los protocolos de bioseguridad definidos en los programas de 
vigilancia epidemiológica.

Los equipos y EPP que correspondan deberían poseer como mínimo:
- Registro inspección pre uso.
- Ficha técnica.
- Hoja de vida.
- Certificado de conformidad.
Artículo 25. Medidas para evitar la caída de objetos. El empleador suministrará los 

elementos necesarios que permitan portar, transportar y asegurar herramientas, materiales, 
equipos y objetos que puedan caer y estos deben estar documentados dentro del programa 
de prevención y protección contra caídas.

Artículo 26. Plan de emergencias. Todo empleador y/o contratante que dentro de sus 
riesgos cotidianos tenga incluido el de caída por trabajo en alturas, debe incluir dentro del 
plan de prevención, preparación y respuesta ante emergencias establecido en el numeral 12 
del artículo 2.2.4.6.12 y el artículo 2.2.4.6.25 del Decreto 1072 de 2015, un capítulo escrito 
de trabajo en alturas que debe ser practicado y verificado, acorde con las actividades que 
se ejecuten y que garantice una respuesta organizada y segura ante cualquier incidente o 
accidente que se pueda presentar en el sitio de trabajo, incluido un plan de rescate; para 
su ejecución puede hacerlo con recursos propios o contratados. Se debe garantizar que el 
personal destinado para la atención de emergencias en cada actividad haya participado en 
la práctica de simulacros y la verificación del mismo.

En el plan de rescate, diseñado acorde con los riesgos de la actividad en alturas 
desarrollada, se deben asignar equipos de rescate certificados para toda la operación y 
contar con brigadistas o personal capacitados para tal fin.

Se dispondrá para la atención de emergencias y para la prestación de primeros auxilios 
de: botiquín, elementos para inmovilización y atención de heridas, hemorragias y demás 
elementos que el empleador considere necesarios de acuerdo con el nivel de riesgo.

El empleador debe asegurar que el trabajador que desarrolla trabajo en alturas cuente 
con una persona de apoyo disponible para que, de ser necesario, reporte de inmediato y 
active el plan de emergencias.

Parágrafo. Las empresas podrán compartir recursos para implementar el plan de 
emergencias dentro de los planes de ayuda mutua.

TÍTULO III.
PROCESOS DE CAPACITACIÓN, ENTRENAMIENTO Y GESTIÓN DE LOS 

CENTROS DE ENTRENAMIENTO
CAPÍTULO I.

Disposiciones Generales de Capacitación y Entrenamiento
Artículo 27. Contenidos de los programas de capacitación. Los programas de 

capacitación y entrenamiento en protección contra caídas para trabajo en alturas hacen parte 
integral de la capacitación para la seguridad industrial y del programa de capacitación del 
SG-SST de la empresa, por lo tanto, se regirán por las normas establecidas en el Ministerio 
del Trabajo.

El programa de capacitación es el documento estructurado y organizado que describe 
un conjunto de actividades de aprendizaje teórico-práctico de trabajo en alturas, con el fin 
de proporcionar conocimiento y desarrollar habilidades en una persona (aprendiz). Los 
programas de capacitación y entrenamiento en protección contra caídas para trabajo en 
alturas hacen parte integral de la formación complementaria del trabajador y fortalecen 
el proceso de inducción y reinducción dentro de la empresa, proporcionan oportunidades 
a los trabajadores para obtener el conocimiento, la destreza, la práctica y las habilidades 
requeridas por la organización para mejorar su productividad y estimulan el autocuidado 
en los trabajadores.

El contenido mínimo de los programas será el siguiente:
1. Programas de capacitación para jefes de área: Serán diseñados para las personas 

que tomen decisiones administrativas en relación con la aplicación de esta Resolución que 
impliquen la exposición de trabajadores al riesgo de caída por trabajos en alturas.

Su intensidad será de ocho (8) horas con el cien por ciento (100%) en actividades de 
capacitación teórica. Se deben desarrollar como mínimo los siguientes temas:

a) Requisitos legales en protección contra caídas para trabajo en alturas.
b) Responsabilidad civil, penal, laboral y administrativa.
c) Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo, en específico la administración 

y control del Programa de prevención y protección contra caídas en alturas.
d) Marco conceptual sobre prevención y protección contra caídas para trabajo en 

alturas, permisos de trabajo y procedimiento de activación del plan de emergencias.
Esta capacitación puede ser presencial o virtual y debe actualizarse cuando se modifique 

la presente norma o cuando el administrador del programa de prevención y protección 
contra caídas lo considere necesario acorde a los cambios en el programa.
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2. Programas de capacitación y entrenamiento para coordinador de trabajo en 
alturas: Este programa se impartirá de forma presencial y debe tener un mínimo de 80 
horas de intensidad, sesenta por ciento (60%) del tiempo en actividades de entrenamiento 
práctico y cuarenta por ciento (40%) restante para actividades de capacitación teórica. 
Incluirán por lo menos los siguientes temas:

a) Definición de SG-SST, programa de prevención y protección contra caídas.
b) Naturaleza de peligros y, metodología de identificación y valoración de riesgos en 

trabajo en alturas para su control. Factores de riesgo conexos a los trabajos en alturas 
acorde al sector (por ejemplo; trabajos eléctricos, factores climáticos, etc.).

c) Fomento del autocuidado de las personas.
d) Metodología de identificación de peligros de caída.
e) Requisitos legales en protección contra caídas para trabajo en alturas, de acuerdo a 

la actividad económica.
f) Responsabilidad laboral, civil, penal, laboral y administrativa.
g) Conceptos técnicos de protección contra caídas para trabajo en alturas.
h) Medidas de prevención y protección contra caídas en trabajo desarrollados en 

alturas.
i) Programa de prevención y protección contra caídas de alturas.
j) Procedimientos de trabajo en alturas.
k) Listas de chequeo.
l) Procedimientos para manipular, almacenar, seleccionar, compatibilidad, inspección 

y reposición de equipos utilizados para protección contra caídas.
m) Sistemas de acceso para trabajo en alturas y uso seguro de los mismos.
n) Equipos de protección personal contra caídas (selección, compatibilidad y 

reposición) y sistemas de anclaje.
o) Limitantes y posibles restricciones en el uso de sistemas o equipos de protección 

contra caídas.
p) Efectos en el organismo de la detención de una caída y la suspensión posterior.
q) Fundamentos de primeros auxilios.
r) Conceptos básicos de auto rescate, rescate, y plan rescate.
s) Elaboración del permiso de trabajo en alturas y,
t) Técnicas de inspección de equipos de protección contra caídas. 
3. Programas de capacitación y entrenamiento para trabajadores autorizados: 

Los contenidos incluirán, por lo menos:
a) Naturaleza de peligros y metodología de identificación y valoración de riesgos en 

trabajo en alturas para su control. Factores de riesgo conexos a los trabajos en alturas 
acorde al sector económico.

b) Requisitos legales en protección contra caídas para trabajo en alturas, de acuerdo a 
la actividad económica.

c) Desarrollo y fomento del autocuidado de las personas.
d) Medidas de prevención y protección contra caídas en trabajo desarrollado en alturas.
e) Planeación del trabajo en altura, permisos de trabajo y listas de chequeo.
f) Procedimientos para seleccionar, manipular y almacenar equipos y materiales 

utilizados para protección contra caídas.
g) Técnicas de trabajo en alturas aplicables en los diferentes sectores económicos.
h) Limitantes y posibles restricciones en el uso del sistemas o equipos de protección 

contra caídas.
i) Efectos en el organismo de la detención de una caída y la suspensión posterior.
j) Uso seguro de sistemas de acceso acorde a la actividad (andamios, torres móviles y 

auto soportados y escaleras).
k) Conceptos básicos de auto rescate, rescate y fundamentos de primeros auxilios 

asociados al peligro de trabajo en alturas.
l) Permiso de trabajo en alturas.
El programa de capacitación y entrenamiento para trabajadores autorizados en alturas 

se deberá impartir en modalidad presencial y deberá ser de mínimo treinta y dos (32) 
horas de intensidad; de las cuales el sesenta por ciento (60%) del tiempo se destinará 
en actividades de entrenamiento práctico y el cuarenta por ciento (40%) restante en 
actividades de capacitación teórica.

4. Reentrenamiento de trabajadores en alturas: Proceso de formación 
complementaria con el propósito de reforzar el conocimiento, las habilidades y las 
destrezas en el desarrollo de trabajo en alturas, todos los trabajadores autorizados deben 
ser reentrenados por el empleador o contratante.

El reentrenamiento se realizará una vez el trabajador se vincule nuevo a la empresa 
o proyecto, la responsabilidad de su capacitación y entrenamiento estará a cargo del 
empleador o contratante como parte de la inducción laboral. No podrá exigirse al trabajador 
el reentrenamiento por su cuenta. El costo estará a cargo del empleador o contratante.

El empleador o contratante, deberá reportar a su respectiva ARL, el nombre, documento 
de identidad de los trabajadores reentrenados, fecha del reentrenamiento y el oferente de 
capacitación y entrenamiento que realizó la formación.

El reentrenamiento no será otro nivel de formación, pero sí un requisito del empleador 
para mantener activo a los trabajadores que se desempeñan en trabajo en altura. 

El reentrenamiento se realizará cuando se presente alguna de las siguientes condiciones:
a) Cuando cambien las condiciones técnicas, tecnológicas o laborales del trabajador o 

cuando dentro de la empresa donde labora cambie:
- Su actividad de trabajo en altura.
- Los procedimientos.
- Las técnicas de trabajo o la tecnología de los equipos o los procesos.
- Las actividades laborales del trabajador que se desempeña en altura.
- También aplica cuando ingrese como nuevo trabajador a la empresa. 
En estos casos el empleador, como parte de la re-inducción, previo al inicio de la nueva 

actividad, deberá capacitar al trabajador con un oferente autorizado por el Ministerio del 
Trabajo, de forma presencial con una duración mínima de 8 horas, de ellas el 20% será 
teórica y el 80% práctica. Este programa incluirá las modificaciones que se realicen en el 
SG-SST de la empresa y el programa de prevención y protección contra caídas y podrá ser 
impartido por el empresario en sus instalaciones con los equipos y elementos reales que el 
trabajador va a utilizar.

b) Reentrenamiento como medida de actualización de trabajadores: Se impartirá a un 
trabajador certificado como trabajador autorizado, habiendo laborado dentro de la misma 
empresa, ni cambiado de actividad, en los últimos Dieciocho (18) meses.

Este reentrenamiento tendrá una duración de mínimo 8 horas, de las cuales el 20% 
serán de teoría y el 80% de práctica. El programa debe incluir:

a) El refuerzo a las observaciones de los informes del coordinador o el encargado del 
SG-SST de la empresa. 

b) Debe estar focalizado en el sector económico al cual pertenece el trabajador. 
c) Se deberá impartir con modalidad presencial.
d) En el caso de que exista la guía de trabajo en altura para el sector económico, 

establecida por el Ministerio del Trabajo, se deberá incluir en el programa de capacitación. 
Los diseños de las acciones de reentrenamiento se enfocarán en las necesidades del 

empleador o contratante, deberá incluir el SG-SST de la empresa, así como las falencias 
observadas en el trabajador según el tipo de trabajo en altura que desarrolla. Los programas 
de reentrenamiento incluirán, por lo menos el repaso de los temas contenidos en el 
programa de trabajador autorizado, relacionados con el sector al cual pertenece la empresa 
en que está contratado.

Los programas de reentrenamiento podrán ser cofinanciados con las cajas de 
compensación dentro del programa de capacitación.

En ambos casos la lista del personal capacitado será reportada a la ARL y cargada 
por el oferente autorizado al aplicativo de la Dirección de Movilidad y Formación para 
el Trabajo (DMFT) o quien haga sus veces. El oferente que imparta el reentrenamiento 
debe registrar previamente el/los programas diseñados con el empleador al aplicativo del 
Ministerio.

Como actividad para la prevención de riesgos el empleador o contratante podrá 
realizar una evaluación a los trabajadores que hayan tenido observaciones del coordinador 
de trabajo en alturas. Cuando detecte fallas en la aplicación de medidas de prevención y el 
uso de sistemas de protección contra caídas por parte del trabajador, este deberá realizar un 
reentrenamiento inmediato. Esta medida debe ser reportada a la ARL para su seguimiento 
y asesoría.

5. Programas de capacitación y entrenamiento para entrenadores de trabajo en 
altura. Diseñados para el aspirante a ser facilitador en prevención y protección contra 
caídas en trabajo en altura, mediante el uso herramientas que permitan enseñar, desarrollar 
destrezas y habilidades en prevención y protección contra caídas a trabajadores operativos, 
coordinadores, y jefes de áreas, en el marco de lo establecido en la presente Resolución o 
la que la modifique o sustituya.

Este programa presencial debe tener un mínimo de ciento treinta (130) horas de 
intensidad, de las cuales, cuarenta (40) horas serán en actividades de capacitación, 
cincuenta (50) horas de formación pedagógica básica y cuarenta (40) horas restantes en 
actividades de entrenamiento práctico e incluirán por lo menos, los siguientes temas:

a) Naturaleza de los peligros de caída de personas y objetos en el área de trabajo y 
desarrollo y fomento del autocuidado de las personas. Factores de riesgo conexos a los 
trabajos en alturas.

b) Metodología de identificación de peligros de caída.
c) Requisitos legales en protección contra caídas para trabajo en alturas, de acuerdo 

con la normatividad legal vigente.
d) Normas y estándares internacionales aplicables a la protección contra caídas.
e) Conceptos de responsabilidad laboral, civil, penal, administrativa y social.
f) Conceptos técnicos de protección contra caídas para trabajo en alturas.
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g) Medidas de prevención y protección contra caídas en trabajo desarrollados en 
alturas.

h. Diseño y conceptualización del programa de prevención y protección contra caídas 
de alturas.

i) Procedimientos de trabajo en alturas.
j) Listas de chequeo.
k) Procedimientos para manipular y almacenar equipos y materiales utilizados para 

protección contra caídas.
l) Equipos de protección personal contra caídas de alturas; concepto, fundamentos, 

tipos (selección, compatibilidad, inspección y reposición) y sistemas de anclaje.
m) Sistemas de acceso para trabajo en alturas y uso seguro de los mismos.
n) Fundamentos generales de primeros auxilios asociados al trabajo en alturas.
o) Efectos en el organismo de la detención de una caída y la suspensión posterior.
p) Conceptos básicos de auto rescate, rescate, y plan de rescate.
q) Elaboración del permiso de trabajo en alturas.
r) Técnicas de inspección de equipos de protección contra caídas.
s) Planificación y organización en: estrategias, recursos, desarrollo y evaluación de 

procesos de aprendizaje.
t) Direccionamiento de equipos de trabajo, liderazgo.
u) Utilización de herramientas tecnológicas como apoyo al proceso de aprendizaje.
v) Manejo en herramientas de gestión de calidad, metodologías de tratamiento de fallas, 

análisis y solución de problemas, auditoría de estándares y gestión de mejora continua.
w) Aplicación de técnicas y métodos para una pedagogía efectiva.
Parágrafo 1°. Los certificados de capacitación en cualquiera de los niveles, que hayan 

sido expedidos antes de la presente Resolución, mantendrán su vigencia y validez. Un 
trabajador con certificado de nivel avanzado podrá seguir desempeñando sus funciones 
de trabajador autorizado hasta el cumplimiento de los términos y requisitos para que deba 
ser reentrenado.

Parágrafo 2°. La intensidad horaria definida se empezará a aplicar seis (6) meses 
después de la expedición de la presente Resolución. Los oferentes de capacitación y 
entrenamiento deberán radicar en el aplicativo del Ministerio del Trabajo los programas 
de capacitación y entrenamiento para iniciar su oferta.

Parágrafo 3°. Todos los coordinadores de trabajo en altura deberán actualizarse en la 
presente norma dentro de un término máximo de doce (12) meses a partir de la expedición 
de la presente Resolución. Los oferentes deberán diseñar el programa de actualización de 
coordinadores y registrarlo previamente en el aplicativo de la Dirección de Movilidad y 
Formación para el Trabajo (DMFT). El programa de actualización de coordinadores tendrá 
una duración de mínima de 16 horas. 

Todos los entrenadores de trabajo en altura deberán actualizarse en esta norma, dentro 
de un término máximo doce (12) meses a partir de la expedición de la presente Resolución.

Los oferentes deberán diseñar el programa de actualización de entrenadores y 
registrarlo previamente en el aplicativo de la Dirección de Movilidad y Formación para 
el Trabajo (DMFT). El programa de actualización de entrenadores tendrá una duración de 
mínima de 32 horas.

Artículo 28. Entidades y requisitos para desarrollar procesos de evaluación de la 
competencia laboral para trabajo en alturas. El SENA y todas las entidades acreditadas 
por el Organismo Nacional de Acreditación de Colombia (ONAC) como organismos 
certificadores de personas podrán formar evaluadores y certificar trabajadores en 
competencias laborales en trabajo en alturas.

Los evaluadores de competencias laborales deben cumplir con los siguientes requisitos:
a) Tener certificado de competencia laboral vigente en trabajo en alturas.
b) Ser entrenador de trabajo en alturas y contar como mínimo con 12 meses de 

experiencia demostrada en trabajo en altura y 12 meses de experiencia demostrada como 
entrenador de trabajo en alturas.

c) Tener certificado de evaluador de competencias laborales.
Artículo 29. Proveedores del servicio de capacitación y entrenamiento para 

entrenadores y formador de entrenadores. Estos programas podrán ser impartidos por:
a) Las Instituciones de Educación Superior con programas en salud ocupacional o 

Seguridad y Salud en el Trabajo debidamente aprobados y reconocidos oficialmente por el 
Ministerio de Educación Nacional, que ofrezcan programas de capacitación en Protección 
contra Caídas en Trabajo en Alturas.

b) El Servicio Nacional de Aprendizaje SENA
Para la obtención del certificado de capacitación y entrenamiento como entrenador 

de trabajo en alturas, el aspirante deberá cumplir previamente mínimo con los siguientes 
requisitos:

a) Título de profesional o tecnólogo en Seguridad y Salud en el Trabajo o profesional 
con posgrado (especialización, maestría y doctorado) en Seguridad y Salud en el Trabajo 
o algunas de sus áreas afines.

b) Licencia vigente en salud ocupacional o Seguridad y Salud en el Trabajo conforme 
al campo de acción para educación dispuesto por la Resolución 0754 de 2021 expedida por 
el Ministerio de Salud y Protección Social o la norma que modifique o sustituya.

c) Experiencia certificada mínima de dieciocho (18) meses en funciones específicas y 
relacionadas con el desarrollo de actividades Seguridad y Salud en el Trabajo y diseño y 
ejecución en el Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST).

d) Experiencia certificada mínima de dieciocho (18) meses en funciones específicas 
y relacionadas con trabajo en alturas y la implementación del programa de prevención 
y protección contra caídas en empresas que por su naturaleza realicen actividades de 
exposición a trabajos en alturas.

e) Contar con certificado de competencia laboral o de culminación y aprobación del 
proceso de capacitación y entrenamiento en trabajo en alturas, nivel trabajador autorizado 
(o el anteriormente denominado nivel avanzado) anexando el reentrenamiento vigente si 
aplica.

Parágrafo 1°. Los certificados de capacitación y entrenamiento en el nivel de 
entrenador de trabajo en altura, emitidos previamente a la expedición de la presente 
Resolución a tecnólogos en SST, profesionales en SST y profesionales con postgrado en 
SST que cumplan con los requisitos definidos por esta Resolución, mantendrán su validez 
y deberán actualizarse en un plazo no mayor a doce (12) meses posteriores a la expedición 
de la presente Resolución.

Parágrafo 2°. Para el caso de técnicos en SST que se desempeñen como entrenadores 
de trabajo seguro en alturas en organizaciones aprobadas por el Ministerio de Trabajo 
para impartir formación de trabajo seguro en alturas antes de la expedición de la presente 
Resolución y que hubieran sido formados y certificados por las instituciones legalmente 
avaladas en la Resolución 1409 de 2012, podrán seguir ejerciendo su labor como 
entrenadores hasta la acreditación del cumplimiento de los requisitos definidos para el 
nivel entrenador en un plazo no mayor a doce (12) meses posteriores a la expedición de la 
presente Resolución.

Artículo 30. Perfil del formador de entrenadores para trabajo en alturas. Las 
instituciones autorizadas para la capacitación de entrenadores de trabajo en alturas deben 
contar con formadores de entrenadores de trabajo en alturas con el siguiente perfil:

a) Título de profesional en Seguridad y Salud en el Trabajo o profesional con posgrado 
(especialización, maestría o doctorado) en Seguridad y Salud en el Trabajo o algunas de 
sus áreas.

b) Contar con licencia vigente en salud ocupacional o Seguridad y Salud en el Trabajo 
conforme al campo de acción para educación dispuesto por la Resolución 0754 de 2021 
expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social o la norma que la modifique o 
sustituya.

c) Certificado de capacitación y entrenamiento de entrenador de trabajo en alturas.
d) Experiencia certificada mínima de veinticuatro (24) meses desarrollando procesos 

capacitación y entrenamiento en trabajo en alturas, en oferentes de capacitación y 
entrenamiento inscritos en el registro autorizado de la Dirección de Movilidad y Formación 
para el Trabajo del Ministerio del Trabajo o quien haga las veces.

e) Experiencia certificada mínima de treinta y seis (36) meses en funciones específicas 
relacionadas con el desarrollo de actividades de higiene, seguridad, medicina del trabajo, 
diseño y ejecución en el Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-
SST).

f) Constancia que acredite capacitación o formación en pedagogía, procesos de 
educación o temáticas homologables con una intensidad mínima de 120 horas.

Parágrafo 1°. Los oferentes que pueden impartir capacitación y entrenamiento para 
formador de entrenadores deberán estar autorizados por el Ministerio de Trabajo y los 
programas diseñados deberán estar reportados en el aplicativo de la Dirección de Movilidad 
y Formación para el Trabajo (DMFT).

Parágrafo 2°. Los programas de actualización de entrenadores a los que hace referencia 
la presente Resolución podrán ser impartidos por entrenadores de trabajo en altura que 
cumplan el perfil de formador de entrenadores en oferentes autorizados para impartir 
capacitación y entrenamiento para entrenadores.

CAPÍTULO II.
Lineamientos para la Capacitación y Entrenamiento

Artículo 31. Requisitos de funcionamiento de los centros de capacitación y 
entrenamiento. Los proveedores del servicio de capacitación y entrenamiento en 
protección contra caídas en trabajo en altura, deberán cumplir con los siguientes 
requisitos mínimos para su funcionamiento:

1. Estar inscritos y aceptados como proveedores de este servicio en el aplicativo 
diseñado para tal fin por la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo del 
Ministerio del Trabajo.

2. Contar con un seguro de accidentes que garantice las prestaciones económicas y 
asistenciales para los aprendices, en caso de presentarse un evento derivado del proceso 
de capacitación.

3. Contar con un procedimiento para el tratamiento de los datos personales en 
cumplimiento de las disposiciones legales vigentes.
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4. Contar con los espacios destinados para la capacitación y entrenamiento, que 
cuente con la infraestructura adecuada (instalaciones locativas, estructuras, equipos, etc.) 
que permita desarrollar los procesos de formación sin poner en riesgo a los aprendices, 
ajustada a los requerimientos establecidos en la presente resolución.

5. Contar con el talento humano necesario y formalizado, en los cargos misionales 
requeridos para ejercer su actividad económica, conforme a lo establecido en la presente 
resolución y demás normatividad nacional aplicable.

6. Contar con un código de buen comportamiento alineado conforme lo establecido en 
la presente resolución.

7. Contar con programas de capacitación y entrenamiento en trabajo en alturas 
aprobados conforme a lo establecido en la presente resolución.

8. Establecer el enfoque pedagógico y metodológico que utilizarán; en todo caso, 
debe ser acorde con las características de la capacitación ofrecida, los conocimientos y 
habilidades a desarrollar y los programas de capacitación y entrenamiento de trabajo en 
alturas.

Parágrafo 1°. Los diseños de los programas de capacitación y entrenamiento a 
impartir, deberán tener en cuenta: alcance, estructura curricular y énfasis en una actividad 
o actividades específicas, conforme a lo establecido en la presente resolución o norma que 
la modifique, adicione o complemente.

Parágrafo 2°. Los proveedores del servicio de capacitación y entrenamiento autorizados 
por esta resolución para ofertar el servicio de capacitación en trabajo en alturas, deben 
contar con programas especialmente diseñados para trabajadores que no saben leer ni 
escribir.

Parágrafo 3°. Los proveedores del servicio de capacitación y entrenamiento en 
protección contra caídas en trabajo en alturas, contarán para su funcionamiento con 
un centro de capacitación y entrenamiento legalmente constituido que cumpla con los 
requisitos de la normatividad vigente, que atienda las responsabilidades derivadas de la 
capacitación y fallas en la operación durante el desarrollo de las actividades, así como 
las estructuras y equipos del anexo de la presente resolución. Los centros de capacitación 
y entrenamiento de las UVAES tendrán la infraestructura necesaria que les permita 
cumplir los programas de capacitación específica de su actividad económica; los equipos e 
infraestructura deben cumplir los requisitos establecidos en el Título III Capítulos II y III 
de la presente resolución.

Artículo 32. Requisitos previos a la prestación del servicio de capacitación y 
entrenamiento en trabajo en alturas. El proveedor del servicio de capacitación y 
entrenamiento, previo a prestar el servicio debe asegurar y verificar que el aspirante o 
solicitante entregue la siguiente información: 

a) Datos personales (nombre, identificación, empresa, labor que desarrolla), nivel 
de lectoescritura, nivel de formación, hemoclasificación (grupo sanguíneo y factor RH), 
alergias, consumo reciente de medicamentos, lesiones recientes, enfermedades actuales, 
persona de contacto en caso de emergencia.

b) Afiliación vigente al Sistema de Seguridad Social en Salud en cualquiera de sus 
regímenes, o a un régimen exceptuado o especial en salud. En todo caso, los trabajadores 
dependientes e independientes deben certificar su afiliación y pago a los sistemas de 
seguridad social que correspondan según la normatividad vigente.

c) Copia del certificado de aptitud médica que certifique que el trabajador o aprendiz 
cumple con las condiciones de salud para desarrollar trabajo en alturas y conforme a lo 
establecido en las Resoluciones 2346 de 2007 y 1918 de 2009 expedidas por el Ministerio 
de la Protección Social o las normas que las modifiquen, sustituyan o adicionen.

d) Cuando se trate de procesos de reentrenamiento, el oferente deberá solicitar al 
empleador, último pago de seguridad social vigente, copia del certificado de aptitud médica 
realizado al trabajador y copia del certificado del proceso de capacitación y entrenamiento 
de trabajador autorizado (o anterior nivel avanzado). Asegurando que estos hacen parte del 
cumplimiento normativo por parte del empleador.

e) Demás establecidos por el centro de capacitación y entrenamiento.
Artículo 33. Etapa de capacitación. Durante el proceso de capacitación el proveedor 

del servicio debe incluir actividades orientadas a desarrollar conocimientos teóricos 
frente a las habilidades requeridas para trabajar en altura, de acuerdo con el grado de 
lectoescritura de las personas.

La proporción de aprendices para cada curso, durante el desarrollo del componente 
teórico del programa de formación, deberá ser un máximo de treinta (30) aprendices por 
un (1) entrenador.

En la etapa de capacitación, el proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento, 
podrá utilizar los servicios de personal de apoyo para el desarrollo de algunos módulos 
o temas contenidos en el programa de formación, como por ejemplo; abogados, personas 
calificadas, etc.

Parágrafo 1°. El uso de personal idóneo de apoyo debe estar bajo acompañamiento y 
presencia permanente del entrenador de trabajo seguro en alturas responsable del proceso.

Parágrafo 2°. Cuando se disponga de personal de apoyo, deberá quedar registro 
de la actividad realizada, en el informe del supervisor de formación asignado y en la 
documentación de soporte del cumplimiento del 100% del plan de estudio.

Parágrafo 3°. En ningún caso el uso de personal de apoyo debe exceder el 20% de la 
intensidad horaria, de la capacitación teórica, dispuesta en los programas de capacitación 
y entrenamiento por la presente resolución. 

Artículo 34. Etapa de entrenamiento. Durante el proceso de entrenamiento el prestador 
del servicio debe fomentar el desarrollo de conocimientos mediante ejercicios prácticos, 
maniobras y técnicas que permitan adquirir habilidades y destrezas para desarrollar 
trabajos en alturas incluyendo:

1. Ascenso y descenso.
2. Desplazamientos.
3. Posicionamiento.
4. Suspensión.
5. Restricción.
6. Manejo de trauma por suspensión, y
7. Procedimientos respecto a medidas de prevención, inspección de equipos y 

conocimientos básicos de primeros auxilios.
La proporción de aprendices para cada curso, durante el desarrollo del componente 

practico del programa de formación, deberá ser de máximo diez (10) aprendices por un 
(1) entrenador, durante el entrenamiento y en todo caso, máximo cuatro (4) personas en 
actividades simultáneas con exposición a caídas de diferente nivel por un (1) entrenador 
con personal de apoyo.

En la etapa de entrenamiento, el proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento, 
podrá utilizar adicionalmente los servicios de personal de apoyo para el desarrollo de 
algunos módulos prácticos contenidos en el programa de formación demostrando que los 
mismos son competentes en el aspecto de la formación asignado. Por ejemplo, personas 
calificadas, rescatistas, profesionales en salud para temas de primeros auxilios entre otros.

Parágrafo 1°. El uso de personal de apoyo en cualquiera de las etapas de entrenamiento, 
debe estar bajo acompañamiento y presencia permanente del entrenador de trabajo en 
alturas responsable del proceso.

Parágrafo 2°. Cuando se disponga de personal de apoyo en cualquiera de las etapas de 
formación, deberá quedar registro de la actividad realizada en el informe del supervisor 
de formación asignado y en la documentación de soporte del cumplimiento del 100% del 
plan de estudio. 

Parágrafo 3°. La etapa de entrenamiento contará con acompañamiento permanente 
de una (1) persona de apoyo, con capacidad de operar el plan de emergencia, labores de 
rescate, vigilar las actividades realizadas por los aprendices en entrenamiento y brindar 
soporte en la atención de primeros auxilios.

Artículo 35. Evaluación del perfil de ingreso y egreso del proceso de capacitación y 
entrenamiento. El proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento en protección 
contra caídas en trabajo en alturas, establecerá el perfil de ingreso y egreso para las 
personas a formar. El primero incluirá la evaluación del conocimiento, las habilidades 
básicas y aptitudes que requiera el programa en que se formará, y el perfil de egreso, 
deberá evaluar si la persona formada adquirió los conocimientos y habilidades definidas en 
el programa de formación, aplicables a la actividad económica que desarrolla la empresa 
donde se va a desempeñar. Las evaluaciones deberán incluir:

1. Los conocimientos, habilidades y objetivos a desarrollar, de acuerdo con el grado de 
capacitación y entrenamiento. 

2. El enfoque pedagógico, metodológico y el marco jurídico de trabajo en alturas. 
La evaluación considerará la evidencia de los conocimientos requeridos para demostrar 

las habilidades y destrezas a desarrollar y la aplicación de esos conocimientos en un 
escenario que represente un espacio real.

Artículo 36. Mecanismo de evaluación de la satisfacción del servicio. El proveedor 
del servicio de capacitación y entrenamiento diseñará e implementará un mecanismo de 
evaluación de la satisfacción para las personas que recibieron el servicio de capacitación y 
entrenamiento en el centro de capacitación y entrenamiento y contará con un procedimiento 
para el análisis de la evaluación que incluya planes de mejora acorde a los hallazgos, los 
cuales deben ser reportados al aplicativo del Ministerio del Trabajo.

CAPÍTULO III
Medidas de Seguridad para la Formación

Artículo 37. Peligros asociados a la capacitación y al entrenamiento. El proveedor 
de servicios de capacitación y entrenamiento debe identificar, analizar, evaluar, controlar 
y documentar en cada programa a ofertar en el centro de capacitación y entrenamiento, 
los peligros asociados a la infraestructura, estructuras para entrenamiento, equipos y 
tecnologías requeridas, así como las actividades a desarrollar, lo cual debe hacer parte de 
su Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST, enmarcado en la 
normatividad nacional aplicable.

El centro de capacitación y entrenamiento debe implementar medidas individuales, 
grupales, pasivas y activas como mecanismos para proteger y prevenir que los aprendices 
sufran lesiones o accidentes respecto a los diferentes peligros a que están expuestos 
durante el entrenamiento.
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Artículo 38. Programa de inspección y mantenimiento. El centro de capacitación 
y entrenamiento debe diseñar, implementar y documentar un programa permanente de 
inspección y mantenimiento de las estructuras, equipos, infraestructura y demás elementos 
destinados para la capacitación y el entrenamiento, necesarias para:

1. Impartir la capacitación relacionada con la protección contra caídas.
2. Impartir el entrenamiento.
3. Proteger a la persona durante el entrenamiento y prevenir lesiones (medidas 

individuales y grupales / pasivas y activas), y
4. Aplicar procedimientos de rescate.
Parágrafo. La estructura o equipo que evidencie daño, deterioro o haya sufrido impacto 

de caída será plenamente identificado y marcado, evitando su uso hasta ser inspeccionado 
por una persona calificada, quien determinará la medida correctiva, incluyendo su 
disposición final. El supervisor dejará constancia documentada de la inspección y medidas 
adoptadas en la hoja de vida de la estructura.

CAPÍTULO IV
Espacios y Estructuras para los Procesos de Capacitación y Entrenamiento

Artículo 39. Espacios generales. El proveedor del servicio de capacitación y 
entrenamiento, para realizar actividades de formación adecuará como mínimo los 
siguientes espacios:

1. Ambiente para la capacitación.
2. Ambiente para el entrenamiento.
3. Área de sanitarios para los aprendices.
4. Área de hidratación y de bienestar (zona de alimentación).
5. Área de mantenimiento, inspección y almacenamiento de equipos, y
6. Área administrativa.
Parágrafo 1°. Los espacios relacionados en el presente artículo estarán identificados, 

señalizados y acondicionados para cumplir el objeto del programa a impartir, e impedir el 
acceso a personas ajenas al desarrollo de las actividades para las cuales están destinados.

Parágrafo 2°. El proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento debe 
asegurar que los espacios cumplan con los parámetros de área, bioseguridad, iluminación, 
ergonomía, temperatura y acústica necesarios para que en los procesos de capacitación y 
entrenamiento se garantice la salud y seguridad de las personas.

Parágrafo 3°. El proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento debe asegurar 
que el área de almacenamiento de equipos cuente con el espacio y las condiciones 
ambientales y de seguridad necesarias para guardar los equipos y demás elementos, 
de acuerdo con las recomendaciones del fabricante para garantizar su funcionalidad y 
asegurar el acceso únicamente al personal autorizado.

Artículo 40. Diseño, construcción y/o ensamblaje de estructura. El diseño, construcción 
y/o ensamble de las estructuras necesarias para impartir los programas de capacitación y 
entrenamiento deben:

1. Contar con las memorias de cálculos, planos estructurales, diseños de cimentación, 
planos isométricos y manual de mantenimiento acorde a las normas nacionales aplicables.

2. Estar diseñadas, de acuerdo con las disposiciones establecidas en la presente 
resolución y teniendo en cuenta las normas nacionales, internacionales y prácticas de 
ingeniería aplicables.

3. Deben ser fabricadas con materiales acorde a lo definido en las memorias de cálculo 
y ensambladas acorde a las recomendaciones del diseñador y fabricante.

4. Representar el ambiente real donde los aprendices en entrenamiento estarán 
trabajando (exposición a la altura, tipo e inclinación de la superficie de trabajo y los 
métodos de acceso y/o protección contra caídas, incluido el grado de soporte suministrado).

5. Determinar la altura de las estructuras, de acuerdo con el tipo de prácticas a 
desarrollar, de modo que permita a los entrenadores el control constante de las personas en 
entrenamiento. Las estructuras deben permitir la visibilidad completa y comunicación de 
las personas en entrenamiento durante las prácticas.

6. Permitir que los aprendices en entrenamiento simulen progresivamente situaciones 
reales a las cuales se enfrentarán con los posibles riesgos del trabajo en alturas.

7. Prever zonas para tránsito vertical u horizontal, evitando elementos salientes, 
atravesados, cables, cercanía a líneas eléctricas energizadas o cualquier otro elemento 
peligroso que pueda afectar la integridad de las personas en entrenamiento y entrenadores 
durante la trayectoria de una caída.

8. Incluir señalización de los espacios de capacitación y de entrenamiento y de los 
peligros y controles necesarios.

9. Contar con una estructura en andamios multidireccional certificado para 
entrenamiento en armado, desarme y desplazamientos sobre estos. Contar con su plano 
de configuración y disponer de las fichas técnicas del fabricante. Este andamio no podrá 
remplazar las otras estructuras.

10. Asegurar que los puntos de anclaje se ubiquen sobre la línea de ascenso o sobre el 
sitio de prácticas, de tal forma que reduzca el efecto de péndulo.

11. Incluir sistemas de acceso seguros a las plataformas de trabajo (escaleras verticales 
que incluyan sistemas de protección contra caídas o escaleras inclinadas con barandas) que 
le permitan al aprendiz y al entrenador el tránsito seguro entre los niveles de la estructura.

12. Garantizar la seguridad durante la práctica en los tránsitos verticales, horizontales 
y diagonales; incluir medidas de prevención o protección contra caídas adicionales e 
independientes a los equipos de entrenamiento requeridos para la protección contra caídas 
durante los desplazamientos en las prácticas programadas. El diseño de la estructura debe 
asegurar su completa estabilidad ante esfuerzos de todo tipo (verticales, horizontales, 
diagonales) en cualquiera de sus lados.

13. Contar con plataformas con materiales antideslizantes, drenantes y contar con 
rodapiés acorde a lo definido en la presente resolución.

14. Rotular o marcar claramente el número máximo de personas que pueden estar 
sobre la estructura.

15. Cumplir los estándares, en relación con las plataformas de trabajo o barandas, 
cuando se requieran.

Parágrafo 1°. El diseño, construcción y/o ensamble, así como las condiciones de uso de 
la estructura quedarán documentadas en planos, soportes, memorias de cálculo o cualquier 
otro documento que adicione información y contará con la firma de la persona calificada 
que realizó el diseño estructural, quien debe estar debidamente matriculado. Estos deberán 
cumplir con los requisitos dispuestos por las normas nacionales aplicables para este efecto.

Parágrafo 2°. Las estructuras deben utilizarse de acuerdo con las condiciones de su 
diseño; cualquier modificación debe ser avalada por la persona calificada e informada 
oportunamente al Ministerio de Trabajo a través del aplicativo de la DMFT.

Artículo 41. Equipos para el entrenamiento. El proveedor del servicio de capacitación 
y entrenamiento debe disponer en el sitio destinado para la capacitación y entrenamiento, 
equipos que permitan:

1. Desarrollar las habilidades y destrezas requeridas por el programa.
2. Proteger a la persona en entrenamiento.
3. Asegurar que el desarrollo de la actividad de entrenamiento sea seguro.
4. Rescatar en caso de presentarse un accidente.
Artículo 42. Suministro de equipos. El proveedor de capacitación y entrenamiento 

debe proporcionar a las personas en etapa práctica (entrenamiento) como mínimo sistemas 
de respaldo de detención de caídas que permitan una mayor seguridad y control del riesgo 
de caída. Estos sistemas son adicionales a los utilizados como equipo de entrenamiento 
para la práctica designada.

El centro de capacitación y entrenamiento deberá contar con los certificados de calidad 
de todos los equipos de protección contra caídas que utilice, cumpliendo con las pruebas 
que garanticen el funcionamiento de los puntos de anclaje instalados y utilizados en los 
sistemas de protección contra caídas implementadas en su centro.

El centro de capacitación y entrenamiento en protección contra caídas para trabajo 
en alturas debe contar con puntos de anclaje fijo, móvil o dispositivos (adaptadores) de 
anclaje portátiles, siempre y cuando el sitio donde se aseguren cumpla con la resistencia 
requerida y las disposiciones legales vigentes. El diseño de los puntos de anclaje depende 
de la configuración del sitio.

Artículo 43. Equipos personales, equipos de acceso y equipos adicionales. El 
proveedor de capacitación y entrenamiento suministrará a sus entrenadores y a cada 
aprendiz los equipos personales, equipos de acceso, equipos de rescate y demás equipos 
adicionales que estos requieran para desarrollar la etapa práctica (entrenamiento), del 
proceso de formación.

Parágrafo El proveedor de capacitación y entrenamiento deberá asegurar la 
compatibilidad entre los sistemas de protección contra caídas que suministre.

CAPÍTULO V
Talento Humano para la Formación

Artículo 44. Designación del talento humano. El proveedor del servicio de capacitación 
y entrenamiento debe contar con personal técnico, idóneo y suficiente para garantizar las 
condiciones de seguridad y calidad durante el desarrollo del componente teórico y práctico 
de la formación, que le permita cumplir los objetivos establecidos en los programas y 
la normativa aplicable y asegurar que su personal tenga la capacitación requerida, las 
responsabilidades claramente definidas, establecidas, comunicadas y comprendidas.

El proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento deberá contar en el 
centro como mínimo con un supervisor del proceso de capacitación y entrenamiento, 
entrenador(es), un director de operaciones y una persona capacitada que active el plan de 
emergencias.

El talento humano anteriormente citado y necesario, deberá estar laboralmente 
formalizado, en los cargos misionales requeridos para ejercer su actividad económica, 
conforme a la normatividad nacional aplicable.

Artículo 45. Supervisor de formación. El supervisor de capacitación debe cumplir con 
los requisitos del nivel entrenador, de acuerdo con lo definido en la presente resolución.

El supervisor de capacitación tendrá las siguientes responsabilidades:
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1. Controlar y asegurar que el material, equipos, estructuras y demás elementos 
necesarios para cumplir con los objetivos de la capacitación y entrenamiento estén 
disponibles, de acuerdo con lo establecido en la presente resolución.

2. Controlar y asegurar que el material, equipos, estructuras y demás elementos 
necesarios para la capacitación y el entrenamiento sean inspeccionados y se les realice 
mantenimiento, de acuerdo con el programa de inspección y mantenimiento establecido 
para asegurar que se mantengan las condiciones de seguridad.

3. Actualizar y controlar los materiales, equipos, estructuras y demás elementos 
necesarios para la capacitación y entrenamiento.

4. Verificar que las áreas de entrenamiento estén restringidas durante los periodos de 
descanso.

5. Constatar que la información suministrada por los aspirantes y/o el empleador 
solicitante de formación sea verídica y completa.

6. Verificar que las condiciones de asistencia y evaluación establecidas para cada 
curso de capacitación se cumplan, previo a la expedición del documento que acredite la 
culminación y aprobación del proceso de capacitación y entrenamiento en el nivel cursado.

7. Generar y mantener evidencia del desarrollo de las actividades anteriores, y
8. Asegurar la actualización y la evaluación periódica de los entrenadores.
Parágrafo 1°. El supervisor deberá dejar informe con las observaciones del 

cumplimiento del 100% de los tiempos de capacitación y contenido de los programas de 
capacitación y entrenamiento que se realicen en el centro de capacitación y entrenamiento 
conforme a lo establecido en el presente artículo.

Parágrafo 2°. Para el caso del SENA, la supervisión será ejercida por los coordinadores 
de formación establecidos en cada centro.

Artículo 46. Entrenador encargado de la formación. El entrenador será responsable 
de:

1. Preparar los temas establecidos en los programas a impartir conforme a lo registrado 
ante el Ministerio del Trabajo, por el centro de capacitación y entrenamiento en protección 
contra caídas en trabajo en alturas.

2. Definir los materiales necesarios para la capacitación y entrenamiento y asegurar la 
inspección de los equipos y elementos requeridos antes del inicio de la formación.

3. Socializar el análisis de riesgo asociado, previo a cualquier actividad de capacitación 
y entrenamiento. Los riesgos deben ser comunicados al personal del centro y a las personas 
en capacitación y entrenamiento.

4. Impartir la capacitación y el entrenamiento de acuerdo con los programas 
establecidos por el centro velando por el cumplimiento de los tiempos de capacitación y 
la calidad de estos.

5. Responder las inquietudes de las personas en formación.
6. Vigilar las condiciones de seguridad y salud de los participantes durante la 

capacitación y entrenamiento.
7. Dejar evidencia y entregar al supervisor los resultados de cada curso.
8. Evaluar los conocimientos y las habilidades alcanzadas por las personas que 

participan en cada curso, según los criterios de aprobación establecidos.
9. Aplicar los mecanismos de evaluación para determinar la satisfacción de cada curso.
10. Desarrollar procesos de actualización periódicos, tanto teóricos como prácticos, 

relacionados con el trabajo en alturas.
Artículo 47. Dirección de la operación. El director de operaciones es la persona 

designada por el representante legal del oferente inscrito como proveedor del servicio 
de capacitación y entrenamiento en trabajo en alturas. El director de operación tendrá las 
siguientes responsabilidades:

1. Gestionar ante el representante legal la adquisición de los recursos necesarios para 
implementar lo establecido en la presente resolución. 

2. Evaluar y presentar anualmente ante su empleador y el responsable del Sistema 
de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST, el desempeño del centro de 
capacitación y entrenamiento.

3. Garantizar el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente resolución.
4. Asegurar la disponibilidad de la información referente al centro de capacitación y 

entrenamiento, cuando el Ministerio del Trabajo lo requiera, especialmente la expedición de 
los documentos que acrediten la culminación y aprobación de los procesos de capacitación 
y entrenamiento.

5. Comunicar cualquier modificación del centro de capacitación y entrenamiento 
relacionada con esta norma al Ministerio del Trabajo: cambios de representación legal, 
ubicación, entrenadores, infraestructura para entrenamiento e infraestructura locativa.

Parágrafo. El representante legal, será el máximo responsable del cumplimiento de las 
condiciones técnicas, jurídicas, operativas y administrativas del centro de capacitación y 
entrenamiento para trabajo en alturas, conforme a lo establecido en la presente resolución 
y demás normatividad nacional aplicable.

CAPÍTULO VI
Proceso de Registro del Centro de Capacitación y Entrenamiento de los 

Proveedores de Capacitación en Protección Contra Caídas en Trabajo en Alturas
Artículo 48. Remisión de documentos del organismo certificador. Dentro de los cinco 

(5) días hábiles siguientes a su expedición, el organismo certificador remitirá al Ministerio 
del Trabajo o quien haga sus veces, copia de la certificación o recertificación expedida 
según la norma técnica colombiana correspondiente, emitida al Proveedor de capacitación 
para el respectivo registro.

Artículo 49. Registro. El registro de proveedores de capacitación y entrenamiento en 
Protección contra Caídas en Trabajo en Alturas tiene por objeto reunir la información 
relevante relacionada con los prestadores autorizados de servicios de capacitación 
y entrenamiento en esta materia, que le permita al Ministerio del Trabajo realizar el 
seguimiento y evaluación de las condiciones de los centros de capacitación y entrenamiento, 
los programas ofertados y las personas certificadas.

Toda institución, persona natural o jurídica, u otra reglamentada por la presente 
resolución aspirante a proveer el servicio de capacitación y entrenamiento en protección 
contra caída en Trabajo en Alturas, y evaluación de la competencia de Trabajo en Alturas, 
deberá registrarse como proveedor de dicha formación ante el Ministerio del Trabajo, en 
el aplicativo diseñado para tal fin.

El representante legal de todo proveedor de capacitación en trabajo en alturas, podrá 
realizar y tramitar su inscripción en el registro a través del aplicativo diseñado para tal fin, 
completando las etapas incluidas, y radicando a través de este los siguientes documentos:

a) Solicitud, indicando la dirección donde funcionará, teléfono, correo electrónico 
de contacto, nivel(es) de capacitación que desea impartir, sede(s) donde se ofrecerá el 
servicio de capacitación y entrenamiento. Los oferentes de capacitación y entrenamiento 
no podrán compartir estructuras, ni funcionar en la misma dirección. En el caso de las 
UVAE con cobertura nacional, estas podrán realizar convenios con otros oferentes para 
compartir estructuras. Los certificados serán expedidos y reportados por la UVAE. 

b) Documento con el código de buen comportamiento.
c) Certificado de existencia y representación legal con fecha de expedición no mayor 

a treinta (30) días.
d) Copia del documento de identidad del representante legal de la institución, persona 

natural o jurídica, u otra reglamentada por la presente resolución.
e) Documento de póliza de seguro contra accidentes para los trabajadores en 

capacitación. Para el caso de las UVAE, debe reportar la afiliación a la ARL.
f) Documento de estudios de cálculo de las estructuras y sus condiciones de uso 

acompañado de los planos firmados por las personas calificadas incluyendo la matrícula 
profesional. 

g) Programas de capacitación a impartir, de conformidad con lo establecido en la 
presente resolución y demás normas que la sustituya, modifique o aclare. Cada programa 
debe especificar como mínimo: nivel de capacitación a impartir, requisitos de ingreso, 
mecanismos de evaluación donde se identifiquen los resultados esperados, plan de 
seguimiento y tiempo de duración, entre otros.

h) Licencia en Seguridad y Salud en el Trabajo, para las personas naturales y jurídicas.
i) Copia de los contratos de los entrenadores y supervisores de trabajo en alturas.
j) Certificado capacitación y entrenamiento del entrenador de trabajo en alturas, 

conforme a lo establecido en la presente resolución.
k) Certificación de la Administradora de Riesgos Laborales, donde conste que 

su Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo, incluye el Programa de 
Protección Contra Caídas, y verificando mediante visita que los espacios, equipos y 
sistemas a utilizar cumplen con los requisitos de seguridad, de acuerdo con lo estipulado 
en la presente Resolución

l. Certificación de calidad en la norma técnica colombiana correspondiente, expedida 
por un organismo debidamente acreditado por el Organismo Nacional de Acreditación de 
Colombia (ONAC) cuando aplique.

Parágrafo. Los proveedores del servicio de capacitación y entrenamiento que ya se 
encuentran registrados ante la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo del 
Ministerio de Trabajo, tendrán un período de transición de seis (6) meses, a partir de la 
expedición de la presente resolución para ajustar sus programas acordes a los nuevos 
requisitos. Si transcurrido este período no se realizan los ajustes técnicos, jurídicos y 
operativos necesarios conforme a lo establecido en la presente resolución se procederá a 
inhabilitar el registro, previa su comunicación por parte de la Dirección de Movilidad y 
Formación para el Trabajo.

Artículo 50. Trámite de inscripción. Radicados los documentos para la inscripción, la 
Dirección de Movilidad y Capacitación para el Trabajo del Ministerio del Trabajo o quien 
haga sus veces, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes emitirá la comunicación 
respectiva y si es del caso, solicitará las adiciones o aclaraciones que se consideren 
necesarias.

A partir del envío de la comunicación el peticionario contará con un (1) mes para 
realizar los ajustes solicitados. Transcurrido el término anterior sin que el peticionario 
satisfaga el requerimiento, se entenderá desistida la solicitud y se ordenará el archivo.
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Artículo 51. Inscripción en el registro. Verificado el cumplimiento de los requisitos 
exigidos, la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo (DMFT) del Ministerio 
del Trabajo o quien haga sus veces, procederá a su inscripción en el registro de proveedores 
de capacitación en protección contra caídas en trabajo en altura y comunicará lo pertinente 
al representante legal del proveedor.

Los proveedores de capacitación y entrenamiento únicamente podrán ofertar los 
programas de capacitación y expedir las certificaciones correspondientes conforme con la 
cobertura territorial presentada por el oferente y autorizada por el Ministerio del Trabajo 
para el efecto, desde la fecha de inscripción en el Registro de Proveedores de Capacitación 
y entrenamiento.

Artículo 52. Permanencia en el registro. Para permanecer en el registro, los proveedores 
de capacitación y entrenamiento, deben mantener las condiciones jurídicas, operativas y 
técnicas señaladas en la presente resolución.

La Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo del Ministerio del Trabajo, 
podrá suspender de forma inmediata el registro como proveedor inscrito del servicio de 
capacitación y entrenamiento en trabajo en alturas, cuando se establezca mediante auditoría 
por parte de la ARL, del organismo certificador de calidad o autoridad competente un 
hallazgo que comprometa la seguridad y salud de los entrenadores y los aprendices, o se 
incumplan los requisitos mínimos del proceso de capacitación y entrenamiento, se imparta 
capacitación fuera de la jurisdicción autorizada por el Ministerio, entre otros. Si no se 
subsana el hallazgo, la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo retirará el 
registro definitivamente.

Artículo 53. Plan de mejora. Si la Dirección de Movilidad y Formación para el 
Trabajo (DMFT) al realizar la visita técnica de verificación al proveedor de capacitación y 
entrenamiento de trabajo en altura, encuentra incumplimiento en las condiciones referidas 
en esta resolución, otorgará un plazo no mayor a treinta (30) días calendario, para presentar 
el plan de mejora.

La gravedad del incumplimiento por parte del proveedor se determinará según afecte 
la salud y la vida de los trabajadores a capacitar o se incumpla lo establecido en el Decreto 
472 de 2015, o la norma modifique o sustituya, la Dirección de Movilidad y Formación 
para el Trabajo (DMFT) de acuerdo con la gravedad detectada establecerá el estado de 
activo o inactivo del proveedor de capacitación.

Para el caso de las Direcciones Territoriales u oficinas especiales del Ministerio 
del Trabajo, cuando se realicen visitas preventivas de carácter general y se detecte la 

inobservancia de la normatividad en Seguridad y Salud en el Trabajo, los inspectores de 
trabajo podrán imponer las medidas de cierre y suspensión establecidas en el Decreto 472 
de 2015. Estas medidas harán parte del plan de mejora que debe presentar el proveedor 
de capacitación y entrenamiento a la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo 
(DMFT). El registro del oferente permanecerá inactivo hasta cuando se levante la medida 
por parte de la Dirección Territorial u oficina especial correspondiente.

La expedición de certificados sin haber cursado el programa se tomará como una falta 
grave y el oferente se colocará inmediatamente en estado inactivo.

Cumplido el plazo sin la materialización de las acciones de mejora, la Dirección de 
Movilidad y Formación para el Trabajo o quien haga sus veces, inhabilitará el registro, 
previa comunicación dirigida al representante legal del proveedor.

Cuando el proveedor de Capacitación y Entrenamiento certifique ante la Dirección 
de Movilidad y Formación para el Trabajo (DMFT), o quien haga sus veces, el 
cumplimiento de las condiciones consignadas en el plan de mejora se habilitará 
nuevamente su registro. Si el proveedor incurre nuevamente en la falta será retirado 
definitivamente del registro.

Artículo 54. Publicación del registro. Para conocimiento de los ciudadanos en general, 
la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo o quien haga sus veces, publicará 
en su página web el registro de los proveedores de capacitación y entrenamiento inscritos 
y habilitados para ofertar los diferentes programas de capacitación y entrenamiento, así 
como las personas reportadas por estos, que cursaron y aprobaron los diferentes niveles 
de capacitación.

CAPÍTULO VII.
Seguimiento y Vigilancia a Proveedores de Capacitación y Entrenamiento

Artículo 55. Seguimiento y vigilancia a la calidad de los proveedores de capacitación 
y entrenamiento. Cuando el organismo certificador de calidad remita a la Dirección de 
Movilidad y Formación para el Trabajo del Ministerio del Trabajo (DMFT), o quien 
haga sus veces, información de suspensión o retiro de la certificación de calidad otorgada 
inicialmente al proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento, en algunas de sus 
sedes, por el incumplimiento de condiciones técnicas, operativas o jurídicas enmarcadas 
en la presente resolución, el proveedor de capacitación deberá presentar copia del plan de 
mejoramiento a la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo del Ministerio del 
Trabajo (DMFT) bajo los lineamientos establecidos en la presente resolución.

El informe de la auditoría de la visita será remitido a más tardar dentro de los quince (15) 
días hábiles siguientes a la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo (DMFT) 
del Ministerio del Trabajo, o quien haga sus veces, con el fin de hacer el seguimiento a las 
recomendaciones de acciones correctivas o preventivas a que haya lugar.

Artículo 56. Visita técnica. El Ministerio del Trabajo realizará visita técnica de 
verificación y seguimiento a los centros de capacitación y entrenamiento dispuestos por 
los proveedores de capacitación y entrenamiento, con el fin de verificar el cumplimiento 
de las disposiciones señaladas en la presente resolución y las normas que la sustituyan, 
modifiquen o adicionen.

Artículo 57. Auditoría al aplicativo del Ministerio del Trabajo. La Dirección de 
Movilidad y Capacitación para el Trabajo (DMFT), auditará permanentemente los 
procesos de capacitación y entrenamiento reportados por los proveedores de capacitación 
y entrenamiento, así como la documentación técnica y jurídica radicada. Si encontrara 
inconsistencias en los procesos reportados y/o documentos vencidos sin actualizar por 
parte de la organización inscrita, procederá a informar y solicitar a través del aplicativo las 
observaciones o plan de mejoramiento que dieran a lugar a aclarar o subsanar el hallazgo, 
en los términos establecidos en el Plan de mejora.

Artículo 58. Consulta del registro de certificación de capacitación y entrenamiento. 
Para conocimiento del público en general, la DMFT o quien haga sus veces, garantizará 
la herramienta virtual donde el interesado pueda consultar permanentemente las personas 
certificadas por los proveedores, en la página institucional del Ministerio del Trabajo.

CAPÍTULO VIII
Certificación de la Capacitación y Entrenamiento

Artículo 59. Certificación del proceso de capacitación y entrenamiento para trabajo en 
altura. El proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento deberá dejar constancia 
y enviar al empleador o contratante un documento donde acredite que el aprendiz, cursó y 
aprobó la capacitación y entrenamiento para trabajo en altura. 

El documento que expidan los proveedores de capacitación y entrenamiento, deberán 
contener como mínimo los siguientes campos: 

1. Denominación: “Certificado de capacitación y entrenamiento para Trabajo en 
Altura”.

2. Enunciar el correspondiente nivel de capacitación.
3. Nombre y apellidos de la persona certificada.
4. Número del documento de identificación de la persona capacitada y entrenada.
5. Nombre y número de registro del proveedor que realizó la capacitación y 

entrenamiento.
6. Dirección e identificación del área geográfica autorizada por el Ministerio del 

Trabajo de la sede donde se impartió el proceso de capacitación y entrenamiento.
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7. Nombres, apellidos y firma del representante legal del centro de formación de 
trabajo en altura, inscrito como proveedor de capacitación y entrenamiento.

8. Nombre, apellido, firma del entrenador y número de la licencia de Seguridad y Salud 
en el Trabajo.

9. Ciudad y fecha donde se realizó la capacitación y entrenamiento o la evaluación y 
certificación de la competencia laboral.

10. Ciudad y fecha de expedición del certificado de capacitación y entrenamiento o 
certificado de competencia laboral.

11. Nombre del organismo certificador del centro de formación para trabajo en altura 
y código de acreditación.

12. Número de radicado expedido por el Ministerio de Trabajo y que lo acredita como 
proveedor inscrito del servicio de capacitación y entrenamiento en protección contra caída 
en trabajo en alturas.

13. Nombre e identificación de la empresa y su representante legal, empleador o 
contratante que envía al trabajador a capacitación y entrenamiento.

14. Nombre de la Administradora de Riesgos Laborales (ARL) a la que se encuentra 
afiliado el trabajador.

Parágrafo 1°. Los certificados de capacitación y entrenamiento que no cumplan con 
los anteriores requisitos estarán sujetos a las sanciones establecidas en la normatividad 
vigente.

Parágrafo 2°. Los certificados de culminación y aprobación de los procesos de 
capacitación y entrenamiento que expidan los proveedores del servicio de capacitación y 
entrenamiento en trabajo en altura no deberán contener logos o logotipos del Ministerio 
del Trabajo.

Parágrafo 3°. El SENA podrá seguir expidiendo los certificados según lo establecido 
en su programa de registro.

Artículo 60. Registro de procesos de capacitación y entrenamiento en trabajo en 
alturas. Todos los proveedores de capacitación y entrenamiento en protección contra 
caídas en trabajo en altura que culminen procesos de capacitación y entrenamiento, 
deberán registrar ante el Ministerio del Trabajo - Dirección de Movilidad y Formación 
para el Trabajo (DMFT) o quien haga sus veces, el listado con la información pertinente 
respecto de las personas que cursaron y aprobaron los programas respectivos.

El registro se hará dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la finalización del 
curso.

En el caso del reentrenamiento el empleador deberá informar a su respectiva ARL los 
nombres y número de identificación de los trabajadores enviados capacitación dentro de 
los cinco (5) días hábiles siguientes al reporte por parte del empleador o contratante.

Parágrafo 1°. El proceso de capacitación y entrenamiento terminado que no se encuentre 
registrado ante la Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo (DMFT), no podrá 
ser acreditado por el Ministerio de Trabajo y en ese caso, el proveedor del servicio de 
capacitación y entrenamiento asumirá la responsabilidad por los perjuicios que lleguen a 
ocasionarse al trabajador por esta omisión.

Parágrafo 2°. El proceso de capacitación y entrenamiento o competencia laboral en 
trabajo en altura tendrá validez a partir de la fecha de expedición del certificado y dicha 
fecha de expedición del certificado no podrá ser mayor a cinco (5) días siguientes a la 
terminación del proceso de capacitación y entrenamiento o evaluación de competencia 
laboral.

TÍTULO IV
OBLIGACIONES Y DISPOSICIONES FINALES

CAPÍTULO I.
Obligaciones

Artículo 61. Obligaciones del empleador. Todo empleador que tenga trabajadores que 
realicen tareas de trabajo en altura como mínimo debe:

a) Enviar al trabajador a las evaluaciones médicas ocupacionales conforme a lo 
establecido en la normatividad vigente.

b) Incluir en el Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST), 
el programa de prevención y protección contra caídas en altura de conformidad con lo 
establecido en la presente resolución.

c) Disponer y mantener un administrador del programa de prevención y protección 
contra caídas de altura y un coordinador de trabajo en alturas.

d) Suministrar al trabajador que realice actividades de trabajo en altura, los elementos 
necesarios y la capacitación requerida para el cumplimiento de sus funciones, roles y 
responsabilidades conforme a lo establecido en esta resolución, en ningún caso se podrá 
generar costo al trabajador.

e) Verificar que los procesos de capacitación y entrenamiento sean realizados 
por proveedores autorizados por el Ministerio del Trabajo y que estos cumplan con la 
intensidad horaria establecida en los programas de formación, conforme con lo establecido 
en la presente resolución.

f) Garantizar la divulgación de las actividades y/o los procedimientos de trabajo en 
alturas, a todo trabajador que las vaya a realizar. La divulgación deberá ser antes de iniciar 
labores.

g) Constatar que los equipos y sistemas usados en prevención y protección contra 
caídas sean inspeccionados por lo menos una vez al año o con la periodicidad indicada por 
el fabricante, conforme a lo establecido en esta resolución.

h) Conservar los registros de las revisiones y del mantenimiento que se practiquen a los 
sistemas o equipos utilizados para la realización de trabajos en altura.

i) Desarrollar los planes de prevención, preparación y respuesta ante emergencias 
y procedimientos de rescate en alturas documentados y disponer de recursos humanos, 
técnicos y equipos, necesarios para asegurar la respuesta en eventos de emergencia acorde 
a lo establecido en la presente resolución.

j) Garantizar que los menores de edad y las mujeres embarazadas en cualquier tiempo 
de gestación no realicen trabajo en altura.

k) Verificar que sus contratistas cumplan con lo establecido en la presente resolución, 
incluyendo su Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST. 
Supervisar la aplicación de los procedimientos, las medidas de seguridad y salud de los 
trabajadores y contratistas. El empleador será solidario en los accidentes que se llegaran a 
ocasionar por la no implementación de las medidas descritas por parte de sus contratistas.

l) Exigir a los fabricantes y proveedores de equipos de protección contra caídas que 
las fichas técnicas, manuales de usuario o de mantenimiento y procedimientos estén en 
idioma español.

m) Asegurar que las fichas técnicas y manuales de usuario sean comprendidos por los 
trabajadores a quienes van dirigidos.

n) En casos de construcciones nuevas, es responsabilidad del constructor realizar 
durante las etapas de diseño y planeación, la adopción de estrategias de prevención y 
protección contra caídas y asegurarse que al entregar al servicio nuevas construcciones, 
estas cuentan con las facilidades para la seguridad en materia de trabajos en alturas para 
las futuras actividades de mantenimiento.

o) Asegurar la compatibilidad de los componentes del sistema de protección contra 
caídas; para ello debe evaluar o probar completamente si el cambio o modificación de 
un sistema cumple con el estándar a través del coordinador de trabajo en alturas o si hay 
duda, debe ser informada al responsable del sistema de gestión de la seguridad y salud en 
el trabajo SG-SST para gestionar la aprobación por parte de una persona calificada.

p) Cualquier empleador que requiera contratar actividades de trabajo en altura, deberá 
asumir el costo de la correspondiente capacitación del trabajador, dando aviso a la ARL a 
la cual se encuentra afiliado.

Artículo 62. Obligaciones de los trabajadores. Cualquier trabajador que desempeñe 
labores en altura debe:

a) Asistir y aprobar a las capacitaciones y reentrenamientos programadas por el 
empleador o contratante.

b) Cumplir todos los procedimientos de Seguridad y Salud en el Trabajo establecidos 
por el empleador o contratante.

c) Informar al empleador o contratante a través de quien haya sido designado, sobre 
cualquier condición de salud que le pueda generar restricciones, antes de realizar cualquier 
tipo de trabajo en altura.

d) Utilizar las medidas de prevención y protección contra caídas que sean implementadas 
por el empleador o contratante y que cumplan con lo establecido en la presente resolución.

e) Reportar al coordinador de trabajo en altura el deterioro, mal estado, o daño de los 
sistemas individuales o colectivos de prevención y protección contra caídas.

f) Participar en la elaboración y el diligenciamiento del permiso de trabajo en altura, 
así como acatar las disposiciones del mismo.

g) Conocer los peligros y controles que se han definido para realizar el trabajo en 
altura, así como las acciones requeridas en caso de emergencia.

h) Garantizar su seguridad y salud y la de otras personas que puedan verse afectadas 
por sus actos u omisiones en el trabajo.

Artículo 63. Obligaciones de las Administradoras de Riesgos Laborales (ARL). Las 
Administradoras de Riesgos Laborales, que tengan afiliadas empresas en las que exista el 
riesgo de caída por trabajo en altura, dentro de las obligaciones que le confiere los artículos 
56, 59 y 80 del Decreto 1295 de 1994 o normas aplicables, deberán:

a) Realizar actividades de prevención, asesoría y evaluación de riesgos de trabajo en 
altura de acuerdo a la presente resolución.

b) Llevar registros de todos los trabajadores afiliados a la ARL, que son expuestos al 
riesgo de caída por trabajo en alturas, por sus aportantes. 

c)	 Llevar registros de la accidentalidad que se genere por trabajos en alturas, de 
todos los afiliados a esta, por los aportantes de distintos sectores y reportarlo al Ministerio 
del Trabajo.

d)	 Ejercer la vigilancia y control en la prevención de los riesgos de trabajo en alturas 
conforme a lo establecido en la presente resolución.

e) Participar, en la investigación de accidentes de trabajo de sus afiliados, relacionados 
con trabajos en alturas que, por su complejidad y consecuencia grave en el trabajador, 
requiera la revisión de la competencia obtenida por este, a través del proceso de capacitación 
y entrenamiento en trabajo en alturas impartido por el oferente y que debió ser verificado 
por su aportante.
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f) Asesorar a los empleadores, en la compra y adquisición de los elementos requeridos 
para la protección personal para trabajo en altura.

g) Elaborar, publicar y divulgar guías técnicas por actividades económicas para la 
aplicación de la presente resolución, las cuales deben ser revisadas y autorizadas por el 
Ministerio del Trabajo.

Parágrafo 1°. Las Administradoras de Riesgos Laborales podrán establecer 
mecanismos, programas y acciones para la asesoría en gestión para el control efectivo de 
los riesgos en trabajo en altura.

Parágrafo 2°. Cuando la Administradora de Riesgos Laborales participe en la 
investigación de accidente de trabajo y establezca el eventual incumplimiento del 
contenido e intensidad horaria del programa de capacitación y entrenamiento por parte 
del Proveedor de capacitación de trabajo en altura, deberá proceder a informar a la 
Dirección de Movilidad y Formación para el Trabajo (DMFT) y a la Dirección territorial 
del Ministerio del Trabajo.

Artículo 64. Obligaciones de los Proveedores del servicio de capacitación y 
entrenamiento en trabajo en alturas. Las personas naturales y jurídicas con licencia 
en Seguridad y Salud en el Trabajo, las Instituciones de Educación para el Trabajo y 
Desarrollo Humano, las Instituciones de Educación Superior, el SENA y las Unidades 
Vocacionales de Aprendizaje en Empresa (UVAE), que estén inscritas en el registro del 
Ministerio del Trabajo, como Proveedores del servicio de capacitación y entrenamiento en 
protección contra caída en trabajo en altura, deberán:

a) Estar inscritos en el registro de la Dirección de Movilidad y Formación para el 
Trabajo (DMFT) del Ministerio del Trabajo.

b) Llevar el registro de todas las personas capacitadas y entrenadas en trabajo de 
conformidad con lo establecido en la presente resolución.

c) Llevar registros del cumplimiento del 100%, de los contenidos e intensidad 
horaria, de todos los temas y/o módulos de los programas de formación que se impartan a 
trabajadores de empresas solicitantes del servicio de conformidad con lo establecido en la 
presente resolución.

d) Cumplir con las medidas de prevención y protección contra caídas, tendientes a 
garantizar la seguridad y salud de sus trabajadores, entrenadores y aprendices en etapa de 
capacitación y entrenamiento, conforme a la normatividad nacional aplicable.

e) Garantizar la disponibilidad permanente del 100% de las estructuras, equipos e 
instalaciones necesarias para impartir los programas de capacitación y entrenamiento, y 
que estas se encuentren en óptimas condiciones.

f) Mantener las condiciones técnicas, operativas y jurídicas con las que fue inscrito 
como proveedor del servicio de capacitación y entrenamiento en protección contra caída 
en trabajo en altura, conforme lo establecido en la presente resolución.

g) Entregar a las personas o trabajadores el certificado de aprobación del curso en los 
términos señalados por la presente resolución.

Parágrafo 1°. Cuando se presente un accidente de alguno de los aprendices en etapa 
de capacitación o entrenamiento, el proveedor de capacitación deberá informar a su 
aseguradora y al empleador de este para reportar ante la ARL al que estuviera afiliado el 
accidentado.

CAPÍTULO II
Disposiciones Finales

Artículo 65. Casos especiales. Cuando para un sector o actividad económica se 
demuestre que uno o varios aspectos contenidos en el Título II, Capítulo II y Capítulo V de 
la presente resolución no pueden ser aplicados, se diseñarán guías técnicas especializadas 
enfocadas en brindar la seguridad necesaria y equivalente en los aspectos específicos que 
no se pueden cumplir, sin perjuicio del cumplimiento de las demás disposiciones descritas 
en la presente resolución.

Estas guías podrán ser desarrolladas tanto por las Administradoras de Riesgos 
Laborales, los gremios, las comisiones sectoriales y en todo caso, requerirán la revisión y 
aprobación de la Dirección de Riesgos Laborales del Ministerio del Trabajo.

Artículo 66. Inspección Vigilancia y Control. Corresponderá a la Dirección de Inspección 
Vigilancia y Control, por medio de las Direcciones Territoriales, Oficinas Especiales e 
Inspecciones Municipales, la verificación del cumplimiento de las disposiciones señaladas 
en la presente resolución.

Artículo 67. Vigencia. La presente resolución comenzará a regir a los seis (6) meses de 
su publicación, tiempo durante el cual las empresas, empleadores, contratistas y oferentes 
de capacitación, implementarán los ajustes necesarios para su cumplimiento.

Artículo 68. Derogatoria. La presente resolución deroga las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial, las siguientes Resoluciones: Resolución 1409 de 2012, Resolución 
1903 de 2013, Resolución 3368 de 2014, Resolución 1178 de 2017 y Resolución 1248 de 
2020.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2021.
El Ministro del Trabajo,

Ángel Custodio Cabrera Báez.
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Continuación de la resolución “Por la cual se establecen los requisitos mínimos de seguridad para el 
desarrollo de trabajo en alturas.” 
 

inclinados para 
trabajos en 
cubiertas.  

con pendiente mínima de 15° y máxima 45º de 
inclinación, de mínimo 12 m cuadrados como 
superficie activa de trabajo por cada pendiente.  
Deberá tener barandas de seguridad según lo 
establecido en esta resolución, contar con un 
sistema de acceso a la parte más alta de la misma 
(cumbre), podrá ser fabricada con materiales que 
simulen una situación real, con puntos de anclaje 
en la parte superior (cumbre) del techo simulado, 
(ejemplo: puntos de anclaje fijos, móviles o líneas 
de vida horizontales). 

Plataformas tipo 
pasarela 
portátiles  

Plataformas de material liviano (Ejemplo: aluminio 
[alfajor]) que permitan enseñar a los participantes 
el trabajo en planos inclinados.  
Dimensiones 0.50 m x 1.50 m (máximo 2 m) que 
se puedan interconectar entre sí y a la superficie 
con cauchos antideslizantes en su base. 

Mínimo 2 

Torre 

Torre diseñada y fabricada en materiales de acero 
que incluyan los verticales, diagonales y 
horizontales, con escalera vertical fija que 
sobresalga como mínimo 1 m por encima de la 
plataforma superior con peldaños cada 0.30 m y 
plataformas de descanso cada 3 metros. 
 
La escalera debe ser fabricada en varilla corrugada 
de 5/8” y con línea de vida vertical fija en cable de 
acero. 
 
Debe tener memoria de cálculo para la estructura 
y la cimentación acorde a las cargas previstas 
tanto para la torre como para sus accesorios. 

 

Mínimo 1 

 
ESTRUCTURAS 

ELEMENTO                                     DESCRIPCIÓN CANTIDAD 

Postes 

Postes de concreto o acero, debidamente hincados en 
el suelo, certificados en la norma técnica nacional o 
internacional aplicable. (Ejemplo: NTC  1329: 
Prefabricados en concreto. Postes de concreto para 
líneas aéreas de energía y telecomunicaciones). Uno 
de los postes deberá tener peldaño que permita el 
ascenso y descenso del trabajador a la cima de este. 
Los postes deberán estar equipados para simular 
trabajos del sector eléctrico    

Deben contar con un punto de anclaje en su parte 
superior, bien sea con un collarín tipo abrazadera, un 
perno de ojo certificado o un Tie Off debidamente 
instalado. Si el entrenamiento lo requiere, se debe 
incluir la instalación de perchas y cables sin tensión 

Mínimo 2 
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ANEXO TÉCNICO PARA CENTROS DE ENTRENAMIENTO 

ESCENARIOS GENERALES MÍNIMOS Y NECESARIOS PARA IMPARTIR 
PROCESOS DE CAPACITACIÓN Y ENTRENAMIENTO EN TRABAJO EN 

ALTURAS  

ESTRUCTURAS 
ELEMENTO DESCRIPCIÓN CANTIDAD 

Estructura para 
entrenamiento. 
En tres (3) 
niveles 

Estructura fija de mínimo 6 metros de altura, de 
tres niveles, 2 metros de altura mínimo entre 
niveles y capacidad de 4 participantes entre los 
diferentes niveles, deberá ser de material rígido 
(ejemplo: concreto, metal) que garantice su 
resistencia estructural a través de sus respectivas 
memorias de cálculo y la cimentación acorde a las 
cargas previstas para sus accesorios. 
Debe contar con puntos de anclaje para detención 
de caída en los niveles superiores. 
Cada nivel debe tener placas o plataformas fijas 
debidamente protegidas con barandas fijas a esta 
(al menos una baranda debe brindar la posibilidad 
de ser retirada para realizar prácticas hacia el 
exterior de la estructura). 
Debe tener mínimo una escalera como sistema de 
acceso entre los distintos niveles, con sus 
respectivas medidas de prevención y protección 
acorde a los requisitos establecidos en la presente 
resolución. 
La estructura debe contar con un lado que permita 
desarrollar la capacitación de trabajo en fachadas, 
andamios colgantes y trabajo desde ventanas. 
Su diseño debe permitir la instalación de redes de 
seguridad. 
En el nivel superior la estructura debe tener 
instalados anclajes para asegurar andamios 
colgantes y sistemas de protección contra caídas 
(por ejemplo, Líneas de Vida verticales portátiles o 
dispositivos retráctiles). 

Mínimo 1 

Estructura 
reticular para 
entrenamientos 
de 
posicionamiento. 

Estructura metálica fija, con una longitud de 
mínimo 2 metros de alto x 2 metros de ancho, que 
formen una retícula de mínimo 25 cm y que esté 
debidamente asegurada al piso, o soldada a una 
estructura, separada mínimo a 20 cm de la 
estructura de fijación.  
En la parte superior de la estructura reticular, 
deberá contar con puntos de anclaje necesarios 
para asegurar los sistemas y/o equipos de 
protección de los participantes que estén 
desarrollando la práctica. 

Mínimo 1 

Estructura con 
pendiente para 
simular planos 

Estructura fija, que simulará el techo de una 
edificación con una o dos pendientes, deberá ser 
construida a máximo 1,50 m sobre un nivel inferior, 

Mínimo 1 
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para simular un escenario real. No deben ser objeto 
de modificaciones estructurales y de diseño. 

 
 

SISTEMAS DE ACCESO 
ELEMENTO                                     DESCRIPCIÓN CANTIDAD 

Andamio de 
sistema, 
certificado de 
mínimo 2 
secciones 

Andamio multidireccional de mínimo 2 metros por 
cada lado, con plataformas, sistemas de acceso a 
cada nivel, barandas, rodapiés y bases ajustables fijas 
(no con ruedas), cumpliendo los criterios de uso y auto 
estabilidad acorde a las recomendaciones del 
fabricante. 

Mínimo 1 

Escalera 
portátil de un 
cuerpo 

Escalera certificada en un material rígido (aluminio, 
fibra de vidrio) de mínimo ocho pasos, con zapatas 
basculantes con superficie de caucho, de acuerdo con 
las normas técnicas vigentes. 

Mínimo 1 

Sistema de 
Andamio 
colgante 
certificado 

Andamio colgante con aparejos manuales de 
elevación o motores con sistema de freno de 
emergencia, con cable certificado de tipo anti-giro 
compatible con el motor o sistema de elevación. Si el 
sistema cuenta con soportes o pescantes, estos 
deben estar diseñado para ser asegurados a la 
estructura directamente y quedar fijo. La operación de 
estos andamios en centros de entrenamiento no debe 
realizarse con sistemas con contrapesos.  
La plataforma debe contar con barandas y rodapiés. 
Debe contar con fichas técnicas y certificación de 
todos sus componentes bajo las normas técnicas 
aplicables. 

Mínimo 1 

Escalera 
portátil de 
dos cuerpos 
extensible 

Escalera de fibra de vidrio de dos cuerpos con zapatas 
basculantes y base de caucho, sistema en su parte 
superior que pueda ajustarse a un poste para mejorar 
su estabilización. 

Mínimo 1 

 
 

EQUIPOS ADICIONALES 
ELEMENTO                                     DESCRIPCIÓN CANTIDAD 

Kit trabajo en 
suspensión 

Kit que incluya todos los equipos certificados para 
ascenso y descenso por cuerda compatibles con el 
diámetro de la cuerda.  
Deberá contener como mínimo dos cuerdas de 
distinto color (suspensión y seguridad), de longitudes 
que garantice el desarrollo de cualquier práctica 
desde el punto más alto de las estructuras utilizadas 
para procesos de entrenamiento, descendedor con 
sistemas antipánico, bolsos para herramientas, 
mosquetones, frenos con todos los accesorios 
incluidos que permita su rápida instalación, 
protectores de cuerda, silla para trabajos en 
suspensión y demás accesorios homologados por el 

Mínimo 1 

 

fabricante y necesarios para garantizar la seguridad 
del aprendiz. 

 
 

EQUIPOS ADICIONALES 
ELEMENTO                                     DESCRIPCIÓN CANTIDAD 

Pértiga para 
instalar líneas de 
vida 

Pértiga con sistema que permita colocar ganchos 
con el portal abierto y recuperar la línea después 
de la operación de longitudes que garantice el 
desarrollo de cualquier práctica desde el punto 
más alto de poste o estructura. Este equipo puede 
hacer parte del inventario de los equipos exigidos 
por la Resolución 491 de 2020 que el centro de 
capacitación inscrito en el Ministerio del trabajo 
para impartir capacitación de trabajo en espacios 
confinados debe presentar para su aprobación. 

Mínimo 1 

Botiquín para 
atención de 
politraumatismos 

Deberá contener como mínimo, collarín cervical, 
cráneo cervical, férulas para inmovilización de 
extremidades superiores e inferiores, vendajes 
necesarios para inmovilización, equipos de 
evaluación que incluyan bioseguridad (guantes, 
tapabocas, gafas), tensiómetro, fonendoscopio, 
termómetro, linterna, libreta y bolígrafo. 
Elementos para atención de hemorragias que 
incluyan apósitos y vendas. 
Elementos para curación de heridas menores. 
Elementos para RCP - Máscara con válvula 
unidireccional. 

Mínimo 2  

Férula espinal 
larga  

Férula espinal larga de material translúcido con 
inmovilizadores laterales a nivel de cabeza, 
correas para sujetar al paciente y realizar la 
inmovilización completa para su traslado. 

Mínimo 2 

Kit de Rescate 
rápido - ventaja 
mecánica 
mínima de 3:1. 

Kit completo y certificado, que incluya todos los 
equipamientos necesarios para garantizar su 
rápida instalación y la seguridad del aprendiz. 

Deberá contener como mínimo cuerda certificada 
de longitud mínima que garantice el desarrollo de 
cualquier práctica o rescate desde el punto más 
alto de las estructuras utilizadas para procesos de 
entrenamiento, con todos los accesorios 
(mosquetones, adaptadores de anclaje, frenos, 
entre otros). Se debe asegurar que uno de los kits 
se encuentre disponible de manera permanente 
para atender una situación real de rescate en el 
proceso práctico de entrenamiento. 

Mínimo 2 

 

Protectores de 
cuerda Protectores de cuerda para bordes. Mínimo 4 

Sistema de red 
para detención 
de caídas 

Sistema de red que incluya soportes y red 
certificada para detención de caídas con medidas 
ajustadas a la estructura que la soportará que 
cumplan con los requisitos exigidos en la 
legislación vigente. 

Mínimo 1 

Pretales 

Sistema personal de acceso y posicionamiento 
para trabajo en alturas, que se usara para prácticas 
de posicionamiento y escalamiento a postes. 
Cada pretal deberá estar conformado mínimo, por 
cuerdas (sujeción a poste), y banda, cintas o 
cincho industrial (apoyo de pies) El pretal deberá 
poseer un sistema de etiquetado que facilite su 
trazabilidad de inspección. 
Se deberá contar con la ficha técnica del equipo 
suministrada por el fabricante. 
 

Mínimo 2 
juegos  

 

EQUIPOS DE PROTECCION PERSONAL Y PROTECCION CONTRA CAIDAS 
ELEMENTO                                     DESCRIPCIÓN CANTIDAD 

Cascos Cascos tipo 2 con barbuquejos de mínimo tres 
puntos de sujeción. Mínimo 10 

Arneses con 
cuatro argollas 

Arneses de cuatro argollas ubicadas, una en la parte 
dorsal, una en la parte esternal y dos laterales (una 
en el lado derecho e izquierdo).   

Mínimo 10 

Arnés para 
rescate en 
espacios 
confinados 

Arneses de seis argollas ubicadas en la parte dorsal, 
esternal, laterales y en los hombros.  Mínimo 2 

Arnés para 
trabajo en 
descenso o 
ascenso  

Arneses de mínimo cinco argollas ubicadas en la 
parte dorsal, esternal, laterales y pélvica. Mínimo 4 

Eslingas con 
absorbente de 
choque con 
doble terminal 

Eslingas con absorbente de choque y ganchos con 
apertura de 2 y 1/4”. Mínimo 8 

Eslingas con 
absorbente de 
choque de un 
solo terminal. 

Eslingas con absorbente de choque. Mínimo 2 

Eslingas de 
posicionamiento 

Eslingas de 1.80 m de tipo ajustable de acuerdo con 
el tipo de actividad a desarrollar. Mínimo 8 

Dispositivos de 
anclaje portátil 
tipo Tie off de 
0,6 m a 1,8 m de 
longitud. 

Deberán ser acorde a las estructuras que abrazarán 
en el proceso de entrenamiento. 
Estos dispositivos se utilizarán solo para procesos 
de entrenamiento, y no harán parte de los equipos 
adicionales requeridos en el presente anexo técnico. 

Mínimo 10 

Mosquetones 
de seguridad 

Mosquetones certificados con cierre automático y 
resistencia en el portal de 3.600 libras. 

Estos dispositivos solo se utilizarán para procesos 
de entrenamiento y no harán parte de los equipos 
adicionales requeridos en el presente anexo técnico. 

Mínimo 10 

Línea de vida 
vertical en 
cuerda 

Sistema de línea de vida vertical portátil certificada, 
fabricada en cuerda que de mínimo 10 metros de 
longitud con gancho certificado y protegida con 
guardacabo, que cumplan con los requisitos 
exigidos para tal fin, dotada de freno de cuerda 
compatible con el diámetro de la cuerda, sistema de 
contrapeso y dispositivo de anclaje portátil. 

Sus componentes no harán parte de los equipos 
adicionales requeridos en el presente anexo técnico. 

Mínimo 2 

Dispositivos 
retractiles  

Dispositivos retráctiles certificados, con cable de 
acero de mínimo 9 m. Mínimo 2 

Línea de vida 
horizontal 
portátil 

Línea de vida horizontal portátil que incluya la línea 
de vida con su sistema de tensión y absorbente de 
choque con sus respectivos conectores, las argollas 
o deslizadores para conexión de ganchos de 
sistemas de protección contra caídas y los 
dispositivos de anclaje necesarios para su 
instalación. 

Las eslingas deben cumplir con los requisitos 
exigidos en la legislación vigente. 

Mínimo 1 

Cintas tubulares 
para anclaje 

Deben ser certificadas y de 1” y longitud acorde a las 
estructuras que abrazarán en el proceso de 
entrenamiento. 
No harán parte de los equipos adicionales 
requeridos en el presente anexo técnico. 

Mínimo 4 

(C. F.).
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Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo

Decretos

DECRETO NÚMERO 203 DE 2022

(febrero 8)
por el cual se acepta una renuncia.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades 
constitucionales y legales, en especial las señaladas en los numerales 2 y 13 del artículo 
189 de la Constitución Política, el Decreto 274 de 2000, los Decretos 2622 y 2623 de 2013 
y el Decreto 1083 de 2015,

CONSIDERANDO:
Que mediante el Decreto 1698 del 28 de agosto de 2015 se nombró a la doctora Ángela 

Jeaneth Ospina Enciso identificada con cedula de ciudadanía número 53105041 de Bogotá, 
en el empleo de Asesor Comercial, Código 1060, Grado 09 de la Oficina Comercial en 
Bruselas (Bélgica), de la planta de personal del exterior del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo.

Que mediante comunicación con radicado número 1-2022-001521 del 19 de enero de 
2022, la doctora Ángela Jeaneth Ospina Enciso presentó renuncia al empleo de Asesor 
Comercial, Código 1060, Grado 09 de la Oficina Comercial en Bruselas (Bélgica).

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Renuncia. Aceptar a partir de la fecha, la renuncia presentada por la 
doctora Ángela Jeaneth Ospina Enciso identificada con la cédula de ciudadanía número 
53105041 de Bogotá, al empleo de Asesor Comercial, Código 1060, Grado 09 de la Oficina 
Comercial en Bruselas (Bélgica), de la planta de personal del exterior del Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo.

Artículo 2°. Comunicación. Comunicar a la doctora Angela Jeaneth Ospina Enciso, el 
contenido del presente Decreto, a través del Grupo de Talento Humano del Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo.

Artículo 3°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

Martha Lucía Ramírez Blanco.
La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

María Ximena Lombana Villalba.

Ministerio de Transporte

Resoluciones
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Ministerio de Cultura

Decretos

DECRETO NÚMERO 204 DE 2022

(febrero 8)
por el cual se modifican y adicionan unos artículos del Decreto Único Reglamentario del 

Sector Cultura 1080 de 2015, sobre Patrimonio Cultural Sumergido.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le 
confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y la Ley 1675 de 2013, y

CONSIDERANDO:
Que el Gobierno nacional expidió el Decreto 1080 de 2015, “por medio del cual se 

expide el Decreto Reglamentario Único del Sector Cultura”.
Que el artículo 72 de la Constitución Política establece que “el patrimonio cultural de 

la Nación está bajo la protección del Estado. El patrimonio arqueológico y otros bienes 
culturales que conforman la identidad nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables, 
inembargables e imprescriptibles. La Ley establecerá los mecanismos para readquirirlos 
cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales 
que pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios de riqueza arqueológica”.

Que, al aplicar el artículo 72 de la Constitución, la Corte Constitucional ha resaltado, 
no solo la importancia del referido régimen constitucional de protección, sino también 
la obligación que asiste a todos, y en particular al Estado, de asegurar la conservación 
y recuperación de los bienes que conforman dicho patrimonio cultural y arqueológico. 
Respecto de lo cual ha señalado, en sentencia C-082 de 2014, que “es la propia Carta 
Política la que le impone al Estado el deber de proteger el patrimonio cultural de la 
Nación (C.P. art. 72), al tiempo que le reconoce a los bienes que hacen parte del mismo el 
carácter de inalienables, inembargables e imprescriptibles”.

Que el Estado colombiano considera de singular importancia para el desarrollo del 
país la protección del patrimonio cultural, como un todo, y específicamente de los bienes 
que integran el Patrimonio Cultural Sumergido, para lo cual expidió la Ley 1675 de 2013.

Que el artículo 8° de la Ley 1675 de 2013 expresamente dispuso la creación de las 
áreas arqueológicas protegidas en los territorios marinos, facultó al Ministerio de Cultura 
para su declaratoria y dispuso la elaboración de planes de manejo arqueológico referidos 
a áreas arqueológicas protegidas en las áreas marinas con la concurrencia del Instituto 
Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) y de la Dirección General Marítima 
(DIMAR).

Que el mismo artículo señala que los proyectos que requieran de autorizaciones o 
licencias y que se desarrollen en esas áreas se sujetarán a las disposiciones generales 
en materia de planes de manejo arqueológico y programas de arqueología preventiva 
establecidos.

Que la protección del Patrimonio Cultural Sumergido debe ser integral acorde con el 
análisis realizado por la Corte Constitucional en sentencias C-264 de 2014 y C-553 de 
2014.

Que dadas las condiciones que caracterizan al patrimonio cultural sumergido en 
relación con su ámbito de localización en áreas consideradas como paisajes culturales 
según lo establecido en el artículo 2.4.3.1 del Decreto 2358 de 2019, el cual se encuentra 
incorporado en el Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura, 1080 de 2015, la 
intervención de este debe armonizarse con los instrumentos de gestión según lo dispuesto 
en el artículo 2.4.3.4 del dicho Decreto.

Que, como consecuencia de lo anterior, se requiere implementar mecanismos que 
garanticen y promuevan la protección de los bienes que actual o potencialmente integran el 
Patrimonio Arqueológico de la Nación, bajo una lógica de coordinación interinstitucional.

Que, dentro de la estructura de protección del Patrimonio Cultural de la Nación, 
en todas sus modalidades, las autoridades encargadas se encuentran convencional y 
constitucionalmente obligadas a realizar todas las actuaciones administrativas de manera 
oportuna y eficaz, con el fin de garantizar la mayor protección posible a través de medidas 
de prevención, conservación y gestión, en el marco de lo definido por el legislador.

Que el registro de los bienes del patrimonio cultural sumergido es una herramienta 
importante para la identificación, inventario, clasificación, documentación, seguimiento y 
protección del patrimonio cultural sumergido.

Que las Áreas Arqueológicas Protegidas en los territorios marinos a que hace referencia 
el artículo 2° de la Ley 1675 de 2013 son áreas que demandan un manejo especial en razón 
a las evidencias que allí se encuentran.

Que los Programas de Arqueología Preventiva deben contener unas medidas de manejo 
independientemente de si hay hallazgos o si el Programa de Arqueología Preventiva 
sugiere la existencia de bienes o contextos arqueológicos en el área del proyecto, obra o 
actividad, con el fin de garantizar la protección del patrimonio cultural sumergido.

Que es necesario fortalecer la colaboración armónica entre las autoridades públicas de 
tal manera que se garantice el cumplimiento de sus respectivas funciones.
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Que el proyecto de decreto fue publicado en la página web del Ministerio de Cultura, en 
cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 8° del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 
1081 de 2015, Decreto Único Reglamentario de la Presidencia de la República.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Se adiciona el artículo 2.7.1.3 al Título I de la Parte VII del Decreto 1080 
de 2015, el cual quedará así:

Artículo 2.7.1.3. Objeto. El presente decreto tiene por objeto reglamentar las 
competencias, trámites y actividades que deben adelantar las autoridades nacionales 
competentes para garantizar la protección del Patrimonio Cultural Sumergido.

Artículo 2°. Se adiciona el artículo 2.7.1.4 al Título I de la Parte VII del Decreto 1080 
de 2015, el cual quedará así:

Artículo 2.7.1.4. Definiciones. Para los efectos del Patrimonio Cultural Sumergido, se 
utilizarán las definiciones técnicas de aguas internas, fluviales y lacustres, mar territorial, 
zona contigua, zona económica exclusiva y plataforma continental e insular, y otras áreas 
delimitadas por líneas de base que se encuentran en la Ley 10 de 1978, en el Decreto Ley 
2324 de 1984 y en particular en los artículos 2.2.2.1.1 y siguientes del Decreto 1067 de 
2015, o las normas que los adicionen, modifiquen o deroguen.

Artículo 3°. Se adiciona el artículo 2.7.1.5 al Título I de la Parte VII del Decreto 1080 
de 2015, el cual quedará así:

Artículo 2.7.1.5. De la Protección Legal y Constitucional del Patrimonio Cultural 
Sumergido. En virtud de lo establecido en la Constitución y en la ley, los bienes que tengan 
las características establecidas en el artículo 2° de la Ley 1675 de 2013 se consideran 
parte del Patrimonio Cultural Sumergido y siguen la regla general contenida en el artículo 
2.6.1.5 del Decreto 1080 de 2015, por lo que los mismos no requieren ser declarados 
como tales, y en consecuencia se consideran como parte del patrimonio arqueológico de la 
Nación, lo anterior sin perjuicio de los mecanismos de protección reforzada establecidos 
legalmente.

Así mismo y dadas las condiciones que identifican al patrimonio cultural sumergido 
en relación con su ámbito de localización dentro de las áreas consideradas como Paisajes 
Culturales según lo establecido en el artículo 2.4.3.1 del Decreto 2358 de 2019 incorporado 
en el Decreto 1080 de 2015, para su intervención se deberá tener en cuenta lo establecido 
en el artículo 2.4.3.5 del DUR del Sector Cultural.

Artículo 4°. Se modifica el artículo 2.7.1.1.2 del Capítulo I del Decreto Único 
Reglamentario del Sector Cultura 1080 de 2015, el cual quedará de la siguiente manera:

Artículo 2.7.1.1.2. Inscripción de Hallazgos en el Registro Nacional de los Bienes 
del Patrimonio Cultural Sumergido.

El Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) llevará el Registro 
Nacional de los bienes del Patrimonio Cultural Sumergido, inscribiendo todo hallazgo 
reportado que, según un análisis del informe del hallazgo o de los soportes documentales 
del mismo, le permita al ICANH concluir que se trata de bienes pertenecientes al 
Patrimonio Cultural Sumergido por reunir las características descritas en el artículo 2° de 
la Ley 1675 de 2013.

La DIMAR prestará su colaboración remitiendo al ICANH la información técnica que 
posea o que identifique, relacionada con posibles hallazgos susceptibles de ser considerados 
Patrimonio Cultural Sumergido en aguas interiores, fluviales y lacustres, mar territorial, 
zona contigua, zona económica exclusiva, plataforma continental e insular y otras áreas 
delimitadas por líneas de base, ya sea que los mismos hayan sido informados por terceros 
o hayan sido identificados directamente por la DIMAR.

El Ministerio de Cultura a su vez también remitirá al ICANH la información referente 
a los posibles hallazgos susceptibles de ser considerados Patrimonio Cultural Sumergido, 
que haya sido obtenida en virtud de autorizaciones de exploración, intervención, 
aprovechamiento económico o preservación, otorgadas a terceros o de contratos 
relacionados con actividades en aguas interiores, fluviales y lacustres, en el mar territorial, 
la zona contigua, zona económica exclusiva, plataforma continental e insular y otras áreas 
delimitadas por líneas de base, en los términos de la Ley 1675 de 2013.

La información de los hallazgos de Patrimonio Cultural Sumergido será custodiada por 
el ICANH. Cada una de las entidades garantizará la reserva de información que en virtud 
de la Ley ostente tal calidad. La Armada Nacional vigilará especialmente dichas áreas.

Parágrafo 1°. Toda la documentación que pueda dar cuenta de la ubicación del 
Patrimonio Cultural Sumergido, de forma directa o indirecta, será objeto de reservan los 
términos del artículo 17 y artículo 20 de la Ley 1675 de 2013.

Parágrafo 2°. El ICANH fijará los lineamientos relativos a los objetivos a mediano y 
largo plazo del registro de los bienes del Patrimonio Cultural Sumergido.

Artículo 5°. Se adiciona el artículo 2.7.1.1.7 al Capítulo I del Título I de la Parte VII 
del Decreto 1080 de 2015, así:

Artículo 2.7.1.1.7. Definición del Registro Nacional de los Bienes del Patrimonio 
Cultural Sumergido. El Registro Nacional de los Bienes del Patrimonio Cultural 
Sumergido es el registro oficial de la Nación en materia de Patrimonio Cultural Sumergido.

El Registro se constituye en un instrumento que permite llevar un inventario que 
posibilite la identificación, documentación y la visibilizarían del Patrimonio Cultural 
Sumergido, con miras a garantizar su conocimiento, protección, gestión y conservación.

Artículo 6°. Se adiciona el artículo 2.7.1.1.8. al Capítulo I del Título I de la Parte VII 
del Decreto 1080 de 2015, así:

Artículo 2.7.1.1.8. Información Básica del Registro Nacional de los Bienes del 
Patrimonio Cultural Sumergido. El registro deberá contener la información que determine 
el ICANH de acuerdo con la naturaleza del hallazgo.

Artículo 7°. Se adiciona el artículo 2.7.1.1.9. al Capítulo I del Título I de la Parte VII 
del Decreto 1080 de 2015, así:

Artículo 2.7.1.1.9. Procedimiento para el Registro. El ICANH luego de realizar el 
análisis que permite determinar si el hallazgo pertenece al Patrimonio Cultural Sumergido, 
deberá incluirlo en el Registro Nacional de los Bienes del Patrimonio Cultural Sumergido 
dentro de los cuarenta y cinco (45) días hábiles siguientes a la comunicación de existencia 
del hallazgo.

El ICANH deberá informar al Ministerio de Cultura y a la DIMAR respecto de los 
registros que efectúe.

En el caso de no registrar el hallazgo, el ICANH mediante oficio motivado expondrá al 
interesado las razones por las cuales decide no realizar el registro. Este oficio se comunicará 
al Ministerio de Cultura.

Artículo 8°. Se adiciona el artículo 2.7.1.1.10 al Capítulo I del Título I de la Parte VII 
del Decreto 1080 de 2015, así:

Artículo 2.7.1.1.10. Incorporación del Registro Nacional de los Bienes del 
Patrimonio Cultural Sumergido al Ordenamiento Marino Costero. El Patrimonio 
Cultural Sumergido contenido en el Registro Nacional de los Bienes del Patrimonio 
Cultural Sumergido será incorporado en el instrumento de ordenamiento marino costero 
de la Dirección General Marítima.

Artículo 9°. Se adiciona el artículo 2.7.1.1.11 al Capítulo I del Título I de la Parte VII 
del Decreto 1080 de 2015, así:

Artículo 2.7.1.1.11. Fortalecimiento Institucional. Con el propósito de cumplir 
los aspectos dispuestos en este decreto, el ICANH y la DIMAR deberán establecer los 
lineamientos administrativos que garanticen el desarrollo armónico de actividades 
conjuntas sobre el patrimonio cultural sumergido en aguas interiores, fluviales y lacustres, 
mar territorial, zona contigua, zona económica exclusiva, la plataforma continental e 
insular, y otras áreas delimitadas por líneas de base.

Parágrafo. La Dirección General Marítima (Dimar) garantizará el acceso del ICANH 
a las áreas y zonas de que trata el artículo 2° de la Ley 1675 de 2013, para el efectivo 
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 10. Se modifica el artículo 2.7.1.2.1 del Capítulo II del Título I de la Parte VII 
del Decreto Único Reglamentario del Sector Cultura 1080 de 2015, el cual quedará de la 
siguiente manera:

Artículo 2.7.1.2.1. Deber de informar. Cualquier persona, natural o jurídica, pública o 
privada que por cualquier razón tenga conocimiento de la existencia de un bien que pueda 
pertenecer al Patrimonio Cultural Sumergido, y que no guarde relación con intervenciones 
sobre el patrimonio arqueológico debidamente autorizadas por el ICANH, deberá informar 
en el curso de las veinticuatro (24) horas siguientes del regreso a tierra a la autoridad civil o 
marítima más cercana, y estas a su vez deberán dar aviso inmediato al Instituto Colombiano 
de Antropología e Historia (ICANH), remitiendo toda la información relacionada de la que 
disponga con el hallazgo respectivo, según lo establecido en el artículo 7° de la Ley 1675 
de 2015. Dicho hallazgo se regirá por el Protocolo de Hallazgos Fortuitos adoptado por 
el ICANH.

Artículo 11. Se modifica el artículo 2.7.1.2.2 del Decreto 1080 de 2015, modificado 
por el artículo 4° del Decreto 1530 de 2016, el cual quedará de la siguiente manera:

Artículo 2.7.1.2.2. Programa Arqueología Preventiva. Los proyectos de construcción 
de redes de transporte de hidrocarburos, minería, embalses, infraestructura vial, así como 
en los demás proyectos y obras que requieran licencia ambiental, registros o autorizaciones 
equivalentes ante la autoridad ambiental y que afecten el suelo o subsuelo en aguas 
internas, fluviales y lacustres, en el mar territorial, en la zona contigua, la zona económica 
exclusiva y plataforma continental e insular, y otras áreas delimitadas por líneas de base 
con fines distintos a investigación del patrimonio cultural sumergido, deben contar con un 
programa de arqueología preventiva que garantice la exploración y prospección del área 
de intervención y que en todos los casos permita tomar las medidas necesarias para su 
preservación.

El Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) debe establecer los 
requisitos de dichos programas.

Artículo 12. Se modifica el artículo 2.7.1.2.3 del Decreto Único Reglamentario del 
Sector Cultura 1080 de 2015, modificado por el artículo 5° del Decreto 1530 de 2016, el 
cual quedará de la siguiente manera:

“Artículo 2.7.1.2.3. Formulación de Plan de Manejo Arqueológico. El resultado del 
programa de arqueología preventiva es el Plan de Manejo Arqueológico, en el cual se 
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establecerán los niveles permitidos de intervención, condiciones de manejo y planes de 
divulgación.

En todos los casos, independientemente de si hay hallazgos o si el Programa de 
Arqueología Preventiva sugiere la existencia de bienes o contextos arqueológicos en 
el área del proyecto, obras o actividades, se deberán aplicar las medidas aprobadas en 
el respectivo Plan de Manejo Arqueológico de acuerdo con los términos de referencia 
establecidos por el ICANH para los Programas de Arqueología Preventiva en contextos 
subacuáticos. El Plan de Manejo Arqueológico deberá ser aprobado por el ICANH como 
condición para iniciar las obras.

En la solicitud de autorización respectiva se deberá:

1.	 Presentar un proyecto de protección.

2.	 Señalar la metodología de investigación arqueológica.

3.	 Realizar la prospección completa del área que será intervenida, visual o por 
sensores remotos, de acuerdo con el caso.

4.	 Presentar la valoración y análisis de datos de la prospección.

5.	 Identificar y registrar los bienes del Patrimonio Cultural Sumergido hallados.

6.	 Presentar el plan de manejo para la conservación de los bienes pertenecientes al 
patrimonio cultural sumergido.

7.	 Presentar el personal técnico responsable del proyecto que cuente con idoneidad 
para adelantar las actividades propuestas.

Para los proyectos a que hace referencia el artículo 2.7.1.2.2, cuando como resultado 
del Programa de Arqueología Preventiva no se hayan detectado evidencias arqueológicas, 
el Plan de Manejo Arqueológico contemplará únicamente la socialización del protocolo 
para el manejo de hallazgos fortuitos. No obstante, si durante la ejecución de las obras se 
presentare un hallazgo fortuito, se procederá conforme al artículo 2.7.1.2.1 del presente 
decreto y será obligación del interesado formular y ejecutar las medidas de manejo 
correspondientes para garantizar la protección del patrimonio cultural sumergido, que en 
todo caso deberán ser aprobadas por el Instituto Colombiano de Antropología e Historia 
(ICANH).

Parágrafo. Cuando el titular de licencias o contratos con la Nación o con organismos 
nacionales para realizar intervenciones en el lecho submarino o subacuático desee realizar 
las actividades de exploración, intervención, aprovechamiento económico, conservación 
y/o curaduría del Patrimonio Cultural Sumergido, con recursos ciento por ciento (100%) 
particulares, deberá suscribir el respectivo contrato con el Ministerio de Cultura para lo 
cual se seguirá el procedimiento señalado en el presente decreto.

Artículo 13. Se modifica el artículo 2.7.1.4.2 del Decreto Único Reglamentario del 
Sector Cultura 1080 de 2015, el cual quedará de la siguiente manera:

Artículo 2.7.1.4.2. Requisitos para la contratación. El Ministerio de Cultura sólo 
contratará intervenciones en bienes y contextos espaciales a propósito de los mecanismos 
señalados en el presente decreto. Los contratos de intervención deben cumplir con los 
siguientes requisitos, además de los previstos para la actividad de exploración:

1.	 Informe de la exploración aprobado por el Ministerio de Cultura.

2.	 Plan de investigación que señale:

2.1.	 La metodología general y específica con base en magnetometría, perfiles y 
materiales de trabajo, con un cronograma asociado.

2.2.	 Técnicas y procedimientos a desarrollar en cada momento de la intervención, 
con justificación.

2.3.	 Lista de los equipos propuestos para ser utilizados para la intervención en donde 
se garantice la tecnología necesaria para realizar excavaciones controladas que permitan 
la documentación del contexto arqueológico.

2.4.	 Plan de extracción de materiales. (Métodos, instrumentos y procesos).

2.5.	 Aceptación de la obligación del pago de los supervisores asignados por el 
Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH), por la Dirección General 
Marítima (DIMAR), o los peritos designados por ellos.

2.6.	 Programa de conservación que involucre la totalidad de objetos asociados al 
contexto arqueológico. Este programa debe incluir:

2.6.1.	Laboratorios de restauración y áreas de conservación.

2.6.2.	Métodos y técnicas de desplazamiento a centros de restauración y conservación.

2.6.3.	Procedimientos a desarrollar en los objetos del contexto arqueológico intervenido; 
diferenciados por materia, dimensiones y cualidades arqueológicas.

2.6.4.	Propuesta de almacenamiento.

El Contratista debe estar a cargo del transporte, almacenamiento, seguros, conservación 
y restauración del material recuperado en los términos del respectivo contrato, así como de 
cualquier costo adicional relacionado con estas actividades.

Artículo 14. Se modifica el artículo 2.7.2.2 del Decreto 1080 de 2015, el cual quedará 
de la siguiente manera:

Artículo 2.7.2.2 Plan de Manejo Arqueológico. El área arqueológica protegida del 
patrimonio cultural sumergido deberá contar con un Plan de Manejo Arqueológico que 
defina las acciones necesarias para garantizar su protección y conservación.

Parágrafo 1°. El Área Arqueológica Protegida está constituida por el área directa 
y un área de influencia. Estas deben estar definidas por polígonos debidamente 
georreferenciados.

Parágrafo 2°. El ICANH delimitará las áreas, establecerá los niveles de intervención, 
la iniciativa para la declaratoria y demás condiciones respectivas, para lo cual adoptará los 
lineamientos técnicos y procedimientos necesarios para la declaratoria, manejo, protección, 
gestión, divulgación y sostenibilidad del mismo, en coordinación con la DIMAR.

Artículo 15. Se adiciona el artículo 2.7.2.3 al Título 11 de la Parte VII, del Decreto 
1080 de 2015, así:

Artículo 2.7.2.3. Definición de Área Arqueológica Protegida del Patrimonio Cultural 
Sumergido. Área Arqueológica Protegida es un área de especial interés arqueológico 
declarada por el Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH), que cuenta 
con evidencias excepcionales en el ámbito nacional e internacional, según corresponda, 
que brindan un aporte significativo al conocimiento de procesos sociales pasados, sobre 
la cual se aplican medidas especiales de protección que buscan regular, controlar y definir 
los niveles de intervención, con el propósito de garantizar su preservación a largo plazo 
para adelantar acciones de investigación, divulgación y conservación del Patrimonio 
Sumergido.

Artículo 16. Se adiciona el artículo 2.7.2.4 al Título 11 de la Parte VII, del Decreto 
1080 de 2015, así:

Artículo 2.7.2.4. Complementariedad de las Medidas. Cuando la declaratoria de Área 
Arqueológica Protegida se superponga, en todo o en parte, con una zona declarada como 
Área Protegida del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP) o con ecosistemas 
estratégicos o con un bien de interés cultural o con figuras e instrumentos de ordenamiento 
marino o territorial existentes o Planes Especiales de Manejo y Protección (PEMP), el Plan 
de Manejo Arqueológico debe armonizarse de acuerdo con el régimen legal y el plan de 
manejo o instrumento del área protegida o ecosistema estratégico y el régimen propio del 
bien de interés cultural a través de la mesa interinstitucional correspondiente.

Artículo 17. Se adiciona el artículo 2.7.2.5 al Título II de la Parte VII, del Decreto 1080 
de 2015, así:

Artículo 2.7.2.5. Incorporación en los Instrumentos de Ordenamiento Territorial. 
En virtud de lo dispuesto en la Ley 388 de 1997 y en el artículo 11 de la Ley 397 de 1997, 
modificado por el artículo 7° de la Ley 1185 de 2008, los Planes de Manejo Arqueológico 
son normas de superior jerarquía y, por tanto, los instrumentos de Ordenamiento Territorial 
de las entidades territoriales en los cuales existan áreas arqueológicas protegidas declaradas 
deberán incorporar los respectivos Planes de Manejo Arqueológico.

Artículo 18. Vigencia. Este decreto rige a partir de su publicación en el Diario Oficial.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 8 de febrero de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
La Ministra de Cultura,

Angélica María Mayolo Obregón.

Unidades Administrativas Especiales

Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 00109 DE 2022

(enero 21)
por medio de la cual se modifica el artículo primero de la resolución 0138 del 22 de enero 
de 2021 “por la cual se establecen las tarifas por Derechos de Aeródromo, Recargos, 
Estacionamiento, Servicio de Protección al Vuelo, Sobrevuelos, Tarifa Operacional Anual y 

Tasas Aeroportuarias para el año 2021.
El Director General de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, en 

ejercicio de sus facultades legales y reglamentarias, en especial las contenidas en el 
artículo 3° y numeral 15, del artículo 4°, el artículo 8° del decreto 1294 de 2021 y,

CONSIDERANDO:
El artículo 1° del decreto 1294 de 2021, “por el cual se modifica la estructura de 

la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil (Aerocivil) y se dictan otras 
disposiciones”, señala que la Aerocivil “(…) es una entidad especializada de carácter 
técnico adscrita al Ministerio de Transporte, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente.”

Que el numeral 8 del artículo 3° del Decreto 1294 de 2021, establece que constituyen 
ingresos y patrimonio de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil “Las 
tasas, tarifas y derechos por la prestación de los servicios aeronáuticos y aeroportuarios o 
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los que se generen por las concesiones, autorizaciones, licencias o cualquier otro tipo de 
ingreso o bien patrimonial”.

Que, el Viceministerio de Turismo ha solicitado a la Unidad Administrativa Especial 
de Aeronáutica Civil evaluar la pertinencia de diseñar una política de descuentos en los 
cobros aeroportuarios en los aeropuertos a su cargo como incentivo para las aerolíneas 
y así impulsar el turismo en las diversas regiones del país, ProColombia se suma a esta 
iniciativa y solicita su apoyo con la implementación de la misma.

Que, la Asociación Internacional de Transporte Aéreo IATA con comunicación de 
fecha 20 de noviembre de 2021, Suscrita por el doctor Andrés Uribe Merino, Country 
Manager Colombia, solicita a la entidad a analizar y revisar dentro de su capacidad como 
operadora de la infraestructura aeroportuaria no concesionada en Colombia, la posibilidad 
de reducir los cobros y tasas aeronáuticas en las distintas terminales administradas por la 
entidad (Armenia, Ipiales, Leticia, Pasto, San Andrés, Villavicencio, Yopal).

Que, atendiendo lo recomendado por la Oficina Asesora Jurídica en su concepto 
número 1050-2021028038 de fecha 18 de noviembre de 2021, el cual en sus apartes 
refiere: … “una temporalidad en la aplicación de la medida, la medida no puede ser 
aplicada a unas aerolíneas debe ser para todos, no podría ser de 100% la reducción del 
posible alivio a considerar…”

Que, con base en las estadísticas de pasajeros y operaciones de los años 2019, 2020 y 
2021, se procedió a realizar la sensibilización de los datos y establecer tendencias frente 
a las dificultades que están impactando los aeropuertos y los usuarios en la reactivación 
económica presente.

Que el Comité Asesor en materia de tarifas y derechos por los servicios aeronáuticos y 
aeroportuarios, creado mediante la Resolución 264 de 2020, recomendó, como consta en el 
Acta número 10 del 29 de diciembre de 2021, la recategorización de algunos aeropuertos 
en nivel A, que por su comportamiento y en aras de incentivarlos comercialmente, se 
recategorizarán en el nivel B.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Modificar el artículo primero de la resolución 0138 de 22 de enero de 
2021. El cual quedará así: 

Artículo primero. Categoría de Aeropuertos. Establecer la siguiente categorización 
de los aeropuertos, para el cobro de las tarifas por Derechos de Aeródromo y Servicio de 
Protección al Vuelo:

A B C D
Barranquilla - Soledad* Apartadó - Carepa* Bahía Solano* Acandí

Bogotá* Arauca Guapi Aguachica

Bucaramanga* Armenia Mariquita Amalfi

Cali - Palmira* Barrancabermeja* San Vicente del Caguán Caucasia

Cartagena* Buenaventura Saravena Cimitarra

Cúcuta* Cartago* Tame Condoto

Manizales* Corozal* Tumaco Cravo Norte

Medellín* El Yopal El Banco

Montería* Florencia Magangué

Pereira* Girardot Mompox

Quibdó* Guaymaral Montelíbano

Riohacha* Ibagué Nuquí

Rionegro* Inírida* Ocaña

San Andrés Ipiales Otú Remedios

Santa Marta* Leticia Paipa

Valledupar* Mitú Paz de Ariporo
Neiva Pitalito
Pasto Plato

Popayán Puerto Berrío
Providencia Puerto Leguízamo
Puerto Asís Tolú

Puerto Carreño Trinidad
San José del Guaviare* Tuluá

Villavicencio Urrao
Villa Garzón

*Aeropuertos en concesión, privados o de propiedad del ente territorial.
Artículo 2°. La medida se revisará nuevamente en el primer trimestre de 2022.
Artículo 3°. La presente Resolución rige a partir de su publicación y modifica 

únicamente el artículo primero de la Resolución número 00138 del 22 de enero de 2021.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 21 de enero de 2022.
El Director General,

Jair Orlando Fajardo Fajardo.
(C. F.).

Varios

Registraduría Nacional del Estado Civil

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 3337 DE 2022

(febrero 7)
por la cual se crea el Comité de Donaciones en el nivel central y desconcentrado, se imparten 
lineamientos para la gestión de las recibidas por la Registraduría Nacional del Estado y se 

delegan unas funciones.
El Registrador Nacional del Estado Civil, en uso de sus facultades constitucionales 

y legales, especialmente las consagradas en el numeral 4 del artículo 25 del Decreto Ley 
1010 de 2000, en la Ley 489 de 1998, y,

CONSIDERANDO:
Que el numeral 2 del artículo 25 del Decreto 1010 de 2000 le asignó como función al 

Registrador Nacional del Estado Civil “Fijar las políticas, planes, programas y estrategias 
necesarias para el adecuado manejo administrativo y financiero de la Registraduría 
Nacional, en desarrollo de la autonomía administrativa y presupuestal dentro de los 
límites establecidos por la Constitución y la ley”;

Que el artículo 46 del Decreto 3254 de 1963 dispone que:
“Los gastos electorales se distribuyen entre la Nación, los Departamentos y los 

Municipios en la siguiente forma:
1º	 Los Municipios tienen a su cargo el suministro de locales, muebles, equipos de 

oficina y útiles de escritorios suficientes y adecuados para las Registradurías Municipales, 
y sus Delegados en los Corregimientos e Inspecciones de Policía.

Es también de cargo de los Municipios el suministro de mesas de votación, urnas 
y demás accesorios en la cantidad que indique el Registrador Municipal; los Alcaldes, 
Corregidores e Inspectores de Policía tienen obligación de colocar dichas mesas y demás 
elementos en lugares que señale el Registrador Municipal o sus Delegados.

En el Distrito Especial de Bogotá, los gastos electorales son de cargo de la Alcaldía 
Mayor.

2º	 Los Departamentos tiene a su cargo el suministro de locales, muebles, equipos 
de oficina y útiles de escritorios suficientes y adecuados para el funcionamiento de las 
Delegaciones Departamentales, y la impresión y distribución de formularios para las 
elecciones.

3º	 Son de cargo de la Nación los gastos que ocasione el suministro de locales y 
servicios para el funcionamiento de la Corte Electoral, Registraduría Nacional del Estado 
Civil, y los demás gastos que no correspondan a los Departamentos y Municipios”;

Que, en el desarrollo de la misión de la Registraduría Nacional del Estado Civil, la 
entidad cuenta con el apoyo de entidades del estado del orden nacional, departamental, 
distrital y municipal, organismos internacionales, empresas privadas y particulares, 
quienes donan bienes inmuebles y muebles con el fin de facilitar la prestación de servicios 
a la comunidad, para lo cual se suscriben contratos o convenios en donde una parte aporta 
bienes que son trasferidos para el uso de la organización electoral, y la otra, presta servicios 
de identificación o de servicios en pro de la democracia, sin que esto implique erogación 
económica alguna para la Entidad;

Que, mediante Circular 090 de 31 de agosto de 20211, se reiteró la obligación de que 
todos los bienes adquiridos por la Entidad se registren en el aplicativo de inventarios, 
incluidos los derivados de donaciones, para lo cual se listaron los documentos requeridos 
para tal fin;

Que, por lo anterior, se hace necesario fijar lineamientos para la aceptación de 
donaciones e incorporación de los bienes al inventario de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, tanto en el nivel central como en el desconcentrado, delegando funciones 
al nivel directivo para la suscripción de contratos o convenios que tengan como fin la 
tradición a título gratuito de estos bienes o la recepción de unos como contraprestación 
o en desarrollo de objetos comunes en convenios en donde haga parte la Entidad; al 
igual que aquellos que son aportados por entes territoriales para el desarrollo de eventos 
democráticos;

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. Objeto. Este Acto Administrativo tiene por objeto crear el Comité de 
Donaciones en los niveles central y desconcentrado, reglamentar su funcionamiento, 
impartir lineamientos para la transferencia de propiedad de bienes inmuebles y muebles 
a título gratuito a la Entidad y delegar funciones para la aceptación de donaciones y la 

1	 Directrices en materia de inventarios.
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suscripción de contratos y convenios en donde sea parte la Registraduría Nacional del 
Estado Civil como donatario.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos del presente acto administrativo, se tendrán las 
siguientes definiciones:

Acto de aceptación: Documento por medio del cual se acepta la donación de un bien 
y que sirve de soporte para la inclusión en el inventario respectivo.

Acto de donación: Acto por medio del cual la persona natural o jurídica realiza la 
donación de los bienes al donatario.

Bienes aceptables en donación: Corresponde a los bienes que, de acuerdo con 
las características técnicas, utilidad y/o conveniencia pueden ser sujetos de un acto de 
aceptación de donación por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

Bienes no aceptables en donación: Corresponde a los bienes que, de acuerdo con 
las características técnicas, utilidad y/o conveniencia, no pueden ser sujetos de un acto de 
aceptación de donación por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

Certificado de donación: Corresponde al documento que suscribe el servidor público 
que signó el acto de aceptación de donación, solicitado a petición y en favor del donatario, 
en donde certifica los bienes recibidos por parte de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil en donación, precisando su valor.

Convenio interadministrativo: El convenio interadministrativo es el acuerdo donde 
concurre la voluntad de dos o más personas jurídicas de derecho público con la finalidad 
de cumplir, en el marco de sus objetivos misionales y sus competencias, con los fines del 
Estado. Es decir, los contratos o convenios interadministrativos nominados en la Ley 80 
de 1993 están determinados por un criterio orgánico, pues es necesario que los extremos 
de la relación contractual sean entidades estatales.

Donación: Contrato por medio del cual se transfiere gratuita e irrevocablemente la 
propiedad de un bien de una parte a la otra. Para el caso de este Acto Administrativo, la 
Registraduría Nacional del Estado Civil solo podrá fungir como donatario.

Donante: Persona natural o jurídica que dona un bien a la Registraduría Nacional del 
Estado Civil.

Donatario: Corresponde a la parte contractual que recibe en donación un bien, que 
para el caso en particular es la Registraduría Nacional del Estado Civil.

Incorporación al inventario: Corresponde al acto de registro de los bienes 
aceptados en donación en el aplicativo de inventarios que para tal fin disponga la 
Entidad y, eventualmente, los que se requieran adicionar con ocasión de las obligaciones 
contractuales y de asegurabilidad que se indiquen en los contratos de comodato o convenios 
interadministrativos en los que sea parte la Registraduría Nacional del Estado Civil.

Valor del bien: Corresponde al valor comercial del bien al momento de aceptar la 
donación, el cual deberá ser acreditado con la factura de compraventa aportada por el 
donante o, a falta de esta, una certificación en donde se precise el precio real del bien

TÍTULO II
COMITÉS DE DONACIONES Y SU FUNCIONAMIENTO

Artículo 3°. Comité de Donaciones. El Comité de Donaciones de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil es el órgano colegiado que estudia los ofrecimientos o 
insinuaciones de donación que hacen las entidades públicas y/o privadas a la Entidad, con 
el fin de evaluar la conveniencia y recomendar la aceptación o rechazo de esta, al servidor 
público con delegación para suscribir el contrato o acuerdo respectivo.

Artículo 4°. Funciones de los Comités de Donaciones. Serán funciones de los comités 
de donaciones las siguientes:

a)	 Estudiar los ofrecimientos o insinuaciones de donación de bienes muebles que 
se hagan a la Entidad, de acuerdo con las características de los bienes por recibir, su 
necesidad, utilidad y conveniencia técnica, tecnológica y económica;

b)	 Recomendar la aceptación o rechazo de las donaciones de bienes muebles que se 
hagan a la Registraduría Nacional del Estado Civil;

c)	 Hacer seguimiento a las aceptaciones de los bienes entregados en donación, así 
como a la incorporación a los inventarios de la Entidad.

Parágrafo. Adicional a las funciones descritas anteriormente, el Comité de Donaciones 
del nivel central tendrá a su cargo el estudio y recomendación de aprobación o rechazo de 
los ofrecimientos o insinuaciones de donaciones de bienes inmuebles que se hagan a la 
Registraduría Nacional del Estado Civil y la aprobación de las fichas técnicas de los bienes 
muebles relacionados con TIC y automotores que contengan las características de los que 
podrán ser recibidos en donación por parte de la Entidad.

Artículo 5°. Integrantes del Comité de Donaciones. El Comité de Donaciones estará 
integrado por los siguientes servidores públicos:

a) En el nivel central por:
- El Gerente Administrativo y Financiero, quien lo presidirá.
- El Director Administrativo.
- El Director Financiero.
- El Jefe de la Oficina Jurídica.
- El Coordinador del Grupo de Contabilidad.

- El Coordinador del Grupo de Recursos Físicos.
- El Coordinador del Grupo de Almacén e Inventarios, quien actuará como secretario 

del Comité, con voz y sin voto.
Adicionalmente, deberá asistir a todas las sesiones del Comité el Jefe de Control 

Interno, en calidad de invitado, con voz y sin voto.
b) En las Delegaciones Departamentales por:
- Los Delegados Departamentales, quienes lo presidirán.
- El servidor con funciones jurídicas de la Delegación Departamental.
- El servidor responsable del manejo del Almacén, quien actuará como Secretario con 

derecho a voz y sin voto.
Adicionalmente, deberá asistir a todas las sesiones del Comité el servidor de la 

Delegación con funciones de Control Interno, en calidad de invitado, con voz y sin voto.
c) En la Registraduría Distrital por:
- Los Registradores Distritales, quienes lo presidirán.
- El Coordinador del Grupo Jurídico de la Registraduría del Distrito.
- El servidor con funciones administrativas de la Registraduría del Distrito.
- El servidor con funciones de almacenista, quien actuará como Secretario con derecho 

a voz y sin voto.
Adicionalmente, deberá asistir a todas las sesiones del Comité el servidor de la 

Registraduría Distrital con funciones de Control Interno, en calidad de invitado, con voz 
y sin voto.

Parágrafo 1°. Los integrantes del Comité de Donaciones del nivel central y 
desconcentrado no podrán delegar su función en este órgano colegiado y la asistencia a las 
sesiones es obligatoria.

Parágrafo 2°. A las sesiones del Comité de Donaciones se podrá invitar a servidores 
públicos que estén gestionando donaciones en favor de la Entidad y a personas con 
conocimientos técnicos que puedan apoyar la decisión de este, respecto a bienes cuya 
especialidad lo requieran.

Artículo 6°. Sesiones. Las reuniones del Comité de Donaciones deben ser convocadas 
por su presidente a través de correo electrónico, indicando la fecha, hora y lugar donde se 
llevará a cabo cada sesión. Las sesiones se realizarán cada vez que se requiera estudiar una 
oferta de donación de bienes a la Entidad.

De lo tratado en cada sesión se levantará un acta que será suscrita por el o los presidentes 
y el secretario. Su elaboración y custodia será responsabilidad de este último.

Artículo 7°. Decisiones. Las decisiones del Comité de Donaciones se tomarán con la 
mayoría de los votos de los integrantes que tienen este derecho.

TÍTULO III
DELEGACIÓN DE FUNCIONES

Artículo 8°. Delegación de funciones en el Gerente Administrativo y Financiero. Se 
delega en el Gerente Administrativo y Financiero la función de suscripción de contratos 
de donación y convenios interadministrativos, sin límite de cuantía, en donde la Entidad 
sea parte donataria o beneficiaria con la transferencia de propiedad de bienes inmuebles 
en favor de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Del mismo modo, se delega la 
función para la suscripción del acto administrativo de aceptación de bienes inmuebles a 
nivel nacional.

Artículo 9°. Delegación de funciones en el Director Administrativo. Se delega en el 
Director Administrativo la función de suscripción de contratos de donación, acuerdos 
y convenios interadministrativos, sin límite de cuantía, en donde la Entidad sea parte 
donataria o beneficiaria con la transferencia de propiedad de bienes muebles que deban 
hacer parte del inventario del nivel central de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Del mismo modo, se delega la función para la suscripción del acto administrativo de 
aceptación de bienes muebles de este nivel.

Artículo 10. Delegación de funciones en el nivel desconcentrado. Se delega en los 
Registradores Distritales y los Delegados Departamentales del Registrador Nacional la 
función de suscripción de contratos de donación y convenios interadministrativos, sin límite 
de cuantía, en donde la Entidad sea parte donataria o beneficiaria con la transferencia de 
propiedad de bienes muebles que deban hacer parte del inventario del nivel desconcentrado 
de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Del mismo modo, se delega la función para 
la suscripción del acto administrativo de aceptación de bienes muebles de este nivel.

TÍTULO IV
LINEAMIENTOS PARA LA ACEPTACIÓN DE BIENES DONADOS A LA 

REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
CAPÍTULO I

Aceptación de bienes gestionados por Delegaciones Departamentales, 
Registradurías Especiales, Municipales o Auxiliares y otras áreas excluyendo a la 

Oficina de Relaciones Internacionales y los recibidos como apoyo a comicios.
Artículo 11. Estudio de ofrecimiento de donaciones de bienes inmuebles. El 

ofrecimiento de donaciones de bienes inmuebles solo podrá ser estudiado por el Comité 
de Donaciones del nivel central, para lo cual se seguirá el siguiente trámite.
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La Delegación Departamental, la Registraduría Distrital o área que esté gestionando la 
donación de algún bien inmueble en favor de la Registraduría Nacional del Estado Civil 
deberá presentar una solicitud al Grupo de Gestión de Recursos Físicos, aportando los 
siguientes documentos:

• Acto de insinuación o de ofrecimiento en donación del bien inmueble.

• Copia de la escritura pública en la cual conste la tradición del inmueble ofrecido en 
donación.

• Certificado de libertad y tradición del inmueble con no más de 30 días de expedición.

• Constancia de pago de impuesto predial de la última vigencia fiscal.

• Certificado de paz y salvo por concepto de valorización.

• Planos del inmueble.

• Registro Fotográfico del inmueble.

• Reglamento de propiedad horizontal, si aplica.

• Certificado de paz y salvo de cuotas de administración, si aplica.

Validada la información y la identificación del inmueble por parte del Grupo de Gestión 
de Recursos Físicos, el servidor público que está gestionando la donación presentará un 
informe ejecutivo, por intermedio del secretario, al Comité de Donaciones del nivel central 
para que este decida sobre la utilidad y conveniencia de recibir o no el bien inmueble 
ofrecido en donación. En caso favorable, se recomendará la aceptación del bien y así lo 
indicará en el acta de la sesión.

Artículo 12. Estudio de ofrecimiento de donaciones de bienes muebles. El ofrecimiento 
de donaciones de bienes muebles será sometido a estudio del Comité de Donaciones del 
nivel central o los Comités de Donaciones del nivel desconcentrado, según corresponda 
a la circunscripción electoral donde esté gestionando la donación de estos, para lo cual se 
seguirá el siguiente trámite:

Se deberá presentar una solicitud por intermedio del secretario, al Comité de 
Donaciones, adjuntando los siguientes documentos:

• Acto de ofrecimiento de donación en el que se especifique(n) el o los bienes, cantidad, 
calidad y precio estimado.

• Registro fotográfico de los bienes.

• Especificación del uso que se les dará a los bienes muebles materia de donación.

• En caso de bienes sometidos a registro, anexar certificado de libertad y tradición del 
bien y constancia de pago de impuestos a que haya lugar.

Validada la información y la identificación de los bienes muebles por parte del 
secretario, el Comité de Donaciones decidirá sobre la utilidad y conveniencia de recibir o 
no los bienes ofrecidos en donación. En caso de recomendarse la aceptación de los bienes, 
el cuerpo colegiado así lo indicará en el acta de la sesión.

Artículo 13. Acto de aceptación de donación. Si el Comité recomienda aceptar una 
donación o los bienes cuya propiedad se transfieren con ocasión de un contrato, convenio o 
apoyo para certamen electoral, el funcionario competente los aceptará mediante documento 
escrito y ordenará su inclusión en el inventario.

CAPÍTULO II

Aceptación de bienes donados por gestión por la Oficina de Relaciones 
Internacionales

Artículo 14. Para el caso de bienes entregados a título de donación o como aporte a la 
Registraduría Nacional del Estado Civil en el marco de un convenio, una vez suscrito el 
respectivo documento, el Jefe de la Oficina de Relaciones Internacionales debe presentar 
un informe por intermedio del secretario, al Comité de Donaciones para que conozca la 
situación, objeto del convenio y los bienes que se recibieron para el desarrollo de las 
actividades y cuya propiedad se transfirió a la Entidad. Esto con el fin de conocer el 
negocio jurídico y hacer seguimiento a la incorporación a los inventarios de la RNEC.

CAPÍTULO III

Aceptación de bienes derivados de apoyos a certámenes electorales entregados 
por entes territoriales

Artículo 15. Bienes recibidos con ocasión de apoyos en procesos electorales. Los 
bienes muebles no fungibles cuya propiedad sea transferida a la Registraduría Nacional 
del Estado Civil con ocasión de los apoyos que por ley brindan los entes territoriales a la 
Entidad en el desarrollo de certámenes electorales deben ser incorporados al inventario 
de la respectiva Delegación Departamental o Registraduría Distrital, según sea el caso, 
incluidos aquellos gestionados y recibidos por los registradores municipales o especiales 
de cada jurisdicción electoral.

Para ello, el servidor público que gestionó los bienes que servirán de apoyo al evento 
democrático deberá remitir a la Delegación Departamental o Registraduría Distrital 
copia del oficio de solicitud al ente territorial y el acta de recibo, junto con la factura de 
compraventa, documento equivalente, certificación del valor expedida por el ordenador 
del gasto del ente territorial o valor en libros contables, para que sean incluidos en el 
inventario y se proceda a la adición de estos en las pólizas respectivas.

TÍTULO V
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 16. Actualización de procedimientos. Sin perjuicio de la aplicación 
inmediata de este Acto Administrativo, la Gerencia Administrativa y Financiera y la 
Oficina de Planeación actualizarán los procedimientos y formatos a que haya lugar para 
la implementación de estos lineamientos, para lo cual contarán con 30 días calendario 
contados a partir de la publicación de este Acto Administrativo.

Artículo 17. Transición. Dentro de los 15 días calendario siguientes a la publicación 
de este Acto Administrativo, el Gerente Administrativo y Financiero, la Dirección 
Administrativa, los Delegados Departamentales y/o los Registradores Distritales deben 
levantar un inventario de los bienes muebles e inmuebles que han sido recibidos en 
donación y que hacen parte de la respectiva sede o registradurías de su jurisdicción pero 
que no están en los inventarios, precisando características, cantidad y un precio comercial 
estimado, junto con el correspondiente registro fotográfico y ubicación.

Este inventario se deberá presentar por intermedio del secretario, al Comité de 
Donaciones del nivel respectivo, quienes aprobarán su aceptación y ordenarán al servidor 
público con competencia para que expida el acto administrativo de aceptación de los 
bienes, ordenando su incorporación en los inventarios de la Entidad.

Artículo 18. Acciones disciplinarias. El incumplimiento de los términos previstos en 
este Acto Administrativo dará lugar al inicio de la acción disciplinaria respectiva.

Artículo 19. Socialización. La Gerencia Administrativa y Financiera socializará 
el contenido de la presente resolución dentro de los 30 días calendario siguientes a la 
publicación.

Artículo 20. Notificaciones y comunicaciones. Notifíquese este acto administrativo al 
Gerente Administrativo y Financiero, Director Administrativo, Delegados Departamentales 
y Registradores Distritales este acto administrativo, haciéndole saber la delegación de 
funciones a cada uno.

Así mismo, comunicar este acto a los coordinadores de Grupos de Inventario y 
Recursos Físicos, en el nivel central, y servidores públicos con funciones de almacén en el 
nivel desconcentrado, para que conozcan lo decidido.

Artículo 21. Vigencia y derogatorias. La presente resolución rige a partir de su 
publicación.

Notifíquese, publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 7 de febrero de 2022.
El Registrador Nacional del Estado Civil,

Alexánder Vega Rocha.
(C. F.).

* * *

Consejo Nacional Electoral

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 3382 DE 2021

(agosto 20)
por medio de la cual se ordena inscribir en el Registro Único de Partidos, Movimientos 
Políticos y Agrupaciones Políticas, unas declaraciones políticas extemporáneas emitidas por 

el Partido Conservador Colombiano, frente a algunos gobiernos locales.

El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de las atribuciones establecidas en el 
artículo 265 de la Constitución Política modificado por el Acto Legislativo número 01 de 
2009, en concordancia con la Ley 1909 de 2018 y en consideración a los siguientes:

1. HECHOS Y ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS
1.1.	 El Consejo Nacional Electoral, conforme a las facultades delegadas por el 

legislador en la Ley 1909 de 2018, expidió la Resolución número 3134 del 14 de diciembre 
de 2018 “Por medio de la cual se reglamentan algunos aspectos de la Ley Estatutaria 1909 
del 9 de julio de 2018, que consagra el Estatuto de la Oposición, con el fin de garantizar el 
ejercicio de los derechos de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica 
que se declaren en oposición, y de las organizaciones políticas independientes”. Acto 
administrativo modificado por la Resolución número 3941 del 13 de agosto de 2019.

1.2.	 El Consejo Nacional Electoral, mediante Resolución número 0107 de 2020, 
señaló que el plazo para la presentación de las declaraciones políticas en los niveles 
departamental, distrital y municipal es hasta el 03 de febrero de 2020, y que aquellos 
miembros de una Corporación Pública, elegidos por lista de candidatos de partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica coaligados, acogerán la declaración que 
adopte en cada nivel territorial, la organización política a la que pertenecen, de conformidad 
con lo establecido en sus estatutos.

1.3.	 Teniendo en cuenta que las disposiciones del estatuto de la oposición son 
aplicables a los partidos y movimientos políticos con personería jurídica, es importante 
traer a colación que el Consejo Nacional Electoral expidió el siguiente acto administrativo:
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1.3.1.	Resolución número 2241 del 10 de agosto de 2018, por medio de la cual se 
declaró que los siguientes partidos y movimientos políticos conservaron la personería 
jurídica con ocasión de las elecciones para Congreso de la República realizadas el 11 de 
marzo de 2018, al haber obtenido los requisitos objetivos previstos en el artículo 108 de la 
Constitución Política de Colombia:

Núm. PARTIDO O MOVIMIENTO POLÍTICO

1 Partido Centro Democrático

2 Partido Cambio Radical

3 Partido Conservador Colombiano

4 Partido Liberal Colombiano

5 Partido Social de Unidad Nacional, Partido de la U

6 Partido Alianza Verde

7 Partido Polo Democrático Alternativo

8 Partido Político MIRA

1.4.	 Ante el Consejo Nacional Electoral, el Partido Conservador Colombiano 
radicó, vía correo electrónico de fecha 25 de junio de 2021, los Oficios PCC/SJ-
164-2021 y PCC/SJ-165-2021, mediante los cuales se solicita la inscripción en el Registro 
Único de Partidos, Movimientos Políticos y Agrupaciones Políticas de las siguientes 
declaraciones políticas:

PARTIDO CONSERVADOR COLOMBIANO

Depar-
tamento Municipio Circuns-

cripción
Declara-

ción Fecha Decla-
rante

Cargo  
declarante

Observacio-
nes declara-

ción

Cauca
Belalcázar

Páez
El Banco

Municipal Gobierno 25/06/2021
Omar 
Yepes 
Alzate

Represen-
tante Legal 
y Presidente

Oficio PCC/
SJ-165-2021

Putuma-
yo

Puerto Le-
guízamo Municipal Indepen-

dencia 25/06/2021
Omar 
Yepes 
Alzate

Represen-
tante Legal 
y Presidente

Oficio PCC/
SJ-164-2021

1.4.2.	Adicionalmente, mediante correo electrónico del 08 de julio de la corriente 
anualidad, se allegan nuevamente los Oficios PCC/SJ-164-2021 y PCC/SJ-165-2021.

1.4.3.	En relación con las referidas declaraciones políticas, es preciso indicar que se 
profirió el auto de fecha 16 de junio del 2021 “Por medio del cual se abre indagación 
preliminar por el presunto incumplimiento en la presentación de declaraciones políticas 
conforme a las disposiciones de estatuto de la oposición”, por el despacho del Magistrado 
Renato Rafael Contreras Ortega, toda vez que el incumplimiento en la presentación de la 
declaración política, se considera una falta al régimen contenido en la Ley 1475 de 2011, 
conforme a lo estipulado en el artículo 6° de la Ley 1909 de 2018.

2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
2.1.	 CONSTITUCIONALES
2.1.1.	Constitución Política
“Artículo 112. <Artículo modificado por el artículo 5° del Acto Legislativo número 

1 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica que se declaren en oposición al Gobierno, podrán ejercer libremente 
la función crítica frente a este, y plantear y desarrollar alternativas políticas. Para 
estos efectos, se les garantizarán los siguientes derechos: el acceso a la información y 
a la documentación oficial, con las restricciones constitucionales y legales; el uso de 
los medios de comunicación social del Estado o en aquellos que hagan uso del espectro 
electromagnético de acuerdo con la representación obtenida en las elecciones para 
Congreso inmediatamente anteriores; la réplica en los mismos medios de comunicación.

Los partidos y movimientos minoritarios con personería jurídica tendrán derecho a 
participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación en 
ellos.

Una ley estatutaria reglamentará íntegramente la materia.
<Inciso adicionado por el artículo 1° del Acto Legislativo número 2 de 2015. El nuevo 

texto es el siguiente:> El candidato que le siga en votos a quien la autoridad electoral 
declare elegido en el cargo de Presidente y Vicepresidente de la República, Gobernador de 
Departamento, Alcalde Distrital y Alcalde municipal tendrá el derecho personal a ocupar 
una curul en el Senado, Cámara de Representantes, Asamblea Departamental, Concejo 
Distrital y Concejo Municipal, respectivamente, durante el período de la correspondiente 
corporación.

<Inciso adicionado por el artículo 1° del Acto Legislativo número 2 de 2015. El nuevo 
texto es el siguiente:> Las curules así asignadas en el Senado de la República y en la 
Cámara de Representantes serán adicionales a las previstas en los artículos 171 y 176. 
Las demás curules no aumentarán el número de miembros de dichas corporaciones.

<Inciso adicionado por el artículo 1° del Acto Legislativo número 2 de 2015. El nuevo 
texto es el siguiente:> En caso de no aceptación de la curul en las corporaciones públicas 
de las entidades territoriales, la misma se asignará de acuerdo con la regla general de 
asignación de curules prevista en el artículo 263.

(…)

Artículo 152. Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará 
las siguientes materias:

a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos 
para su protección;

b) Administración de justicia;
c) Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; estatuto de la 

oposición y funciones electorales;
d) Instituciones y mecanismos de participación ciudadana.
e) Estados de excepción.
f) <Literal adicionado por el artículo 4 del Acto Legislativo número 2 de 2004. El 

nuevo texto es el siguiente:> La igualdad electoral entre los candidatos a la Presidencia 
de la República que reúnan los requisitos que determine la ley.

(…)
Artículo 153. La aprobación, modificación o derogación de las leyes estatutarias 

exigirá la mayoría absoluta de los miembros del Congreso y deberá efectuarse dentro de 
una sola legislatura.

Dicho trámite comprenderá la revisión previa, por parte de la Corte Constitucional, 
de la exequibilidad del proyecto. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defenderla 
o impugnarla”.

2.1.2. Acto Legislativo número 01 de 2016
“Artículo 1°. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio, el 

cual quedará así: Artículo transitorio. Procedimiento legislativo especial para la paz. 
Con el propósito de agilizar y garantizar la implementación del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (Acuerdo 
Final) y ofrecer garantías de cumplimiento y fin del conflicto, de manera excepcional y 
transitoria se pondrá en marcha el Procedimiento Legislativo Especial para la Paz, por 
un período de seis meses, contados a partir de la entrada en vigencia del presente acto 
legislativo. Este procedimiento podrá ser prorrogado por un período adicional de hasta 
seis meses mediante comunicación formal del Gobierno nacional ante el Congreso de la 
República.”.

2.2. LEGALES
2.2.1. Ley 1909 de 2018 Estatuto de la Oposición.
Mediante la Ley 1909 del 09 de julio de 2018, se adoptó el Estatuto de la Oposición 

y algunos derechos a las organizaciones políticas independientes, el cual desarrolla lo 
dispuesto en el artículo 112 Superior, en el que se reconoce a los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica, como titulares de determinadas garantías para el 
ejercicio de la oposición política. Así mismo, derivado de la interpretación que ha 
realizado la jurisprudencia constitucional, dichos derechos también se les reconocen a las 
organizaciones políticas independientes.

El Estatuto de la Oposición reguló, en sus disposiciones generales, lo siguiente:
“Artículo 1°. Objeto. La presente ley estatutaria establece el marco general para 

el ejercicio y la protección especial del derecho a la oposición de las organizaciones 
políticas y algunos derechos de las organizaciones independientes.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos de la presente ley, entiéndase por organizaciones 
políticas a los partidos y movimientos políticos con personería jurídica. Por Gobierno 
entiéndase, según corresponda, al nacional encabezado por el Presidente de la República, 
y a las administraciones departamentales, distritales y municipales, encabezadas por el 
respectivo gobernador, alcalde distrital o municipal. Por Autoridad Electoral se entiende 
al Consejo Nacional Electoral o la entidad que haga sus veces. Por réplica se entiende el 
derecho que les asiste a las organizaciones políticas declaradas en oposición a responder 
y controvertir declaraciones que sean susceptibles de afectarlas por tergiversaciones 
graves y evidentes en los términos establecidos en el artículo 17 de la presente ley.

Artículo 3°. Derecho fundamental a la oposición política. De conformidad con los 
artículos 40 y 112 de la Constitución Política, la oposición es un derecho fundamental 
autónomo que goza de especial protección por el Estado y las autoridades públicas.

Artículo 4°. Finalidades. La oposición política permite proponer alternativas 
políticas, disentir, criticar, fiscalizar y ejercer libremente el control político a la gestión de 
gobierno, mediante los instrumentos señalados en el presente Estatuto, sin perjuicio de los 
derechos consagrados en otras leyes.

Artículo 5°. Principios rectores. Las normas que establece el presente Estatuto 
deben interpretarse a partir, entre otros, de los siguientes principios: a) Construcción 
de la Paz Estable y Duradera. El Estatuto de Oposición aquí consagrado se soporta 
en el reconocimiento de la legitimidad de la oposición política como elemento central 
de la resolución pacífica de las controversias. b) Principio democrático. El derecho 
fundamental a la oposición e independencia política es una condición esencial de la 
democracia participativa y debe realizarse reconociendo los valores de la convivencia, la 
tolerancia, la deliberación pública, la no estigmatización y el respeto a las diferencias. c) 
Participación política efectiva. El Estado garantizará a todas las organizaciones políticas 
el ejercicio de la oposición, incluyendo la movilización y la protesta social. d) Ejercicio 
pacífico de la deliberación política. El proceso de reincorporación política de los actores 
en armas requiere el respeto efectivo del derecho a la oposición política. e) Libertad de 
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pensamiento y opiniones. Las autoridades, las organizaciones políticas y la ciudadanía 
respetarán las diferentes opciones ideológicas y opiniones políticas divergentes que surjan 
del debate democrático. f) Pluralismo político. Las autoridades, las organizaciones 
políticas y la ciudadanía respetarán las diferentes opciones ideológicas y opiniones 
políticas divergentes que surjan del debate democrático. g) Equidad de género. Las 
organizaciones políticas, incluidas aquellas que se declaren en oposición, compartirán el 
ejercicio de los derechos que le son propios entre hombres y mujeres, de manera paritaria, 
alternante y universal. h) Armonización con los convenios y tratados internacionales. Los 
derechos establecidos en este Estatuto se interpretarán de conformidad con los tratados y 
convenios internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, en especial la 
convención americana de Derechos Humanos. Dicha interpretación se hará de la manera 
más amplia posible en función de garantizar el ejercicio de los derechos políticos. i) 
Control Político. El ejercicio del control político permitirá a las organizaciones políticas 
verificar y controlar las acciones políticas y administrativas del gobierno. j) Diversidad 
étnica. Las organizaciones y/o movimientos indígenas, afrodescendientes, raizales y 
palenqueras, gozarán del respeto a sus diferentes posiciones culturales, ideológicas, 
cosmovisión y opiniones políticas que surjan del debate democrático.

Artículo 6°. Declaración política. Dentro del mes siguiente al inicio del Gobierno, so 
pena de considerarse falta al régimen contenido en la Ley 1475 de 2011 y ser sancionadas 
de oficio por la Autoridad Electoral, las organizaciones políticas deberán optar por: 
1. Declararse en oposición. 2. Declararse independiente. 3. Declararse organización 
de gobierno. Las organizaciones políticas que inscribieron al candidato electo como 
Presidente de la República, gobernador o alcalde se tendrán como de gobierno o en 
coalición de gobierno. En consecuencia, mientras dure su mandato no podrán acceder 
a los derechos que se les reconocen a las organizaciones políticas de oposición o 
independientes, en la presente ley. Parágrafo. Las organizaciones políticas podrán por 
una sola vez y ante la Autoridad Electoral modificar su declaración política durante el 
periodo de gobierno.

Artículo 7°. Niveles territoriales de oposición política. Los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica podrán declararse en oposición, en cualquiera de los 
niveles de gobierno de que trata el artículo 2° de esta ley.

Artículo 8°. Competencia para efectuar la declaración política. En el caso de los 
partidos y movimientos políticos con personería jurídica, la declaración política o su 
modificación se adoptará, en cada nivel territorial, de conformidad con lo establecido en 
sus estatutos. Parágrafo transitorio. Las organizaciones políticas deberán modificar sus 
estatutos y definir el mecanismo o autoridades competentes para realizar la declaración 
política antes del veinte (20) de julio de 2018.

Artículo 9°. Registro y publicidad. La declaración política o su modificación, 
deberá registrarse ante la correspondiente Autoridad Electoral, o en su defecto ante 
la Registraduría Distrital o Municipal según corresponda, quienes deberán remitirla 
de manera oportuna a aquella, para su respectiva inscripción en el registro único de 
partidos y movimientos políticos. A partir de la inscripción se harán exigibles los derechos 
previstos en esta ley. la Autoridad Electoral publicará y actualizará en su página web las 
respectivas declaraciones o modificaciones.

Artículo 10. Representación de las organizaciones políticas para el ejercicio y 
protección de los derechos de oposición e independientes. Para el ejercicio de los 
derechos derivados de la declaración de oposición e independencia, y para activar los 
mecanismos de protección, se tendrán como representantes de los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica, a las autoridades, territoriales y nacionales que definan 
sus estatutos.

(…)”.
2.3. RESOLUCIONES REGLAMENTARIAS DEL CONSEJO NACIONAL 

ELECTORAL
2.3.1. Resolución número 3134 del 14 de diciembre de 2018 modificada por la 

Resolución número 3941 del 13 de agosto de 2019.
El Consejo Nacional Electoral, de conformidad con la facultad que le otorgó el 

legislador, reglamentó algunas materias del Estatuto de la Oposición, mediante Resolución 
número 3134 del 14 de diciembre de 2018, la cual fue modificada por la Resolución 
número 3941 del 13 de agosto de 2019.

De manera particular, en el acto administrativo citado, sobre la presentación de la 
declaración política, esta Corporación consagró lo siguiente:

“Artículo 2° (Modificado por el artículo 1° de la Resolución número 3941 de 2019). 
De la presentación de la declaración política. Los partidos o movimientos políticos 
con personería jurídica en el nivel nacional dentro del mes siguiente a la posesión 
del Presidente de la República, presentarán ante el Consejo Nacional Electoral una 
declaración política en la que manifestarán si se declaran de gobierno, de oposición o 
independientes. Se exceptúa de este deber a los partidos que hayan inscrito a quien haya 
resultado elegido Presidente de la República, Gobernador o Alcalde, los que por mandato 
legal se entiende que son partidos de gobierno o coalición de gobierno.

La anterior declaración deberá hacerse por la persona estatutariamente habilitada 
para ello y previo el agotamiento de los procedimientos internos previstos en los estatutos 
de cada partido o movimiento con personería política.

Para efectuar esta declaración política, los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica tendrán libertad de medios, por lo que podrán hacer uso tanto de 
medios digitales como impresos, en todo caso, de conformidad con la Ley 1712 de 2014, 
deberá estar disponible tanto en medio físico como en la página web de cada partido.

Las declaraciones políticas en los niveles departamental, distrital y municipal 
deberán presentarse dentro del mes siguiente al inicio del respectivo periodo de gobierno 
y podrán presentarse ante las registradurías correspondientes, quienes deberán remitirlas 
de manera oportuna por el medio más expedito al Consejo Nacional Electoral para su 
respectiva inscripción. (Negrilla fuera del texto).

Una vez se reciban en el Consejo Nacional Electoral tales declaraciones, ellas serán 
remitidas a la Oficina de Inspección y Vigilancia del Consejo Nacional Electoral. Vencido 
el término para la presentación de la declaración política, la Oficina de Inspección y 
Vigilancia, remitirá dentro del día siguiente un informe consolidado de las declaraciones 
de las organizaciones políticas a la Sala Plena del Consejo Nacional Electoral.

La Oficina de Inspección y Vigilancia verificará el cumplimiento de los requisitos 
formales, para el otorgamiento del registro. En caso de no satisfacerse los requisitos 
formales, referidos al cumplimiento de lo previsto en los estatutos de cada partido o 
movimiento político con personería jurídica en relación con la autoridad estatutaria 
competente y del procedimiento adoptado para efectuar tal declaración política, se 
otorgará un plazo de tres días hábiles para subsanar la solicitud.

En ningún momento la autoridad electoral podrá valorar los argumentos de la 
declaración política.

Vencido el término, la Oficina de Inspección y Vigilancia remitirá dentro de los quince 
(15) días siguientes un proyecto de acto administrativo de registro de las declaraciones 
de las organizaciones políticas a la Sala Plena del Consejo Nacional Electoral para su 
aprobación.

La oficina de prensa del Consejo Nacional Electoral publicará y actualizará en 
la página web, el registro de las organizaciones que se declararon en oposición, 
independencia o de gobierno”.

2.3.2. Resolución número 0107 del 21 de enero de 2020
El Consejo Nacional Electoral, a fin de facilitar la efectividad de las garantías de la 

oposición, fijó, mediante la Resolución número 0107 de 2020, algunas disposiciones 
concernientes a las declaraciones políticas de los partidos y movimientos políticos 
con personería jurídica que se están adoptando en los niveles departamental, distrital y 
municipal con ocasión al inicio de los respectivos periodos de gobierno, en los siguientes 
términos:

“Artículo 1°. Plazo para la presentación de la declaración política. Los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica tendrán plazo hasta el 3 de febrero de 2020, 
para presentar su declaración política en los niveles departamental, distrital y municipal, 
ante la correspondiente Autoridad Electoral, o en su defecto ante las registradurías 
correspondientes, quienes deberán remitirlas de manera oportuna y por el medio más 
expedito al Consejo Nacional Electoral para su respectiva inscripción en el Registro 
Único de Partidos, Movimientos Políticos y Agrupaciones Políticas.

Artículo 2°. De la declaración política de las coaliciones. Los miembros de una 
Corporación Pública, elegidos en representación de una lista de candidatos de partidos 
y movimientos políticos con personería jurídica coaligados, acogerán la declaración 
política que adopte en cada nivel territorial, la organización política a la que pertenecen, 
de conformidad con lo establecido en sus estatutos”.

2.4. JURISPRUDENCIAL
La Corte Constitucional, mediante Sentencia C-018-18, efectuó la revisión de 

constitucionalidad del Proyecto de Ley Estatutaria número 03 de 2017 Senado y 006 de 
2017 Cámara, por medio del cual se adopta el Estatuto de la Oposición Política y algunos 
derechos a las organizaciones políticas independientes, M. P. Alejandro Linares Cantillo, 
en la cual resolvió lo siguiente:

“Primero. Declarar exequible, en cuanto al procedimiento de formación y trámite 
legislativo, el Proyecto de Ley Estatutaria número 03 de 2017 Senado – 006 de 2017 
Cámara, por medio del cual se adopta el Estatuto de la Oposición Política y algunos 
derechos a las organizaciones políticas independientes.

Segundo. Declarar exequibles los artículos 1º, 3º, 4º, 5º, 6º, 9º, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 
18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 31, 32 y 33 del Proyecto de Ley Estatutaria 
número 03 de 2017 Senado–006 de 2017 Cámara, por medio del cual se adopta el Estatuto 
de la Oposición Política y algunos derechos a las organizaciones políticas independientes.

Tercero. Declarar exequibles los artículos 2º, 7º, 8º y 10 del Proyecto de Ley Estatutaria 
número 03 de 2017 Senado – 006 de 2017 Cámara, salvo (i) la expresión “así como a los 
grupos significativos de ciudadanos, las agrupaciones políticas y movimientos sociales 
con representación en las corporaciones públicas de elección popular”, contenida en 
la definición de organizaciones políticas del inciso primero del artículo 2º, (ii) el inciso 
segundo y los numerales 1, 2 y 3 previstos en el artículo 7º, (iii) el inciso segundo del 
artículo 8º; y (iv) los incisos segundo y tercero del artículo 10, los cuales se declaran 
inexequibles.

Cuarto. Declarar exequible el artículo 12 del Proyecto de Ley Estatutaria número 03 
de 2017 Senado – 006 de 2017 Cámara, salvo la expresión “en partes iguales” contenida 
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en el inciso 1º del mencionado artículo, que se declara inexequible, y se sustituye por la 
expresión “de manera proporcional”, la cual deberá interpretarse conforme a las reglas 
fijadas en el artículo 17 de la Ley 1475 de 2011.

Quinto. Declarar inexequible el artículo 30 del Proyecto de Ley Estatutaria número 
03 de 2017 Senado – 006 de 2017 Cámara.

Sexto. Remitir al Presidente del Congreso de la República el Proyecto de Ley 
Estatutaria número 03 de 2017 Senado – 006 de 2017 Cámara, para que el texto sea 
ajustado de acuerdo con lo dispuesto en la sección II.H de esta providencia, se firme 
por los presidentes de ambas cámaras y se remita de inmediato a la Presidencia de la 
República para los efectos del correspondiente trámite constitucional”.

2.5.	 ESTATUTOS Y DECISIONES INTERNAS DEL PARTIDO 
CONSERVADOR COLOMBIANO:

El Partido Conservador Colombiano, en sus estatutos vigentes, estableció lo siguiente:
“(…)
Artículo 45. (Modificado por la conferencia de Directorios Regionales) Son funciones 

del Directorio Nacional Conservador:
18.	 Interpretar y reglamentar los presentes Estatutos. “
(…)”

3. ACERVO PROBATORIO
Para el registro de las declaraciones políticas emitidas por el Partido Conservador 

Colombiano frente a algunos gobiernos locales, se deben tener en cuenta los oficios 
presentados de forma extemporánea así:

Departa-
mento Municipio Circuns-

cripción
Declara-

ción Fecha Declarante Cargo de-
clarante

Obser-
vaciones 
declara-

ción

Cauca Belalcázar
Páez Municipal Gobierno 25/06/2021 Omar Yepes 

Alzate

Repre-
sentante 
Legal y 

Presidente

Oficio 
PCC/SJ-
165-2021

Putumayo Puerto 
Leguízamo Municipal Indepen-

dencia 25/06/2021 Omar Yepes 
Alzate

Repre-
sentante 
Legal y 

Presidente 

Oficio 
PCC/SJ-
164-2021

4. CONSIDERACIONES
El artículo 112 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo número 

1 de 2003, establece que los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que 
se declaren en oposición al Gobierno podrán ejercer libremente la función crítica frente a 
este, así como plantear y desarrollar alternativas políticas. Además la norma constitucional 
señala que, para el ejercicio de la oposición las organizaciones políticas tendrán acceso a 
la información y documentación oficial con las restricciones constitucionales y legales, 
al uso de los medios de comunicación social del Estado o en aquellos que hagan uso del 
espectro electromagnético, al derecho a la réplica en los mismos medios de comunicación 
y a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación 
en ellos, entre otros aspectos.

Ahora bien, en virtud del procedimiento legislativo especial para la paz, fue expedida 
la Ley 1909 del 9 de julio de 2018, mediante la cual se adoptó “El Estatuto de la Oposición 
Política y Algunos Derechos a las Organizaciones Políticas Independientes”, en la que 
se consagró la oposición política como “un derecho fundamental autónomo que goza de 
especial protección por el Estado y las autoridades públicas” (art. 3°), y el cual permite 
“proponer alternativas políticas, disentir, criticar, fiscalizar y ejercer libremente el control 
político a la gestión de Gobierno”.

El Estatuto de la Oposición desarrolla lo dispuesto en el artículo 112 Superior, en el cual 
se reconoce a los partidos y movimientos políticos con personería jurídica, como titulares 
de determinadas garantías para el ejercicio de la oposición política. Así mismo, derivado 
de la interpretación que ha realizado la jurisprudencia constitucional, se precisa que dichos 
derechos también se les reconocen a las organizaciones políticas independientes.

Sobre el artículo 112 Constitucional, en la Sentencia C-018-18, de la Corte 
Constitucional, mediante la cual efectuó la revisión de constitucionalidad del Proyecto 
de Ley Estatutaria número 03 de 2017 Senado y 006 de 2017 Cámara, por medio del cual 
se adopta el Estatuto de la Oposición Política y algunos derechos a las organizaciones 
políticas independientes, M. P. Alejandro Linares Cantillo, se precisó lo siguiente:

“(…) el artículo 112 de la Constitución, en adición a definir el régimen sustantivo del 
derecho a la oposición, delimita el alcance de la competencia del legislador estatutario, 
por cuanto, se trata de una norma de competencia material de la actividad legislativa. De 
esta forma, el artículo 112 Superior circunscribe las garantías al ejercicio de la oposición 
política a “los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que se declaren en 
oposición política”, por lo que al reconocer el legislador garantías de oposición a grupos 
o movimientos que no cuenten con personería jurídica, excede la norma de competencia 
material que le fue otorgada.

En este sentido, señala la Sala que la Constitución Política, en atención a las 
implicaciones especiales de algunos los derechos de las organizaciones políticas que 
se encuentran en oposición, reconocidos en el artículo 112 Superior - por ejemplo la 

posibilidad de usar los medios de comunicación social del Estado así como en los que 
hagan uso del espectro electromagnético de acuerdo con la representación obtenida en las 
elecciones, o ejercer el derecho a la réplica en los mismos medios de comunicación- limitó 
la competencia del legislador estatutario en lo relativo a la identificación de los titulares 
del derecho”.

En cuanto a las declaraciones políticas de oposición, independencia o gobierno, que 
realicen las organizaciones políticas, en los términos del artículo 9° de la Ley 1909 de 
2018, estas deberán registrarse ante la correspondiente Autoridad Electoral, o en su defecto 
ante la Registraduría Distrital o Municipal, quienes deberán remitirla de manera oportuna 
al Consejo Nacional Electoral, para su respectiva inscripción en el Registro Único de 
Partidos, Movimientos Políticos y Agrupaciones Políticas.

Sobre la constitucionalidad del artículo 9° del Estatuto de la Oposición, la Corte 
Constitucional1 manifestó lo siguiente:

“(…) Esta Corte considera ajustado a la Constitución que el registro de la declaración 
política se haga ante la correspondiente Autoridad Electoral entendida en los términos 
del artículo 2º del PLE Estatuto de la Oposición. En efecto, esta disposición se encuentra 
acorde con lo establecido en el artículo 265 de la Carta Política, según el cual el 
Consejo Nacional Electoral tiene la función general de regular, inspeccionar, vigilar y 
controlar toda la actividad electoral de los partidos y movimientos políticos, de los grupos 
significativos de ciudadanos, de sus representantes legales, directivos y candidatos. 
Asimismo, se enmarca dentro de lo consagrado por el artículo 3º de la Ley 1475 de 2011, 
el cual establece la obligación, en cabeza del Consejo Nacional Electoral o quien haga 
sus veces, de llevar el registro único de partidos y movimientos políticos.

Así las cosas, esta disposición deberá ser declarada exequible, destacándose que es 
a partir del momento de la inscripción en el registro único de partidos y movimientos 
políticos por parte de la Autoridad Electoral y no desde el momento de la realización de 
la declaración política, que se harán exigibles los derechos previstos en el PLE Estatuto 
de la Oposición. Asimismo, resalta la Corte que esta previsión aplica únicamente para 
los derechos previstos en el PLE Estatuto de la Oposición, pero no para los demás 
derechos políticos previstos en el Art. 40 Superior, los cuales no se pueden ver afectados o 
restringidos ante la falta de inscripción y registro de la declaración política”.

5. CASO CONCRETO
Como se precisó en el acápite de hechos y actuaciones administrativas, el Partido 

Conservador Colombiano presentó declaraciones políticas extemporáneas frente a 
algunos gobiernos locales.

Conforme con lo anterior, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 9° del Estatuto 
de la Oposición, le corresponde al Consejo Nacional Electoral, pronunciarse sobre la 
inscripción en el Registro Único de Partidos, Movimientos Políticos y Agrupaciones 
Políticas, de las declaraciones políticas que emitan las organizaciones políticas frente 
a los gobiernos departamentales, distritales y municipales, según corresponda, previa 
verificación de los requisitos formales, referidos al cumplimiento de lo previsto en los 
estatutos de cada partido o movimiento político con personería jurídica, en relación con 
la autoridad competente y del procedimiento para efectuar tal declaración política, y a la 
oportunidad conforme a lo dispuesto en el artículo 6º de la Ley 1909 de 2018.

Sobre la oportunidad o término legal, para realizar la declaración política, en el contexto 
del Estatuto de la Oposición, el artículo 6° de la Ley 1909 de 2018, consagró lo siguiente:

“Artículo 6°. Declaración política. Dentro del mes siguiente al inicio del Gobierno, 
so pena de considerarse falta al régimen contenido en la Ley 1475 de 2011 y ser 
sancionadas de oficio por la Autoridad Electoral, las organizaciones políticas deberán 
optar por: 1. Declararse en oposición. 2. Declararse independiente. 3. Declararse 
organización de gobierno. Las organizaciones políticas que inscribieron al candidato 
electo como Presidente de la República, gobernador o alcalde se tendrán como de 
gobierno o en coalición de gobierno. En consecuencia, mientras dure su mandato no 
podrán acceder a los derechos que se les reconocen a las organizaciones políticas de 
oposición o independientes, en la presente ley. Parágrafo. Las organizaciones políticas 
podrán por una sola vez y ante la Autoridad Electoral modificar su declaración política 
durante el periodo de gobierno”. (Negrilla fuera del texto).

Respecto de la norma anterior, la Corte Constitucional, en Sentencia C-018-18, precisó:
“Consideraciones sobre el término de un mes, otorgado para la realización de la 

declaración política, y las sanciones aplicables en caso de incumplimiento.
361.	 Sin perjuicio de lo anterior, debe tenerse en cuenta que el mismo inciso primero 

del artículo 6 acá estudiado establece que esta declaración deberá hacerse “[d]entro del 
mes siguiente al inicio del Gobierno, so pena de considerarse falta al régimen contenido 
en la Ley 1475 de 2011 y ser sancionadas de oficio por la Autoridad Electoral”. Lo 
anterior pone de presente dos problemas jurídicos que deberán ser abordados por la 
Corte, a saber: (i) la constitucionalidad del término de un (1) mes, contado a partir del 
inicio del Gobierno, otorgado para la realización de la declaración política; y (ii) la 
constitucionalidad de la configuración de una falta al régimen contenido en la Ley 1475 
de 2011, sancionable de oficio por la Autoridad Electoral, ante la ausencia de realización 
de la declaración política en el término estipulado por la norma.
1	 C-018-18, M. P. Alejandro Linares Cantillo.
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362.	 En relación con el primer problema jurídico, se debe partir por aclarar que 
no se evidencia una intervención por parte del legislador estatutario en la organización 
y estructura interna de las organizaciones políticas que implique una limitación a 
su autonomía, sino ante el establecimiento de una medida que pretende que, por un 
lado, la ciudadanía tenga conocimiento de la posición asumida por una determinada 
organización y por el otro, el Estado tenga claridad sobre dicha posición, con el fin de 
garantizar los derechos establecidos en el presente PLE Estatuto de la Oposición. Bajo 
este entendido, esta Corte considera razonable que se haya optado por otorgar el plazo de 
un mes, contado a partir del inicio del respectivo Gobierno, para que las organizaciones 
políticas manifiesten su posición frente al mismo, teniendo en cuenta que, de antemano, 
los programas de gobierno de los aspirantes a alcalde, gobernador o Presidente de la 
República, deberán ser publicados y divulgados al momento de inscribir la candidatura, 
con base en lo dispuesto en las Leyes 131 de 1994 y 996 de 2005. Es de aclarar que el 
término de un mes deberá entenderse y aplicarse según el nivel nacional o territorial al 
que corresponda.

Lo anterior, pone de presente que las organizaciones políticas contarán con un tiempo 
prudente para conocer dichos programas, debatirlos al interior de sus grupos y optar por 
tomar una posición determinada frente a quien resultase elegido con base en estos. En esa 
medida, se trata de una disposición desarrollada en el marco de configuración legislativa 
que resulta razonable y proporcional por lo que se encuentra ajustada a la Constitución 
y que, en consecuencia, deberá ser declarada exequible en la parte resolutiva de esta 
sentencia”.

Con fundamento en lo anterior, el Consejo Nacional Electoral, en la Resolución 
número 3134 del 14 de diciembre de 2018, reglamentó en los incisos 4°, 5° y 6° del 
artículo 2° (modificado por el artículo 1° de la Resolución número 3941 del 13 de agosto 
de 2019), lo siguiente:

“Artículo 2° (Modificado por el artículo 1° de la Resolución número 3941 de 2019). 
De la presentación de la declaración política.

(…)
Las declaraciones políticas en los niveles departamental, distrital y municipal 

deberán presentarse dentro del mes siguiente al inicio del respectivo periodo de gobierno 
y podrán presentarse ante las registradurías correspondientes, quienes deberán remitirlas 
de manera oportuna por el medio más expedito al Consejo Nacional Electoral para su 
respectiva inscripción.

Una vez se reciban en el Consejo Nacional Electoral tales declaraciones, ellas serán 
remitidas a la Oficina de Inspección y Vigilancia del Consejo Nacional Electoral. Vencido 
el término para la presentación de la declaración política, la Oficina de Inspección y 
Vigilancia remitirá dentro del día siguiente un informe consolidado de las declaraciones 
de las organizaciones políticas a la Sala Plena del Consejo Nacional Electoral.

La Oficina de Inspección y Vigilancia verificará el cumplimiento de los requisitos 
formales, para el otorgamiento del registro. En caso de no satisfacerse los requisitos 
formales, referidos al cumplimiento de lo previsto en los estatutos de cada partido o 
movimiento político con personería jurídica en relación con la autoridad estatutaria 
competente y del procedimiento adoptado para efectuar tal declaración política, se 
otorgará un plazo de tres días hábiles para subsanar la solicitud.”.

Así las cosas, las declaraciones políticas en los niveles departamental, distrital y 
municipal deberán presentarse dentro del mes siguiente al inicio del respectivo periodo 
de gobierno, y ser emitidas por la autoridad competente y conforme al procedimiento 
adoptado para efectuar la correspondiente declaración política. Es preciso indicar que, 
conforme a lo establecido en el artículo 6° de la Ley 1909 de 2018, la presentación de la 
declaración política es una obligación, cuya inobservancia puede ser considerada como 
una falta al régimen contenido en la Ley 1475 de 2011.

Ahora bien, respecto a las declaraciones políticas emitidas por el Partido Conservador 
Colombiano, se advierte lo siguiente:

a)	 Que las declaraciones políticas NO fueron presentadas oportunamente ante 
la autoridad electoral, ya que se allegaron a esta Corporación con posterioridad al mes 
siguiente del inicio del respectivo periodo de gobierno, es decir, se presentaron con 
posterioridad al día 3 de febrero del año 2020, por lo cual no se ajustan al término 
establecido en el artículo 6° de la Ley 1909 de 2018, y en el artículo 2° de la Resolución 
número 3134 de 2018, modificado por el artículo 1° de la Resolución número 3941 de 
2019, para el nivel territorial, es decir, no fueron remitidas “Dentro del mes siguiente al 
inicio del respectivo periodo de gobierno”, a su vez, el artículo 6° de la Ley 1909 de 2018 
dispone, “so pena de considerarse falta del régimen contenidos en la Ley 1475 de 2011 
y ser sancionadas de oficio por la Autoridad Electoral”;

b)	 Así mismo, se advierte que las declaraciones políticas en mención fueron 
adoptadas y presentadas de acuerdo a lo establecido en los estatutos del Partido Político.

Así las cosas, teniendo en cuenta que las declaraciones emitidas por el Partido 
Conservador Colombiano fueron allegadas a la corporación fuera del término legal 
establecido en el artículo 6° de la Ley 1909 de 2018 y el artículo 1° de la Resolución 
número 0107 de 2020, siendo este el 03 de febrero del año 2020, se procederá a realizar 
la inscripción en el Registro Único de Partidos, Movimientos Políticos y Agrupaciones 
Políticas, pese a lo cual la investigación preliminar que se adelanta en contra de la 
organización política en mención, seguirá su curso en esta.

Las declaraciones políticas por registrar quedarán así:

Departa-
mento

Munici-
pio

Circuns-
cripción

Declara-
ción Fecha Decla-

rante
Cargo 

declarante

Observacio-
nes declara-

ción

Cauca Belalcázar 
Páez Municipal Gobierno 25/06/2021 Omar Ye-

pes Alzate

Represen-
tante Legal 
y Presidente

Oficio
PCC/SJ-165-

2021

Putumayo Puerto Le-
guízamo Municipal Indepen-

dencia 25/06/2021 Omar Ye-
pes Alzate

Represen-
tante Legal 
y Presidente 

Oficio
PCC/SJ-164-

2021

En virtud de lo arriba descrito, por parte de la Asesoría de Inspección y Vigilancia del 
Consejo Nacional Electoral, en esta oportunidad no se someterá a reparto para estudio de 
los Magistrados el contenido del presente acto administrativo, toda vez que ya se encuentra 
aperturada la correspondiente indagación preliminar, por la no presentación dentro de los 
términos legales de las declaraciones políticas que aquí se estudian;

En mérito de lo expuesto, el Consejo Nacional Electoral
RESUELVE:

Artículo 1°. Inscribir en el Registro Único de Partidos, Movimientos Políticos y 
Agrupaciones Políticas, las declaraciones políticas emitidas por el Partido Conservador 
Colombiano, frente algunos gobiernos locales, así:

Departa-
mento

Munici-
pio

Circuns-
cripción

Declara-
ción Fecha Declarante Cargo 

declarante

Observacio-
nes declara-

ción

Cauca Belalcázar 
Páez Municipal Gobierno 25/06/2021 Omar Ye-

pes Alzate

Represen-
tante Legal 
y Presidente

Oficio
PCC/SJ-
165-2021

Putumayo Puerto Le-
guízamo Municipal Indepen-

dencia 25/06/2021 Omar Ye-
pes Alzate

Represen-
tante Legal 
y Presidente 

Oficio
PCC/SJ-
164-2021

Artículo 2°. Notificación. El presente acto administrativo se entenderá notificado, una 
vez se efectúe la correspondiente anotación en el Registro Único de Partidos, Movimientos 
Políticos y Agrupaciones Políticas, en los términos del artículo 70 de la Ley 1437 de 2011.

Artículo 3°. Comunicar el presente acto administrativo, por medio de la Subsecretaría 
de la Corporación, al órgano de control del partido político para lo de su competencia:

Partido o 
movimiento 

político
Dirección Ciudad Correo electrónico

Partido 
Conservador 
Colombiano

av. cra. 24 núm. 
37-09 Bogotá, D. C. secretariageneral@partidoconservador.org

juridica@partidoconservador.org

Artículo 4°. Recursos. Contra el presente acto administrativo no proceden recursos.
Artículo 5°. Comunicar el presente acto administrativo, por medio de la Subsecretaría 

de la Corporación, a la Asesoría de Inspección y Vigilancia para lo de su competencia.
Artículo 6°. Comunicar el presente acto administrativo, por medio de la Subsecretaría 

de la Corporación, a la Procuraduría General de la Nación al correo electrónico 
notificaciones.cne@procuraduria.gov.co.

Artículo 7°. Comunicar el presente acto administrativo, por medio de la Subsecretaría 
de la Corporación, a los Alcaldes Municipales de Belalcázar Páez (Cauca) y Puerto 
Leguízamo (Putumayo), así como a los respectivos Concejos Municipales de lo aquí 
resuelto.

Artículo 8°. Publíquese el presente acto administrativo en el Diario Oficial y en la 
página web del Consejo Nacional Electoral.

Notifíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de agosto de 2021.
La Presidenta,

Doris Ruth Méndez Cubillos.
El Vicepresidente,

Virgilio Almanza Ocampo.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 4287 DE 2021

(septiembre 2)
por medio de la cual se ordena inscribir en el Registro Único de Partidos, Movimientos 
Políticos y Agrupaciones Políticas, la declaración política del Movimiento Alternativo 

Indígena y Social (MAIS), frente al Gobierno municipal de Girón (Santander).
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de las atribuciones establecidas en el 

artículo 265 de la Constitución Política modificado por el Acto Legislativo 01 de 2009, en 
concordancia con la Ley 1909 de 2018.

CONSIDERANDO:
A través de la Resolución número 0867 de 2020, el Consejo Nacional Electoral 

inscribió las declaraciones políticas emitidas por el Movimiento Alternativo Indígena 
y Social (MAIS), frente a algunos gobiernos locales, entre los cuales se encuentra la 
declaración política de gobierno frente al Gobierno municipal de Girón (Santander).



78		 DIARIO OFICIAL
Edición 51.942

Martes, 8 de febrero de 2022

Posteriormente, en atención a las elecciones atípicas de Alcalde que se realizaron el 
pasado 20 de junio en el referido municipio, por parte del partido político en mención, se 
allega solicitud a través del gestor documental epx, fechada del 25 de julio de 2021 y con 
número de Radicado CNE-E-2021-010228, donde Martha Isabel Peralta Epieyu, quien 
funge como Presidente Nacional y Representante Legal del Movimiento Alternativo 
Indígena y Social (MAIS), remite declaración política frente al nuevo gobierno municipal 
de Girón (Santander). El sentido de la declaración es el siguiente:

Departa-
mento Municipio Circunscrip-

ción Declaración Declarante Cargo declarante

Santander Girón Municipal Independiente Martha Isabel 
Peralta Epieyu Representante Legal

Por lo anterior y de acuerdo con lo previsto en el artículo 9° del Estatuto de la 
Oposición, le corresponde al Consejo Nacional Electoral pronunciarse sobre la inscripción 
en el Registro Único de Partidos, Movimientos Políticos y Agrupaciones Políticas, de 
las declaraciones políticas que emitan las organizaciones políticas frente a los gobiernos 
departamentales, distritales y municipales, según corresponda, previa verificación de los 
requisitos formales, referidos al cumplimiento de lo previsto en los estatutos de cada partido 
o movimiento político con personería jurídica, en relación con la autoridad competente, 
el procedimiento para efectuar tal declaración política, y a la oportunidad conforme a lo 
dispuesto en el artículo 6º de la Ley 1909 de 2018.

Luego de una revisión fáctica y jurídica de la solicitud allegada por el Movimiento 
Alternativo Indígena y Social (MAIS), se observa que la declaración política fue 
adoptada y presentada, conforme a lo dispuesto en los artículos 21, 23 y 47 de los Estatutos 
de esa organización política, en los cuales se estableció:

“Artículo 21. Naturaleza. El Comité Ejecutivo Nacional es el órgano designado por 
la Convención Nacional por un término de dos (2) años para ejercer la administración 
del MAIS, velando por la ejecución de su misión y la implementación nacional, 
regional, departamental y local de las estrategias y actividades del MAIS, en lo político, 
administrativo, organizativo, jurídico, económico y financiero. Acatará las disposiciones 
de la Convención y la Dirección Nacional, entre ellas, otorgamiento de avales, definición 
de sedes departamentales y/o municipales.

(…)”.
“Artículo 23. Funciones de la Presidencia. Serán funciones del presidente de 

relaciones públicas:
-	 Ejercer la representación legal del movimiento.
-	 Ser vocero del movimiento a nivel nacional e internacional. A nivel nacional ante 

las entidades y funcionarios del Estado, las autoridades electorales y de control estatal, 
partidos políticos, sectores, movimientos y organizaciones políticas, civiles y gremiales 
y candidatos electos. A nivel internacional ante los gobiernos, movimientos, partidos y 
organizaciones públicas y privadas.

(…)
-	 Orientar a las bancadas del MAIS en las Corporaciones públicas. - Hacer 

cumplir el régimen interno.
(…)”.
“Artículo 47. Coordinación. Corresponde al Comité Ejecutivo Nacional dirigir, 

orientar y coordinar con los miembros de la bancada MAIS, las estrategias políticas, las 
alianzas y su comportamiento en la respectiva Corporación pública.

Parágrafo 1º. A nivel municipal, y departamentales, dicha labor será desarrollada por 
los respectivos Comités Ejecutivos.

Parágrafo 2. Las Bancadas tienen una autonomía relativa para el diseño de sus 
estrategias. No obstante, los temas de relevancia nacional o territorial, deberán ser 
sometidos a consulta del Comité Ejecutivo Nacional para definir el accionar”.

Así las cosas, la Resolución número 0011 del 23 de julio de 2021, “Por medio de 
la cual se realiza declaración política del Movimiento Alternativo Indígena y Social 
(MAIS) en el Concejo Municipal de Girón (Santander)”, fue adoptada y presentada por la 
autoridad estatutariamente habilitada por dicha colectividad.

Con base en lo anterior, se procederá a la inscripción en el Registro Único de Partidos, 
Movimientos Políticos y Agrupaciones Políticas, de la declaración política, adoptada de 
acuerdo a lo previsto en sus estatutos y suscrita por la autoridad estatutariamente habilitada 
del Movimiento Alternativo Indígena y Social (MAIS).

En mérito de lo expuesto, el Consejo Nacional Electoral
RESUELVE:

Artículo 1°. Inscribir en el Registro Único de Partidos, Movimientos Políticos y 
Agrupaciones Políticas, la declaración política, emitida por el Movimiento Alternativo 
Indígena y Social (MAIS) frente al Gobierno Municipal de Girón (Santander), conforme 
a lo expuesto en la parte motiva de la presente resolución, así:

Departa-
mento Municipio Circunscripción Declara-

ción Declarante Cargo  
declarante

Santander Girón Municipal Indepen-
diente

Martha Isabel Peralta 
Epieyu 

Representante 
Legal

Artículo 2°. Notificación. El presente acto se entenderá notificado una vez se efectúe la 
correspondiente modificación y anotación en el Registro Único de Partidos, Movimientos 
Políticos y Agrupaciones Políticas; lo anterior en los términos del artículo 70 de la Ley 
1437 de 2011.

Artículo 3°. Comunicar el presente acto administrativo, por medio de la Subsecretaría 
de la Corporación, al Movimiento Alternativo Indígena y Social (MAIS) en la siguiente 
dirección: calle 37 número 28-11, en la ciudad de Bogotá, D. C., y al correo electrónico 
movimientomais@mais.gov.co.

Artículo 4°. Recursos. Contra el presente acto administrativo no proceden recursos.
Artículo 5°. Comunicar el presente acto administrativo, por medio de la Subsecretaría 

de la Corporación, a la Asesoría de Inspección y Vigilancia mediante el correo electrónico 
inspeccionyvigilancia@cne.gov.co, para lo de su competencia.

Artículo 6°. Comunicar el presente acto administrativo, por medio de la Subsecretaría 
de la Corporación, a la Procuraduría General de la Nación mediante el correo electrónico 
notificaciones.cne@procuraduria.gov.co.

Artículo 7°. Comunicar el presente acto administrativo, por medio de la Subsecretaría 
de la Corporación, al Alcalde Municipal de Girón (Santander), así como al Concejo 
Municipal, de lo aquí resuelto.

Artículo 8°. Publíquese el presente acto administrativo en el Diario Oficial y en la 
página web del Consejo Nacional Electoral.

Notifíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 2 de septiembre de 2021.
La Presidenta,

Doris Ruth Méndez Cubillos.
El Vicepresidente,

Virgilio Almanza Ocampo.
(C. F.).

* * *

Federación Nacional de Cultivadores de Palma de Aceite

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO FEP 227 DE 2021

(diciembre 6)
por la cual Fedepalma, como Entidad Administradora del Fondo de Estabilización de Precios 
para el Palmiste, el Aceite de Palma y sus Fracciones, informa el valor de las Cesiones y 

Compensaciones de estabilización del mes de noviembre de 2021.
La Federación Nacional de Cultivadores de Palma de Aceite (Fedepalma),

CONSIDERANDO:
Que en desarrollo del artículo cuarto del Decreto número 2354 de 1996, modificado 

por el Decreto número 130 de 1998, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
y Fedepalma firmaron el 5 de noviembre de 2014, la tercera prórroga y la tercera 
modificación al Contrato 217 del 30 de diciembre de 1996, para la administración del 
Fondo de Estabilización de Precios para el Palmiste, el Aceite de Palma y sus Fracciones;

Que el numeral primero del artículo noveno del Decreto número 2354 de 1996 establece, 
entre las funciones del Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios para el 
Palmiste, el Aceite de Palma y sus Fracciones, “determinar las políticas y lineamientos del 
Fondo, de conformidad con las cuales la Entidad Administradora podrá expedir actos y 
medidas administrativas y suscribir los contratos o convenios especiales necesarios para el 
cabal cumplimiento de los objetivos propuestos para el Fondo”;

Que el numeral cuarto del artículo noveno del Decreto número 2354 de 1996 
establece que se compensará a los productores, vendedores o exportadores con sujeción 
a las disponibilidades de recursos del Fondo y, conforme con esta disposición, el Comité 
Directivo del Fondo de Estabilización de Precios para el Palmiste, el Aceite de Palma y sus 
Fracciones en su Acuerdo número 022 de 1998 “por el cual se determina la política general 
para el funcionamiento del Fondo” dispone en el Artículo Sexto que las compensaciones 
se otorgarán hasta donde la disponibilidad de recursos del Fondo así lo permita;

Que según el artículo primero del Decreto número 2424 de 2011, el Comité Directivo 
del Fondo determinará el momento en que se debe efectuar la retención para las operaciones 
de exportación y para el mercado doméstico;

Que el Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios para el Palmiste, el 
Aceite de Palma y sus Fracciones, mediante el Acuerdo número 219 de 2012, estableció 
el Reglamento para las Operaciones de Estabilización, en aplicación de una metodología 
“ex post”;

Que el artículo décimo primero del Acuerdo número 219 de 2012 establece que, una 
vez vencido el plazo de certificación de las primeras ventas a los mercados o grupos de 
mercado objeto de estabilización, la Secretaría Técnica del Fondo calculará los valores de 
cesiones y compensaciones de estabilización por cada kilogramo de los productos objeto 
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de las operaciones de estabilización, del mes en el cual se realizaron las primeras ventas, 
acorde con la metodología de cálculo para las operaciones de estabilización;

Que, con base en el artículo décimo primero del Acuerdo número 219 de 2012, los 
valores de las operaciones de estabilización, incluyendo las variables a partir de las cuales 
se determinaron las cesiones y compensaciones, serán enviadas por la Secretaría Técnica 
a la Entidad Administradora, a más tardar el cuarto (4°) día hábil del mes calendario 
siguiente a las primeras ventas;

Que, mediante el artículo décimo primero del Acuerdo número 219 de 2012, los valores 
de las operaciones de estabilización serán informadas por la Entidad Administradora, 
mediante resolución motivada a más tardar el cuarto (4°) día hábil del mes calendario 
siguiente al de las primeras ventas, mediante correo electrónico, aviso público fijado en 
el domicilio de la Entidad Administradora u otro medio técnicamente apropiado, tanto 
a productores de aceite de palma crudo y de aceite de palmiste crudo y a las empresas 
registradas con el Convenio Marco de Compromiso de Destino (CMCD);

Que el Comité Directivo del Fondo de Estabilización de Precios para el Palmiste, 
el Aceite de Palma y sus Fracciones, mediante el Acuerdo número 218 de 2012, sus 
modificaciones, adiciones y actualizaciones, estableció la “Metodología ex post para el 
cálculo de las Operaciones de Estabilización”;

Que, mediante el Acuerdo número 331 de septiembre de 2016, se modificó la 
metodología para el cálculo de las operaciones de estabilización;

Que, mediante el Acuerdo número 357 del 22 de agosto de 2017, modificado por el 
Acuerdo número 365 del 26 de septiembre de ese mismo año, se modificó la metodología 
para el cálculo de las operaciones de estabilización, para establecer compensaciones por 
zona palmera;

Que, mediante el Acuerdo número 358 del 22 de agosto de 2017, modificado por el 
Acuerdo número 366 del 26 de septiembre de ese mismo año, se modificó el reglamento 
para las operaciones de estabilización, para establecer requisitos y documentos adicionales 
para las compensaciones por zona palmera;

Que, mediante Acuerdo número 379 del 20 de marzo de 2018, modificatorio del Acuerdo 
número 218 de 2012 se habilita al Ecuador como mercado objeto de las operaciones de 
estabilización del FEP palmero;

Que, mediante Acuerdo número 385 del 26 de junio de 2018, modificatorio del 
Acuerdo número 218 de 2012, se modifica la cotización fuente del mercado internacional 
del aceite de palma para los correspondientes mercados o grupo de mercados de consumo 
diferentes a Colombia;

Que, mediante el Acuerdo número 398 del 31 de enero de 2019, el Comité Directivo 
del Fondo modificó la metodología para el cálculo de las operaciones de estabilización, 
en lo referente a los aranceles de los aceites de palma para los indicadores de precios del 
mercado de consumo de Colombia de los aceites de palma;

Que, mediante Acuerdo número 461 del 30 de julio de 2021, el Comité Directivo 
aprobó calcular los fletes terrestres desde las diferentes zonas palmeras a puerto de 
exportación en pesos colombianos;

Que, mediante el Acuerdo número 468 del 8 de octubre de 2021, se actualizaron los 
valores de acceso y logística de referencia por zonas para el cálculo de los valores de 
estabilización del aceite de palma y del aceite de palmiste;

Que el Secretario Técnico, mediante Memorando número 2021201000235W, informó 
a la Entidad Administradora del Fondo, los resultados obtenidos en la aplicación de la 
metodología establecida por el Comité Directivo del Fondo para las cesiones y las 
compensaciones de estabilización que regirán en el mes de noviembre de 2021;

Que, en razón a lo anterior y de conformidad con los objetivos propuestos para el 
Fondo:

RESUELVE:
Artículo 1°. Informar que el valor de las Cesiones de Estabilización sobre las primeras 

ventas de aceite de palma crudo y de aceite de palmiste crudo del mes de noviembre de 
2021, con destino al correspondiente mercado o grupo de mercados es el siguiente:

Parágrafo. Los productores que realicen la primera venta o incorporen por cuenta propia 
en otros procesos productivos estos aceites, en los respectivos mercados, deben realizar 
la retención de esta contribución parafiscal y hacer su pago al Fondo de Estabilización de 
Precios.

Artículo 2°. Informar que el valor de las Compensaciones de Estabilización noviembre 
de 2021, con destino al correspondiente mercado o grupo de mercados, según sea el caso, 
de acuerdo con el “Reglamento para las Operaciones de Estabilización” es el siguiente:

 Dada en Bogotá, D. C., a 6 de diciembre de 2021.
El Representante Legal Suplente Plural Especial de Fedepalma Entidad Administradora 

del Fondo de Estabilización de Precios (FEP),
Daniella Sardi Blum.

El Secretario General,
Boris Hernández Salame.
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* * *

Cierre Definitivo Prestador Odontología General

Doctora Sandra Liliana Ariza Pardo

Avisos
Dando cumplimiento a la Resolución número 839 del 23 de marzo de 2017, se informa 

a la población en general que se hará entrega de las historias clínicas a los titulares o a sus 
autorizados mediante carta desde el 1° hasta el 15 de febrero del año en curso, en la Cra. 
72 bis número 81-05, local 102, teléfono 3143413829, en Bogotá. Información vía e-mail 
a sandraariza_1@yahoo.es.

Cordialmente,
Sandra Liliana Ariza Pardo,

C.C. 51915450 Bogotá
Segundo Aviso.
Imprenta Nacional de Colombia. Recibo 22200014. 28-I-2022. Valor $65.200.
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